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Cuando no hace aún mucho tiempo es-
cribimos sobre la reforma del proceso ma-
trimonial canónico 1 según el Motu proprio 
Pauli VI, de 28 de marzo 1971, Causas ma-
trimoniales, restringimos nuestra exposición 
al proceso ordinario. No habíamos medita-
do suficientemente, en aquellos momentos, 
sobre el proceso previsto para casos especia-
les, según incidían las Normas X-XIII del 
Motu proprio en el anterior sistema procesal 
relativo exclusivamente a los casos exceptua-
dos. Hasta entonces habían sido contempla-
dos por el c. 1990, y regulados, en su orde-
nación, por este mismo canon y los 1991-
1992, así como por los arts. 226-230 de la 
Instrucción de la Sagrada Congregación de 
Sacramentos, de 15 de agosto de 1936, Pro-
vida Mater Ecclesia (en adelante la citaremos 
con las siglas PME). 
Haciendo ya una calificación anticipada 
de la naturaleza de este proceso, nos atre-
vimos, en aquella ocasión, a pronunciarnos 
acerca de su naturaleza jurídica, calificán-
dolo entonces de proceso especial, documen-
1. La reforma del proceso matrimonial canóni-
co, en rus CANONICUM, XII, n.O 23 (enero-
junio 1972), pgs. 107-188. 
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tal y sumario; pero, a la vez, nos reserva-
mos, de un modo expreso, su estudio, para 
un trabajo posterior. Este es el que tenemos 
ahora la ocasión de publicar. Al tratar de 
analizar ahora esas notas que, bajo la in-
fluencia de una primera impresión, señalá-
bamos en relación con la actividad jurídica 
desplegada, al amparo de los preceptos le-
gales antes citados, conducente a declarar la 
nulidad del matrimonio canónico, se irán 
poniendo de relieve las características y pe-
culiaridades de dicha actividad, la cual se 
desenvuelve en el ámbito jurídico propio de 
la autoridad jerárquica de la Iglesia. 
1. LA NATURALEZA PROCESAL DE ESTA 
PECULIAR ACTIVIDAD JURIDICA. 
al Precisiones para su calificación como 
proceso. 
Cuando utilizamos el calificativo proce-
sal para una determinada actuación de su-
jetos, públicos o privados, ante la autoridad 
jerárquica de la Iglesia, lo hacemos en el 
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sentido de «judicia!», que es vocablo de ma-
yor uso en la terminología jurídica de la 
Iglesia, conforme a la designación de la 
Pars Prima del Liber IV del Codex, De Iu-
diciis. Sin embargo, no toda actividad que 
se atribuye a los jueces es necesariamente 
contenciosa, ni siempre que se emite un jui-
cio por un órgano judicial de la Iglesia tiene 
que ser necesariamente sobre un objeto con-
trovertido entre partes situadas en un plano 
de igualdad, en la que una de ellas actúa 
pretendiendo y la otra queda sometida a la 
pretensión de aquélla tras llegar a su cono-
cimiento, dicha pretensión, por la citación. 
Pero nos desviaríamos de la dirección de 
nuestro trabajo si entráramos en un análi-
sis detenido de una cuestión terminológica, 
que, además, no ha dejado, en los últimos 
tiempos, de ofrecer motivos para la polé-
mica. 
Por ello, preferimos, siguiendo el lengua-
je más generalizado en la doctrina jurídica 
actual; utilizar aquí la voz proceso y el cali-
ficativo «procesa!», que ha dado nombre a 
una rama científica del Derecho, en vez de 
la de «juicio» y «judicia!», que estimamos no 
contemplan la totalidad de los fenómenos 
jurídicos objetos de nuestra presente consi-
deración. Sabemos que ésto nos ofrece una 
dificultad, la de la rúbrica del Libro IV, De 
Processibus, que, tanto en su Pars Segunda 
como en la Tertia, incluyen actividades a 
2. M. GIMÉNEZ FERNÁNDEZ, Instituciones jurídi-
cas de la Iglesia Católica, 11, Madrid 1942, pgs. 293-
2%. Así, con tal nomenclatura, se señala de modo 
evidente su naturaleza administrativa y su operar 
procedimental. Como acertadamente se ha dicho 
-L. PRIETO-CASTRO FERRÁNDIZ, Derecho Procesal 
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realizar, ante y por la autoridad jerárquica 
de la Iglesia, que ningún procesalista mo-
derno calificaría con rigor de procesal. In-
dudablemente, por los canonistas se viene 
utilizando la voz proceso con demasiada ge-
neralidad: siempre que se designa una acti-
vidad procedimental para una decisión de 
órgano jurídico. Es más, el procedimiento 
para la concesión de dispensa del matrimo-
nio rato y no consumado, ha venido siendo 
designado por todos, sin apenas disparidad 
de criterio, con el calificativo de processus. 
Sólo encontramos una calificación bien di-
versa en Giménez Fernández -nuestro pri-
mer maestro de Derecho Canónico, siempre 
con admiración recordado-, quien al tratar 
esta institución, a la que designó como «di-
solución de matrimonio rato y no consuma-
do», la estudia, juntamente con la disolución 
del matrimonio de infieles, bajo la -para 
nosotros acertada~ común rúbrica: «Expe-
dientes administrativos sobre disolución del 
vínculo matrimonial».2 En la actualidad, la 
reciente normativa sobre esta institución, se 
ha visto precisada a manifestarse sobre la 
naturaleza jurídica de esta actividad dirigi-
da a obtener una dispensa pontificia. En 
efecto, dice la Instructio de la Sagrada Con-
gregación para la Disciplina de los Sacra-
mentos, de 7 de marzo de 1972 (AAS, LXIV, 
p. 245), processus super matrimonio rato 
et non consummato non est iudicialis, sed 
civil, vol. 1.0, Madrid 1968, pg. 228-, el procedi-
miento "indica únicamente el lado externo de la 
actividad procesal (como puede serlo de la legis-
lativa, administrativa, etc.) y no puede abarcar el 
conjunto de las teorías que comprende el estudio 
del proceso". 
224 
administrativus, ac proinde differt a proces-
su iudiciali pro causis nullitatis matrimonii. 
Si hubiera utilizado simplemente la voz pro-
cedimiento, no hubiera necesitado la Instruc-
tio hacer tal aclaración. 
Permítasenos, pues, para expresar nues-
tra postura en relación con lo que entende-
mos por actividad procesal, al efecto de la 
precisa calificación que realizamos, repetir 
unas palabras nuestras, publicadas con an-
terioridad: ... «a mi entender, el mayor lo-
gro de la sabiduría jurídica se alcanza en la 
obtención de un sistema que sitúe -al me-
nos formalmente- a los interesados en ob-
tener una solución justa, respecto a un tema 
o problema incierto o no suficientemente es-
clarecido, en igualdad de posiciones en rela-
ción a un órgano situado en nivel superior, 
y de naturaleza pública, independiente de 
todo interés de parte. Igualdad de posiciones 
que implica igualdad de opciones de ataque 
y defensas para las partes, de argumenta-
ción, de pruebas, e incluso de impugnación 
de la decisión dictada por dicho órgano y a 
interponer ante otro órgano distinto, tam-
bién público e independiente de cualquier 
interés parciario, y superior en jerarquía 
-lo que presupone superioridad en conoci-
miento y experiencias-, a efectos de que 
vuelva a tener conocimiento y emita nuevo 
juicio sobre los temas planteados y ya deci-
didos por el órgano público inferior. Deci-
siones que estos órganos judiciales han de 
adoptar, fundadas, razonadamente, con ba-
se a los hechos que se alegan y pruebas, se-
3. El control judicial del gobierno central de la 
Iglesia, IUS CANONICUM, XI, n.O 22 (julio-
diciembre 1971) pgs. 293-294. 
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gún las reglas del ordenamiento jurídico 
aplicable. 
«En este enfrentar, en paridad de condi-
ciones, a los originariamente desiguales, an-
te un órgano independiente y técnico-jurídi-
co, con posibilidades de recurrir a otro ór-
gano jerárquicamente superior que emita 
nuevo juicio, estimamos ser el esquema úl-
timo en que consiste el proceso, así como 
pensamos que en ello reside la garantía má-
xima con que el sistema procesal, con la cer-
teza y seguridad jurídicas, logra -en la 
mayor medida humana posible- la justi-
cia».3 
La referencia quizá haya resultado exten-
sa, pero nos parecía precisa para llegar a 
identificar ese esquema último al que se re-
duce el proceso; de modo que si encontra-
mos una actividad jurídica ante órgano pú-
blico, realizado también por sujetos de de-
rechos -de naturaleza pública o privada-, 
que reúnan tales características, debemos 
calificar a su vez tal actividad como proce-
sal, y designar con el nombre de proceso a 
todo ese conjunto de actos jurídicos. Tal es-
quema creemos que se da -y de aquí que 
hablemos de «naturaleza procesa1»- en la 
actividad promovida y dirigida a la obten-
ción de una declaración de nulidad de ma-
trimonio canónico en los casos especiales 
de los que hace relación el Motu proprio 
referido. 
Hoy podemos decir, con sobrada razón, 
que tal calificación ha dejado de ser polé-
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mica. Los autores ya no se atreven a dejar 
de calificar de judicial -nosotros preferi-
mos designarla como procesal- este tipo de 
actividad; pero ello no se ha producido sin 
una laboriosa gestación en la que ha tomado 
parte, de un lado, la doctrina procesal ca-
nónica, y, de otra, la decidida postura adop-
tada en tal sentido por la Comisión Ponti-
ficia para la interpretación auténtica del 
CIC: ambas producidas cuando se trataba 
de calificar la actividad conducente a decidir 
de esta nulidad en los llamados casos ex-
ceptuados. 
b) Dificultades para su adecuada califi-
cación. 
En efecto, los cc. 1990-1992 no ofrecían 
del todo claridad a la solución de este pro-
blema. El hecho de que tuviera que ser el 
Ordinario quien decidiera de esta nulidad, 
hacía aparecer a tal decisión como de natu-
raleza administrativa. Cierto que tal argu-
mento no era concluyente, puesto que, con-
forme al c. 1572, § 1, en cada diócesis, iudex 
primae instantiae est loeis Ordinarius, pero 
también era cierto que el c. 1990 no parecía 
tener en cuenta el imperativo establecido en 
el c. 1573, § 1, por cuya virtud el Ordinario 
ha de nombrar en cada diócesis un Provi-
sor, con potestad ordinaria para juzgar, cu-
yo officiale unum constituit tribunal cum 
Episcopo loci (c. 1573, § 2). El prescindir 
del Oficial, para estas hipótesis de casos 
exceptuados, llevaba a pensar que en tales 
hipótesis, de declaración de nulidad de ma-
4. F. M, CAPPELLO, De casibus exceptis ad nor-
man can. 1990-1992, "Ius Pontificium", XII, fase. 
1 (1932), pg. 111. 
225 
trimonio, no se obraba en ámbito judicial, 
sino administrativo. 
Cierto también, en contraste, que el De-
fensor del Vínculo podía recurrir de la de-
cisión de nulidad dictada por el Ordinario, 
y el que se utilizara, a este objeto, por el 
c. 1991, de los términos provocare tenetur, 
así como los de ad iudicem secundae ins-
tantiae, llevaba a pensar que estábamos, sin 
embargo, en un recurso de apelación dirigi-
do al órgano judicial superior del Tribunal 
del Ordinario competente en primera ins-
tancia. Pero, al parecer, no dejaba de ser un 
recurso que se presentaba exclusivamente 
referido al Defensor del vínculo, y en el que 
parecía prescindir se del cónyuge interesado 
en la validez, contra la norma general del 
c. 1879 para la apelación, que atribuye este 
recurso a la parte quae aliqua sententia se 
gravatam putat; es más, en la nulidad in ca-
sibus exceptis se ha prescindido del recurso 
de apelación impuesto con carácter forzoso, 
contra la sentencia primera de nulidad, al 
Defensor del vínculo por imperio del c. 1986: 
era un recurso, a interponer, voluntario, sed 
condicionatum lo llamó la generalidad de la 
doctrina.4 
No parecía tampoco que habían de se-
guirse las normas típicas del proceso, ni las 
de orden sustancial del mismo, como .acaba-
mas de ver, ni las de orden adjetivo, ya que, 
según el c. 1990, el Ordinario no tenía por 
qué sujetarse a aquellas formalidades. El c. 
1990 establece que la actividad desplegada 
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por el Ordinario, en estos casos, puede rea-
lizarse praetermissis sollemnitatibus huius-
que recensitis. Pero, además, existía aquella 
norma (c. 1992) de que si el juez de segunda 
instancia no coincidía en su criterio con la 
nulidad, pronunciada por el Ordinario, de-
bía resolver en el sentido de procedendum in 
causa sit ad ordinarium tramitens iuris; quo 
in casu eam remittit ad tribunal primae ins-
tantiae, con lo que podría pensarse que pa-
recía remitirse, en general, al ordenamiento 
procesal, el tema de la nulidad, en cuanto 
aparecieran algunas dificultades para su re-
solución por vía administrativa; de manera 
que lo judicial se presentaba como lo bási-
co y la actividad administrativa como régi-
men excepcional. Si a ello unimos que este 
procedimiento se mostraba en su origen co~ 
mo iniciado por un Decreto de la S.C. del 
Sto. Oficio, de S de junio de 1889 (Fontes, 
n.O 1118), como una dispensa de las exigen-
cias formales del proceso de nulidad de ma-
trimonio, tal como venía regulado por la 
5. Vid. J. JOHNSON -De natura processum 
matrimonialium exceptorum, "Apollinaris", IX 
(1936), pgs. 380-389- expone la evolución legal pro-
vocada por las fuertes exigencias de la Consti· 
tución Dei miseratione, no siempre fácil de se-
guir e innecesarias en muchas ocasiones; y de aquí, 
que, en los casos de matrimonios celebrados in 
facie Ecclesiae, pero cuya nulidad fuera demos-
trable por argumentos ciertos y evidentes, sobre 
todo documentales, se concediera -primero, en 
casos particulares de urgente necesidad; después, 
por decretos generales- la facultad de omitir las 
solemnidades enumeradas por la citada Consti-
tución de Benedicto XIV, si bien, a juicio de este 
autor, observando siempre el proceso judicial 
quoad substantiam. 
En el mismo sentido, vid. C. LÁZARO BENíTEZ, 
Influencia del proceso extraordinario en la noción 
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Constitución de Benedicto XIV, Dei misera-
tione (3-XI-1741),5 cabía concluir que tal dis-
pensa no hacía referencia tan solo al orde-
namiento procedimental en ella prescrito, 
sino también el orden procesal mismo. 
e) Principales argumentos doctrinales 
acerca de su naturaleza procesal. 
De ahí que Johnson, al sostener la natu-
raleza procesal a la que correspondía la de-
claración de nulidad t;n casos exceptuados, 
acudiera a servirse, en apoyo de su tesis, 
aparte del argumento rubro ad nigrum, tan 
utilizado por la anterior doctrina, funda-
mentalinente, de una parte, a la precisión 
de sus orígenes históricos, y, de otra, a un 
análisis detallado y comparativo, textual, de 
los términos utilizados en los ce. 1990-1992, 
además de remitirse a la doctrina de otros 
autores (Eichmann, Roberti, Noval, etc.) 
que lo habían ya calificado como processu 
iudiciali summario.6 
de juicio canónico, Cuadernos, Universidad de Na-
varra, 1960, pgs. 67-95. ,Para este autor, la Consti-
tución Dei Miseratione había forzado a la S. C. 
del Sto. Oficio y a la del Concilio a dispensar de 
esas solemnidades, en casus exceptus, mediante 
resoluciones concretas, conservando en todo mo-
mento, sin embargo, la cognitio veri y confiando al 
Obispo la función de juez, contando siempre con el 
voto previo del Defensor del vínculo (vid. pgs. 59-
67). Nos llegará aún a determinar con mayor con-
creción este autor: "La declaración de nulidad 
debía ser como las demás sentencias que se pro-
nunciaban entonces. No existe ninguna causa, ra-
zón o motivo para afirmar otra cosa distinta. Por 
tanto, debía contener su peculiar fundamento in 
iure et in facto" (pg. 70). 
6. J. JOHNSON, ob. y ed. cts., pg. 375. J. NOVAL 
-Commentarium Codicis iuris canonici, Líber IV, 
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Anteriormente, con cierta amplitud en 
las razones justificadoras de tal calificación, 
había ya mantenido igual postura Bernardi-
nU Este la expone, al plantearse el proble-
ma siguiente: una vez iniciado en vía de 
proceso ordinario de nulidad, si apareciera 
una prueba certísima de ella según el c. 1990, 
si podría tal proceso convertirse en el espe-
cial de casos exceptuados. Tal autor entien-
de que sí en aquella hipótesis en que todas 
las partes, incluido el Defensor del vínculo 
(y el Promotor de Justicia en el caso de que 
viniera actuando), muestren conformidad 
en ello. Entonces, dice, nulla exsurgit ques-
tio. 
Para sostener tal doctrina, Bernardini 
parte de la natura iudicialis processus docu-
mentalis, apoyada, primero, en razones de 
derecho comparado, el cual enseña cómo el 
proceso documental de las leyes civiles, mo-
vido siempre como en la ley canónica por la 
mayor brevedad y economía, sin embargo, 
no por ello deja de ser estimado por todos 
como verdadera _ actividad judicial; segun-
do, por la naturaleza de los derechos con-
trovertidos en causas matrimoniales, que 
son de los que exigen y requieren tutela ju-
risdiccional conforme al c. 1667; tercero, por 
la evolución histórica de las fuentes que 
alumbraron a los cc. 1990-1992; y cuarto, 
por los motivos mismos que han de constar 
deben acompañar al título que constituye el 
caput de la nulidad, así como por las pala-
bras utilizadas por la ley (partes, provocare, 
Pars, I, De Iudicis, Romae 1920, pg. 581- señalaba 
con particular clarividencia: vere omnia requisita 
ad iudicium, et proinde ess,e processum vere iudi-
dialem, non administrativum; 
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iudex, causa, etc.), las cuales ponen de relie-
ve, sobre todo, la intención del legislador. 
Continúa, pues, la potestad judicial del Or-
dinario y las mismas partes, por lo que en-
tiende que a tal cambio no se opone el c. 
1725, n.O 2.°. Lo único que cambiaría sería el 
rito judicial, y estima que no existe en el 
Codex prohibición alguna para ese cambio. 
No habría atentado porque permanece idén-
tica la materia en litigio, y la innovación en 
cuanto a los términos judiciales no es ilícita 
cuando la ley la admite. Además, se apoya 
-aparte de en otros argumentos de menor 
relieve- en una poderosa razón de oportu-
nidad: juzga que se ha de evitar la irracio-
nal oposición del cónyuge en el pleito matri-
monial cuando haya una prueba evidentísi-
ma de que se está en un caso del c. 1990. 
Por lo que concluye: in prima instantia ergo 
processus ordinarius semper potest evo lvi in 
processum documentalem. Solución no po-
sible ya en la segunda instancia, en su opi-
nión, porque a ella se opondría el c. 1596: en 
grado de apelación no puede juzgar un nú-
mero de jueces menor que los que compo-
nían el tribunal colegiado de la primera ins-
tancia. 
Volviendo a los argumentos de Johnson, 
autor que a este tema hizo, a nuestro pare-
cer, una aportación de la mayor importan-
cia, es interesante destacar el enfrentamien-
to que ofrece, siguiendo la literalidad de los 
textos legales, de los términos que pudieran 
ser interpretados a favor de la naturaleza 
7_ C_ BERNARDINI, Quaestiones circa processus 
documentales, "Apollinaris", VIII (1935), pgs. 280-
293. 
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administrativa -casibus, ordinariis, decla-
rare y declarationem, provocare, decernet y 
praetermissis sollemnitatibus huiusque re-
censitis-, de aquellos otros que manifiestan 
la naturaleza judicial de la actividad: cita-
tis partibus, cum interventu defensoris vin-
culi, iudex, instantia, sententia, causa. Mien-
tras aquellos primeros vocablos adolecen de 
ambigüedad, los segundos pertececen al vo-
cabulario procesal judicial del Código, lo 
que demuestra, en su opinión, la naturaleza 
judicial de este proceso.8 
Mas también ya hicimos referencia a las 
fuentes históricas a las que Johnson hace 
mención para fundamentar su tesis. No sólo 
a las más inmediatas que sirvieron de pre-
cedente al Codex y que surgieron después de 
la Constitución Dei miseratione, sino a otras 
más remotas. Este autor parte de ciertas 
disposiciones pontificias de los ss. XII Y 
XIII, que entiende dispensaban de algunas 
solemnidades en causas matrimoniales. Sin 
embargo, el precedente fundamental lo en-
cuentra en el proceso sumario propiamente 
dicho de la Constitución Saepe de Clemente 
V (año 1306), dirigida a evitar morosidades, 
permitiendo abreviar la litis en lo que fuera 
posible sin perjuicio de que la verdad que-
dara demostrada, así como que las partes 
tuvieran ocasión de exponer sus argumen-
tos. Abbrevatio fiat per omissionen actuum 
mere formalium, conservatis actis solemni-
8. Vid. J. JOHNSON, ob. y ed. cts., pgs. 392-394. 
9. Vid. J. JOHNSON, ob. y ed. cts., pgs. 377-378. 
Parcialmente en contra, C. LÁZARO (ob. Y ed. cts., 
página 54), quien entiende, 1.0, "que el proceso de 
Clemente V no tenía figura de juicio, y 2.0, que 
precisamente lo fundamental del mismo era buscar 
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tatibus que valorem substantialem habenti-
bus, nos dirá. Desde este momento, enseña 
Johnson, se produce la distinción, en el De-
recho de la Iglesia, entre proceso solemne y 
proceso sumario; distinción que ha ejercido 
luego un influjo poderoso del derecho canó-
nico en las legislaciones civiles. Precisamen-
te entre las causas enumeradas en la Consti-
tución clementina, para ser tratadas suma-
riamente, se hallan las causas matrimonia-
les. Esto, sin embargo, no fue obstáculo a 
que la máxima utilidad que proporcionaba 
este proceso sumario, se viera, más tarde, 
perturbada por los abusos de partes dirigi-
dos a obtener con facilidad la declaración 
de nulidad y poder pasar a segundas nup-
cias. Tales abusos sirvieron de motivos pa-
ra que Benedicto XIV hubiera de promul-
gar su constitución Dei miseratione.9 
Todos esos argumentos llevan a Johnson 
a concluir: Aliis verbis pro hisce casibus 
concedebatur proccessus summarius docu-
mentalis natura sua vere iudicialis.10 En ri-
gor, para este autor, el Codex, bajo el título 
De casibus exceptis, no hizo ya-otra cosa que 
recoger casi íntegramente el Decreto de la 
S.C. del Sto. Oficio del año 1889. Y al co-
menzar su trabajo, el que comentamos, ha-
cía constar, en nota a pie de página,!l que la 
tesis por él propugnada acababa de ser con-
firmada por la novissima Instrucción de la 
S.C. de Sacramentos de 15 de agosto de 1936, 
y examinar las pruebas necesarias y legítimas de-
fensas de las partes". Ambas notas --entiende-
no se dan en el actual proceso del c. 1990. 
10. J. JOHNSON, ob. y ed. cts., pg. 390. 
11. J. JOHNSON, ibídem, pg. 375. 
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promulgada cuando su trabajo estaba ya im-
preso. Esto pudo ser el motivo de que el 
propio autor, al final del mismo año y en la 
misma Revista, publicara un extenso traba-
jo expositivo de este peculiar proceso, am-
pliatorio del anterior y tal como entendía 
quedaba regulado por el Codex y la citada 
Instrucción; 12 trabajo que servirá ya, en 
adelante, de precedente y cita obligada para 
los autores que han detenido su atención en 
este proceso de casos exceptuados. 
d) Algunas objeciones a la aceptación de 
esa doctrina. 
Aunque el esquema procesal mínimo, al 
que ya hicimos mención al comienzo, no de-
jaba de existir en el c. 1990, al exigir al Or-
dinario que, para declarar la nulidad del 
matrimonio, habían de ser citadas las par-
tes -citatis partibus-y cupiera pensar 
que el Ordinario pronunciaba, esta declara-
ción de nulidad, como juez de su diócesis, 
ya que los casos exceptuados estaban com-
prendidos en el Título XX del Codex, deno-
minado De causis matrimonialibus, y el pri-
mer canon del mismo --el 1960- reservaba 
todas las causas matrimoniales entre bauti-
zados iure proprio et exclusivo ad judicem 
ecclesiasticum spectant, sin embargo, los cc. 
1990-1992 no habían sido redactados con 
acierto y dejaban posibilidad de opinar tam-
bién, con cierta razón, que dicho procedi-
miento era de naturaleza administrativa; so-
bre todo, si se pensaba que la excepción se 
refería a todo lo contenido en los cánones 
12. Vid. J. JOHNSON, Ius vigens de processibus 
matrimonialibus exceptis, "Apollinaris", IX (1936), 
pgs. 615-639. 
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anteriores de dicho título y no sólo a las for-
malidades del proceso ordinario. Si, por el 
contrario, se pensaba que los casos excep-
tuados lo eran sólo de esas formalidades, y 
no de las normas básicas para que se cons-
tituyera el proceso canónico, había que 
afirmar entonces que la actividad endereza-
da a dictar dicha nulidad era de naturaleza 
procesal, o judicial (en el lenguaje de la co-
mún doctrina canónica). 
Los arts. 226-230 de la Instrucción citada, 
de modo indudable, habían acentuado y 
puesto de relieve la naturaleza procesal de 
dicha actividad: en primer lugar, al haber 
dado entrada al Oficial o Provisor en la acti-
vidad previa de admisión que originaba el 
inicio de la actividad a desplegar ante el Or-
dinario; en segundo lugar, al determinar que 
el Ordinario actuaba como juez y precisar 
no sólo que las partes debían ser citadas si-
no también oídas (Ordinarius, iudice agens, 
citatis semper partibus iisque auditus), así 
como requería el voto del Defensor del Vín-
culo y del Promotor de justicia, caso de que 
éste acusara la nulidad o el Ordinario juz-
gara prudencialmente oírlo; tercero, al esta-
blecer que el Ordinario haría la declaración 
de nulidad mediante sentencia rationibus 
breviter adductis in iure et in tacto; cuarto, 
al señalar como único posible sustituto del 
Ordinario, éste ausente ° impedido, para dic-
tar sentencia, al Provisor con mandato espe-
cial de aquél; quinto, al extender el derecho 
de apelación, propio del Defensor del víncu-
lo en el Codex, al fiscal si interviniese, y en 
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general a la parte perjudicada según la re-
gla ordinaria de la apelación expresada por 
el c. 1879; y sexto, al mencionar como juez 
ad quem de la apelación, expresamente, al 
Tribunal de segunda instancia. 
Sin embargo, a pesar de la claridad de 
los nuevos textos legales, éstos no fueron 
aceptados sino con resistencia por parte de 
algún sector de la doctrina, que siguió man-
teniendo su postura en pro de la naturaleza 
administrativa de este procedimiento. Esto 
ocurrió, p. ej., con Lazzarato,B quien, en opo-
sición a Johnson, no· sólo se sirvió del tema 
que ya se venía debatiendo en la doctrina 
acerca de la dudosa vigencia de los precep-
tos de la Instrucción en cuanto se presenta-
ran en contradicción con lo dispuesto en el 
Codex, sino que intentó también demostrar 
la naturaleza administrativa, no judicial, de 
este procedimiento, con una detenida expo-
sición de las fuentes históricas que le ante-
cedieron. Asimismo añadía la enseñanza de 
cierta jurisprudencia rotal que evidenciaba, 
a su parecer, cómo la Rota Romana remitía, 
el recurso planteado contra la declaración 
de nulidad hecha por el Ordinario en casos 
exceptuados, al conocimiento por vía ordi-
naria, de manera que aquel Tribunal nunca 
entendió, en este tipo de recursos, en el sen-
tido de confirmar la decisión de nulidad del 
Ordinario. 
el Clarificación de su auténtica natura-
leza. 
La discusión quedó zanjada tras la res-
puesta de la Comisión pontificia para la in-
B. D. LAZZARATO, De processu extraordinario 
casu excepto, en "Ius Pontificium", XX (1940), 
pgs. 103-128. 
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terpretación del Código de Derecho Canóni-
co, de 6 de diciembre de 1943 (AAS, XXXVI, 
p. 94), que afirmó el carácter judicial, no 
administrativo, del procedimiento utilizado 
a este objeto, es decir, su naturaleza proce-
sal. Desde entonces, todos los autores han 
venido aceptando esta naturaleza. 
El mismo Lazzarato, del que antes mos-
tramos su postura tan en contradicción con 
la naturaleza procesal que la Comisión de 
Intérpretes le asigna, publicó con posterio-
ridad un nuevo trabajo sobre el tema, acep-
tando dicha naturaleza procesal, si bien no 
deje de mostrar cierta resistencia tácita, en 
su exposición, a esta calificación, al estimar 
que por este procedimiento, que la propia 
Santa Sede llamó administrativo (con base a 
la cita de AAS, 1929, pp. 361 n.O 49), se trans-
forma cosi la procedura da amministrativa 
in iudiziale, senza precisare quali siano i ca-
noni giudiziali; por lo que intenta buscar una 
justificación, a tal cambio, acomodada a sus 
predilecciones doctrinales: su explicación 
questa sustanziale innovazione tenda real-
mente ad assicurare una piu tranquillante 
amministrazione della giustizia, che la via 
giudiziale offre senza dubio maggiore ga-
ranzie della via amministrativa; y añadiendo 
un cierto pronóstico sobre el futuro, que qui-
zá el Motu proprio de 1971 ha venido a con-
firmar: resta pero da vede re col tempo e 
quali proporzioni si es tenderá il caso, che 
prima si diceva ed era eccettuato. 14 
Sin embargo, la respuesta de la Comi-
sión de Intérpretes, dada en 1943, no resul-
14. n. LAZZARATO, La procedura giudiziale del 
caso eccettuato, "Il Monitor Ecclesiastico", 72 
(1947), pgs. 138-140 . . 
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taba ser tan novedosa como le parecía a Laz-
zarato, ya que el procedimiento utilizado 
para resolver la nulidad, en casos excep-
tuados, tuvo, en la Instrucción PME de 1936, 
ya una clara configuración procesal. Y este 
esquema. procesal no dejó de estar presente 
en los cc. 1990-1992, aclarados además, en 
su interpretación, por la Respuesta de la 
Pontificia Comisión de Intérpretes de 16 de 
junio 1931 (AAS, XXIII, pp. 353-354), que 
se había expresamente pronunciado en el 
sentido de que, antes de la declaración de 
nulidad de matrimonio, las partes habían 
de ser citadas por el Ordinario para ser oí-
das; que bajo el nombre de Ordinario no se 
entendía jamás comprendido, a este efecto, 
el Vicario General, ni aun con mandato es-
pecial del Obispo; así como en la propia res-
puesta de 1943 se declaró expresamente que 
por juez de segunda instancia se había de 
entender precisamente no sólo al Ordinario 
del lugar, sino también al Oficial que cons-
tituye un solo Tribunal con el Obispo (c. 
1573, § 2). 
El proceso, pues, de casos exceptuados, 
recogiendo en los cc. 1990-1992 unos prece-
dentes de excepción a la constitución Dei 
miseratione, ha ido perfilándose con poste-
rioridad, gracias a las sucesivas respuestas 
de la Comisión Pontificia de Intérpretes del 
CIC y a la Instrucción PME, en su naturale-
za procesalp y destacándose en contraste 
15. C. LÁZARO -vid. ob. y ed. cts., pgs. 126-129-
hace notar cómo las diversas respuestas de la Co-
misión de Intérpretes del CIC, de 19 diciembre 
1923, 16 abril 1931, y, sobre todo, la de 6 diciem-
bre 1943, han ido confirmando de diverso modo su 
naturaleza judicial. L. MIGUÉLEZ -Procedimiento 
extraordinario en las causas matrimoniales, "Re-
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con el procedimiento administrativo de cons-
tatación del estado de libertad para contraer 
matrimonio regulado en el arto 231 de la 
misma Instrucción. 
f) La vía administrativa para la consta-
tación del status libertatis. 
Indudablemente las diversas hipótesis 
contempladas por el arto 231 citado, no son 
hipótesis de matrimonio canónico alguno, 
por lo que no se puede hablar, en tales ca-
sos, de causas matrimoniales conforme al C. 
1960 y menos aún de causas de nulidad de 
matrimonio. Establecida, con carácter im-
perativo por el C. 1094, la necesidad de una 
determinada forma jurídica, como requisi-
to ad sollemnitatem, para la validez del ma-
trimonio entre bautizados, si éstos, obliga-
do a dicha forma canónica, contrajeron só-
lo matrimonio civil o celebraron la ceremo-
nia ante ministro acatólico, o tratándose de 
apóstatas de la fe se unieron en la apostasía 
civilmente o en un rito extraño, lógico es 
que no tenga por qué judicialmente, en ám-
bito jurídico canónico, que juzgarse acerca 
de un matrimonio, que, para la Iglesia, no lo 
es en razón de la falta del sacramento, ínti-
mamente ligado, entre bautizados, al con-
sentimiento matrimonial como enseña con 
acierto el C. 1012, y expresado, dicho con-
sentimiento, en la forma solemne exigida 
por la Iglesia con carácter necesario. 
vista Española de lDerecho Canónico", I (1946), 
pg. 177- estima que si bien, desde la Instruc-
ción PME, este problema no ofrecía dificultades, 
sin embargo, entiende que su carácter judicial, y 
no administrativo, expresamente no fue declarado 
hasta esa respuesta de 1943. 
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Por ello, para aquellas hipótesis, el ar-
tículo 231 citado sólo disciplina la necesidad 
de una investigación sobre ese vínculo jurí-
dico extra-canónico que existiera, a fin de 
cerciorarse simplemente de que tal presunto 
vínculo nada tiene que ver con el de ligamen 
que impediría el matrimonio canónico ahora 
pretendido por alguno de aquellos supuestos 
cónyuges. Es decir, se trata de una actividad 
de constatación, en estos casos, precisamen-
te de la falta de matrimonio para la Iglesia, 
y que viene a integrarse en la investigación 
previa confiada al Párroco -en vía exclusi-
vamente administrativa- a quien correspon-
de el derecho de asistir al matrimonio; in-
vestigación que hace relación al status li-
bertatis de los contrayentes, a fin de cercio-
rarse de que nada impide la celebración del 
matrimonio canónico por parte de ninguno 
de éstos. Es, pues, una indagación de que 
no precedió matrimonio en ninguna de las 
formas legalmente establecidas por la Igle-
sia para los bautizados, y una constatación 
del hecho de encontrarse los solicitantes en 
estado de libertad, aptos, por tanto, para 
contraer matrimonio canónico. 
Forma parte, por consiguiente, tal inves-
tigación, del expediente matrimonial que di-
cho Párroco ha de cuidar instruir antes de 
autorizar la celebración del matrimonio, or-
denando diligencias conforme a las normas 
de los cc. 1019 y siguientes. Esperamos que 
en la futura reforma del Codex, un precepto, 
como el del art. 231 de la Instrucción PME, 
se inserte entre las normas que disciplinen 
dicho expediente, y no aparezca, de ningún 
modo, dentro de un contexto procesal en el 
que sólo puede ofrecer confusiones. El que 
se reserve al Ordinario, o al Párroco consul-
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tando al Ordinario, tal constatación, eviden-
cia esa naturaleza administrativa de puro 
acreditamiento, lo que no empece a que por 
las dificultades que ello pueda plantear, en 
el terreno de la apariencia -aunque esta 
apariencia sea extra-canónica-, no quede tal 
averiguación sólo en manos del Párroco; pe-
ro igualmente no quedó en sus manos, en el 
Codex, el tema de la dispensa de las procla-
mas o el de la sustitución de éstas por la 
fijación pública del anuncio del futuro ma-
trimonio, o de la asistencia del Párroco al 
matrimonio de hijos de familia menores de 
edad sin conocimiento de sus padres o con 
la oposición de éstos. Tampoco es obstácu-
lo, a esa naturaleza administrativa, el que si, 
en alguna hipótesis, surgiera alguna duda 
acerca de la posibilidad de que, a pesar de 
todo, pudiera existir matrimonio canónico, 
que tal verificación más compleja se realice 
con las garantías más seguras que ofrece la 
constatación judicial -mediante sentencia 
meramente declarativa- obtenida en vía 
contenciosa siguiendo las normas del proce-
so ordinario conforme prevé el § 2 de ese 
arto 231 de la Instrucción. 
También este procedimiento administra-
tivo, de investigación para acreditar la li-
bertad de un futuro contrayente bautizado, 
que no contrajo matrimonio canónico, pero 
creó un vínculo social y jurídico que apa-
rentemente mostraba cierto paralelismo con 
aquél -por lo que se necesitaba dilucidar 
su existencia para la Iglesia antes de que 
ésta autorice el matrimonio-, no es una 
novedad de la Instrucción, pues cuenta con 
el precedente de la respuesta de la Comisión 
Pontificia para la Interpretación del CIC, 
de 16 de octubre 1919 (AAS, XI, p. 479), 
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que resolvió: Casus supra memorati, nullum 
iudicialem processum requirunt aut inter-
ventum defensores vinculi, sed resolvendo 
sunt ab Ordinario ipso, vel a parocho, con-
sulto Ordinario, in praevia investigatio ad 
matrimonii celebrationem de qua in c. 1019 
et ss. Señala Johnson,16 con motivo de esta 
respuesta, cómo la historia demuestra que 
la legislación de la Iglesia, para los casos 
matrimoniales en los que fue omitida por 
completo la debida forma, exime a su vez 
de la obligación del proceso judicial, al efec-
to de declarar la inexistencia de matrimonio. 
Ratio est -nos explica Cappello- quia in 
tali casu quod matrimonium vocatur, nec 
matrimonium revera est, nec speciem seu fi-
guram matrimonii proprie habet, ideoque 
Ecclesia in suo foro illud tamquam matri-
monium non considerat, ita ut de eius nulli-
tate declaranda, non secus ac de contuber-
niis pure et simpliciter fornicariis, nihil ipsa 
curetY 
En estas hipótesis se trataba de matrimo-
nios de católicos, que, después del Decreto 
Ne Temere, o habían contraído matrimonio 
civil y omitido el rito eclesiástico, obtenien-
do más tarde el divorcio civil, o de católicos 
con parte acatólica que contrajeron matri-
monio en templo de secta acatólica y luego 
obtuvieron divorcio civil; o de apartados de 
la fe católica que en su apostasía contraje-
16. J. JOHNSON, De natura procesum ... , ob. yed. 
cts., pg. 395. 
17. E M. CAPPELLO, Summa iuris canonici, III, 
Romae 1955, pg. 387. Recientemente V. DE REI-
NA _u Proceso sumario de nulidad en caso de im-
potencia", IUS CANONICUM, XIII, n .O 26 (julio-
diciembre 1973), pg. 416- destaca la confusión 
provocada alrededor de este arto 231 de la Ins-
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ron civilmente bajo ajeno rito y luego ob-
tuvieron divorcio civil. 
En coiitraste, Cappello 18 señala otra hi-
pótesis bien distinta, en que la forma no es 
totalmente omitida, pero se da un defecto 
de la forma canónica llamada sustancial: 
ejemplo del párroco que asistió fuera de su 
territorio, o estuvo presente en el matrimo-
nio de un modo pasivo hasta el punto de no 
recibir el consentimiento de los contrayen-
tes, a cuyo matrimonio califica de certissime 
invalidum. 
Ambas especies de hipótesis son bien dis-
tintas, aunque en el segundo caso evidenter 
constet de invaliditate matrimonii. La solu-
ción hipotética de Cappello acerca de si el 
Ordinario tenía en sus manos dos caminos 
a seguir -el del proceso del c. 1990 o el de 
la respuesta de 1919- no la vemos repetida 
-por lo que, al menos, hemos podido con-
frontar- después, en sus trabajos más tar· 
de publicados. y es lógico, porque una cosa 
es que no haya forma canónica alguna -y 
entonces sí que cabe hablar de que eviden-
temente no hubo matrimonio canónico- y, 
otra, en que existiendo aparentemente for-
ma canónica, ésta fuera viciada, pues por fá-
cil que resulte la prueba de ese vicio de 
forma, éste tiene que ser declarado por sen-
tencia de nulidad, una vez que consta que 
trucción PME, precisando su naturaleza al mar-
gen de la nulidad y haciendo notar cómo ha sido 
5ituado por el legislador fuera de su s.ec1es mate-
riae, y sólo debiéndolo "poner en relación con el 
expediente pre-matrimonial (ce. 1019 ss.) ". 
18. F. M. CAPPELLO, De casibus exceptis .. . , ob. 
y ed. cts., pgs. 108-110. 
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se contrajo tal matrimonio ante la Iglesia. 
En todo caso estaremos ante dos fenómenos 
de apariencia jurídica bien diversos: el uno, 
extra-canónico, que la Iglesia, para un bauti-
zado, no tiene por qué reconocer; el otro, 
canónico, que la propia Iglesia ha de reco-
nocer mientras formalmente no sea invali-
dado. Y esto segundo sólo puede hacerse por 
sentencia judicial pronunciada por órgano 
judicial eclesiástico. 
La doctrina canónica viene entendiendo 
que «la forma jurídica, desde el Concilio Tri-
dentino, puede ser sustancial, no observada 
la cual es nulo el matrimonio, y accidental, 
cuya no observancia hace al matrimonio úni-
camente ilícito. En cambio, la forma litúrgi-
ca es siempre accidental».19 Esa forma sus-
tancial es la contemplada por el c. 1094; 
los obligados a ella son aquellas personas 
enumeradas en el c. 1099. De análoga ma-
nera se expresa Chelodi cuando dice: Praeter 
sollemnitatem substantialem quae ad valo-
rem nuptiales contractus requiritur, debent 
quoque accidentales ceremoniae sacrae, ut 
licite matrimonium celebratur, servari.20 
19. E. MONTERO, El matrimonio y las causas 
matrimoniales, Madrid 1965, pg. 317. 
20. J. CHELODI, Ius canonicum de matrimonio, 
Vicenza 1947, pg. 173. 
21. A. BERNÁRDEZ CANTÓN, Curso de Derecho 
matrimonial canónico, Madrid 1966, pg. 297. AE. Co-
LAGIOVANNI -"De Innovatione processus matri-
monialis", Neapoli (in Italia), 1973- sustenta la 
opinión misma que aquí se sostiene, al juzgar 
permanecer todavía, tras la reforma de 1971, la 
previa posibilidad otorgada por el arto 231, pgU 1, 
de la Instrucción PME, dum arto XI "Causas ma-
trimoniales" respicit nullitatem matrimonii ob de-
fectum (valide) assistentiae, testium, mandati pro-
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Con la intención sólo de apuntar este te-
ma, que queda indudablemente al margen 
de nuestro trabajo, creemos que merece ser 
matizado, a los efectos procesales que aquí 
interesa, con una cita de Bernárdez: «Es de-
ber del Párroco asegurar, en el fuero exter~ 
no, la prueba de haberse celebrado el ma-
trimonio ... Ha de procurar la inscripción en 
el llamado libro de matrimonio que opera 
en la parroquia, a tenor del C. 470, § 1. ESfe 
deber concierne al párroco del territorlo 
donde de hecho se ha celebrado elmatrimo-
nio, independientemente de que lo haya auto-
rizado el propio párroco, el Ordinario o al-
gún delegado de éstos. No es preciso que 
sea el párroco quien realiza la inscripción: 
por eso el can. 1103 habla de párroco o quien 
haga sus veces».21 
g) Diversificación de la línea de con-
ducta procesal frente a la adminis-
trativa. 
Un matrimonio, pues, celebrado ante la 
Iglesia y por ella registrado en sus libros, 
es, en principio, un matrimonio válido que 
curatorii (pg. 56). Sin embargo, teniendo en cuenta 
la carta Apostólica Matrimonia Mixta de 31 marzo 
1970, que en su art. 9 prevé la posibilidad de dis-
pensa de forma canónica, salva tamen aliqua pu-
blica forma celebrationis, estima que esos poderes 
concedidos por el artículo mencionado de la Ins-
trucción han sufrido un profundo cambio y, por 
consiguiente, non eo ipso quod matrimonium con-
tractum constet coram ministro acatholico vel co-
ram magistratu civili, concludi potest ad defectum 
formae validae: ideo articulus caute accipiendus et 
practice in futurum tutius applicatur arto XI 
"Causas matrimoniales". No obstante termina Cola-
giovanni sus consideraciones al respecto mo's-
trando su conformidad con Di Jorio mediante las 
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sólo por sentencia canónica puede ser de-
clarado nulo, por muy evidente, prima facie, 
que pueda resultar la causa de su nulidad. 
Esto facilitará la prueba de la nulidad que 
haya de practicar se en el proceso, pero no 
elimina la necesidad del proceso mismo a fin 
de declarar dicha nulidad, como tampoco 
elimina la necesidad de aportar al proceso 
esa prueba evidente que la acredite. 
Es, en esa línea procesal, de la facilidad 
de la prueba, en donde se ha permitido la 
diversificación de los cauces procesales, y ha 
hecho posible que haya dos tipos de proce-
sos, uno, ordinario, con carácter general; y 
otro, especial, motivado, desde un principio, 
por la fácil comprobación de la nulidad por 
medio de una prueba documental ya pre-
constituida con anterioridad al nacimiento 
del proceso mismo: esto es lo que dio origen 
al proceso de casos exceptuados de los 
cc. 1990-1992 y de los arts. respectivos (226-
230) de la Instrucción PME de la SC de Sa-
cramentos de 1936. Y es la misma hipótesis 
de acreditamiento documental previa, aun-
que ahora contemplada con una mayor am-
plitud, en cuanto a su causa petandi -no 
como casibus exceptis, sino como casibus 
specialibus-, la que justifica la aplicación 
de las Normas X-XIII del Motu proprio de 
Paulo VI, de 28 de marzo 1971. 
Línea esa siempre procesal, aunque de 
doble cauce y desarrollo, para la declaración 
palabras siguientes: Neque dice re tamen hos casus 
excludendos a procedura in eodem articulo con-
siderata (pgs. 56 y 57). o. DI JORIO -De Motu 
Proprio Pauli PP. VI "Causas matrimoniales" 
quibusdam adnotationibus instructo, Roma 1971, 
página 21- no deja ya de sentir ciertos temores 
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de la nulidad del matrimonio canónico, bien 
dispar de la otra línea, la administrativa, de 
investigación acerca de la verificación del es-
tado de libertad del bautizado que contrajo 
antes matrimonio fuera de la Iglesia y que 
ésta no lo reconoce en su propio ordena-
miento. Es como un asomarse, por parte de 
la autoridad de la Iglesia, fuera del ámbito 
canónico, al objeto de contemplar fenóme-
nos jurídicos que, producidos en otro cam-
po, no le afectan, pero que, sin embargo, 
pueden crear confusiones. Y este reconoci-
miento en terreno extraño le conducirá sim-
plemente a verificar el fenómeno jurídico 
allí producido a fin de comprobar si aquel 
vínculo ajeno, contraído al margen de su or-
denamiento, constituye o no matrimonio en 
su propio ámbito. Si entiende que está cla-
ramente al margen del vínculo matrimonial 
que ha de contraer un bautizado para cali-
ficársele a un mismo tiempo de contrato 
matrimonial y sacramento, reconocerá, a 
quien ahora desea contraer matrimonio ca-
nónico, en estado de libertad para contraer-
lo. Si no, le impedirá contraer dicho matri-
monio. 
Es sólo, pues, una actividad de consta-
tación de ese estado de libertad, la cual se 
espera obtener del Ordinario o del Párroco 
consultando al Ordinario. A esto responde 
el arto 231 de la Instrucción PME y la res-
puesta de la Comisión de Intérpretes, emiti-
ante el mismo proceso sumario en cuanto a su ap-
titud para declararse en él la nulidad por defecto 
de forma, dado lo complicados que suelen ser estos 
procesos, de tal modo que non conspiciatur quo-
modo vel interdum subiicit possint processui su m-
maria. 
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da en el 1919, ya citada. A estas disposi-
ciones, que tienen su propia línea de actua-
ción -administrativa y no procesal-, les se-
ñala Lázaro,22 como precedente anterior al 
Codex, la Instrucción de la Sagrada Congre-
gación del Concilio, de 14 de diciembre 1889, 
por la que se arbitra un procedimiento di-
rigido a declarar que un matrimonio es ine-
xistente o nulo, por no haberse celebrado 
bajo forma canónica tridentina, o por ha-
berse muerto uno de los cónyuges. 
Tanto en un caso como en otro, indepen-
dientemente de la terminología utilizada, se 
aprecia que se trata de constatar un mismo 
fenómeno, el estado de libertad de quien 
desea contraer matrimonio canónico: en el 
primer caso, porque nunca lo contrajo; y, en 
el segundo, porque, habiéndolo contraído, 
quedó disuelto por la muerte de uno de los 
cónyuges (c. 1118). 
h) La actualidad de este proceso in ca-
sibus specialibus. 
El principio de que las causas matrimo· 
niales entre bautizados pertenecen por dere 
cho propio y exclusivo al juez eclesiástico, 
explicitado en el c. 1960 y reiterado en el 
arto 1.0 de la Instrucción PME, entendemos 
sigue vigente en su totalidad cuando se tra-
ta de causas de nulidad de matrimonio. El 
hecho de que la Norma I del Motu Proprio 
Causas matrimoniales sostenga ahora que 
causae matrimoniales baptizatorum iure 
proprio ad iudicem ecclesiasticum spectam, 
eliminando la llamada jurisdiccional en ex-
22. C. U .ZARO, ob. y ed. cts., pg. 80. 
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clusiva que contenían los preceptos norma-
tivos anteriores, no excluye la absorción ple-
na de las causas de nulidad de matrimonio 
canónico. Como ya dijimos en anterior oca-
sión, «los términos causae matrimoniales de 
la Norma 1, tienen una mayor amplitud que 
la estricta de nulidad de matrimonio»,23 
aparte de que el legislador, con esta fórmu-
la más amplia, no haya querido cerrar puer-
tas para obtener soluciones convenientes 
cuando el ordenamiento canónico entre en 
colisión o acuerdo, respectivamente, con 
otros ordenamientos ajenos, siempre que el 
juicio que se proponga no resuelva sobre el 
sacramento mismo. 
Por otro lado, entendemos que ese pre-
cepto del Motu proprio respeta la plena vi-
gencia del § 3 de arto 1 de la Instrucción 
PME, en cuanto reserva en exclusiva --con 
incompetencia absoluta de cualquier otro 
juez-, a los órganos judiciales constituidos 
debidamente por la autoridad pública de la 
Iglesia, el conocimiento y decisión de las 
causas matrimoniales -ordinarias o en ca-
sos especiales- que se refieran al vínculo 
matrimonial. Por otra parte, las nuevas Nor-
mas 111 y V-VII del Motu proprio citado, 
relativas a la competencia y a la constitución 
de los Tribunales eclesiásticos, en nada afec-
tan el principio que, con carácter general, 
acabamos de expresar. Y de igual modo en-
tendemos que las Normas X-XIII del refe-
rido Motu proprio en nada modifican la na-
turaleza procesal de la actividad dirigida a 
declarar por sentencia la nulidad del matri-
23. La refor ma del p roceso ... , ob. Y ed. cts., 
página 108. 
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monio in casibus specialibus. Sólo se ha da-
do ahora una mayor amplitud a la causa pe-
tendi que justifica la utilización de este tipo 
peculiar de procesos. Ya no será, en adelan-
te, sólo para casos exceptuados. Servirá aho-
ra a toda pretensión de nulidad que se base 
en impedimento dirimente constatado por 
un documento cierto y auténtico del que no 
hubo dispensa, también probando con cla-
ridad esta falta de dispensa. Se ha exten-
dido, además, a otras nuevas hipótesis en 
las que más adelante nos detendremos y 
en cuyo momento intentaremos hacer las 
debidas matizaciones. 
En fin, este proceso rápido, antes ex-
cepcional, puede adquirir en el futuro una 
gran importancia práctica. Y creemos que 
la introducción con mayor generalidad, en el 
sistema procesal canónico, de este proceso 
acelerado, sólo bienes reportará a este siste-
ma, siempre que se respete su esquema pro-
cesal entrañable y se garantice en la práctica 
la observancia del principio de contradic-
ción, perfectamente compatible con el de 
economía procesal. Por ello, auguramos a 
este proceso, tal como ha quedado regulado 
en el Motu proprio, un gran porvenir, por-
que por él podrán ser evitados muchos de 
los abusos y corruptelas que se venían in-
troduciendo en el proceso ordinario, al cual 
ya no será preciso acudir en la generalidad 
de los casos, y porque con él podrá alcan-
zarse con facilidad y certeza de verdad esa 
finalidad que se propone el Motu proprio, 
expuesta en la introducción de sus normas, 
24. Vid. ya la titulación de determinados tra-
bajos sobre este proceso: C. LÁZARO, Influencia del 
proceso extraordinario ... , ob. y ed. cts.; y L. MI-
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por la que se desea evitar ne nimia iudicio-
rum matrimonialium diuturnitas pluri~m fi-
liorum suorum spiritualem statum reddat 
graviorem_ 
2. PROCESO ESPECIAL Y SUMARIO. 
a) Su carácter facultativo junto al pro-
ceso ordinario. 
Al proceso actual in casibus specialibus 
se le ha dado alguna vez -cuando era in 
casibus exceptis- el calificativo de «extra-
ordinario», en contraste con el proceso so-
lemne u ordinario.24 En rigor, tal califica-
ción nada añade ni quita a la naturaleza del 
proceso. Se presenta, entonces, en contra-
posición con el ordinario simplemente. Pe-
ro, a éste, ¿por qué se le llama ordinario?, 
podemos preguntarnos: por ser el más co-
mún, el de mayor frecuencia de utilización. 
Mas esta no es nota procesal, en nada in-
fluye en relación a la comprensión del pro-
ceso e interpretación de sus normas si no 
es el de presentar al otro como excepcio-
nal, como de aplicación a la rara hipótesis 
en que no procede el proceso ordinario, lo 
cual, en principio, no es cierto en el caso 
del calificado como extraordinario. 
En efecto, de un lado, porque ya no se 
trata sólo de un proceso típico para casos 
exceptuados, puesto que las Normas X y XI 
del Motu Proprio Causas Matrimoniales han 
dado a este proceso unas posibilidades tan 
amplias de ser planteado, que no cabe ha-
GUÉLEZ, "Procedimiento extraordinario ... , ob. y ed. 
cts., pgs. 175-196. 
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blar de excepcionalidad o de hipótesis in-
sólitas, raras o extraordinarias: habrá más 
bien que hablar de hipótesis especiales, co-
mo el mismo Motu proprio hace, o, con ma-
yor exactitud, de la especialidad de este pro-
ceso nacido en razón a determinadas hipó-
tesis. 
Entiende León del Amo, con referencia 
a la rúbrica De regulis in casibus specia-
libus, que «de propio intento se ha prefe-
rido hacer constar desde el principio que 
se trata de unos casos distintos de los lla-
mados exceptuados, aunque tanto para los 
uno como para los otros se siga el mismo 
procedimiento judicial e idéntica apela-
ción».25 También, a nuestro juicio, esa afir-
mación, manteniéndola en lo sustancial, en-
tendemos que debe ser matizada; en efecto, 
se trata de casos distintos a los exceptua-
dos, pero éstos no conservan un tratamien-
to diverso. Tanto, pues, los antiguos casos 
exceptuados, como los distintos y nuevos 
que se planteen, si se adecuan a las exigen-
cias formales del nuevo proceso, quedan so-
metidos igualmente a los preceptos conte-
nidos en la rúbrica mencionada. Y a no se 
puede hablar de casos exceptuados. Sólo 
cabe hablar, en adelante, de casos espe-
ciales. 
Y, de otro lado, porque este proceso no 
puede decirse que haya sido previsto para 
hipótesis en que el ordinario no resulte ade-
cuado, con lo que habría de acudirse nece-
sariamente al extraordinario: Tanto ante-
riormente, cuando se trataba de casos ex-
25. L. DEL AMO PACHÓN, Nueva tramitación de 
las causas matrimoniales, Salamanca 1971, pg. 130. 
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ceptuados, como ahora, en la última re-
forma, se podía y se puede acudir al pro-
ceso especial sin que se niegue a la parte 
que lo promueva la posibilidad de optar, a 
su vez, por el llamado proceso ordinario. 
Precisamente, en relación con el de casos 
exceptuados, tal como era regulado por el 
Codex -yen nada, a este respecto, ha que-
dado modificado aquel sistema-, Bernar-
dini 26 se planteaba el problema de si el 
Obispo podía proceder conforme al trámi-
te del c. 1990 y ss. en aquella hipótesis en 
que ambos cónyuges insten que se instru-
ya el proceso mediante forma ordinaria. Es-
te autor entiende que ha de reconocerse el 
interés legítimo de las partes, en que se ins-
truya el proceso en vía ordinaria, si ambos 
cónyuges consienten en la nulidad del ma-
trimonio, pues, en la hipótesis de que la sen-
tencia sea contraria, contarán con segudo 
y tercer grado de apelación, aparte de con-
tar también a su favor con una amplitud 
mayor de pruebas. Por consiguiente, esti-
ma no haber duda de que debe decretarse 
que se siga la vía ordinaria conforme a ese 
interés de ambos cónyuges, aclarando, para 
todo caso de nulidad, que no estamos en 
presencia de una actividad administrativa 
y autoritaria, sino ante un procedimiento 
judicial en el que rige el principio disposi-
tivo de las partes. Sólo admite una excep-
ción: que otra cosa requiera el bien públi-
co, en cuyo caso debe intervenir el Promo-
tor de justicia y pedir que se instruya el 
proceso documental. Hasta aquí Bernardini. 
26. C. BERNARDINI, oh. y ed. cts., pg. 293. 
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Nosotros añadiremos algo más: basta 
que el proceso se inicie a instancia de parte 
privada, aunque los cónyuges no estén de 
acuerdo en la nulidad, si la parte actora 
plantea su pretensión, en proceso ordina-
rio, su demanda -en virtud del principio 
dispositivo- no tiene por qué ser rechaza-
da in limine lite, por entenderse procedente 
el especial. Precisamente la Norma X, del 
Motu proprio de 1971, dice, poterit Ordina-
rius; por consiguiente, no debe necesaria-
mente seguirse el especial. Ni el cónyuge 
que se opone a la nulidad, ni el Defensor 
del vínculo, puede decirse que tengan inte-
rés en que la decisión de nulidad se ob-
tenga más rápidamente, por lo que enten-
demos que no cabe puedan oponer la excep-
ción de inadecuación del procedimiento: el 
elegido es también adecuado. Sólo el Promo-
tor de justicia, en atención al bien público, 
podría solicitar, compareciendo en los autos 
como parte pública, en defensa de la ley pro-
cesal (art. 16 § 1, PME), solicitar que se 
sigan las normas del proceso especial. Mas, 
en tal caso, quedará siempre la libertad del 
Ordinario para decidir sobre la procedencia 
de un proceso u otro. Y este mismo espíri-
tu preside, a nuestro parecer, tanto en el 
c. 1990, como en el poder de admisión de la 
demanda del proceso especial que se otor-
ga al Provisor en el arto 226 de la Instruc-
ción PME. 
En todo caso, pues, a nuestro parecer, 
cuando se insta este proceso, para casos es-
peciales, hay que pensar que la parte que 
pretende cuenta a su favor de igual modo, en 
27. C. LÁZARO, ob. Y ed. cts., pg. 121. 
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virtud del prinCIpIo dispositivo, del poder 
de optar por el planteamiento de su preten-
sión en proceso ordinario, si entendiera ser 
éste preferible a su interés. Los que ahora 
llamamos casos especiales, por consiguiente, 
ofrecen una doble opción en la posibilidad 
del ejercicio de la acción de nulidad que 
ellos dan origen: el de poderse seguir las 
normas del proceso solemne u ordinario, o 
las otras muchos menos solemnes del pro-
ceso peculiar al efecto especialmente arbi-
trado, pues el Ordinario no podrá obligar 
al solicitante a seguir un camino único. El 
solamente podrá declarar la nulidad del ma-
trimonio, siguiendo las reglas de las normas 
X-XIII del Motu proprio y las vigentes dis-
posiciones anteriores a ello relativa, si se 
le plantea tal pretensión conforme a dichas 
normas. Tema distinto es el de si el Ordi-
nario puede ex officio promover este pecu-
liar proceso; más esto lo estudiaremos cuan-
do tratemos en particular, más adelante, del 
tema de la iniciativa procesal. 
Hemos de expresar, tras lo dicho, que 
nuestra postura -en cuanto a esa posibili-
dad de opción de la parte actora en elegir 
uno u otro módulo procesal- es coinciden-
te con la de Lázaro cuando conluye que los 
motivos de nulidad, «a la vez que son causa 
para instruir un proceso extraordinario, lo 
son también para un proceso ordinario. Es 
decir, el ius connubii es el mismo en ambos 
procesos, y no existe ninguna diferencia es-
pecífica entre los caput nullitatis del pro-
ceso extraordinario y ordinario, si bien los 
de este último son más numerosos».27 Noso-
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tros sólo retocaríamos algunas expresiones, 
como la de extraordinario sustituida por es-
pecial, y en vez de decir que esos caput 
nullitatis son más numerosos en el proceso 
ordinario, diríamos que éste los comprende 
a todos, mientras que el especial solamente 
atiende a aquéllos actualmente enumerados 
en las Normas X y XI del Motu proprio, de 
Paulo VI, Causas matrimoniales. 
b) Justificación de su naturaleza es-
pecial. 
Por la doctrina que tiende a tipificar y 
distinguir los diversos procesos de cognición 
se suele observar como un tipo paradigmá-
tico, común, al que viene llamándosele pro-
ceso ordinario. En él pueden tomar cauce 
todo tipo de pretensiones que aspiren a una 
cognitio veri y a una declaración de volun-
tad del órgano de justicia. En él es permiti-
do plantear con la mayor amplitud toda cla-
se de excepciones y defensas; cabe en él pro-
poner y practicar toda clase de pruebas; la 
sentencia ha de decidir sobre todas las cues-
tiones planteadas por las partes; y resulta 
ser de alcance definitivo el contenido nor-
mativo al caso concreto que en dicha reso-
lución se pronuncie. 
Fairén Guillén, que desde hace algún 
tiempo viene dedicándose a la tipificación 
de los diversos módulos procesales,28 lo de-
signa como «juicio declarativo plenario or-
dinario». Ve su razón de ser «en el anhelo 
28. V. FAIRÉN GUILLÉN, en diversos trabajos mo-
nográficos, ha dedicado especial atención a este 
tema: 11 El juicio ordinario y los plenarios rápi-
dos", Barcelona 1953; Estudios de Derecho procesal, 
Madrid, 1955, pgs. 374 y ss.; Sugerencias sobre el 
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de acabar definitivamente con el litigio, de 
manera que la satisfacción sea alcanzada de 
modo pleno por una u otra parte, y que se 
haga imposible un nuevo proceso como con-
secuencia de la nota de estabilidad y perma-
nencia de aquélla, protegida por la cosa 
juzgada material (con excepción del proce-
so extraordinario rescisorio de revisión)>>. De 
aquí, surge, para este autor, la necesidad de 
que en este proceso «-arquetipo de las de-
claraciones civiles- se dé toda su extensión 
a la interposición de pretensiones y resis-
tencias, de tal modo, que sean resueltos to-
dos los puntos del litigio y éste quede re-
suelto en toda su amplitud; en la misma am-
plitud con que la parte pretendiente estimó 
que debía plantearse en el terreno jurisdic-
cional». Y, en consecuencia, ha de permitír-
seles a las partes que «completen lo mejor 
posible, y con toda la extensión necesaria, 
sus medios de ataque y de defensa, y que 
los apoyen sobre todas las pruebas que esti-
men del caso- y que sean admisibles a jui-
cio del tribunal. Igualmente, sus medios de 
impugnación son los más amplios del siste-
ma procesal».29 
Junto a este tipo de proceso ordinario, 
según Fairén, existe la figura de los que de-
signa como «procedimientos plenarios rápi-
dos», que distingue bien de los que llama 
«procedimientos sumarios». Los plenarios 
rápidos, «se diferencian del ordinario, sim-
plemente por su forma más corta, pero no 
Anteproyecto de Bases para el Código procesal 
civil de 1966, Valencia 1%6. 
29. V. FAIRÉN GUILLÉN. Temas del ordenamiento 
procesal, n, Madrid 1968, pg. 825. Los subrayados 
son del autor. 
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por SU contenido, que es el mismo cualitati-
vamente, jurídicamente plenarios». Y un po-
co más adelante nos dirá que la forma ace-
lerada, de los juicios plenarios rápidos, se 
justifica «por razones de economía».30 Son, 
pues, razones de economía procesal las que 
justifican la aceleración que se imprime a 
este tipo de proceso rápido. No siempre re-
sultan necesarias agotar las solemnidades 
del proceso ordinario, ni padecer las dila-
ciones y gastos que a este van anejos. La 
pretensión cabe se plantee, en alguna hipó-
tesis, con tal claridad en cuanto a los argu-
mentos en que apoyó la acción que se ejer-
cita, las pruebas de que se sirve, que resul-
tarían excesivas todas las exigencias del pro-
ceso solemne, al sobrepasar las razones de 
utilidad y conveniencia para la cognitio ve-
ri .del juzgador, por lo que el sistema pro-
cesal simplifica el procedimiento, permitien-
do alcanzar la sentencia de un modo más 
expeditivo. 
Pero el contenido de la sentencia será 
el mismo: los derechos y acciones sobre los 
que alcance la decisión, la amplitud de los 
temas jurídicos sobre los que establece su 
certeza. El mismo también será el efecto 
preceptivo -de naturaleza definitiva (cosa 
juzgada material)- de las sentencias, sean 
dictadas en un tipo de proceso u otro. Es, 
pues, únicamente la economía procesal la 
que justifica que, en una hipótesis determi-
nada, pueda alcanzarse la sentencia con la 
misma seguridad, pero con mayor rapidez, 
que en otras hipótesis que requieren de una 
más difícil y amplia investigación, al ofre-
30. V. FAlREN, ob. Y ed. ult. cts., pg. 828. 
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cer mayores dificultades para alcanzar la 
verdad que se busca obtener. 
Cuando observamos los procesos de nu-
lidad de matrimonio, llegamos a contemplar 
la radical igualdad, en cuanto a lo que se 
pretende, tanto por la vía del ordinario co-
mo por la prevista 'de modo peculiar para 
los llamados casos especiales: en ambos ti-
pos se aspira a lo mismo por quien preten-
de que se declare que un determinado ma-
trimonio es nulo. Hasta el punto de que an-
tes hayamos afirmado que el actor, favore-
cido en su actitud de pretensión por una si-
tuación de la que deriva un caso especial, 
gozaba de la opción de poder acudir igual-
mente al proceso concebido especialmente 
para estas hipótesis que al proceso ordina-
rio. 
Externamente, podría decirse que las di-
ferencias entre uno y otro son simplemente 
de orden secundario o adjetivo; es decir, di-
ferencias de procedimiento. Podría decirse, 
en efecto, que, aparentemente al menos, la 
diferencia fundamental reside en la frase 
praetermissis sollemnitatibus in iure recen-
sitis de la Norma X del Motu proprio de 
1971. Con arreglo a esta parcial visión, el 
procedimiento previsto para los casos espe-
ciales sería simplemente un plenario rápido. 
Respondería a la misma finalidad del ordi-
nario, con la sola diferencia de la simplifi-
cación de trámites. Podría entonces decirse 
que la nulidad de matrimonio, en el sistema 
procesal canónico, se juzga sometiendo, los 
problemas que plantea, a través de dos lí-
neas procedimentales distintas, si bien el 
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proceso resulte ser uno mismo en el ordina-
rio que en el de casos especiales, es decir, 
un único proceso de nulidad de matrimo-
nio, de tipo plenario, con dos formas: una 
solemne y otra rápida. Pero ésto no deja de 
ser una visión demasiado superficial del pro-
blema diferenciador. E~isten otras diferen-
cias que conviene analizar también para 
llegar a comprobar esa identificación de am-
bos procedimientos en una sola figura pro-
cesal, o, por el contrario, alcanzar una solu-
ción distin.ta, de reconocimiento de dos pro-
cesos realmente diferentes. 
Ciertamente, en ambos existe el mismo 
esquema procesal: juez, cónyuges como par-
tes litigantes, Defensor del vínculo, y Pro-
motor de Justicia caso de que actúe. El fe-
nómeno diferenciador de la peculiaridad del 
órgano judicial, de que haya de serlo, en los 
casos especiales, el Ordinario, es un fenó-
meno que podríamos calificar también de 
adjetivo, de organización de Tribunales al 
servicio de la justicia. Pero es que, además, 
nada puede impedir que, subsidiariamente, 
en el proceso ordinario, si no es posible 
constituir en una determinada diócesis tri-
bunal colegiado, al tenerse que acoger a la 
fórmula de juez clérigo único autorizado por 
el § 2 de la Norma V del Motu proprio, sea 
el propio Obispo diocesano quien se cons-
tituya como tal Tribunal. El juez de prime-
ra instancia de la diócesis es el Ordinario 
local según el c. 1572 § 1. El Motu proprio 
Causas matrimoniales, no hace una expresa 
excepción de esta competencia originaria 
del Ordinario; y, a su vez, la regla del § 3 
31. L. DEL AMO, ob. Y ed. cts., pg. 133. 
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del arto 14 de la Instrucción PME no deja 
de ser más que una recomendación para que 
no actúe personalmente el Obispo, integrán-
dose en estos Tribunales, incluso con la sal-
vedad nisi speciales causas id exigant. No 
hay, pues, en este elemento de constitución 
de tribunales, un fenómeno radicalmente di-
ferenciador. Con razón ha dicho Del Amo, 
comentando el Motu proprio de 1971, que 
«más bien que de facultad o potestad con· 
cedida al Ordinario, es la regulación de un 
procedimiento sumario, en el que el Ordi· 
nario del lugar es juez competente, según 
lo establecido por los fueros». Y añade a 
continuación: «y así como el juez compe-
tente no puede rehusar su ministerio a quien 
legítimamente lo reclama (c. 1608); del 
mismo modo el Ordinario tampoco puede 
dejar de seguir este procedimiento, cuando 
realmente concurren los requisitos legales 
y las partes insisten.3! 
Otro fenómeno diferenciador, sin embar-
go, con cierto relieve, es el relativo a los 
recursos contra la primera sentencia de nu· 
lidad. El recurso obligatorio del Defensor 
del vínculo contra la primera sentencia de 
nulidad, con su consiguiente tramitación, 
tal como ha quedado regulado por la Nor-
ma VIII del Motu proprio, ha quedado sus· 
tituido en los casos especiales por un recur-
so voluntario conforme a la Norma XII, es-
pecialmente en determinada hipótesis, pero, 
en definitiva, dependiente del libre parecer 
del Defensor del vínculo. Con ello, se pro-
duce también una alteración en la posibili· 
dad de plantear los recursos subsi ~uientes. 
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así como la posibilidad también -admitida 
comunmente por la doctrina canónica (ya 
nos detendremos más adelante en este te-
ma}- de que en los casos especiales baste 
una sola sentencia de nulidad, sin confirma-
ción alguna por Tribunal Superior, para que 
ésta sea ejecutiva, y así alcancen, los que 
venían jurídicamente considerándose cón-
yuges, el status libertatis que les permita 
contraer un futuro matrimonio. 
Esa diferencia parece ser básica, y pu-
diera ya pensarse que el fenómeno procesal 
esencialmente deja de ser el mismo, pues, 
en los casos especiales, 10 que los hace cam-
biar de modo fundamental es el tratamien-
to de la apelación de la sentencia de nuli-
dad, en comparación con la de la dictada en 
proceso ordinario; de una parte, se elimi-
nan actividades de impugnación de las sen-
tencias al objeto de lograr con mayor faci-
lidad y rapidez el efecto de cosa juzgada. 
(Al parecer, aún podría pensarse que se tra-
ta una vez más de la aplicación, al tema de 
los recursos, del ya citado principio de eco-
nomía procesal, tenido en cuenta de nuevo, 
en este proceso de casos especiales, para que 
la sentencia que declare la nulidad sea pron-
tamente ejecutiva también. Con todo ello 
no se llegaría a otra conclusión que la de 
que se trata éste de un proceso plenario rá-
pido). Mas, de otra parte, resulta queda eli-
minada también la garantía ineludible que 
proporciona el forzoso recurso del Defensor 
del vínculo, conforme a la Norma VIII del 
Motu proprio, así como los consiguientes 
recursos, caso de confirmación por Decreto 
del Tribunal Superior, previstos en la Nor-
ma IX del mismo, caso de que la primera 
sentencia se haya pronunciado por la nuli-
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dad del matrimonio: desaparece, pues, el 
recurso, entendido como gravamen necesa-
rio para el Defensor del vínculo. 
Así queda la apelación sujeta, en los ca-
sos especiales, a la tramitación general del 
proceso canónico -no del ordinario para 
la nulidad del matrimonio-, consistente en 
que el ejercicio de la apelación se corres-
ponde con la existencia de un perjudicado 
por la sentencia, el cual desea impugnarla 
por mostrar con ella disconformidad (c. 
1879). Podemos entender por perjudicado al 
Defensor del vínculo disconforme con la nu-
lidad, obligado sólo en conciencia a la ape-
lación por el precepto conforme a la Norma 
XII del Motu proprio, si realmente entiende 
que no son ciertos los impedimentos o el 
que éstos no hayan sido dispensados: y de-
cimos solamente obligado en conciencia, 
porque a tal obligación, aunque impuesta 
por un precepto jurídico, ninguna sanción 
la acompaña para su cumplimiento, y nin-
gún remedio subsidiario se ha previsto pa-
ra la hipótesis de que el Defensor del vín-
culo haya dejado transcurrir los días de in-
terposición de la apelación sin ejercitarla, 
aunque la común doctrina entienda que no 
está sujeto a este plazo legal. 
Con ello resulta, por tanto, que la apela-
ción del Defensor del vínculo, contra la pri-
mera sentencia de nulidad de matrimonio, 
queda, en definitiva, sujeta a su libre apre-
ciación y voluntario ejercicio. Y, en conse-
cuencia, surge un efecto reflejo de mayor 
importancia aún: que desaparece la necesi-
dad del doble conocimiento, por Tribunales 
de distinto grado, situados jerárquicamente 
el uno sobre el otro en una función revisora 
de la primera decisión a favor de la nulidad 
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del matrimonio, y, por consiguiente, la ine-
vitable exigencia -en el proceso ordinario-
de doble conformidad de la sentencia, que 
contenga tal pronunciamiento, al objeto de 
obtener el efecto de cosa juzgada formal y 
hacerse, por ende, ejecutiva. Y tal diferen-
ciación, entre el proceso ordinario o solem-
ne y el más acelerado previsto para los ca-
sos especiales, sí otorga una peculiaridad 
bien distinta, de orden cualitativo, a uno y 
otro proceso, al extremo de poder concluir 
que no estamos en presencia de una sola 
teoría, general, común, para ambos, y que 
las diferencias entre uno y otro no son pu-
ramente externas y de trámites -como dos 
procedimientos distintos en que se manifies-
ta un solo proceso-, sino que cada uno go-
za de propia naturaleza, pues el efecto que 
con ellos se pretende se logra con una téc-
nica y una doctrina procesal distintas para 
cada uno de ellos. 
De todos modos, la palabra «plenario» 
en proceso de nulidad de matrimonio sólo 
puede ser utilizada con reservas. En el pro-
ceso plenario hay efectivamente un desplie-
gue pleno de causas de nulidad que se ejer-
citan -como acciones distintas, cada una 
de ellas, aunque vengan acumuladas- y de-
fensas que se arguyen; así mismo, tal pleni-
tud hace referencia a las pruebas que se 
propongan y practiquen. Tal amplitud de 
ejercicio de diversas acciones y de utiliza-
ción de medios de apoyo, a la pretensión y 
a la oposición, creemos que quedan muy 
restringidas en el proceso concebido para 
casos especiales, con lo que ya aparece un 
32. J. GUASP, Derecho Procesal civil, n, Madrid 
1968, pg. 406. Los subrayados son del autor. 
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nuevo elemento diferenciador, de cierta gra-
vedad y trascendencia, de este proceso en 
relación con el ordinario. (Más adelante, tra-
taremos con detenimiento lo específico, al 
respecto, de este proceso que estudiamos). 
Pero es que, además, en ambos tipos proce-
sales, no se da la plenitud de su eficacia. Las 
sentencias que en ellos se dictan quedan 
siempre sometidas -en su efecto de cosa 
juzgada material- a la limitación impuesta 
por los cc. 1903 y 1989, así como por el arto 
217 de la Instrucción PME. 
Por ello, preferimos utilizar, en vez del 
término «plenario», el de proceso ordinario, 
común o solemne, para designar aquel que 
es apto para toda clase de acciones de nuli-
dad que se ejerciten, y el de proceso espe-
cial para aquel que es concebido, por el Mo-
tu proprio, apto sólo para causas de nuli-
dad que esta fuente legal designa como ca-
sos especiales. 
En efecto, por proceso especial entiende 
Guasp aquel «que no está pensado para una 
hipótesis general, o indeterminada, sea ordi-
naria o no ordinaria, sino para una hipóte-
sis particular y concreta. No responde a un 
género, sino a una especie, en el sentido de 
que su objeto está integrado por pretensio-
nes específicamente definidas y no genéri-
camente definidas, de donde resulta la pro-
piedad del término «especial» frente al pro-
ceso «general» o «común».32 
El proceso especial resulta ser así un 
proceso excepcional a su vez, aunque a ve-
ces puede resultar que exista, en un orde-
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namiento procesal determinado, más excep-
ciones que regla general. Esto sólo hace a 
tal ordenamiento merecedor de censuras, 
pero no niega el carácter excepcional de ca-
da uno de esos procesos especiales acogi-
dos por dicho ordenamiento. 
«Si se indaga el porqué fundamental de 
la existencia de un proceso especial, se ob-
serva en primer término que es porque es 
susceptible de obedecer a dos series de ra-
zones distintas, entre las cuales agotan to-
das las posibilidades de tal causación». Unas 
son derivadas de «alguna preocupación con-
creta de orden procesal», pero «en primer 
término ... puede deberse a una razón de or-
den de derecho material. En efecto, ellegis-
lador se encuentra, en ocasiones, con que, 
según su opinión, la existencia de un tipo 
especial de derecho material reclama, como 
necesario o conveniente, la existencia de un 
tipo especial correspondiente de proceso».33 
En el proceso que consideramos hay una 
razón jurídico-material -unas determina-
das causas de nulidad matrimonial que, por 
su naturaleza, permiten una constatación 
previa por documentos ciertos y auténticos, 
que justifican un proceso especial. In casibus 
especialibus, dice la rúbrica dedicada a estas 
reglas en el Motu proprio de 1971. Especial, 
pues, por su causa petendi, pero éstas no ex-
cluyen el proceso ordinario; especialidades, 
en el sentido amplio de la palabra, como pe-
culiaridades características, del proceso mis-
mo, más no de su causación, son las relati-
vas al juez necesariamente competente, la 
de la omisión de las solemnidades procedi-
33. J. GUASP, ob., t. Y ed. cts., pg. 409. 
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mentales del proceso ordinario o solemne, 
la de la apelación al quedar a la iniciativa 
de parte perjudicada, y la posibilidad de que 
una sola sentencia de nulidad de matrimo-
nio pueda producir la cosa juzgada formal y 
situar a los cónyuges en estado de libertad 
para contraer futuro matrimonio. 
Estamos, pues, en presencia de un pro-
ceso especial -siguiendo la terminología de 
Guasp- surgido por razones jurídico-mate-
riales, es decir, por la especialidad que ofre-
cen determinadas causae petendi o cap ita 
nullitatis, demostrables, ab initio, por prue-
bas preconstituidas de naturaleza documen-
tal. Y ésto entendemos que es exigencia, no 
sólo para la demostración de aquellas hipó-
tesis en que la nulidad se base en la exis-
tencia de un impedimento dirimente confor-
me a la Norma X del Motu proprio de 1971, 
sino también cuando se basa en algunas de 
las dos causas previstas en su Norma XI. 
Entendemos, pues, que todas estas causas 
de nulidad han permitido sean tratadas y 
resueltas en un mismo tipo de proceso es-
pecial, porque todas ellas tienen un deno-
minador común, el de poder ser acredita-
das a priori, por instrumentos escritos de 
cierta y auténtica relevancia en la constata-
ción que contienen. Ello nos conduce a ade-
lantar la afirmación de la naturaleza docu-
mental de este especial proceso. Sin embar-
go, antes, por razón sistemática, exponemos 
lo relativo a su carácter sumario. 
e) Razón de su naturaleza sumaria. 
Una nota común de los procesalistas ca-
nónicos y de los comentaristas del Codex, al 
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tratar el tema de este proceso especial, 
cuando sólo afectaba a los casos exceptua-
dos, ha sido la de coincidir todos ellos -con 
rara unanimidad, y por esto resultaría ocio-
so traer referencias de citas al respecto- en 
la calificación de sumariedad para este pro-
cedimiento. 
¿ Qué entendían con esta peculiar califi-
cación de sumario? A nuestro entender, aun-
que no suele coincidir el uso del calificativo 
con un análisis del motivo de su utilización 
-pues se le da por supuesta dicha naturale-
za-, sin embargo, aparece justificado fun-
damentalmente en razones de procedimien-
to, en la omisión de las solemnidades pro-
pias del proceso ordinario, en una razón, 
por tanto, puramente adjetiva, procedimen-
tal. Y esta razón no deja de ser, en la actua-
lidad, la que, en ámbito procesal canónico, 
se sigue utilizando para calificar a un deter-
minado proceso de sumario en contraposi-
ción con el ordinario y solemne. Basta ver 
los trabajos publicados en relación con la 
futura legislación canónica, tal como han 
aparecido en los esquemas de trabajos pre-
parados por Sabattani en el Grupo De iure 
processuale de la Comisión revisora para la 
nueva redacción del futuro Código de De-
recho Canónico. 
En efecto, como Acta Commissionis se 
ha publicado un esquema bajo el título De 
iure processuale recognoscendo,34 cuyo se-
gundo apartado queda bajo la rúbrica De 
34. A. SABATTANI, Communicationes, vol. IV, nú-
mero 1, pgs. 59-72. 
35. oA.. SABATTANI, Communicationes, vol. y n .O 
cts., pgs. 60-65. 
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processu contencioso summario,35 del que se 
dice est processus «especialis» non ratione 
materiae, sed «ratione formae», concebido a 
fin de obtener fácil y aceleradamente la sen-
tencia que pone término a la cognición pro-
cesal, manteniendo el contradictorio, pero 
omitiendo solemnidades, eliminando todos 
los plazos no estrictamente necesarios y, en 
lo posible, evitando la escritura: ideo prae-
termitti debent omnes sollemnitates, omnia 
temporis intervalla non stricte necessaria, 
et per multae scripturae. 
Con arreglo a tal concepción, ese proce-
so sumario, que resulta, a juicio de la Comi-
sión revisora del Código, por obra de su Re-
lator en el campo procesal, especial ratione 
formae, no deja de ser un proceso común 
acelerado, de los que hemos calificado, si-
guiendo a Fairén, como proceso plenario rá-
pido, al que se le excluyen solamente ciertas 
materias jurídicas en razón de su compleji-
dad. El concepto de sumariedad, pues, si-
gue en la actualidad canonística dependien-
do de la idea de aceleración y de rapidez. 
La justificación de la sumarie dad radica en-
tonces en las mismas razones que compen-
diadamente señalaba Bernárdez para califi-
car de sumario al proceso de casos exceptua-
dos: «la realidad del matrimonio se presen-
ta probada de modo tan evidente e inme-
diato que sería inútil e incluso injusto ... so-
meter a las partes a todas las garantías, for-
malidades y dilaciones del procedimiento 
declarativo ordinario.36 O, como dice otro 
36. A. BERNÁRDEZ, oh. y ed. cts., pg. 485. 
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autor, «porque en su tramitación no hay ne-
cesidad de atender a todas las solemnidades 
prescritas para el proceso matrimonial de 
nulidad».37 Es lo mismo que decir que la 
naturaleza sumaria del proceso de casos ex-
ceptuados derivaba de las palabras praeter-
missis sollemnitatibus del c. 1990, repetidas 
posteriormente, en la Norma X del Motu 
proprio de 1971, in casibus specialibus. Ta-
les palabras han de ser entendidas, siguien-
do a Johnson,38 en el sentido de significar 
que las prescripciones de Derecho procesal 
que se refieren a la solemnidad del rito pue-
den y deben omitirse, con tal de que se ob-
serven las que son esenciales para conocer 
la verdad y precaver el error. 
Si la única razón del carácter sumario 
de este proceso para casos especiales es la 
simplificación de las formas procesales y su 
aceleración, ¿ cómo distinguir este proceso 
sumario del que, propugnado para el futuro, 
por la Comisión de revisión del Código, se 
designará también como proceso sumario, 
pues lo de contencioso nada añade ni quita 
al término «proceso», que presupone ya ese 
carácter? Y este futuro proceso sumario re-
sultará ser común o general para todo el 
ordenamiento procesal canónico, a pesar de 
que de él quede excluida particularmente 
determinada materia jurídica; y además, 
aunque en él se diga que se omiten solem-
37. M. CABREROS DE ANTA, Comentarios al Có-
digo de Derecho Canónico, IlI, Madrid 1964, 
pgs. 701-702. 
38. J. JOHNSON, lus vigens ... , ob. y ed. cts., 
pg. 632. 
39. Vid. J. A. MARTINS GIGANTE, Institur;oes de 
Direito Canonico, I.JI, Braga 1955, pg. 269; Y E. F. 
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nidades, no deja de haberlas según la ex-
posición del Esquema presentado por su Re-
lator, así como, aunque se intenta que el 
procedimiento sea oral, no deja de haber 
necesarias concesiones a la escritura e in-
cluso a un orden preclusivo de actividades. 
Habría que llamar entonces a este proce-
so sumario de nulidad, que se presenta di s-
tinto del sumario común, sumario especial. 
O calificarle, en contraste con el proceso 
sumario, como sumarísimo, al ofrecer for-
mas más simplificadas y concentradas que 
el sumario común. Este calificativo no se-
ría nuevo en la doctrina procesal canónica. 
Como sumarísimo lo calificaron, p. ej. Mar-
tins Gigante y Regatillo.39 
Cabreros, comentando el Motu proprio 
de Paulo VI, dice que «los casos especiales 
enumerados en las normas X y XI quedan 
exceptuados no sólo de las solemnidades del 
proceso canónico ordinario, sino aún de las 
propias del proceso ordinario abreviado que 
prescribe en eeneral la Carta Apostólica de 
Pablo VI, para las causas matrimoniales de 
nulidad».40 Siguiendo esta línea, en el futuro 
habría que pensar que quedarán también 
exceptuados de las reducidas solemnidades 
del que se llamará posiblemente proceso su-
mario. Quizá, para evitar esa cadena de ex-
cepciones, sea conveniente sustantivar cada 
REGATILLO, Institutiones iuris canonici, II, San-
tander 1951, pg. 398. 
40. M. CABREROS DE ANTA, Reforma del proceso 
en las causas matrimoniales según la Carta Apos-
tólica 'Causas matrimoniales' de Pablo VI , en 
rus CANONICUM, XII, n .O 24' (julio-diciembre 
1972), pg. 249. 
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uno de estos procesos, y, aunque haya siem-
pre una referencia de base al proceso que 
con carácter general o común regula el Có-
dex, lleguemos a entender por proceso ordi-
nario el de nulidad de matrimonio, y si cali-
ficamos, al de casos especiales, como espe-
cialo como sumario o como sumarísimo, lo 
hagamos teniendo en consideración única-
mente el prototípico y común, apto para to-
das las causas de nulidad de matrimonio, 
que es el proceso ordinario y solemne con-
cebido para esta materia jurídica. Sólo con 
relación a este proceso se presentará enton-
ces como especial el previsto por el Motu 
proprio, in casibus specialibus. 
Pero ya dijimos que no le llamábamos 
especial por razones de procedimiento, de 
aligeramiento o rapidez, pues entonces sería 
simplemente un proceso igual que el ordina-
rio, pero acelerado. Hicimos ver que exis-
tían en él razones que corresponden, no a 
lo procedimental, sino a la teoría general del 
proceso, por cuyo motivo lo llegamos a de-
signar como «especial» en atención a razo-
nes de orden jurídico-material. Y a este pro-
ceso especial le añadimos ahora el calificati-
vo de sumario, mas no por la sola razón de 
haberse omitido en él exigencias de solemni-
dades, es decir, tampoco por simples razo-
nes de procedimiento, lo que conduciría, se-
gún las distinciones sentadas por Fairén, a 
confundir juicio sumario con plenario rápi-
do. No, le llamamos sumario por razones 
más profundas que afectan también ~aun­
que de otro modo- a la concepción jurídica 
de índole general con que lo ha concebido 
41. J. GUASP, ob., t. Y ed. cts., pg. 12. 
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el legislador. Por esta razón lo dejamos de 
llamar también sumarísimo, que denota sim-
plemente como una mayor rapidez, una ma-
yor concentración, una idea, en definitiva, 
de simplificación procedimental más acu-
sada. 
Guasp distingue una sumariedad por ra-
zones cuantitativas --en cuyo caso no deja 
de ser sino un proceso plenario rápido- de 
otra derivada de razones cualitativas, es de-
cir, de razones «de calidad, porque, por la 
especial fehaciencia de que aparecen reves-
tidos ciertos objetos procesales, resulta tam-
bién innecesario atribuirles, en toda su ple-
nitud, el sistema del proceso ordinario mo-
delo». Y añade, además, que esta sumarie-
dad, por razones cualitativas, «sólo tiene na-
turaleza facultativa, es decir, que las partes 
pueden, si quieren, prescindir de ella y acu-
dir, para esos mismos litigios, al proceso de 
cognición ordinario».41 
Ambas características cualitativas se dan 
de modo indudable en nuestro proceso in ca-
sibus specialibus. En efecto, ya señalamos el 
carácter facultativo de que gozan estas cau-
sas especiales de nulidad de matrimonio, 
por cuya virtud, quien desee de ellas servir-
se, para obtener esa nulidad, lo mismo puede 
acudir al proceso especial que al ordinario. 
Asimismo, el proceso especial parte de un 
objeto de fehaciencia peculiar --el docu-
mento cierto y auténtico- que hace innece-
sario el que se tenga que acudir inevitable-
mente al proceso ordinario. 
Esa fehaciencia especial que acompaña 
al documento, que servirá de supuesto bási-
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co de la demanda en este proceso, es lo que 
hace limitada la cognitio judicial, que es 
también una característica sustancial del 
proceso sumario. Guasp, aclara, que no es 
la brevedad lo que haya de tenerse en cuen-
ta en primer término, sino el que se pro-
duzca «una limitación de la cognitio judicial, 
un acotamiento del problema que, dentro 
del juicio, ha de ser decidido por el juez, de-
jando fuera del mismo aquellos extremos 
que no estén dotados de la fehaciencia que 
define a estas clases de procesos». 42 En el 
mismo sentido se expresa Fairén cuando in-
dica que en el juicio sumario, «en lugar de 
plantear judicialmente todas las cuestiones 
que puedan surgir en torno a ese peligro 
-esto es, en lugar de plantear la totalidad 
del litigio con todas sus extensas posibilida-
des-, se debe enfocar procesalmente -pre-
tender- sólo sobre el punto peligroso, con 
abstracción de los demás, de tal modo que 
en el juicio solamente se discuta y resuelva 
sobre él. Así, pues, en tales casos, el proceso 
indicado ... no agotará el litigio total, sino 
uno de sus fragmentos». 43 
Para este autor, no es la forma, que en 
definitiva viene a ser indiferente, lo que dis-
tingue el proceso sumario del plenario, aun-
que de ordinario en aquél, al igual que en los 
plenarios rápidos, se acuda a la brevedad; 
pero «la forma específica, regularmente ace-
lerada, de los juicios sumarios, deriva de 
que se trata de una vía específica, destina-
da a llenar una finalidad específica (una sa-
tisfacción parcial, pues parcialmente preten-
dida), para lo cual se hace necesaria una 
42. J. GUASP, ibídem. 
43. V. FAIREN, ob., t. Y ed. ult. cts., pg. 826. 
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forma especial, urgente. Por el contrario, la 
forma acelerada de los juicios plenarios rá-
pidos, se justifica por razones de econo-
mía ... ».44 
Siguiendo Fairén con estas distinciones, 
que confiesa recibir de Briegleb, continúa 
ilustrándonos con precisión: «Los medios de 
una simple aceleración formal del procedi-
miento, por su origen, estructura y fines, 
son tan diferentes de los aplicados para ob-
tener un proceso sumario ... , que el colocar 
unos y otros reunidos como iguales en un 
solo grupo frente al juicio declarativo ordi-
nario, es absurdo; y más aún lo es el con-
fundir «aceleración» con «sumariedad». Y 
continúa: «Las pautas de aceleración ... son 
diversas en ambos grupos: no se trata, co-
mo durante siglos se ha querido hacer apa-
recer, de dos «subgrupos» integrados en el 
común de «sumarios» ... , pues esta. presunta 
sumariedad en los juicios plenarios rápidos, 
tiene carácter simplemente formal; basado, 
como se ha dicho, en razones generales de 
economía procesal, en tanto que en los su-
marios propiamente dichos -a nuestro en-
tender, únicos- tiene carácter sustancial».45 
Tales características de brevedad en ra-
zón de la fehaciencia documental, más la li-
mitada cognitio veri del objeto litigioso, que 
conduce a una sentencia de objeto también 
parcial en relación con el total objeto pues-
to en litigio, en este proceso, es una caracte-
rística muy propia del mismo. Ya en el c. 
1990 se requería partir de un documento 
cierto y auténtico, no sometido a contradic-
44. V. FAIREN, ibídem, pg. 828. 
45. V. FAIREN, ibídem, pg. 829. 
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ción ni excepción alguna, en el que constara 
la existencia de determinados impedimentos 
dirimentes y que igual certidumbre -simul-
que pari- se tuviera de su falta de dispen-
sa. El mismo precepto, si bien extendido 
ahora a todos los impedimentos dirimentes, 
se recoge en la Norma X del Motu proprio. 
A nuestro parecer, también los vicios del 
mandato del procurador y los de forma del 
matrimonio, como causas de la nulidad a 
obtener por este proceso especial, y acogi-
das por el Motu proprio en su Norma XI, 
parten también de un acreditamiento docu-
mental previo, constatador del vicio o defec-
to -necesariamente trataremos con más 
detenimiento este tema más adelante- cau-
sante de la nulidad. 
Si ello se acredita ante el Ordinario, se-
gún las condiciones establecidas por esos 
preceptos, el Ordinario como juez, tras el 
planteamiento, en forma debida, del con-
tradictorio, dará lugar, por sentencia, a la 
declaración de nulidad pretendida. Pero, ¿y 
si no se acredita?, ¿tendrá que dictar sen-
tencia absolutoria de lo pretendido en el li-
belo de demanda? A nuestro juicio, de nin-
guna manera: en este proceso la decisión 
judicial queda acotada muy estrictamente 
por la pretensión planteada, de tal manera 
que si no se demuestra que la causa petendi 
reúne las condiciones requeridas por estas 
normas especiales, al Ordinario como juez 
no le es concedida la facultad de dictar una 
sentencia absolutoria. Deberá dictar una re-
solución judicial de menor índole, el Decreto 
(c. 1868, § 2), ordenando que se siga el trá-
mite del proceso ordinario y remitiendo las 
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actuaciones procesales al órgano judicial de 
primera instancia que, como Tribunal ordi-
nario de justicia, venga tramitando y resol-
viendo, de modo genérico, las causas matri-
moniales en la Diócesis. 
Cierto que tal doctrina no es recogida 
exactamente y de un modo expreso por los 
cc. 1990-1992, ni por las Normas del Motu 
proprio X-XIII. Pero no es menos cierto que, 
en la doctrina procesal canónica, no hemos 
encontrado opinión alguna de autor -salvo 
una aislada- que muestre con claridad la 
postura de que el Ordinario pueda dictar 
sentencia absolutoria. Y esto es así, a pesar 
de que la mayor parte de esa doctrina es an-
terior a la Instrucción PME, que, en su arto 
227, § 2, estableció ya de modo expreso que, 
si no se verificaban los requisitos exigidos 
por el C . 1990 para poder ser declarada la 
nulidad por caso exceptuado, el Ordinario 
«causam remittat ad tribunal dioecesanum, 
quod per viam ordinariam procedat, ad nor-
mam tituli V et seqq». 
Sólo en J ohnson hemos visto una opinión 
en discordia, aunque no planteando el tema 
como cuestión discutida o discutible; puede 
ser incluso un lapsus en que el autor cayera. 
Pero lo cierto es que Johnson dice primero 
que si el Ordinario no adquiere certeza mo-
ral del impedimento, o de su falta de dis-
pensa, remitirá la causa al trámite ordina-
rio. Ahora bien, a continuación dice también 
que si durante el proceso, en virtud de la 
excepción aportada por las partes o por el 
Defensor del vínculo, se demostrara del to-
do con claridad la cesación del impedimen· 
to o que éste no existió, iudex debet decla-
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rare non constare de nullitate.% Ya es raro 
que J ohnson cuando hizo esta afirmación no 
hiciera referencia concreta alguna en rela-
ción, p. ej., a Wernz o a Noval, autores a los 
que de continuo cita. Pero más extraño aún 
resulta que habiendo aparecido su trabajo 
a raíz de publicarse la Instrucción PME, en 
el mismo año 1936 y al final del mismo, no 
tuviera en cuenta, al menos, ese criterio de 
interpretación auténtica, que le ofrecía, en 
tal extremo, su arto 227 § 2. Al menos para 
negarle su valor de fuente legal, como otros 
hicieron, cuando apareciera en contradicción 
con los cánones recogidos en el Codex, cosa 
que no podía hacer, porque Johnson aceptó 
sin dubitaciones la Instrucción. Parece des-
de luego extraño mantener tal criterio en 
presencia del C. 1992, que prevé, para el ca-
so de apelación de la sentencia de nulidad 
dictada por el Ordinario, sólo dos posibili-
dades: utrum sententia sit confirmanda, an 
potius procedendum in causa sit ad ordina-
rium tramitem iuris: quo in casu eam remit-
titat tribunal primae instantiae. Precepto 
que fue reproducido por el arto 230 de la 
Instrucción de 1936 y es recogido sustancial-
mente por la Norma XIII del Motu proprio 
de 1971. 
Extraño resultaría que, lo que le ha sido 
vedado al Juez de segunda instancia, le sea, 
por el contrario, permitido al de la prime-
ra, aunque éste sea el Ordinario. Pero, en 
rigor, de lo que se trataba e.(a que, como en 
el caso de no fallarse a favor de la nulidad 
por el órgano judicial de apelación, éste te-
46. J. JOHNSON, Ius vigens ... , ob. y ed. cts., 
pá~ina 636. 
47. V. BARTOCCETTI, De causis matrimonialibus, 
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nía que remitir al tribunal diocesano la cau-
sa para que ésta se tramitara por vía ordina-
ria, tal precepto de remisión no se hizo ex-
plícito hasta que se redactó el c. 1992, espe-
cial para el juez de apelación. Ante la duda 
que planteaban los cánones, cuando tal de-
cisión caía bajo la jurisdicción del Ordina-
rio en primera instancia, el legislador se vio 
. movido a aclararla en el sentido ya resuelto 
en el caso del juez de segunda instancia, ex-
presándolo abiertamente, y por modo de au-
téntica interpretación, en el citado arto 227 
de la Instrucción. 
Ya Bartocetti se pronunció abiertamen-
te en tal sentido cuando, al reeditar la obra 
del Cardenal Lega, enseñó que el contenido 
de la sentencia, en los casos exceptuados, 
nunca será negativo. En rigor, nos dice que 
no se responde a la duda «An constet de nu-
llitate matrim. in casu» sed dubio «An nulli-
las matrimonii in casu declarari possit per 
processum summarium».47 También Bernar-
dini, 48 al plantearse el problema de qué re-
medio jurídico cabía contra la decisión del 
Obispo que rechaza instruir el proceso do-
cumental por entender que el caso no estaba 
incluido en el C. 1990, estima que lo proce-
dente será el recurso del C. 1709 § 2. Pero 
tal recurso, entendía, no se daba cuando el 
Obispo no estimara cierta la prueba de la 
nulidad. En este caso no cabía recurso al-
guno al Tribunal Superior, conforme a los 
cC .• 1990-1992, porque el objeto en litigio sólo 
podía ser entonces sometido al trámite de] 
juicio ordinario. 
tít. XX añadido a M. Cardo LEGA, Commentarius in 
iudicia ecclesiastica, lB, Romae 1950, pg. 233.* 
48. C. BERNARDINI, ob., Y ed. cts., pg. 293. 
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Hay, pues, una posibilidad sola de pro-
nunciamiento en la setencia del proceso es-
pecial: la afirmativa. En esta dirección úni-
ca cabrá hacer la declaración de voluntad 
por el Ordinario en su sentencia. Nace, pues, 
con un enfoque parcial y bien acotado del 
problema: si puede declararse la nulidad 
pretendida del matrimonio. Si el Ordinario 
no lo entiende así, o no lo estima suficiente-
mente probado, su resolución no entra en 
el fondo del problema, sino que se abstiene 
de decidir por sentencia la cuestión plantea-
da, remitiendo a la amplitud del proceso or-
dinario, para que, por su común trámite, y 
por el Tribunal competente, se dicte la co-
rrespondiente sentencia, ora de nulidad, ora 
absolutoria de lo pedido en la demanda. Y 
este enfoque parcial del problema es lo 
que le otorga a este proceso especial también 
el carácter de sumario, lo que explica a su 
vez la brevedad procedimental, nacida ex-
clusivamente de una razón de fehaciencia, 
razón que, de no darse, conduce a que el 
Ordinario no pueda pronunciarse al respec-
to, sino que dejará pendiente de solución el 
litigio, el cual seguirá en adelante los trá-
mites del proceso ordinario. 
3. PROCESO DOCUMENTAL. 
a) El acreditamiento de la causa de nu-
lidad. 
a') Su influencia, determinante de la pecu-
liar naturaleza de este proceso. 
Por la afirmación que sostenemos de su 
naturaleza especial, sabemos ya que este pro-
ceso in casibus speciaZibus goza de un pro-
pio régimen jurídico, del cual se han de de-
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rivar los criterios interpretativos para su de-
bido tratamiento y aplicaciones prácticas. 
Hemos visto las líneas básicas que caracte-
rizan su especialidad. A las normas genera-
les del proceso ordinario no hemos de acu-
dir, en hipótesis de situaciones no contem-
pladas ad casum por el legislador, mientras 
las normas dictadas para los casos especia-
les puedan ofrecernos un criterio de ade-
cuada solución conforme con lo que podría-
mos llamar la peculiar filosofía que inspira 
a este proceso. Más adelante, al exponer su 
desenvolvimiento, descubriremos las inci-
dencias de esta especialidad. 
Por la afirmación que también sostene-
mos de su naturaleza sumaria, ha quedado 
acotado, a un mismo tiempo, el campo de 
la realidad jurídica en que opera, es decir, 
ha quedado enfocado debidamente lo que 
debe ser objeto del proceso y, por consi-
guiente, objeto de la prueba y de la senten-
cia; y lo que, por el contrario, queda exclui-
do -en relación a la totalidad del objeto 
que en principio pudiera contemplarse pro-
cesalmente- del ámbito sobre el que versa 
la decisión del juzgador. 
Ahora, en atención a esa naturaleza do-
cumental que asimismo cabe atribuir a este 
proceso, nos enfrentamos con la razón mis-
ma de su existencia, con su justificación, ex-
plicativa a la vez de que haya sido concebi-
do como especial y como proceso sumario. 
La exigencia, que a él se acompaña, de apor-
tación documental -cum ex certo et au~ 
thentico documento, quod nulli contradic-
tioni veZ exceptioni obnoxium sit-, parece 
presentarse externamente como un añadido 
a la demanda; sin embargo, es condición pa-
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ra la admisión de la misma -presupuesto 
del proceso 49_ y condiciona la existencia 
misma de este proceso. No es, pues, un re-
quisito formal que se le une, sino lo que 
explica y justifica, de un modo radical, la 
existencia del proceso mismo, su especiali-
dad y su carácter sumario. No es, pues, su 
última nota cualificante -aunque sea trata-
da en nuestra exposición en tercer lugar-
sino la primaria y entrañable que mueve, al 
legislador, a que la declaración de nulidad 
de matrimonio, por apoyarse en determina-
das causas -in casi bus especialibus-, pue-
da ser alcanzada por un cauce procesal pro-
pio y distinto del concebido, con carácter 
ordinario, para la generalidad de las causas 
de dicha nulidad. De manera que el método 
de nuestra exposición se ordena no desde la 
mayor a la menor importancia de las diver-
sas características de este proceso, sino de 
las más generales a la más específica, aun-
que ésta a su vez sea la más peculiar del 
proceso, su rasgo intrínseco de más acen-
tuada peculiaridad y el que luego ha infun-
dido los otros rasgos, los cuales se mues-
tran como consecuencias o derivación de 
esta naturaleza documental. 
b') Analogías y diferenciación de este pro· 
ceso con otros de tipo documental. 
Partimos, pues, de un proceso, cuya pre-
tensión originante se ha de apoyar de modo 
necesario, según la Norma X del Motu pro-
prio Causas matrimoniales, en certo et au-
thentico documento, que constate al menos 
49. Como señala C. LÁZARO -ob. Y ed. cts., pg. 
100- "en el proceso extraordinario está imperada 
la omisión de solemnidades, pero no de pruebas ... 
Es más, la prueba, según los cánones, se convierte 
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essentia impedimenti dirimentis. Si intentá-
ramos encontrar un paralelo en las legisla-
ciones seculares, al objeto de hallar una ca-
tegoría general en la que insertarlo en la 
teoría de los procesos, lo haríamos en ellla-
mado proceso documental. 
Este tipo de proceso, en relación al dere-
cho de obligaciones, al objeto de hacer efec-
tivo prontamente el crédito cuya constan-
cia se acredita documentalmente, de modo 
evidente, en su vigencia y exigibilidad, ha 
dado paso al designado, por los procesalis-
tas modernos, con los términos proceso mo-
nitorio que no se presenta, por otra, parte, 
siempre con los mismos rasgos. Con él se 
trata de «otorgar una facilidad procesal a 
sujetos que, en principio, no pueden disfru-
tar de ella, siendo esa facilidad la del logro 
de un título de ejecución que permite acu-
dir a un proceso de esta clase, sin necesi-
dad de pasar por la vía declarativa propia»; 
de tal manera que, para este tipo procesal, 
la monición o intimación de pago, que se 
hace al deudor, es lo que permite pasar de 
lo que inicialmente pudo concebirse como 
vía procesal declarativa a una ejecución au-
téntica. A lo que añade Guasp: «Natural-
mente, la actitud del presunto deudor es de-
cisiva ... : si no se opone al requerimiento 
que se le hace, ese requerimiento se convier~ 
te en un verdadero título ejecutivo ... ; en 
cambio, si el requerimiento es discutido, tie-
ne el valor de un simple emplazamiento o 
citación».5o 
en un presupuesto procesal, de lo contrario, no 
puede existir el proceso judicial extraordinario ma-
trimonial". 
50. J. GUASP, ob., t. Y ed. cts. pg. 643. 
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A un tipo intermedio, proclive a una di-
recta ejecución, más avocada, sin embargo, 
a una eventual cognición, responde el proce-
dimiento de ingiunzione italiano. Este, como 
enseña Satta,sl no es un proceso monitorio 
puro, caracterizado por el hecho de que la 
oposición del deudor resolverá la intimación 
en una simple citación, sino más bien un 
proceso monitorio documental. De tardía 
derivación germánica, se caracteriza por 
fundarse en una prueba escrita. Así, caso de 
presentarse la eventual oposición del deman-
dado, lo que se produce es la inversión de 
las posiciones de partes al efecto de la car-
ga de la prueba. Tal oposición es realmen-
te una verdadera impugnación de cuyo éxito 
dependerá la confirmación o revocación del 
decreto monitorio. 
Mas el que llamamos proceso documental 
canónico en materia de nulidad de matri-
monio no goza de esa proclividad a la eje-
cución, sino que tiende siempre, por la cog-
nitio veri, a la sentencia declarativa. En ri-
gor, lo que se acredita documentalmente es 
la existencia del impedimento dirimente -y 
en la actualidad también los vicios de for-
ma o del poder, caso de matrimonio por 
procurador-, y esto no lleva como conse-
cuencia necesaria la nulidad, pues de tales 
defectos, evidenciados documentalmente, no 
se derivan necesariamente que el matrimo-
nio sea nulo. De aquí la necesidad siempre 
de la cognitio y de la sentencia judicial. 
Por otra parte, conserva toda su vigencia el 
51. Vid. S. SATTA, Diritto processuaZe civile, Pa-
dova, 1967, pgs. 611-622. Conocidas son las razones 
que lo apoyan, expuestas por F. CARNELUTTI, In 
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arto 1 § 3.° de la Instrucción PME, que pres-
cribe: causae matrimoniales respicientes 
vinculum nequeunt dirimi partium ... , sed 
tantum publica auctoritate per sententiam 
tribunalis competentis, vel Ordinarii in casi-
bus excepti (desde el Motu proprio de 1971, 
in casibus specialibus). Las partes no pue-
den, por sí mismas, en consecuencia, dispo-
ner de la validez de un vínculo matrimonial 
contraído in facie Ecclesiae: ni por la dili-
gencia de la interesada en la nulidad para 
acreditarla con documentos, ni por la iner-
cia de la parte demandada con su falta de 
impugnación de esos documentos, o simple-
mente por su falta de oposición. 
Por ello, si este proceso documental ca-
nónico tiene algún parecido, con otro tipo 
de proceso existente en la doctrina general, 
no será ni con el monitorio puro desde lue-
go, ni tampoco con el proceso de ingiunzio-
ne, sino con un proceso documental cuya 
demanda abra paso necesariamente a una 
cognitio de trámite rápido que termine por 
sentencia. Entonces, la fuerza o eficacia del 
documento opera simplificando el procedi-
miento, eliminando solemnidades de prue-
ba, otorgándole rapidez, invirtiendo la car-
ga de la prueba; en definitiva, facilitando 
que el actor, en breve tiempo, pueda obte-
ner una sentencia favorable. 
En dicho sentido, y salvando las distan-
cias que proporcionan los diversos objetos 
litigiosos en uno y otro tipo de procesos, 
puede decirse que guarda un cierto paren-
difensa deZ titoZo inquisitivo, "Revista di Diritto 
ProcessuaZe", vol. XI, Parte 1 (1956), pgs. 189-197. 
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tesco con el juicio ejecutivo de la legisla-
ción procesal española. En efecto, éste es 
«un proceso de cognición común, pero su-
mario por razones cualitativas, que está des-
tinado a satisfacer pretensiones dotadas de 
una fehaciencia legalmente privilegiada» .52 
Igualmente lo califica Pairen: «un juicio de-
clarativo, de cognición; y en éstos, se trata 
de un juicio de cognición limitada, de un 
juicio sumario».53 
Uno y otro procesos parten de un título 
de naturaleza documental (no entramos en 
el tipo de documentos exigido en uno y 
otro caso). De ese título cabe decir que, al 
constituir el fundamento del proceso, «de-
limita imprescindiblemente su objeto».54 
Ahora bien, esto no ha de llevar a confun-
dir título documental con causa o funda-
mento de la nulidad, pues ésta conserva su 
independencia con relación al documento. 
En todo caso, éste lo que puede ser es título 
del proceso documental para la nulidad, mas 
no de la nulidad misma, de la que no deja 
de ser más que un instrumento de prueba, 
por eficaz que resulte serlo. Ha de hacerse 
notar además que, como enseña Naz,55 el va-
lor de un acto jurídico en Derecho canó-
nico, el valor mismo del contrato matrimo-
nial, el de una profesión religiosa, p. ej., no 
depende jamás del instrumento que lo cons-
tate, puesto que, en este derecho, es rara-
mente exigida la escritura bajo pena de nu-
lidad. 
52. J. GUASP, ob., t. Y ed. cts., pg. 130. 
53. V. FAIREN, ob., t. Y ed. ult. cts., pg. 836. 
54. J. GUASP, ob., t . Y ed. cts., pg. 132. 
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b) Tipicidad de la prueba de la nulidad. 
Una cosa, pues, es el acto jurídico; otra 
la incorporación ad probationem -no ad 
solemnitatem (al menos que se trate del 
poder para contraer matrimonio por pro-
curador)- del acta, en que se constató di-
cho acto, al archivo público eclesiástico; y 
otra la certificación del mismo, que será, 
de ordinario, lo que se acompañará con el 
libelo de demanda como prueba documental 
en que apoyar la petición de que se siga el 
trámite especial. 
De todas formas, no resultará nunca el 
documento, o documentos, causa justifica-
tiva de la nulidad, sino del vicio o defecto 
que acredita dicho documento. Como dice 
Guasp, para el juicio ejecutivo en España, 
«la causa o fundamento de una pretensión 
es un acaecimiento o sumo de acaecimien-
tos y no, estrictamente hablando, el docu-
mento en que esos acaecimientos se refle-
jan o al que van incorporados. Pero, en 
materia de juicio ejecutivo, el privilegio no 
se concede por la aparición del acaecimien-
to fundamentador sin más, sino por la po-
sesión y utilización, por el pretendiente, de 
una justificación documental de los acaeci-
mientos correspondientes. Titulo vale, pues, 
aquí como documento, mas no porque, en 
sentido general, título y documento se iden-
tifiquen, sino porque, en particular, para 
el juicio ejecutivo, el acaecimiento funda-
mentador lo constituye no sólo el sustan-
cial o básico que acota la reclamación del 
55. R. NAZ, Traité de Droit Canonique, IV, Pa-
rís, 1954, pg. 281. 
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actor, sino el formal o derivado de la pose-
sión o tenencia de la justificación documen-
tal correspondiente».56 
Por consiguiente, aunque la nulidad del 
matrimonio se base no en el documento, sino 
en la existencia de un impedimento diri-
mente, o en el defecto de forma canónica o 
del mandato válido exigido para el procura-
dor, la parte que, con su actividad, promue-
ve la actividad procesal, ha de contar con 
el documento o documentos acreditativos 
del acaecimiento o hecho positivo en que 
basar la acción de nulidad ejercitada por 
esta vía procesal. Ha de ser, por tanto, una 
prueba preconstituida al proceso mismo y 
disponible para el actor en momento ante-
rior al planteamiento del proceso por la 
demanda; o, al menos, que haya podido dis-
poner de ella en el momento mismo de ese 
planteamiento por la presentación de la de-
manda ante el Provisor de la Diócesis co-
rrespondiente. Precisamente el art. 226 de 
la Instrucción PME atribuye a este oficial 
la facultad de examinar si procede o no la 
incoación del proceso especial tras la au-
56. J. GUASP, ob., t. Y ed. cts., pg. 143. Los 
subrayados son del autor. 
57. F. CARNELUTTI, Estudios de Derecho Proce-
sal, 1, trad. de S. Sentis Melendo, Buenos Aires 
1952, pg. 99. Los subrayados pertenecen a la obra 
citada. En Derecho procesal canónico, el término 
"instrumentos" es sinónimo del de "documentos": 
Basta ver la rúbrica del Cap. V, Tít. X (P.!.; Seco 1) 
del Libro IV del CIC: De probatione per instru· 
menta; o la del arto 1 de dicho capítulo: De natura 
et tide instrumentorum. De aquí que F. DELLA Roc-
CA -Instituciones de Derecho Procesal Canónico, 
trad. de P. de lragui, Buenos Aires 1950, pg. 254-
hable de los instrumentos en una doble significa-
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diencia previa de los cónyuges, si compare-
cieren, y el adecuado examen del documen-
to presentado. Si éste no se presentara con 
la demanda, a sensu contrario ha de enten-
derse que la demanda originante del proce-
so especial no debe ser admitida. Como se-
ñala Carnelutti, «el problema de los ins-
trumentos que sirven al juez para decidir 
de la litis, y que son esencialmente las prue-
bas, es ante todo el problema de su dis-
ponibilidad».s7 Y en otro lugar insiste en la 
misma idea: «desde el punto de vista de la 
disponibilidad, el problema está, en primer 
lugar, en conseguir que la prueba exista, y 
en segundo lugar, que pueda ser usada por 
quien tenga necesidad de ella para llevar a 
cabo la verificación».58 
Esa disponibilidad de la prueba, previa 
al proceso, o al menos coetánea con su ini-
ciación, reclama que el documento se halle 
preconstituido al proceso mismo. 
a') Prueba preconstituida. 
En un trabajo anterior nuestro, en co-
mentario a SSRR, C. Sabattani, 26-IV-1963, 
clOn: "instrumento en sentido amplio es general-
mente cualquier representación material del pen-
samiento apto para informar al juez sobre la exis-
tencia o no existencia de un hecho determinado. 
En sentido estricto la palabra instrumento viene 
a ser sinónimo de documento y puede referirse 
a cualquier tipo de escritura, la cual, por lo demás, 
constituye el medio más corriente de manifestación 
externa del pensamiento". 
58. F. CARNELUTTI, Sistema de Derecho Proce-
sal civil, n, trad. de N. Alcalá-Zamora y S. Sentis 
Melendo, Buenos Aires 1944, pg. 449. Los subraya-
dos pertenecen a la obra citada. Sobre este tema 
vid. esta misma obra, tomo y edición, pgs. 449-458. 
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ya tuvimos ocasión de tratar acerca de la 
prueba preconstituida, si bien de un modo 
incidental.59 En dicha ocasión, partimos del 
concepto de Bentham, «testimonio produci-
do en una causa consistente en un escrito 
auténtico que ha sido hecho con sujeción a 
ciertas formas legales; para ser empleado 
eventualmente en clase de prueba jurídi-
ca».60 Desde Bentham, el concepto ha adqui-
rido carta de naturaleza, y así, p. ej., en una 
obra que podemos llamar reciente, por su 
fecha de edición, vemos, a la hora de cla-
sificar los documentos en cuanto hacen re-
lación a la prueba, junto a los que llama 
«constitutivos» en contraste con los «testi-
moniales», y contrastando asimismo con los 
«ocasionales», sitúa los «documentos pre-
constituidos con tal fin (p. ej., un contrato 
de arrendamiento)>>.61 
Hay siempre en la prueba preconstituida 
una idea o una razón intencional. Es un ins-
trumento probatorio que al ser elaborado 
está proponiéndose constatar en el día de 
mañana -cuando haga falta- el fenómeno 
jurídico o de hecho que registra. Su elabo-
ración ocurre, por tanto, fuera del proceso 
y coincide con la génesis del suceso huma-
no del que ofrece información, surgiendo ya 
de un modo concomitante al mismo, ya en 
un momento inmediato posterior. Ordina-
riamente coincide la preconstitución proba-
toria con el otorgamiento o redacción de 
un documento elaborado por aquellos mis-
59. Vid. La apreciación de las pruebas, docu-
mentos y confesión judicial,. en el proceso de nu-
lidad d,e matrimonio, en TUS CANONTCUM, 
vol. VII, fasc. II (1967), pgs. 529-573. 
60. J. BENTHAM, Tratado de las pruebas judi-
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mos que protagonizaron el acto humano del 
que se desea dejar constatación. Si inter-
viene en su redacción u otorgamiento un 
funcionario público que proporcione al do-
cumento determinado tipo de fehaciencia, 
tal actuación reforzará la fuerza probatoria 
del instrumento, pero no influye en la natu-
raleza preconstituida del mismo, cualidad 
ésta que no deriva de su fehaciencia, sino 
del momento en que se creó la prueba y de 
la intención subyacente a este acto creativo 
de la prueba. 
Por ello, nada más ajeno a la prueba 
preconstituida que la prueba procesal. «For-
malmente -nos ilustra Núñez Lago-, la 
prueba procesal se forma en audiencia pú-
blica, documentada por el Secretario judi-
cial, pero siempre en presencia de su único 
destinatario: el juez, y no cualquier juez, 
sino el juez competente ... La prueba proce-
sal está conversivamente dirigida a la sen-
tencia para servirle de premisa: los hechos 
probados». En cambio, «la prueba documen-
tal tiene su momento de autor en la forma-
ción por funcionario público competente ... 
y alejados y distintos de su autor tiene los 
diversos destinatarios: en primer lugar, 
puede tener un destinatario directo e inme-
diato: la altera pars; y hasta otro, menos 
directo, pero desde luego singularmente de-
terminado: el Registro o la oficina pública 
pertinente. En último lugar, yeventualmen-
te, puede ser destinatario el Juez».62 
ciales, T, trad. J . Gómez de Castro, Madrid 1835, 
página 32. 
61. L PRIETO"CASTRO, ob., t. Y ed. cts., pg. 492. 
62. R. NÚÑEZ LAGOS, Documento auténtico en la 
casación civil española, "Revista de Derecho No-
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De aquí, dice Gómez Orbaneja, «cuando 
se pone el documento en manos del juez, 
para que sirva de prueba, el juez recibe al-
go ... que desde hace tiempo está definitiva-
mente hecho y terminado, algo que consti-
tuye una certificación permanente, y pre-
via a su uso procesal, de la declaración que 
contiene». Nada ha podido desviar ni borrar 
esta prueba hasta que llega el momento de 
incorporarla al proceso, y «en este sentido 
es como ha evolucionado el concepto pro-
puesto primeramente por Bentham -nos si-
gue ilustrando Gómez Orbaneja- y ha ve-
nido a identificarse prueba preconstituida 
y prueba documenta1».63 Y, por ello, al exis-
tir previamente al proceso esa prueba docu-
mental que acredita la verdad de lo que 
se afirma por el actor, algunos sistemas le-
gislativos, como ocurre en el español, ya 
exigen que ab initio se acompañe por el 
actor, en el momento mismo de formular su 
pretensión, el documento que constata lo 
que asevera y sobre cuya base pretende, si 
tal documento existe. 
tarial", IX (1969), pg. 111. El subrayado es de 
la obra citada. Lo que Núñez Lago dice del autor y 
destinatarios del documento público puede ser apli-
cado, mutatis mutandi, de análogo modo al docu-
mento privado por el que se preconstituye obje-
tivamente una prueba. La diferencia entre uno y 
otro tipo de documentos no se halla en su pre-
constitución, sino en su peculiar modo de precons-
tituirse, lo cual genera, a su vez, distintos tipos 
de fehaciencia. Como enseña Lega, al referirse a 
los cc. 1814 y 1817 en relación a las pruebas pre-
constituidas, los antiguos canonistas decían: pro-
batio probata si agatur de instrumentis "publicis"; 
"probatio probanda", si res sit de "scripturis pri-
vatis vocantur". Y añade este autor -M. Cardo 
LEGA- V. BARTOCCETI, Commentarius in ludicia 
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De este modo se expresa Almagro cuan-
do señala que «el carácter preconstituido 
de la prueba documental se manifiesta, al 
exigirse como requisito temporal, para la 
eficacia de esta prueba, la presentación de 
los documentos en que se funde el derecho 
de las partes en el momento de la inicia-
ción del litigio ».64 Y esto, que se dice y hasta 
se puede exigir para el proceso en general, 
con mayor razón debe decirse y se ha de exi-
gir para aquellos procesos especiales con-
cebidos por el legislador con una peculiar 
rapidez en su trámite, y como una forma 
expeditiva de proporcionar la solución ju-
dicial al caso, precisamente por la peculiar 
acogida que el legislador otorga a determi-
nados documentos; de manera que su con-
tenido pueda verse realizado prontamente, 
por la fidelidad representativa que presu-
ponen, aunque se requiera, sin embargo, de 
una cognitio veri. En dichos casos se suele 
sumar, a la preconstitución, la fehaciencia 
con que el documento quedó enriquecido 
para su enérgica eficacia. 
Ecclesiastica, 11, Romae 1950, pg. 780-, pro re 
nostra instrumentum sumimus uti genus proba-
tionum, quae iudicio sunt "preconstitutae" eum in 
fine m ut Zites veZ praeveniantur veZ faciZius expe-
diantur. 
63. E. GÓMEZ ORBANEJA, La prueba preconstitui-
da, "Anales de la Academia Matritense del Nota-
riado", 11 (1950), pg. 87. En el mismo sentido, en 
doctrina procesal canónica, R. ROBERTI, "De proce-
sibus, 11, Romae 1926, pg. 94 -cuando afirma: 
Documenta sunt probationes praeconstitutae. Qua-
re Zeges norma e statunt tantum ad eorum vaZorem 
determinandum aut eadem conservanda veZ exhi-
benda". 
64. J. ALMAGRO NOSETE, La prueba de Zos in-
formes, Sevilla 1968, pg. 111. 
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En este proceso especial de nulidad de 
matrimonio, su despliegue y efectos se apo-
yan en la fuerza del documento, en la pre-
constitución jurídica que ha permitido que-
de reflejado con fidelidad para el futuro 
lo que ocurrió en el pasado. Es como si el 
documento, que en el proceso llega a ser 
conocido por los sentidos humanos, nos re-
trotraiga al tiempo mismo en que ocurrió 
el acto jurídico que constata, permitiéndo-
nos visualizar después dicho acto tal como 
se produjo. De aquí la posibilidad de elimi-
nar otros testimonios, otras pruebas, cuan-
do se trata de proceso, documental, pues ta-
les medios probatorios no vendrían más 
que: bien a entorpecer y obscurecer --con 
sus típicas contradicciones, tal como en la 
memoria quedaron alojadas las impresiones 
entonces recibidas, y las vacilaciones pro-
pias de las inducciones o deducciones de 
los hombres- lo que claramente se pre-
senta expresado y reproducido en el docu-
mento; o bien, al menos, a demorar la con-
cesión de efectos que dicho documento des-
pliega según su propio texto y conforme a 
la fuerza que se deriva del querer conte-
nido en la palabra escrita por aquéllos que 
la expresaron. Esto lo decimos con indepen-
dencia del tema relativo al grado de credibi-
lidad que el documento ofrezca en relación 
con el autor o autores del mismo, es decir, 
con su fehaciencia. Mas en este tema nos de-
tendremos algo más adelante, cuando nos to-
que exponer los requisitos exigidos en con-
creto, para la eficacia del documento en 
65. E. GÓMEZ ORBANEJA, ob. Y ed. cts., pg. 87. 
66. F. CARNELUTTI, La prova civile, Roma 1947, 
página 133. 
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este proceso, según el Motu proprio de Pau-
lo VI; requisitos que hacen referencia a su 
certeza y a su autenticidad. 
Ahora, lo que intentamos poner de re-
lieve es que ese documento, base de este 
proceso especial, al ser preconstituido, es 
también representativo. Gómez Orbaneja 
atiende ambos aspectos, cuando define la 
prueba preconstituida como «aquella en que 
el medio o fuente de prueba preexiste al 
proceso, o sea, la prueba mediante la cual 
se trae al proceso una representación ya 
formada a fin de comunicar al juez por ese 
medio y fijar en la sentencia la existencia 
del hecho representado, que constituye el 
thema probandum».65 
Cierto que, como enseñó Carnelutti,66 la 
escritura no sólo significa medio de mani-
festación de voluntad, sino también certifi-
cación de la misma. El documento repre-
senta así no sólo ya lo que las partes qui-
sieron, sino lo que al mismo tiempo hicie-
ron. El «documento, en sentido etimológico, 
es una cosa que docet, esto es, que lleva en 
sí la virtud de hacer conocer, esta virtud 
se debe a su contenido representativo ».67 
Luego está el «momento del empleo de la 
vis representativa», nos dirá este autor 
-que enseñó con tanta lucidez sobre este 
tema de la prueba como representación, qui-
zá una de sus aportaciones más brillantes 
a la teoría de la prueba-, es decir, que fue 
realizado «el documento a fin de que opere 
en el futuro», de modo que «el documenta-
67. F. CARNELUTTI, Sistema ... , ob., t. Y ed. cts., 
página 414. 
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dor pone algo en depósito (en aquel reci-
piente con que puede compararse el docu-
mento) a fin de que otra persona se sirva 
de él cuando lo necesite».68 
Así quedan puestos de relieve los diver-
sos aspectos que cabe contemplar en el do-
cumento estimado como prueba preconsti-
tuida: 1.°, el de ser un documento de in-
tención elaborado con anterioridad al pro-
ceso; 2.°, el ser representativo de la activi-
dad que reproduce, constatando, de un lado, 
la actividad misma, y, del otro, el querer 
que a sus protagonistas movía -sus decla-
raciones de voluntad-cuando realizaron 
dicha actividad y se propusieron dejarla reo. 
flejada por escrito: del predominio de uno 
de estos elementos en la escritura, depen-
derá el que estemos en presencia, bien de 
la certificación simple de un acto, bien de 
unas declaraciones de voluntad, y de ambos 
elementos será instrumento idóneo, para re-
flejarlos, la escritura; y 3.°, la permanencia 
y conservación íntegra de lo escrito a través 
del paso del tiempo. En relación con este 
último aspecto, nos dirá con precisión Gó-
mez Orbaneja, partiendo de Carnelutti: «La 
forma escrita no es sólo un medio de mani-
festación del pensamiento, sino que tiene 
a la vez, frente a otros medios fugaces co-
68. F. CARNELUTTI, ibídem, pg. 409. 
69. E. GÓMEZ ORBANFJA, ob. Y ed. cts., pg. 102. 
70. R. NAZ, La procédure des actions en nullité 
de mariage, París 1938, pg. 92. En dicho sentido 
se expresa R. NÚÑEZ LAGOS -Hechos y derechos 
en el documento público, Madrid 1950- cuando 
afirma: "Del mero hecho, nace el derecho y la 
acción (acciones de estado civil, alimentos, he-
rencia, etc.). La documentación, el Registro civil, 
etc., es algo extraño, posterior y añadido al 
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mo la palabra hablada, un carácter de per-
manencia. De aquí que esté llamada a cum-
plir no sólo una manifestación de la vo-
luntad, sino también una certificación de la 
manifestación misma. Ahora bien, en los ca-
sos en que el negocio se forma entre pre-
sentes yel Derecho no exige que se escriba 
la declaración como requisito constitutivo, 
el documento sirve tan sólo al segundo fin: 
el negocio se forma verbalmente y se docu-
menta por escrito».69 
Eso es lo que ocurre de ordinario con 
los actos jurídicos que se realizan en el 
ámbito de la Iglesia, sean sacramentales o 
no. Como señala Naz, los hechos que tienen 
un carácter religioso deben ser probados 
por los actos eclesiásticos, tales como el 
bautismo, el matrimonio, la profesión reli-
giosa, etc. Ahora bien, pour avoir force pro-
bante, les actes publics doivent étre produits 
en original ou en copie certifiée authenti-
que».70 
Si reparamos someramente en las cau-
sas de nulidad de matrimonio que justifi-
can el proceso in casibus specialibus -im-
pedimentos dirimentes no dispensados, de-
fectos de la forma canónica o defectos del 
mandato válido de procurador- observare-
mos, prima facie, que los fenómenos jud-
hecho jurídico. La documentación produce sus efec-
tos, pero el efecto jurídico ya los producía por sí. 
El nacimiento y la muerte son hechos jurídicos 
que no dependen para nada de ningún papel ni 
del Registro civil" (pgs. 40-41). Sin embargo, nos 
ilustra este autor, más adelante, "si el nacimiento 
o la muerte -hechos- no acontecieron, el texto 
del acta del Registro civil es falso. Sólo mediante 
impugnación por falsedad se puede destruir la fe 
pública" (pg. 51). 
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dicos, en los que apoyar el caput nullitatis, 
aparecerán constatados documentalmente. 
y no porque el documento haya constituido 
el fenómeno originante de la acción, sino 
porque éste se encuentra registrado de al-
gún modo en un archivo público eclesiás-
tico o en otro de distinta naturaleza pero 
que merece igual credibilidad, constatando 
el hecho que se produjo, dando noticia -en 
la medida necesaria para producir el efec-
to que se pretende- del mismo. Serán pues, 
esas actas registradas, o sus certificaciones 
debidamente garantizadas en su fidelidad al 
original del que se reciben, sean constituti-
vas o no del fenómeno jurídico que certifi-
can, las que han de servir de apoyatura bá-
sica de la demanda al mismo tiempo que re-
presentación fidedigna del fenómeno que da 
origen a la nulidad pretendida.71 No servirán, 
a este fin, por el contrario, ni que se trate 
de un hecho notorio, ni de que el documen-
to que se haya logrado preconstituir res-
ponda, en rigor, a otro tipo de prueba dis-
tinta; es decir, ha de responder al documen-
to creado específicamente como fiel reflejo 
del acaecimiento originario de la nulidad, al 
71. Volvemos a referirnos de nuevo a expresio-
nes de R. NÚÑEZ LAGOS -ob. Y ed. ult. cts.-, aun-
que relacionando la prueba documental con la 
fe pública, que, para este autor, "es una narra-
ción eficaz por sí misma, un texto documental 
de curso forzoso, sin reintegro en evidencias con-
cretas, sin reversión al hecho narrado ... El hecho 
presente ha de hacerse valer en el futuro; es el 
punto de vista de la prueba preconstituida" 
(pg. 48). De modo que "leyendo el documento, 
vivimos el hecho, pero sin inmediación, en acto de 
segundo grado. El documento conserva la exis-
tencia del hecho, proyectando su evidencia hasta 
el futuro: evidencia mediata" (pg. 50). 
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producirse aquél con intención de perpetuar 
su facticidad y conservarla íntegramente 
para el futuro. 
Como señalaba Cabreros, para la ante-
rior legislación de casos exceptuados, «la 
existencia del impedimento dirimente cree-
mos que debe demostrarse o constar pre-
cisamente por el documento cierto y autén-
tico ... No basta ninguna otra prueba, ni si-
quiera la notoriedad del impedimento diri-
mente».72 Y añade, para la actual legislación 
de casos especiales: «la misma certeza y la 
misma forma se exige ahora también para 
los casos en que haya defecto de forma ca-
nónica o defecto de mandato procurato-
riO».73 
b') Relaciones original-copia. 
El impedimento, o el vicio de forma ca-
nónica o de poder, ha de encontrarse re-
presentado en el documento. Este se erige 
así en testimonio de la causa de nulidad. 
Cualquiera que lo tenga ante sus ojos ha 
de ver, en dicho documento, la justifica-
ción de la nulidad pretendida. El vicio o el 
72. M. CABREROS, "Comentarios ... , ob., t. Y ed. 
cts., pg. 703. Y en otro lugar de esta misma obra, 
t. y ed. -pg. 573- entiende que "en el proceso 
sumario de nulidad matrimonial -in casibus ex-
ceptis ... - sólo se admite la prueba documental". 
73. M. CABREROS, Reforma del proceso ... , ob. 
y ed. cts., pg. 250. Esta exigencia documental pre-
constituida y que sirve de presupuesto necesario a 
este especial proceso es lo que impide que partici-
pemos de los justos temores nacidos de que la 
extensión, a este proceso, de nuevas causas de 
nulidad, dé origen abusivo en su utilización, lo que 
lleva a C. LEFEBVRE -Il Motu proprio "Causas 
Matrimoniales", Torino-Milano 1972, pg. 60- a se-
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impedimento se hacen, de este modo, evi-
dentes a la persona encargada de juzgar, 
como también a cualquier otra persona que 
tuviera el documento ante su mirada. El 
documen to, en cada caso, puede ser una 
prueba «más o menos indirecta, esto es, de 
diverso grado; mientras la prueba indirecta 
de primer grado es aquélla en que la fuen-
te de prueba sirve directamente para la de-
ducción del hecho a probar, cuando se en-
cuentran por medio de una o varias fuentes 
de prueba indirecta, es de segundo grado 
o de un grado ulterior; tales son, por ejem-
plo, el testimonio del auditu (testimonio del 
testimonio) o la copia (documento del do-
cumento )>>.74 Si estos testimonios son docu-
mentales, por certificación de una prueba 
documental preconstituida, las copias no 
dan otro testimonio que el mismo que ofre-
ce el original. 
En todo caso, el problema que se nos 
pueda plantear en relación con la copia ha-
ce referencia a la fidelidad de su transcrip-
ción. Esa fidelidad del documento puede exi-
gir su propia prueba, pero también tal fi-
delidad puede quedar evidenciada ya, sin 
embargo, en el mismo documento transcri-
to, que se ofrece como prueba, no sólo del 
documento que transcribe, sino como repre-
sentativa del hecho mismo que se desea pro-
bar: es decir, de la existencia del impedi-
mento o del vicio necesarios para la nulidad, 
ñalar la necesidad de excitar la atención y vigi-
lancia de los defensores del vínculo en el desen-
volvimiento de estos procesos. Creemos que esta 
atención y este celo han de cuidarse especialmente 
en el momento de admisión de la demanda, re-
chazándose toda aquella que no se apoye en este 
presupuesto documental ineludible. 
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según consta en el. documento originario 
preconstituido. Esto ocurre cuando tal co-
pia o certificación ha sido expedida por no-
tario o por otro funcionario que goce de fe 
pública. En otro caso, esa certificación o 
copia necesitará ser, por el contrario, com-
probada ella misma, en su existencia y en 
su fidelidad. Una copia carente de fe públi-
ca, en el que la expide, serán un testimonio 
probatorio, pero, antes de nada, ha de ser 
objeto de prueba ella misma, thema proban-
dum. De aquí su dificultad para servir de 
supuesto a un proceso documental, el cual 
parte de la idea de que lo que el documento 
atestigua se hace evidente prima facie ante 
quien ha de emitir un juicio sobre el mis-
mo. 
Sin embargo, la certificación o copia ex-
pedida por aquél que goza de fe pública en 
los documentos que expide, representa fiel-
mente, en principio, el original transcrito, 
como éste, cuando reúne determinadas ga-
rantías, representa con fidelidad el hecho 
que registra: «A la adecuación del hecho 
-actum- con su narración documental 
-dictum- se le llama verdad. A una pro-
tección especial del dictum, del texto, se 
llama fe pública. El dictum siempre repre-
senta al actum».75 
Por ello, aunque la certificación expe-
dida bajo fe pública no sea la misma prue-
74. F. CARNELUTTI, Sistema .. . , ob., t. Y ed. cts., 
página 402. Los subrayados pertenecen a la edición 
que se cita. 
75. R. NÚÑEZ.iLAGos, ob. y ed. ult. cts., pg. 50. 
Lo que se acaba de expresar ha de entenderse 
sin perjuicio de que la fe pública, contenida y evi-
denciada en el documento, pueda ser tachada de 
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ba preconstituida, plenamente la reproduce, 
y de tal modo, que la hace evidente, con lo 
que de quien tiene ante su vista la certifi-
cación o copia, puede decirse que lo que 
tiene ante su vista es la misma prueba pre-
constituida en que se apoya la nulidad de 
matrimonio pretendida. Por esto, no cabe 
decir que la prueba documental por certi-
ficación o copia sea de las que haya que ex-
cluir, a pesar de que fuera expedida con 
vistas al proceso y como preparación al mis-
mo, y su expedición quede alejada del he-
cho o acto del que certifica. En rigor, acom-
pañada de la fe pública, esa copia no viene 
a ser, en la práctica, más que un modo de 
aproximar el documento mismo preconsti-
tui do al órgano judicial que ha de dictar su 
sentencia de nulidad. Un modo práctico, 
pues, de operar, haciendo accesible -al ser 
falsedad, por infiel. Pero, en princIpIO, ha de es-
tarse a su fidelidad, mientras no se pruebe lo con-
trario, y de ahí su fuerza operativa en el tema 
de la prueba, y el que las certificaciones expedi-
das -es lo que ahora nos interesa poner de re-
lieve- bajo esta especial garantía de fidelidad, 
tengan, en principio, la misma vis probatoria que 
pueda gozar el documento originario preconstitui-
do. Este mismo autor nos ilustra en tal sentido 
-ibídem, pg. 55- cuando nos dice que "en los 
documentos públicos basta la existencia del archi-
vo, registro o protocolo para acreditar apodíctica-
mente la existencia y autenticidad externa del do-
cumento, y el problema, respecto de la copia, 
queda resuelto con la diligencia de cotejo. Nor-
malmente, el documento público, por sí, no es he-
cho por probar, sino sólo fuente de prueba en 
cuanto a su contenido". Ese cotejo no puede pre-
sentarse sino como un a posteriori del proceso do-
cumental, como una necesidad derivada de una 
eventual impugnación del demandado en relación 
a la infidelidad de que pueda ser acusada la 
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susceptible de pasar a integrar el dossier 
documental del proceso- la prueba, al ob-
jeto de situarla con facilidad en manos del 
juez, para que lleve a cabo, sin especiales 
dificultades, la cognitio veri. Sólo en la hi-
pótesis de que sea formalmente impugnada, 
habrá de trasladarse el órgano judicial, para 
su verificación, de la sede judicial, donde se 
custodia la documentación del proceso, al 
archivo o protocolo donde se halla el docu-
mento originario. A estos principios respon-
den con fidelidad las normas que, para la 
presentación de documentos, y su eventual 
cotejo, contienen los cc. 1819-1821. 
Como indica Núñez Lagos, desde el lado 
activo, «la fe escrita, debida a una actividad 
pública, se incorpora, penetra o adyace y 
vive autónoma en el papel o cosa»; mas, «en 
el lado pasivo o recepticio, la fe verbal o 
copia. T. MUÑIZ -Procedimientos Eclesiásticos, JII, 
Sevilla, 1919, pgs. 337-338-, nos instruye, en el 
ámbito canónico, de que los antiguos distinguían 
"en todo instrumento hecho por notario el pro-
tocolo o minuta del acto, que firmada por los 
otorgantes conservaba el notario en su archivo; el 
trasunto o documento extenso en que el notario 
con referencia al protocolo relataba el acto otor-
gado; y los ejemplares o copias del trasunto. De 
estas tres especies de documentos, el protocolo 
tuvo siempre carácter de documento público; tam-
bién lo tenía el trasunto si estaba redactado o 
firmado y signado por el mismo notario que fir-
mó el protocolo; los ejemplares o copias no te-
nían valor de documento público si no eran co-
pias vidimatas (del verbo vidimus) o cotejadas 
con el original por persona constituida en digni-
dad y autorizadas con su sello". Es, pues, en todo 
caso, lo que da fidelidad a la copia: la interven-
ción autenticadora de un funcionario que goza de 
fe pública para el otorgamiento o expedición de 
documentos públicos en la Iglesia. 
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personal depende del sentimiento subjeti-
vo que el juez tenga de la veracidad del 
testigo ... La fe pública está más que estima-
da, valorada por la Ley, porque si en su as-
pecto activo se emancipa de su autor, obje-
tivándose, en su aspecto pasivo, si no fuera 
debidamente estimada por el juez, subsisti-
ría íntegra, como hecho o documento autén-
tico, en casación».76 Aunque el autor se esté 
refiriendo a un efecto concreto del documen-
to público en la legislación procesal espa-
ñola, sin embargo, muestra un principio de 
valor general en relación con esa vis pro-
batoria unida al documento expedido bajo 
fe pública, en cuya virtud -salvo que se 
demuestre su falsedad en eventual impug-
nación- goza tal documento de una subsis-
tencia propia, cuya convicción no deriva de 
la apreciación que de su eficacia haga quien 
valora esta prueba, sino que éste la recibe 
ya valorada por la propia ley, con lo que el 
juzgador -prueba legal, indudablemente-
no tiene más que someterse al imperio de 
su eficacia. En estos casos, de copias fide-
dignas, la certificación no sustituye al docu-
mento de preconstitución jurídica, pues 
siempre, respecto a él, cabrá un eventual co-
tejo, pero, indudablemente, equivale a dicho 
documento mientras no sea tachada de fal-
sedad. Conlleva, pues, la presunción de su 
fidelidad.77 
76. R. NÚÑEZ LAGOS, ob. Y ed. ult. cts., pg. 44. 
77. Incluso se ha de tener en cuenta que, como 
enseña M. CABREROS -Comentarios ... , ob., t. Y ed. 
cits., pg. 575-, "la presunción a favor de la ve· 
racidad de un documento público no se destruye 
por el hecho de que el autor de dicho documento 
haya falsificado otros documentos distintos, sino 
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Por ello, las certificaciones o copias pú-
blicas, al servir de equivalentes del docu-
mento preconstituido, sirven a su vez, co-
mo éste, al proceso documental. 
e') Exclusión de cualquier otro medio pro-
batorio, así como la notoriedad del 
hecho. 
1) Prueba documental aparente. 
En efecto, puede existir prueba documen-
tal aparentemente preconstituida, pero que 
no lo sea en realidad al no concurrir las con-
diciones ya indicadas para ésta. A veces, in-
cluso, no se trata siquiera de pruebas cier-
tamente documentales, sino apariencias de 
ellas por el simple hecho de que su cons-
tancia se hizo documentalmente. Estas no 
sirven -ninguna de ellas- como supuesto 
documental para que se inicie este proceso 
sumario de nulidad de matrimonio in casi-
bus specialibus. 
Enseña Della Rocca,18 cómo una de las 
características del sistema probatorio canó-
nico reside en el hecho de que la valoración 
subjetiva del resultado innstructorio termi-
na por ser, en numerosos casos, predomi-
nante. De aquí que entienda que sobre la 
eficacia objetiva del medio de prueba pre-
valece frecuentemente, en el proceso canóni-
co, el elemento de la attendabilitá, entendida 
más que como aptitud del medio instruc-
que debe impugnarse legítimamente en cada caso. 
No tiene aquí aplicación el axioma jurídico: Se-
mel malus semper preasumitur esse malus (Reg. 
8, R. I. in VI) porque la presunción favorable 
prevalece sobre la desfavorable". 
78. F. DELLA ROCCA, Appunti sul processo ca-
nonico, Milano 1960 pg. 63. 
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torio, como aptitud de la persona que me-
diante dicho medio presta un servicio de 
instrucción a la justicia. A nuestro enten-
der, sin embargo, tal aspecto de atendibi-
lidad subjetiva del medio de prueba puede 
predicarse de cualquier sistema de aprecia-
ción libre de la prueba, e incluso en el que 
existiendo algunas pruebas legales -y así 
ocurre en el canónico-, se permita que los 
tribunales aprecien la prueba en su conjun-
to. Como indica Del Amo, «particularmente 
en las causas matrimoniales, y más en aqué-
llas que tienen prueba difícil, el peso de la 
prueba debe hacerse en su conjunto, por-
que plura quae disiunctim nihil conficiunt, 
juncta probant».79 
A nuestro juicio, sin embargo, cuando 
esa attendibilitá del medio probatorio exige 
de una mayor atención es cuando se somete, 
a un determinado medio de prueba, en su 
forma, a la que en rigor corresponde a otro 
distinto. No se trata, pues, de una atendi-
bilidad en relación al sujeto de la prueba, 
sino a la forma de la prueba. Se daría en-
tonces como una desnaturalización de la 
prueba por razones externas de carácter for-
mal. Esto ' puede ocurrir con la prueba do-
cumental, bajo cuya forma cabe se acojan 
pruebas que respondan a otra naturaleza. 
Serían éstos, casos de aparentes pruebas do-
cumentales, falseadas, si no en su conteni-
do, sí en su presencia exterior. Ello recla-
ma para el Oficial o Provisor, que ha de ad-
mitir la demanda de este especial proceso 
documental (artículo 226, Instrucción PME), 
79. L. DEL AMO PACH6N, Valoración de los tes-
timonios, Salamanca 1%9, pg. 152. 
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un cuidado vigilante a fin de evitar aceptar 
como prueba preconstituida la que, en rigor, 
resulta ser prueba de diversa naturaleza. 
2) La pericia. 
Así ocurre, por ejemplo, con la prueba 
pericial. De ordinario el resultado de la pe-
ricia adopta forma escrita, incluso cuando 
tal pericia se realiza dentro de proceso (vid. 
c. 1801 y arto 148 de la Instrucción PME). 
Se dan algunas causas de nulidad de matri-
monio, como las que derivan de los vicios 
del consentimiento o en razón a algún im-
pedimento dirimente, como el de impoten-
cia, respecto a las cuales es dable pensar 
que el cónyuge interesado en la nulidad in-
tente obtener tal declaración sirviéndose de 
este proceso rápido, al no haber limitado el 
Motu proprio los impedimentos dirimentes 
que lo provoquen. Y, con tal finalidad, pue-
de preconstituirse artificiosamente una 
prueba documental que acompañar a la de-
manda, incluso bajo constatación notarial, 
pero que, en rigor, lo que resulte contener 
dicho documento no pase de ser otra cosa 
que un dictamen emitido por peritos. 
No se trata, pues, con tal prueba, de 
aportar al juez la representación de un he-
cho o de un acto jurídico del que deriva la 
nulidad, sino. simplemente de la emisión de 
un juicio técnico sobre una supuesta causa 
. de nulidad carente de preconstitución docu-
mental. Como enseña Franchi,s° la pericia no 
es más que un juicio que se integra en el 
juicio de decisión: en un último análisis de 
80. G. FRANCHI, La perizia civile, Padova 1959; 
en especial, vid. pgs. 73 y 245. 
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la misma, no viene a ser otra cosa que una 
actividad dirigida a resolver una cuestión 
técnica. Sólo en un determinado ordena-
miento, en que esta prueba de peritos fuera 
prueba legal, vendría a ser, ese juicio, inte-
grativo de la decisión judicial y vinculante 
para ella. Como ha señalado Almagro, «pre-
valece, sin embargo, en el ámbito doctrinal, 
la conceptuación de la pericia, como activi-
dad cuyo fin es la de completar la cultura 
del juez y que, por tanto, tiene una natura-
leza coadyuvante de la específica función ju-
dicial»; de manera que el perito ha de ser 
concebido «como un órgano auxiliar del 
juez, que completa e inte~ra el juicio, en re· 
lación con la adquisición de aquellas indis-
pensables condiciones técnicas que la espe-
cial naturaleza del juicio reclama, y sin las 
81. J. ALMAGRO, ob. Y ed. cts., pgs. 130 y 131. 
82. Por ello, de tal tipo de prueba pericial pre-
parada anticipadamente, incluso en documento pú-
blico, ha de decirse lo que de toda prueba de 
peritos dice, en relación al c. 1804, M. Cardo LEGA 
(V. BARTOCCETI) -Cornmentarius ... , ob., t. Y ed. 
cts., pg. 770-, pero, además, debiendo de tenerse 
en cuenta que de algún modo debe ser ratificada 
y sometida al contradictorio al que se aportó: 
Equidem peritia non est unius fons veritatis; ast 
leviter non est derelinquenda conclusio peritorum 
ad quam devenerunt per subsidia et principia artis 
aut scientiae et post sedulam tactorum inquisitio-
nes et cognitionem; quare sapientissime in § 2.0 
canonis, praescribitur iudicem in sententiae defi-
nitivae textu debere rationes ob quas conclusionem 
peritorum admiserint aut repulerit, distincte re-
terre". Por ello, no podemos compartir el criterio 
seguido por la Sentencia del Tribunal eclesiás-
tico de la Archidiócesis de Barcelona, de 7 diciem-
bre 1972 -publicada en rus CANONICUM, XIII, 
n.O 26 (julio-diciembre 1973), pgs. 409-414- que 
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que el juez no podría valorar el resultado 
de la prueba, ni juzgar sobre las cuestiones 
técnicas del mismo».81 
Sin que intentemos aquí profundizar más 
en la naturaleza de la pericia, lo cierto es 
que cualquiera que fuere el momento en que 
el dictamente de peritos se formule -du-
rante el proceso o en acto anterior al mis-
mo-, no dejará de tener ese carácter de 
juicio informativo, de opinión técnica que 
ilustrará al juez en su juicio de decisión,82 
pero nunca representación documental del 
fenómeno causante de la nulidad, por muy 
convincente que resulte dicho juicio técnico, 
por bien constatado que quede antes del 
proceso tal juicio. Será, pues, en todo caso, 
una prueba elaborada anticipadamente al 
proceso, para producir luego efectos en él a 
dio lugar a una declaración de nulidad por impo-
tenciélj por razón de la carencia de verum semen. 
El documentO' base de la demanda se halla bien 
lejos de corresponder a una prueba preconstitui-
da, constante en documento cierto y auténtico. 
Independientemente del acierto del fallo en su 
aspecto jurídico material, aquí sólo queremos 
llamar la atención sobre la inadecuación del tipo 
procesal elegido partiendo de la prueba que se 
aportó con la demanda, aparentemente documen-
tal, mas pericial por naturaleza; lo que siguió 
a su vez, en el desenvolvimiento del proceso, 
otras adveraciones probatorias también de ín-
dole pericial como si de un proceso ordinario se 
tratara. Esta causa de la nulidad -la impoten-
cia- no dejará siempre de ofrecer dificultades 
para su recepción en este proceso especial. Como 
sobre ello nos habremos de pronunciar en mo-
mento posterior, en el que nos detengamos en 
el estudio de las causas de nulidad según el 
Motu proprio de 1971 (normas X y XI), nos 
basta por ahora -para señalar estas dificulta-
des- a lo que ha dejado escrito AE. COLAGIo-
VANNI, ob. y ed. cts., pgs. 55 y 56. 
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fin de que el juez lo tenga en cuenta en su 
día; nunca, sin embargo, un acto constata-
dor de una realidad jurídica que operó co-
mo causa de nulidad, representándola y ha-
ciéndola permanecer en lo escrito a través 
del tiempo. 
No puede ser confundido el medio que 
pruebe la causa de nulidad pretendida, con 
el instrumento probatorio del que resulta 
ya existir una causa de nulidad antes inclu-
so de que el juez emita su juicio definitivo. 
En este segundo caso, en rigor, la cognitio 
veri queda restringida a la verificación de si 
el elemento constatador reproduce exacta-
mente el vicio o impedimento causa de la 
nulidad preexistente. No se informa, pues, 
al juez, de algo que se cree -aunque sea 
con todo fundamento- existir, sino que se 
le aporta aquello mismo que, al ser consta-
tado como existente, ya es, de por sí, causa 
de nulidad. 
83. L. DEL AMO, Valoración ... , ob. y ed. cts., 
pg. 152. En esta misma obra, Mons. del Amo 
-vid. pgs. 156-162- destaca cómo por estas decla-
raciones preconstituidas resulta facilísimo alterar 
la verdad, por lo que tanto la jurisprudencia civil 
como la canónica suelen coincidir en no otorgar 
de ordinario a dichas declaraciones sino escasÍ-
simo valor por carecer en absoluto de las garan-
tías del proceso y constituir una grave corruptela 
del orden judicial. A este respecto cita las sen-
tencias de la SRR c. Cattani-Amadori, 15.x1.1916 
y 9.11.1920, que consideran estas declaraciones, in-
cluso cuando son hechas ante notario, y sin ju-
ramento, como sospeohosas; en cambio, si fue ju-
rada la declaración -sentencias SRR c. Jullien 
16.1.1947 y c. Brennan 28.1UJ957-, se entiende 
que puede valer como adminÍCulo si consta la ve-
racidad del declarante y la coherencia con sus 
dichos y con otras pruebas. El cuidado y aten-
ción vigilante que se ha de observar a la hora 
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3) Las declaraciones de testigos. 
Lo mismo puede decirse, en el aspecto 
que estudiamos, con relación a las llama-
das «declaraciones preconstituidas». A éstas 
las define Del Amo como aquellas «manifes-
taciones extrajudiciales que se consignan 
por escrito y se exhiben como documentos. 
Propiamente no son auténticos modos pro-
batorios; sino más bien hechos históricos 
que ellos mismos necesitan de medios ins-
tructorios que los revelen y los demuestren 
al juez en juicio». Y a continuación agrega: 
«Son, en una palabra, probationes proban-
dae»,83 a pesar del elemento preconstituido 
-la escritura- con que cuentan. Pero, en 
rigor, no es lo mismo -decimos- precons-
tituir una prueba que contar con una prue-
ba preconstituida, sobre cuyas condiciones, 
para ser tenidas como tal, ya hemos relata-
do anteriormente. En aquel caso, cabe siem-
pre formular la pregunta que se hace Mons. 
de valorar la prueba testifical -tan despresti-
giada en los últimos tiempos-, celebrada en el 
proceso y ante el mismo juez, sufre de una mayor 
acentuación y provoca toda clase de recelos ante 
unos testimonios obtenidos fuera del proceso y 
luego aportados a él. Y no sólo por motivos que 
deriven de la posible deshonestidad del testigo, 
sino también por razón de la dudosa fidelidad de 
su recepción e incorporación al acta escrita. F. CAR-
NELUTTI -Estudios de Derecho Procesal, trad. de 
S. Sentis Melendo, Buenos Aires 1945, pg. 160-
menciona asimismo "los muchísimos factores in-
culpables que alejan lo que dice el testigo, y más 
aún lo que comprende el juez, de la verdad". Lo 
que le lleva a concluir que "aún y prescindiendo 
de la falsedad, las pérdidas que se producen en 
esta especie de transmisión de la verdad a distan-
cia, son tales y tantas, que el mecanismo no puede 
menos de quedar sumamente desacreditado" (los 
subrayados pertenecen a la obra que se cita). 
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Del Amo: «Si no es lícito anticipar las prue-
bas en el juicio sin la aprobación del juez, 
¿no sería sospechoso que a sus espaldas, sin 
la menor intervención del tribunal, se pre-
constituyan declaraciones con el fin de ha-
cerlas pasar como medios instructorios le-
gítimos en la causa canónica?».84 Y lo que se 
dice de esta prueba, que no es preconstitui-
da sino preparada para el juicio, en relación 
al proceso ordinario, con mayor razón ha de 
ser tenido en cuenta en el proceso docu-
mental. 
La forma que suelen adoptar tales de-
claraciones, llamadas -de modo indebido 
por la ambigüedad que provoca esta termi-
nología- preconstituidas, es la de otorgar-
se en presencia del Notario, de las que éste 
levanta acta bajo su fe. Esto es un modo 
público de actuar análogo a lo que en Espa-
ña se designa con el nombre de acta nota-
rial. Mas las actas, enseña Núñez Lagos, «só-
lo exigen del Notario una actividad de visu 
et auditu, suis sensibus, sin entrar en el fon-
do ... En las actas el Notario narra el he-
cho, patente para sus sentidos, y le dejan 
ser lo que es y como es. La actividad nota-
rial no lo manipula ni lo altera. El acta es 
copia del natural, y el hecho queda desnu-
84. L. DEL AMO, O'b. Y ed. ult. cts., pg. 162. 
85. R. NÚÑEZ LAGO'S, Hechos y der;echos ... , ob. 
y ed. cts., pg. 5. Con razón L. DEL AMo -ob. y ed. 
ult. cts.- hace constar que cuando el acta nota-
rial es documentO' públicO' "debe distinguirse bien 
la fe que haya de concederse a la persona pública 
del Notario en cuantO' advera pO'r razón de su 
cargo lo que presencia, y la fe que merezca la 
·persO'na que declara" (pg. 161). En tal sentidO' cita 
las sentencias SRR c. FO'rzak 5.VI.1926 y C. Bren-
nan 28.III.1957. 
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do, sin que el acta le vista ni le agregue na-
da». 85 Por esto, las declaraciones de testi-
gos, aunque sean constatadas en acta nota-
rial, o de cualquier otra forma en que pu-
dieran ser recibidas por escrito, no dejarán 
nunca de ser eso mismo que son, es decir, 
prueba de testigos, nunca prueba documen-
tal y mucho menos aún prueba preconstitui-
da. Además, adoleciendo del pie forzado de 
su elaboración unilateral, fuera del contra-
dictorio procesal, y de la vigilancia impar-
cial -a la vez que preocupada por la ver-
dad- del órgano judicial. 
Por consiguiente, es la naturaleza de la 
prueba -no documental propiamente dicha, 
sino de testimonios- lo que hace que, las 
llamadas «declaraciones preconstituidas», no 
sirvan de argumento probatorio en que jus-
tificar una causa de nulidad de matrimonio 
en el proceso in casibus specialibus. Por ello, 
se ha de rechazar esta aparente prueba do-
cumental aunque contenga declaraciones de 
persona pública que, por razón de su cargo, 
deponga sobre actos de su propio oficio. 
Para Del Amo,s6 esa persona es, a su vez, 
fedatario público de los actos que realiza en 
el desempeño de sus funciones, por lo que 
86. Vid. L. DEL AMO, O'b. Y ed. ult. cts., pgs. 70 
y 71. El autO'r cita, a este respectO', las declaracio-
nes de párrocO's sobre bautismos y matrimO'niO's, 
las cuales entiende que pueden suplir en circuns-
tancias especiales la falta de partida sacramental 
O' la omisión en ella de datO's esenciales, así comO' 
sus testimO'niO's, en virtud de lO' que ellos mismos 
hicieron cO'n motivO' del examen prematrimO'nial 
en los expedientes de sO'lterÍa (en este sentidO' cita 
la sentencia SRR c. Sincero 28.VIII.1911). La fuer-
za probatoria de estos testimoniO's desplegará todo 
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en las cosas de su pertenencia hace fe ple-
na (ce. 1813, 1816, 373, § 1; 1593) sin perjui-
cio de que su testimonio pueda ser impug-
nado, lo cual, afirma, es sostenido por la 
doctrina jurisprudencial -sentencia SRR, c. 
Jullien 25-VI-1941-, al advertir que la efi-
cacia del testigo cualificado no cede sino 
ante razones apodícticas: concludentissima 
argumenta. Pues bien, aunque se comparta 
esta doctrina, las declaraciones de esas per-
sonas, recibidas en acta notarial, por fide-
dignas que sean, no sirven al proceso docu-
mental por no ser más que testimonios, pre-
parados documentalmente para el proceso 
ciertamente, pero no propiamente prueba 
documental preconstituida al mismo. 
Distinto problema plantea, a nuestro 
juicio, el hecho de que, en virtud de tales 
declaraciones, se haya reconstruido el asien-
el efecto que merezca reconocérseles en el proceso 
ordinario de nulidad, lo cual no es óbice -a nues-
tro juicio- para que no sean admisibles -pre-
sentados en forma de documentos- como base 
justificativa de la nulidad in casibus specialibus. 
87. L. DEL AMO -ob. Y ed. ult. cts., pg. 71-, con 
base a la experiencia judicial, advierte de la fre-
cuencia con que se valoran en los juicios ecle-
siásticos las declaraciones de párrocos sobre bau-
tismo y matrimonio, llegando a decir -sirvién-
dose de una jurisprudencia rotal que cita- que 
"la declaración del párroco puede suplir en circuns-
tancias especiales la falta de prueba sacramental 
o la omisión en ella de datos esenciales". Tal 
afirmación ha de ser así entendida, sin embargo, 
sólo en el contexto del proceso ordinario de nu-
lidad, mas . no en el del proceso documental in 
casibus specialibus. Distinta es aquella hipótesis 
en la que con tales declaraciones de personas cua-
lificadas no se intenta producir directamente efec-
tos probatorios en el proceso, sino que, por vía 
administrativa de reconstrucción de archivos o re· 
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to del Registro público, del que se acredite 
la causa de nulidad, pues en este caso es la 
constatación formal preconstituida la que 
nos proveerá del conocimiento de esa nuli-
dad, mas no directamente las declaraciones 
mismas. Estas habrán pasado, antes de con-
vertirse en inscripción en el Registro públi-
co, por el crisol enjuiciador de la decisión 
de la autoridad eclesiástica que ordena le-
vantar el acta del acontecimiento fáctico 
que influye jurídicamente en la nulidad pre-
tendida. Las declaraciones de esas personas, 
en virtud de su aceptación e incorporación 
a los Libros-Registros de la Iglesia, habrán 
pasado a ser, de meros testimonios fidedig-
nos, documentos públicos eclesiásticos. Es-
to sin perjuicio de eventuales impugnacio-
nes por razón de falsedad o simplemente 
por inexactitud.87 
gistros públicos, han pasado a integrarse en los 
libros oficiales eclesiásticos a modo de acta pú-
blica de los acaecimientos que esos libros deben 
constatar. En tal caso, sirven a la preconstitución 
documental de la prueba y tanto lo allí registrado 
documentalmente, como sus certificaciones o co-
pias, tendrán el carácter de prueba apta para ser-
vir de soporte a una petición de nulidad de ma-
trimonio mediante el proceso documental. Nota-
mos aquí una laguna en los autores que tratan del 
documento público en la Iglesia. El tema de la 
reconstrucción de archivos y libros parroquiales 
destruidos merece mayor atención de los estudio-
sos del Derecho administrativo canónico e incluso 
del legislador. De lo que hemos comprobado, hay 
una referencia de F. M. CAPPELLO, en su Tractatus 
canonico moralis de Sacramentis. -vid. vol. V, De 
matrimonio, Taurini 1950, pg. 908- cuando al sos-
tener que el documento cierto y auténtico es el 
modo normal, ordinarium, de probar el impedi-
mento, sin embargo, estima que, modum exceptio-
nis, se deben admitir otras pruebas si tienen ple-
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4) La confesión de parte interesada. 
Señala Gómez Orbaneja cómo hay, «cuan-
nísima certeza. Y a este efecto cita el caso de des-
trucción de los libros parroquiales por incendio. 
Entonces, se pregunta: ¿No ofrecen absoluta cer-
tidumbre la totalidad de los testigos que asistie-
ron a la celebración del matrimonio (párroco pre-
sente, testigos que intervinieron como tales, los 
fieles que estuvieron en la Iglesia)? ¿No hacen 
éstos plena fe conforme al c. 1791 § 2? El pro-
blema ya lo había planteado F. M. CAPPELLO en el 
año 1932, en De casibus exceptis .. . -ob. y ed. cts., 
página 108-, cuando al postular por una mayor 
ampliación de las causas de nulidad de matrimo-
nio casibus exceptis, pretendía sustituir, caso 
de destrucción del archivo parroquial, la prueba 
del documento cierto y auténtico, por esas mismas 
declaraciones de párroco y testigos con plena fe 
probatoria, tratando así de extender los términos 
pari certitudine del c. 1990, relativo a la demos-
tración de la falta de dispensa del impedimento 
dirimente, a la del impedimento mismo, entendien-
do que esto alio legitimo modo probari possit. Con 
ello, a nuestro parecer, se confunden prueba del 
impedimento causante de la nulidad del matrimo-
nio con prueba del impedimento apta para obtener 
la nulidad mediante proceso documental. Por fe 
que aporten esas declaraciones, éstas no pueden 
de modo alguno sustituir al documento que prue-
be, con su sola presentación, la existencia del im-
pedimento causante de la nulidad, mientras tales 
declaraciones no se hayan convertido en acta do-
cumental por su incorporación a libros públicos 
registrados. Tal re-construcción entendemos que, de 
hacerse, se ha de realizar por decreto de la je-
rarquía ordinaria correspondiente. 
Contra esta postura podría pensarse que se 
halla la de J. J. G. FAILDE -Valor probatorio de 
los documentos públicos y de la confesión judi-
cial, "Revista Española de Derecho Canónico, XXI 
(1966), pg. 580- cuando estima que no será "docu-
mento público" la inscripción del matrimonio he-
cho por el párroco en los casos de "reconstrucción 
de partidas matrimoniales a causa del incendio del 
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do se estudia la naturaleza de la función 
probatoria del documento, el interés de dis-
tinguir como dos categorías distintas, el do-
archivo", en cuyo caso "la persona pública puede 
dar fe solamente de que tales o cuales testigos 
le han declarado la celebración del matrimonio, 
pero no puede dar fe acerca de la veracidad de 
esa declaración". Mas, a nuestro parecer, no se 
debe olvidar que cuando el legislador ordena que 
se lleven determinados libros parroquiales (c. 470), 
o que se custodien debidamente los archivos de 
la Curia diocesana (cc. 383 y 384), lo que procura 
es que queden preconstituidas pruebas documen-
tales de hechos y actos jurídicos, para queper-
manezcan conservadas en su integridad a través 
del tiempo. Independientemente de que esos docu-
mentos custodiados, o actos registrados, sean do-
cumentos públicos o privados, lo cierto es que 
con ellos se crea prueba preconstituida, y con 
tal intencionalidad se archivan o registran. Como 
dice el propio J. J. G. FAILDE -ob. Y ed. cts., pá-
gina 579-, "las inscripciones matrimoniales en los 
libros parroquiales de matrimonio (c. 470) se pres-
criben (c. 1103) no porque sean necesarios para la 
existencia y valor del contrato matrimonial, sino 
porque son muy útiles para demostrar el hecho 
de la celebración del matrimonio". Si, destruido 
el archivo -entendemos nosotros-, éste se vuel-
ve a reconstruir, por orden y bajo la vigilancia 
de la autoridad jerárquica correspondiente, la re-
construcción se hace con la misma finalidad de 
constatación que tenían los documentos destruidos, 
y se reconstruyen volviendo a hacer de nuevo esos 
documentos o actas desaparecidas, con base a 
otras huellas probatorias de la existencia que de-
jaron; pero si se integran, en el arohivo o en libro 
del registro, se integrarán con la misma finalidad 
con que se conservaron los documentos originales 
luego desaparecidos, es decir, con la finalidad de 
preconstituir una prueba documental intencional-
mente dirigida a acreditar el hecho jurídico pro-
ducido. Por lo que, si en su origen fueron esos 
documentos, públicos o privados, públicos o pri-
vados serán también respectivamente los recons-
truidos. Y, en todo caso, prueba de igual modo 
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cumento que contiene una declaración con-
fesoria y el que contiene un testimonio».88 
Cuando el documento contiene una decla-
ración confesoria, éste no puede ser califi-
cado más que de confesión extrajudicial, 
que es a lo que responde su contenido. Por 
consiguiente, no cabe otorgarle otro valor 
probatorio que el que a este tipo de medio 
de prueba le conceda el ordenamiento legal. 
Concretamente, en relación a los procesos de 
nulidad de matrimonio, tal confesión extra-
judicial, si se muestra en contra de la vali-
dez del matrimonio, hecha antes o después 
de celebrarlo, sólo puede ser valorada co-
mo adminículo de prueba si se hizo en tiem-
po no sospechoso (art. 116 de la Instrucción 
preconstituida. Y si se trata de documentos pú-
blicos, habrá de decirse de ellos lo mismo que 
afirma condensadamente L. MIGUÉLEZ -Los docu-
mentos públicos; su genuinidad y fuerza probato-
ria (cans. 1814-1816), Revista española de Derecho 
canónico VHI (1953), pg. 312-:-, al aclarar el sentido 
del c. 1814: "Los documentos públicos se presume 
que expresan la verdad, mientras con argumentos 
evidentes no se demuestre lo contrario"; indepen-
dientemente, a nuestro parecer, de que exista una 
mayor facilidad de prueba en contrario cuando 
se trate de documentos reconstruidos que de cuan-
do son originales. Mas, desde el punto de vista de 
su fuerza probatoria prima facie, se ha de decir 
que es la misma -pues idéntica ha sido su fina-
lidad al constituirlos públicamente- en un caso 
y en otro. De aquí el que entendamos sirvan, esos 
documentos reconstruidos oficialmente e incorpo-
rados al archivo de la respectiva curia o parro-
quia, de prueba preconstituida documental en que 
basar una causa de nulidad de matrimonio a tra-
mitar por las normas del proceso in casibus spe-
cialibus. 
88. E. GÓMEZ ORBANEJA, ob. Y ed. cts., pg. 98. 
Este autor pone el ejemplo de la distinción que 
existe entre una carta en que se pide a otro un 
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PME). A contrario sensu, si se hizo en tiem-
po sospechoso, ni siquiera alcanza tal valo-
ración. No puede, pues, ni en el primer caso, 
y menos aún en el segundo, aunque se halle 
recogida tal confesión en documento públi-
co, servir de base probatoria para el proceso 
especial de naturaleza documental. 
En .el sistema legal canónico, además, 
se observa como una desconfianza manifies-
ta a hacer depender, la nulidad del matri-
monio, de la confesión de los cónyuges inte-
resados. Y en este contexto alcanza explica-
ción acabada el arto 117 de la Instrucción 
PME, al negar fuerza de prueba plena a la 
deposición judicial de los cónyuges contraria 
a la validez del matrimonio.89 
préstamo, otra en la que se curse recibo de haber 
percibido una cantidad, y, por último, la declara-
ción escrita de un contrato de préstamo. "Induda-
blemente -dice este autor-, todas esas manifes-
taciones prueban, pero no del mismo modo. Las 
dos primeras tienen un valor indiciario (respec-
to del contrato), y cualitativamente no son dife-
rentes. Contienen la declaración de un hecho que 
no es aún la "condición de hecho", el "tatbestand" 
jurídico del negocio en cuestión. Lo que contiene 
el tercer escrito es ese "tatbestand" mismo, contie-
ne el contrato, y una vez admitida o probada la 
autenticidad del documento (o sin eso, de tratarse 
de documento público) el efecto que produce es 
idéntico a si la declaración de voluntad se hubiese 
emitido en presencia del juez; sin operación ul-
terior, queda fijada la existencia de ese contrato 
en el proceso" (pg. 99). Es, indudablemente, el 
carácter representativo del negocio realizado, re-
flejado en el documento preconstituido, lo que da 
a conocer el negocio a quien lo contempla. Tal 
tipo de documento, observamos que es de los 
que hacen fe de iis quae directe et principaliter 
in eisdem affirmantur, según el c. 1816. 
89. El precepto citado parece estar en contra-
dicción con el c. 1751, pero tal contradicción es 
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En muchos casos, por otra parte, la con-
fesión extrajudicial del cónyuge no suele li-
mitarse a reconocer datos o aspectos que le 
constan por conocimiento propio al confe-
sante -declaraciones de ciencia- y que pue-
den influir en la validez o nulidad del ma-
trimonio, sino que con su confesión trata de 
invalidar el matrimonio que coram Ecclesia 
va a contraer, haciendo constar documen-
talmente su voluntad contraria al mismo 
-declaraciones de voluntad-, intentando 
preconstituir una prueba contraria al con-
sentimiento que pública y solemnemente, en 
acto litúrgico, manifestó o manifestará. Y 
procura, de ordinario, formular tal contra-
declaración de modo que públicamente que-
de constatada y depositada en protocolo pú-
blico, comúnmente manteniendo, mientras 
se custodia, su secreto. 
Sobre este tipo de documentos ya tuvi-
mos ocasión de pronunciarnos con ocasión 
de un comentario a la sentencia SRR 26-11-
1963, coram Sabattani. 90 A las declaraciones 
de voluntad, expresadas en dichos documen-
más aparente que real, ya que el canon excluye 
expresamente de tener tal fuerza probatoria a la 
confesión judicial en las causas que hacen refe-
rencia al bien público de la Iglesia; y a éste in-
dudablemente pertenecen las causas relativas a 
la nulidad del matrimonio. Por esta razón, y otras 
que aduce, se explica perfectamente la enérgica 
reacción de L. DEL AMO PACHÓN -"¿La decla-
ración de las partes sola y de suyo podrá constituir 
prueba plena?", en Ius Populi Dei (Miscellanea in 
honorem Raymundi Bodagor), Roma 1972, pgs. 667-
706- contra la posible reforma del derecho ca-
nónico vigente por la que se dé entrada a una 
fórmula que conceda valor de prueba plena, bajo 
ciertas condiciones, a la confesión judicial, incluso 
cuando es de uno sólo de los cónyuges. Reacción 
que merece, a nuestro juicio, toda alabanza y el 
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tos, entonces le negamos la condición de 
confesión extrajudicial, porque este tipo de 
declaración, para responder a la naturaleza 
de prueba de confesión, habría de pronun-
ciarse contra se et pro adversario, condición 
que nunca reúne. Pero también dijimos que 
al no contener una declaración de ciencia, 
sino un acto representativo de la voluntad 
actual de uno sólo de los cónyuges, en el 
momento de declararla, sólo podía ser en-
tendida, con relación al acto futuro, como 
una prueba semipreconstituida, según la ter-
minología de Bentham, de la cual este autor 
dijo que «un escrito de su mano no ofrece 
un riesgo mayor de mentira que una res-
puesta de su boca»; pero, de todos modos, 
aunque derivara de ambos cónyuges, que ex-
presaran sus voluntades concordes contra el 
matrimonio celebrado, sólo representaría las 
voluntades de éstos, no en el momento de 
contraer el matrimonio, sino en otro distin-
to, por lo que debe quedar a la valoración 
libre del juez junto a lo que se deduzca de 
las restantes pruebas aportadas al proceso. 
apoyo decidido de la doctrina procesal canónica. 
A este respecto, nos parece suficiente recordar 
unas palabras de H. JONE --Commentarium in Co-
dicem Iuris Canonici, 111, Paderborn 1955, pgs. 138 
y 139-, en interpretación del c. 1747, n.O 3.°: qua e 
facta nanquam debent probari, si agitur de bono 
privato tantum, non de bono publico. Ratio inve-
nitur in eo quod partes in causis boni priva ti pos-
sunt iuri suo renuntiare"; aclarando, a continua-
ción: "si enim publice interest, iudex vel ius pro-
bationem exigere potest. Y más adelante añade 
-pg. 142-, al comentar el c. 1751, "in causa est 
bonum publicum, si v. gr. agitur de vinculo ma-
trimoniali, vel de valore professionis religiosae". 
90. Vid. La apreciación de las pruebas ... , ob. y 
ed. cts., pgs. 529-573. 
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Cierto que tal tipo de documentos tiene 
importancia para hipótesis de vicios del con-
sentimiento matrimonial, y difícilmente los 
concebimos operando, con cierta fuerza pro-
batoria, para hipótesis contempladas como 
aptas para originar el proceso in casibus 
specialibus del Motu proprio Causas matri-
moniales. No concebimos tampoco que pue-
dan las contradeclaraciones de los cónyuges 
representar de algún modo un acto consti-
tutivo de algún impedimento dirimente, por 
ejemplo; mucho menos afectar de algún mo-
do a los defectos de forma sustancial del ma-
trimonio o a la invalidez del mandato otor-
gado a procurador para contratraerlo: estos 
últimos corresponden a defectos formales, y 
las contradeclaraciones van, de ordinario, 
dirigidas contra el consentimiento expresa-
do externa y solemnemente. 
Sin embargo, la riqueza de la vida no 
puede quedar encerrada en una preVlSlOn 
que ofrezca total seguridad, y de aquí la ne-
cesidad de plantearse si tal documento, 
cuando sea de reconocimiento de un impe-
dimento -declaración de ciencia y no de 
voluntad-, puede servir de supuesto al pro-
ceso documental. Creemos, de todas mane-
ras, que no: porque una declaración de cien-
cia, por certeza que tenga, nunca puede ser 
representativa del hecho o acontecimiento 
reconocido, y nunca puede por sí misma 
preconstituir lo que ya fue constituido. Apar-
te de que ni siquiera quepa hablar de ella 
como prueba de confesión extrajudicial aun-
que fuera recogida en documento público, 
pues nunca podrá servirse de su declara-
ción favorable a la nulidad del matrimonio, 
como confesión propiamente dicha, quien 
impugna su validez. 
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Pero además, de todos modos, no cabría 
valorar esa prueba sólo por su aspecto ex-
terno documental, sino teniendo en cuenta 
su intrínseca naturaleza, es decir, lo sustan-
cial del acto, no la forma extrínseca que 
adopte. Por ello, con independencia de su 
modo externo de producirse, en el más im-
probable de los casos no sería más que una 
prueba de confesión extrajudicial: sólo en 
el hipotético caso que se sirviera de la de-
claración el cónyuge que no la formuló, 
mientras su autor resulte estar en pro de la 
validez del matrimonio; y siempre, claro es, 
que tal actitud de oposición, a la nulidad 
pretendida, quede suficientemente acredita-
da en su sinceridad, pues, de no ser así, po-
dríamos estar en presencia de un posible 
fraude procesal -derivado de la conniven-
cia de los cónyuges en simular una oposi-
ción con base a un sútil y estudiado reparto 
de papeles de partes en el proceso- al ob-
jeto de obtener con facilidad una declara-
ción de nulidad realmente querida por am-
bos. 
Ante esos peligros de fraude procesal, 
por medio de la que llama Mons. Del Amo 
«confesión judicial preconstituida», sale al 
paso este mismo autor, negándole el valor 
de contraescritura, a la declaración de vo-
luntad contraria al matrimonio, por varias 
razones: «V: Porque el proponer en tiempo 
precedente al matrimonio fingir el consenti-
miento, o puramente manifestar el propósi-
to, no es falsear ideológicamente un docu-
mento público o un libro de cuentas estam-
pando la verdad en otro documento privado 
o en otro libro de cuentas. 2:: Porque sien-
do mudable la voluntad del hombre ... , pudo 
variar y ser una la del día de la escritura, y 
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otra distinta la del día de la boda, cuando 
manifestó el consentimiento. 3:: Porque ... 
la verdad del consentimiento depende del 
prestado en el acto de la celebración, no de 
revocaciones posteriores o de manifestacio-
nes precedentes suspectas. 4:: Porque son 
posibles dos fraudes distintos e independien-
tes: uno, el de preconstituir en tiempo sos-
pechoso una escritura para con ella pedir la 
nulidad de un matrimonio, si esto convinie-
re, y otro fraude, el de simular el consenti-
miento para no contraer matrimonio verda-
dero. s:: Porque en nuestro caso hay dos o 
tres declaraciones, en cuanto hechos diver-
sos: la declaración de estar dispuesto a si-
mular el consentimiento hecha ante nota-
rio; la declaración jurada de estar dispues-
to a prestar consentimiento verdadero y ge-
nuino, hecha ante el párroco ... ; por fin, la 
declaración expresa en el acto de celebrar 
el matrimonio. Las dos primeras recaen so-
bre una disposición personal respecto de un 
acto futuro, y son contradictorias; la terce-
ra, afecta al hecho mismo de prestar el con-
sentimiento de presente, y tiene a su favor 
una fuerte presunción legal Cc. 1086, § 1). De 
todas formas, estas tres declaraciones no son 
sino hechos indiciarios, no pruebas perfec-
tas».91 
Estamos de acuerdo con las razones de 
este autor, pero con la aclaración de que 
más bien creemos, por el contrario, que si 
hay una prueba perfecta alguna vez, ésta se-
rá la declaración de los cónyuges hecha en 
el acto de contraer, y que las contradeclara-
91. L. DEL AMO, Valoración ... , oh. y ed. cts., 
páginas 188-189. 
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ciones -sean de voluntad o de ciencia- no 
son más que indicios, que necesitan de otras 
pruebas para destruir la presunción favor 
matrimonii que de la primera resulta. 
Por todo ello, concluimos sosteniendo la 
radical ineptitud de cualquiera de esos di-
versos tipos de contra declaraciones para 
constituir por sí mismas prueba documental 
contraria al matrimonio. Y la imposibilidad, 
por ende, de servir de presupuesto al proce-
so documental in casibus specialibus, aun-
que hayan dejado su constancia en docu-
mento público. 
5) Los informes. 
Se dice que «son tantos los centros, las 
empresas, las instituciones o corporaciones, 
y es hoy día tal la perfección de su funcio-
namiento en el ejercicio de sus actividades 
y en el cumplimiento de sus fines, que es co-
rriente poder hallar en sus archivos o re-
gistros datos importantísimos sobre técnica, 
estadística, contaduría, movimiento pecunia-
rio, comercial o de otra índole, que pueden 
interesar en los juicios, para descubrir de-
terminadas actividades de un individuo, sus 
gestiones, sus gustos, sus ingresos, su com-
portamiento, sus ausencias, etc., etc. 
«y como esos datos pueden obtenerse a 
petición del interesado o de otra forma líci-
ta, y se presentan de ordinario por escrito, 
por fotocopia o por fotografía, es muy ex-
plicable que el uso de los informes se hayan 
ido introduciendo en los juicios civiles y 
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eclesiásticos a modo de prueba documen-
tal».92 
Ha intentado Mons. Del Amo -a quien 
tanto debemos por sus estudios sobre la 
prueba en el proceso canónico- dar un con-
cepto amplio que comprendiera tanto los in-
formes de corporaciones u organizaciones 
públicas como los de origen privado: «no-
ticias o instrucciones que sobre determina-
dos datos, hechos o personas, recibe el tri-
bunal en escritos destinados a comprobar 
en juicio las afirmaciones de los litigantes 
acerca de las cuestiones o puntos controver-
tidos, o relacionados con éstos».93 El mismo 
autor nos dirá que, considerados los infor-
mes bajo el aspecto del procedimiento pro-
batorio, «son un modo expeditivo y fácil de 
aportar al proceso distintos medios de prue-
ba, como testimonios, confesión, dictámenes 
periciales, documentos, inspecciones, etc., 
cuya práctica procesal rigurosa -de no va-
lerse de la vía de los informes- resultaría 
menos rápida, más laboriosa, más costosa 
y, algunas veces, realmente impracticable».94 
y dada esa variedad de contenido, a que 
pueden los informes responder, estima que 
«en nuestro derecho eclesiástico hoy día los 
informes no son un medio de prueba inde-
pendiente y autónomo, sino más bien un 
procedimiento expedito para introducir có-
modamente, o a veces del modo que es po-
sible, en los autos una u otra de las distin-
92. L. DEL AMO PACHÓN, Los informes pro-
batorios en las causas matrimoniales, "Revista es 
pañola de Derecho Canónico", XXVIII (1972), pá-
ginas 284-285. 
93. L. DEL AMO, Valoración ... , ob. y ed. cts., 
pg. 179. 
275 
tas pruebas clásicas reguladas por nuestro 
legislador en los cc. 1747-1836».95 
Aunque estos informes adopten la forma 
escrita, no pueden ser calificados, por el he-
cho de redactarse bajo esa forma, de prue-
ba documental, en el sentido que la entien-
de el CIC. Aquí sería ocasión de repetir lo 
que ya se ha sentado anteriormente en re-
lación con la pericia, la prueba de testimo-
nios o la de confesión, cuando se vierten en 
forma documental, es decir, que su modo es-
crito de recogerse y conservarse no permite 
el cambiar la naturaleza intrínseca del me-
dio probatorio utilizado. Esto les hace care-
cer de las cualidades precisas para servir de 
presupuesto documental al proceso in casi-
bus specialibus. El mismo autor citado opi-
na en dicho sentido cuando nos dice que «la 
prueba de informes ni está sujeta a la regu-
lación de la prueba instrumental, ni puede 
considerarse en rigor como prueba precons-
tituida; ya que si bien el informe supone en 
su elaboración datos documentales preexis-
tentes, no obstante el contenido del informe 
siempre lleva en sí el juicio del informante, 
quien selecciona los datos, los coordina, los 
sintetiza, los interpreta y los manifiesta a 
través de su escrito». Y añade seguidamen-
te: «Incluso las mismas certificaciones de 
los funcionarios públicos o administrativos, 
a no ser que se limiten a copiar documentos 
o a transcribir literalmente datos documen-
94. L. DEL AMO, Los informes probatorios ... , 
ob. y ed. cts., pg. 292. 
95. L. DEL AMO, ibídem, pg. 349. 
tales, siempre implican un juicio personal 
del informante tratando de contestar a lo 
que la parte o el juez solicitan».% 
En el ámbito jurídico civil, Almagro, a 
pesar de opinar en pro de la independencia 
y propia sustantividad de la prueba de in-
formes -frente al parecer de Sentís Melen-
do, que la califica de «sucedánea», es decir, 
medio por el que se incorporan al proceso 
noticias que, de otra manera, no podrían lle-
gar al conocimiento del juez (postura a la 
que parece adaptarse mejor la opinión de 
Del Amo)-, sin embargo, estima que en ella 
hay diversos elementos que poseen también 
diversa naturaleza probatoria: «1) de una 
parte, elementos documentales, constituidos 
por aquellos datos que figuran registrados 
en la oficina de la entidad requerida; 2) de 
otra parte, un elemento personal, determi-
nado por la labor del funcionario, que ac-
túa sobre los datos antedichos para la con-
fección del informe, lo que lleva a pensar, 
dado su carácter de tercero, en su condición 
de testigo o perito, según se destaque en me-
nos o en más, el cometido de su interven-
ción. Pero también es verdad que desde el 
punto de vista funcional, la actuación del 
informe, difiere de la misión del perito y de 
la del testigo».97 
Este medio probatorio, que se viene im-
poniendo en los diversos sistemas procesa-
les, acogido primero, como señaló Sentís 
Melendo,98 en la práctica judicial, tiene, pues, 
un aspecto de juicio o aseveración informa-
96. L. DEL AMO, ibídem, pg. 323. 
97. J. ALMAGRO, ob. Y ed. cts., pg. 223. 
98. J. SENTIS MELENDo, Jurisprudencia. La prue-
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tiva que lo excluye de ser asimilado a la 
prueba documental; no sólo, pues, en razón 
del propio modo de formulación de este es-
pecial instrumento probatorio, lo cual ven-
dría a ser indiferente como ya señalamos, 
sino a pesar también de que en dicho docu-
mento se venga a dar testimonio, a manera 
de certificaciones, «de datos que figuran re-
gistrados en la oficina de la entidad», como 
viene a mostrar Almagro. Desde este punto 
de vista, podría decirse que comparte la na-
turaleza de una prueba documental de na-
turaleza certificativa. Sin embargo, de todos 
modos, Almagro entiende que «el valor pro-
batorio del informe como prueba, se encuen-
tra en el campo de los llamados hechos se-
cundarios, pero no en el de los hechos cons-
titutivos de la pretensión, aunque, si se re-
laciona con los otros medios de prueba, pue-
da servir para corroborar o desvirtuar las 
demás probanzas practicadas sobre éstos».99 
Se da, por consiguiente, en el informe, 
en algunas ocasiones, un aspecto certifica-
tivo, constatador de algún hecho que está 
registrado en alguna oficina pública o priva-
da, susceptible de que permita calificársele, 
a tal respecto, de documento. Es decir, que 
dicho informe, haciéndose en él abstracción 
de lo que contenga de juicio del informante, 
puede ser reconocido, a nuestro parecer, co-
mo documento público o privado, según el 
poder de autenticación que contenga la ins-
cripción registrada y la persona que dé ra-
zón de su constancia. Es más, el propio Del 
ba de informes, "Revista de Derecho Procesal", 
Buenos Aires 1947, 2.a parte, pg. 7. 
99. J. ALMAGRO, ob. Y ed. cts., pg. 231. 
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Amo 100 cita una serie de sentencias rotales 
referentes a la valoración de tales informes. 
En rigor, de dichas sentencias, las que pro-
ceden de la SRR tienen menos interés por 
tratarse realmente de documentos que cali-
fica de informativos, pero que lo que contie-
nen es sólo una prueba pericial. En cambio, 
sí tienen importancia, al objeto que nos in-
teresa, las de la Rota de la Nunciatura es-
pañola que cita. En éstas se ve cómo, en una 
de 26-junio-1959 c. Del Amo, se le otorga po-
quísima importancia a determinados infor-
mes de párrocos, alcalde, comisario de poli-
cía, etc.; y, en cambio, se estiman dignos de 
crédito, en otra sentencia (la de 28 octubre 
1968, c. Del Amo), a los informes de la Di-
rección General de Seguridad y del Primer 
Jefe de la Dirección General de la Guardia 
Civil; y, por último, se reconoce -en otra 
de igual fecha, también c. Del Amo- cómo 
los certificados de las Oficinas de correo so-
bre giros postales dan fe de lo que contie-
nen. Mas también el mismo autor 101 publica 
diversas modalidades de informes, así como 
la valoración que dio a algunos de ellos el 
Tribunal de la Rota de la Nunciatura espa-
ñola. 
Pues bien, lo que se deduce de todo ello 
es que no siempre la valoración judicial de 
esos informes puede hacerse con igual crite-
rio: porque unas veces se tratarán de infor-
mes periciales; otras de investigaciones pa-
ra proporcionar un conocimiento típico de 
testimonios, y como prueba extrajudicial de 
testigos han de entenderse, por muy fidedig-
nas que éstas sean; otras, certificaciones de 
100. Vid. L. DEL AMO, Valoración ... , oh: y ed. 
cts., pgs. 180-18'1. 
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constataciones existentes acerca de hechos 
o acaecimientos que han quedado conserva-
dos en algún libro registro de la entidad que 
expide el informe o en documentos custo-
diados en su archivo. Sólo en estos casos 
cabrá calificar, a tal informe, de prueba do-
cumental, aunque según las garantías de ve-
racidad y autenticidad con que se realice di-
cho registro, o se conserven los datos en el 
referido archivo, cabrá reconocer a tal prue-
ba documental una valoración menor o ma-
yor. Pero no hay duda, a nuestro sentir, de 
que, en esos casos, el documento que se pre-
sente al órgano judicial, podrá llamársele 
trasunto o copia de un original, incluso con 
posibilidad de cotejo con el registrado o ar-
chivado. 
Mas, en tales casos, cabe preguntar: ¿val-
dría un informe, con tal contenido, de pre-
supuesto documental del proceso in casibus 
specialibus? Antes adelantamos la opinión 
de que los informes no podían tener, en 
principio, esta peculiar eficacia por no res-
ponder estrictamente a las exigencias de una 
típica prueba preconstituida documental-
mente. Mas ahora observamos cómo a veces 
pueden contener testimonios certificativos 
de hechos o acontecimientos que al produ-
cirse dejaron determinada constancia escrita 
de su verificación. Desde este momento, tal 
registro del hecho preconstituye una prue-
ba documental de que ocurrió y de hasta có-
mo se produjo el suceso. En la medida en 
que éste es reflejado en el documento ori-
ginario, en cómo se conserva su genuinidad y 
se garantiza su autenticidad, el informe que 
101. Vid. L. DEL AMO, Los informes probato-
rios ... , oh. y ed. cts., pgs. 303-308 y 323-349. 
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transcriba el dato histórico hará prueba del 
referido suceso prima facie, sin perjuicio, 
claro es, de la prueba en contrario posible. 
Y, desde este punto de vista, y con tales ga-
rantías, puede servir de presupuesto docu-
mental para este proceso especial de nulidad 
de matrimonio. 
Lo que acabamos de expresar no supone, 
sin embargo, contradicción con lo que antes 
dijimos, pues un informe por sí mismo no 
cabe se le califique, sin más, de prueba do-
cumental preconstituida; mas si constata, 
expedido por quien en ese organismo o en-
tidad tiene el poder de certificación, lo que 
en un documento certificativo podía igual-
mente haberse contenido, nos parece indu-
dable que, a este respecto, el informe sirve 
de prueba documental preconstituida. Y 
cumple tal función porque, independiente-
mente del aspecto externo con que se ma-
nifieste, yde los juicios de valoración que 
le acompañen, equivale, en un determinado 
aspecto muy concreto de su contenido, a 
una certificación, mejor dicho, es, en su in-
trínseca naturaleza, a este respecto, un do-
cumento de certificación expedido por copia. 
Precisamente, hablamos, en anterior oca-
sión, de que la apariencia documental con 
que a veces puede presentarse una prueba 
de testigos, de confesión o de pericia, no 
convierte, a estos medios de prueba, en otros 
distintos de naturaleza documental. 
Respecto a los medios probatorios, para 
la identificación de su propia naturaleza -y 
poder valorarlos debidamente- no se ha de 
estar a la forma externa en que se manifies-
ten, sino a la realidad intrínseca de su conte-
nido, es decir, al tipo de verificación o tes-
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timonio que se ofrezca sirviéndose de dicha 
forma escrita. De igual modo, el hecho de 
que se presente como informe lo que en rea-
lidad consiste en una certificación, no pue-
de desnaturalizar el carácter de prueba do-
cumental que posee lo que se acredita con 
dicho informe. Por esto, cuando decimos que 
un informe puede cumplir la función de ser-
vir de presupuesto al proceso in casibus spe-
cialibus, lo decimos en la misma medida 
que el informante pudo constatar el conte-
nido de su informe mediante la expedición 
de un documento certificativo. No es, pues, 
el llamado informe lo que sirve como tal 
presupuesto, sino la certificación que tal in-
forme contiene. Con ello, no deja de exigir-
se, en ningún caso, que al libelo de deman-
da, que origina este proceso especial, haya 
de acompañársele necesariamente de una 
prueba documental que acredite, de un mo-
do preconstituido, la causa de nulidad por 
cuya razón el proceso se promueve. 
Distinto problema sería determinar si 
ese informe contiene la certificación docu-
mental exigida, en documento cierto y au-
téntico, calificación sobre cuyos requisitos 
aún no nos hemos pronunciado. Como dis-
tinto problema es también el de si de las 
certificaciones, que suelen contener estos in-
formes, cabe pensar si serán representati-
vas alguna vez de una causa de nulidad de 
matrimonio apta para provocar este proceso 
especial: precisamente Mons. Del Amo sien-
ta la afirmación de que «no es mucha la 
luz que sobre estos particulares nos dan los 
volúmenes de las sentencias que publica la 
Sagrada Rota Romana, seguramente, por-
que la inmensa mayoría de las causas que 
conoce este Tribunal Pontificio pertenecen a 
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las de nulidad de matrimonio y en ellas, 
fuera de los dictámenes médicos sobre im-
potencia y falta de consentimiento por amen-
cia, son de poca aplicación otros infor-
mes».102 Mas aquí el problema no se está 
planteando desde el punto de vista de su 
frecuencia, sino desde el de su hipotética 
posibilidad teórica de planteamiento. 
6) El hecho notorio y la prueba de la 
notoriedad del hecho. 
Hace ya tiempo Cappello planteó el pro-
blema, en relación con los casos exceptua-
dos que justificaban el proceso especial, de 
si debían extenderse las excepciones a todas 
aquellas hipótesis en que se pudiera, desde 
el comienzo del proceso, acreditar con una 
prueba evidente la causa de la nulidad del 
matrimonio. Esta postura, entonces, no tu-
vo éxito, pues se siguió el criterio de inter-
pretación restrictiva a los taxativos casos 
señalados por el c. 1990. La transformación 
de casibus exceptis en casibus specialibus, 
obrada por las reglas X y XI del Motu pro-
prio de Paulo VI Causas Matrimoniales, po-
dría entenderse, en cierto modo, como el 
triunfo, tras un largo plazo, de aquella doc-
trina, aunque -entendemos- siempre que 
se parta de un documento cierto y auténtico 
por el que se acredite la nulidad pretendida. 
La postura de Cappello aparece contenida en 
las palabras siguientes, las cuales pudieran 
estimarse como resumen de su doctrina o 
como principio general que la inspiraba: 
102. L. DEL AMO, ibídem, pg. 310. 
103. F. M. CAPPELLO, De casibus exceptis ... , ob. Y 
ed. cts., pgs. 108-109. 
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«Porro si nullitas matrimonii evidenter pro-
bari possit etiam praetermisis sollemnitati-
bus iudicialibus, ita ut fiat locus casui ex-
cepto, videtur non esse alienum a mente le-
gislatoris, imo magis esse conforme fini le-
gis et generalibus iuris principiis, ut proces-
sus ille omittatur».103 
Mas nada resulta de mayor evidencia, 
para el juzgador, que el hecho notorio. Fac-
ta notoria non indigent probatione, nos dice 
el c. 1747 (aunque otro sea el orden de los 
términos en el precepto), y lo mismo se re-
coge en el n.O 1 del art. 93 de la Instrucción 
PME. Cierto que en ambos textos legales 
hay también una referencia idéntica al con-
cepto de notoriedad expresado por el c. 2197 
núms. 2.° y 3.°, lo cual lleva a los autores a 
distinguir -como lo hace el propio canon-
una notorietas iuris de una notorietas facti. 
La primera se tiene «a) in casu sententiae 
quae transit in rem iudicatam; b) in casu 
confesionis iudicialis. La segunda, cum res 
est publice nota et in talibus adiunctis posi-
fa uf tergiversatione celari et nulloque iuris 
suffragio excusari seu legitimo modo reiicit 
possit».l04 Así, el concepto de notoriedad, 
aplicado al delito, puede extenderse a otros 
hechos que se afirmen en cualquier tipo de 
procesos canónicos -no sólo en el penal-, 
y que, por ser notorios, eximen de prueba. 
Los hechos notorios, juntamente a los 
que llamó Stein «máximas de experiencia», 
son, en opinión de Maldonado, «una excep-
104. F. M. CAPPELLO, Summa ... , ob., t. Y ed. cts., 
página 235. 
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ción al principio que prohibe al juez hacer 
uso de su conocimiento privado».105 
El brocardo notor'ium non eget probatio-
ne, como se sabe, nos dice DelIa Rocca,l06 
deriva del Derecho canónico que luego lo 
traspasa prontamente al Derecho común. Su 
fuerza probatoria es tal que sustancialmen-
te se identifica, bajo el aspecto propiamen-
te conceptual, con el manifestum bene cog-
nitum omnibus. La certeza y claridad del he-
cho notorio se han de entender como requi-
sitos del mismo que, a los fines instructo-
rios, hace superflua la discusión judicial del 
notorio mismo. Luego intenta este autor dis-
tinguir el hecho notorio del manifiesto y del 
público. Mientras el hecho manifiesto ofre-
ce simplemente una mayor facilidad de prue-
ba, el notorio e un fatto che rappresenta di 
per se stesso una prava. Sin embargo, el 
hecho público lo ve en función de la notorie-
dad, ya que, por la intervención de un fun-
cionario público, tal hecho puede preparar 
la notoriedad, e incluso devenir notorio, ya 
que, en cuanto público, acentúa y refuerza 
la notoriedad, de tal modo que hace posi-
ble la notoriedad pública del mismo. 
De ese modo, pensamos que Della Rocca 
hace coincidir notoriedad con constatación 
pública y manifiesta de un hecho, es decir, 
que un hecho será notorio cuando su exis-
tencia quede acreditada auténtica y pública-
mente ante la sociedad, y, por consiguiente, 
ante el órgano que ha de emitir un juicio 
105. J. MALDONADO y FERNÁNDEZ DEL TORCO, El 
problema de los hechos notorios en el Código de 
Derecho Canónico, en "Revista Española de De-
recho Canónico", II (1947), pg. 766. 
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sobre él mediante la sentencia. Y aquí se ex-
plica la postura de este autor cuando dice 
que naturalmente la notorieta non si identi-
fica colla verita, sino que es bastante para 
hacer surgir y justificar una presunción de 
verdad. No es, pues, esa excepción, antes 
apuntada, al principio que prohibe al juez 
hacer uso de su conocimiento privado, co-
mo señalaba Maldonado. Una cosa es el co-
nocimiento que se tenga del hecho notorio 
en el proceso, al igual que es conocido fue-
ra de él, y otra que deba ser aportada al pro-
ceso alguna prueba de la notoriedad de ese 
hecho. Precisamente lo que se evita, en el 
caso del hecho notorio, según la doctrina 
procesal moderna, es la necesidad de cual-
quier prueba, directa o indirecta, del mismo. 
Por ello, el que se hable de que genera una 
presunción de verdad va contra la misma 
naturaleza de la notoriedad misma, pues ha-
bría de probarse al menos entonces el hecho 
indicio de donde se deriva la conjetura; en 
los supuestos, que apunta Della Rocca, por 
lo menos habrá de aportarse al proceso el 
hecho indicio de donde resulte autenticada 
de modo relevante y público la presunción 
de verdad que se hace coincidir con la no-
toriedad.107 
No es un conocimiento, por el contrario, 
el del hecho notorio, que haya de aportarse 
mediante prueba alguna -según los proce-
salistas actuales- al proceso, sino que el 
juzgador conoce por ciencia propia. Un he-
106. Vid. F. DELLA RoccA, Appunti sul proceso ... , 
ob Y ed. cts., pgs. 74-76. 
107. Vid., sobre el tema de la presunción, 
E. LABANDEIRA; Las presunciones en Derecho Canó-
nico, Pamplona 1967. 
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cho, pues, que no necesita ir acompañado de 
material probatorio alguno, sino que su me-
ra afirmación comporta la prueba de su ver-
dad. Como decía Calamandrei, el conoci-
miento de estos hechos «forma parte de la 
cultura normal propia de un determinado 
círculo social en el tiempo en que se produ-
ce la decisión». De aquí el que añada, a con-
tinuación, que «el principio notoria non 
egent probationes significa que el juez pue-
de, si quiere, establecer como verdaderos en 
su decisión los hechos que estima acompa-
ñados de los caracteres constitutivos de su 
notoriedad ».108 
¿ Son esas quizá las circunstancias exigi-
das por el elC, en su c. 2197, para la noto-
riedad? Indudablemente no para la notorie-
tas iuris. Las dos hipótesis del n.O 2.° de este 
canon, se refieren más bien a situaciones ju-
rídicas surgidas de actos humanos -de la 
autoridad eclesiástica o del propio inculpa-
do en el proceso penal canónico- que en-
gendran presunciones de verdad, y en el pri-
mer caso con presunción iuris et de iure (c. 
1904, § 1). Pero su pretendida notoriedad se 
produce en el proceso no por el hecho de 
que exista tal sentencia o se haya producido 
esa confesión, sino porque documentalmen-
te los hechos que de ellas se derivan han si-
do incorporados al proceso por aportarse al 
mismo certificación de la sentencia o de la 
108. PIETRO CALAMANDREI, Estudios sobre el pro-
ceso civil, trad. de S. Sentís Melendo, Buenos 
Aires 1945, pgs. 206 y 207. Precisamente F. STEIN 
-"El conocimiento privado del juez", trad. y 
notas de A. de la Oliva Santos, Pamplona 1973, 
pg. 36- enseñó que la diferencia entre "los 
hechos notorios y los no notorios consiste en que 
los primeros son conocidos por todos, bien por 
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confesión en su caso. Es decir, para que pro-
duzca el efecto de notoriedad en otro pro-
ceso, ha de aportarse a éste, documental-
mente, copia -o documentos originales-
de la referida sentencia o de la confesión 
practicada. En tal caso, notoriedad es enten-
dida en el mismo sentido que la entendió 
Della Rocca. No sería entonces que el hecho 
notorio, con notoriedad de derecho, no ne-
cesite prueba, sino que la prueba documen-
tal del mismo se hace notoria, mejor dicho, 
es evidente: utilizando términos del propio 
Della Rocca diríamos: evidens vocatur quod 
clarum apertum est, de quo liquidi et indu-
bitato constato 
Desde ese punto de vista, la llamada no-
torietas iuris, constatada documentalmente, 
puede servir de presupuesto a un proceso 
documental, pero no porque el hecho sea, 
por sí mismo, notorio, sino porque su noto-
riedad se apoya en un documento fehacien-
te que acredita su existencia: la sentencia o 
su copia, la confesión misma registrada pro-
cesalmente, o su copia expedida por actua-
rio. Entonces, el hecho constatado lo ha si-
do por prueba documental, y como tal, pue-
de tratarse de esa prueba preconstituida, 
constante en documento cierto y auténtico, 
exigida para el proceso documental. 
Ciertamente que lo confesado, de todos 
modos, no tendrá esa fuerza de prueba do-
percepción o por comunicación, es decir, son co-
nocidos por un número indeterminado de personas, 
por el público, cualquiera que sea la forma de 
determinarlo numéricamente. Los hechos no no-
torios sólo son conocidos en sentido jurídico, es 
decir, mediante la propia percepción, por un nú-
mero limitado de individuos". 
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cumental básica, para un proceso especial 
de nulidad de matrimonio, en razón a los 
motivos que ya explicamos acerca del nulo 
o escaso valor, según el caso, de la confesión 
en proceso de nulidad de matrimonio -y 
por ello, poco lógico resulta que el n.O 1.0 del 
arto 93 de la Instrucción PME, se limite a 
repetir el mismo número del c. 1747, cuan-
do éste tiene un alcance más general-, pero 
indudablemente si el hecho que constituye 
un caput nullitatis ha sido declara:io o cons-
tituido en una sentencia que alcanzó fuerza 
de cosa juzgada, tal sentencia o su copia, ex-
pedida con garantías de autenticidad, servi-
rá de base documental a un proceso de nu-
lidad de matrimonio in casibus specialibus. 
Esto puede ocurrir, por ejemplo, cuando en 
una sentencia se ha declarado la impotencia, 
o la validez de un vínculo matrimonial ante-
rior, o la recepción de alguna Orden sagra-
da, etc. Como vemos, no es propiamente la 
razón de la nulidad el que se trate de un 
hecho notorio, sino que existe una prueba 
documental apta para acreditar, de modo 
cierto y auténtico, el hecho que se afirma 
como causa de la nulidad pretendida en el 
proceso especial. 
Cosa bien distinta ocurre, por el contra-
rio, con la llamada notoriedad de hecho tal 
como la describe el n.O 3.° de este mismo ca-
non 2197. Estaremos entonces ante un hecho 
públicamente conocido, realizado, a su vez, 
en tales circunstancias, que no cabe de nin-
gún modo ocultarlo ni tergiversarlo, ni, con 
arreglo a derecho, cabe siquiera ignorarlo o 
excusarlo. 
l09.P. CALAMANDREI, ob. y ed. cts., pg. 207. 
F. STEIN -ob. y ed. cts., pgs. 191-198- estima tau-
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Si tal hecho adquirió esa publicidad por-
que consta en documento público, como vie-
ne a sostener DelIa Rocca; si coincide ade-
más con una causa de nulidad de matrimo-
nio apta para justificar el proceso especial, 
tal aptitud la alcanza en cuanto ese docu-
mento público registra el hecho y se acom-
paña con el libelo de demanda, pero no en 
rigor porque sea, tal hecho, por sí mismo, 
notorio. Todo lo más, acreditado documen-
talmente el hecho causante de la nulidad, tal 
causa será evidente por la prueba documen-
tal abinitio aportada al proceso, pero nunca 
porque el hecho sea tan notorio que el juez 
no necesite de su prueba, bastándole el co-
nocimiento privado que haya adquirido del 
mismo. Es otra vez, como vemos, el docu-
mento lo que justifica la nulidad pretendida. 
¿ y si esa publicidad la adquiere de otro 
modo, simplemente por la difusión de la no-
ticia del hecho, de tal modo producida, y en 
tales circunstancias, que permita afirmar 
que es conocido por todas o por lo menos 
para aquellas personas que se encuentran en 
la misma zona social y cultural del juez? 
¿Podría hablarse entonces de que la noto-
riedad de ese hecho no necesita de prueba, 
es decir, la hace innecesaria? No olvidemos 
aquello, que dice también Calamendrei, de 
que la razón de los hechos notorios no está 
«en su conocimiento real por el juez, sino en 
la crítica colectiva que los ha seleccionado 
fuera del proceso hasta crear en un determi-
nado círculo social una pacífica opinión co-
mún en torno a su verdad».I09 Mas esta ver-
dad, que llamaremos social, por llamarla de 
tológica la afirmación de que el hecho notorio por 
ser conocido no necesita demostración, porque esto 
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algún modo, ¿puede ser suficiente para eli-
minar la necesidad de justificar documental-
mente el caput nullitatis conforme a la exi-
gencia de la regla X del Motu proprio co-
mentado? ¿No es cierto también que en mu-
chas ocasiones esas verdades notorias, in-
cluso con amplia difusión, en los actuales 
tiempos, por los medios públicos de prensa, 
luego no resultaron ser tan exactas y verda-
deras como. esa divulgación las presentó? Pu-
diera decirse que tales acontecimientos pue-
den ser notorios cuando pertenecen a la vi-
da pública de los pueblos, y, a pesar de to-
do, con deformaciones, con necesidad de 
posteriores aclaraciones y rectificaciones. No 
cabe por ello, y con mayor razón, aplicar tal 
criterio cuando se trata de actos de la vida 
privada de los hombres, aunque hayan sido 
divulgados profusamente y adquieran carta 
de naturaleza social. Difícilmente una causa 
de nulidad de matrimonio puede ser com-
probada por una notoriedad del hecho jurí-
dicamente relevante -con todas sus pecu· 
liaridades, como exigiría Stein- que la cons-
tituye en tal. 
En efecto, una causa de nulidad de ma-
trimonio puede haber adquirido una gran 
nos enfrenta a la necesidad de "precisar qué he-
chos, en cuanto notorios, no necesitan demostra-
ción". Para él hay dos posibilidades de que un he-
cho llegue a ser notorio: o porque "un hecho sea 
percibido por muchos hombres mientras acontece" 
(y éstos constituirán la parte más pequeña de los 
hechos notorios) o "por el modo en que el hecho 
acaecido se ha divulgado"_ Mas, a continuación, 
hace una crítica de los peligros de deformación de 
lo transmitido, y señala las exigencias que deben 
acompañar a esta transmisión. Con ello alcanza la 
conclusión de que "sólo pueden ser notorios los 
grandes rasgos de las cosas, nUnca sus peculia-
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divulgación, y pasar ya, en su conocimiento, 
a ser una verdad compartida por muchos y 
de imposible ocultamiento o desfiguración 
tal como fue divulgada. ¿No ofrecerá esto, 
sin embargo, peligros patentes que hagan 
incurrir en ligerezas y errores de difícil recti-
ficación después? ¿Es posible, además, que 
se conozca con todas sus particularidades? 
Vemos cómo, por ejemplo, un autor,n° res-
tringiendo su tema de trabajo a la interpre-
tación del c. 2197, en ámbito exclusivamen-
te penal, resalta la dificultad que encuentra 
para aceptar el delito notorio con notorie-
dad de hecho, advirtiendo de la cautela que 
hay que poner por obra, «al tratar de en-
marcar un hecho dentro del encasillado de 
notorio», entre otras razones porque el de-
lito tiene un constitutivo formal a la vez que 
otro material. Pues bien, lo mismo, si no ma-
yor dificultad, y posiblemente mayores cau-
telas, se han de tener en cuenta antes de 
entender que un hecho, con notoriedad de 
hecho, pueda ser, con su sola afirmación, 
base suficiente para justificar un proceso in 
casibus specialibus, si se entendiera que, en 
algún caso, podría seguirse este proceso por 
estimarse que resulta innecesario -por sa-
ridades", hasta el punto de entender que "ahí ra-
dica a la vez el verdadero motivo por el que los 
hechos notorios forman tan raramente el tipo ju-
rídico relevante ... No porque esto sea una imposi-
bilidad jurídica: lo decisivo es que el hecho casi 
nunca es conocido con todas sus particularidades 
con que debería serlo para ser fijado en el proceso 
como jurídicamente relevante" (ibídem, pg. 199). 
110. Vid. J. 1. TELLECHEA E IDÍGORAS, La noto-
riedad de hecho en el Derecho Canónico, "Revista 
Española de Derecho Canónico", IV (1949), pgs. 651-
657. 
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bido notoriamente el hecho causa de la nu-
lidad- aportar con la demanda prueba do-
cumental alguna. 
Creemos que no, que hemos de volver, en 
todo caso, al concepto de notoriedad canó-
nica al que se refería DelIa Rocca. Un hecho 
de la vida será notorio en cuanto su consta-
tación y fehaciencia lo hacen de tal modo 
público que no cabe desconocerlo. No es 
que no necesite prueba el hecho notorio por 
sí mismo, pero sí necesitamos de la prueba 
de la notoriedad de ese hecho, del indicio o 
indicios que lleven vehementemente a presu-
mir la conjetura deducida, lo presuntamen-
te cierto, indudable y conocido por todos. Y 
esa prueba, en el proceso documental, por 
exigencia formal del precepto de ley corres-
pondiente, ha de constar por documento 
cierto y auténtico. 
Le parece a Maldonado «que el Código 
mezcla dos conceptos distintos: el de hecho 
notorio y el de cosa juzgada. Es, pues, el 
concepto del notorium iuris, tomado de la 
doctrina de los comentaristas, el que, al pa-
recer, viene a empañar la limpieza de la 
construcción».111 Y más adelante añade, tam-
bién -a nuestro juicio con acierto doctri-
nal-, que «los hechos notorios son los que 
llegan al proceso con unos caracteres tales 
que no se exija allí una prueba de ellos ... La 
justificación estará, pues, en esa prueba ex-
terior al proceso que llevan ya cuando son 
aportados al mismo, y su definición habrá 
que buscarla precisamente en esa confirma-
ción exterior con que aparecen en el pro-
111. J. MALDONADO, ob. y ed. cts., pg. 759. 
H2. J. MALDONADO, ibídem, pg. 761. 
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ceso»; hasta el punto de afirmar «que la 
prueba, como carga que es, sólo surge cuan-
do falta la notoriedad, es decir, el sello de 
verdad exterior al proceso que llevan los 
hechos notorios»,nz En definitiva, que esos 
hechos sean enjuiciables por el conocimien-
to que de ellos tiene el juez privadamente. 
Juicio privado que no es personal suyo, en 
exclusiva o compartido siquiera por unas 
cuantas personas, sino que lo comparte con 
un círculo social y cultural extenso al que 
el juez pertenece. 
Esa opinión, a nuestro parecer, es co-
rrecta en el plano teórico y en sede de doc-
trina procesal general, pero nos parece que 
no se corresponde con el concepto mismo 
de notoriedad que el ordenamiento canóni-
co recoge como fruto derivado de su propia 
tradición histórica, lo que el propio Maldo-
nado no deja de reconocer: primero, al sen-
tar el juicio de que «la realidad es que la 
doctrina de los procesalistas acerca acerca 
de los hechos notorios ha ido desviándose 
cada vez más de su punto de partida y por 
ello aparecen estas diferencias con la regu-
lación del Codex iuris Canonici, que ha se-
guido más de cerca la teoría medieval origi-
naria»; y segundo, cuando advierte que «en 
el actual Derecho canónico hay algún caso 
en que lo que se persigue en primer térmi-
no es acreditar una notoriedad, más que la 
prueba del hecho fundamental. Así en el 
proceso informativo, en la beatificación de 
los siervos de Dios per viam non cultus, hay 
una prueba sobre la fama de santidad (c. 
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2050)>>; 113 de donde resulta exigida la prue-
ba de la notoriedad. 
Creemos, pues, que el hecho notorio efec-
tivamente no necesita probarse en el siste-
ma procesal canónico, como prescribe el c. 
1747, n.O 1.0, mas sí ha de probarse la noto-
riedad del hecho. El principio iusta alegata 
et pro bata no encuentra, en este sistema ju-
rídico, más temperamento que por la vía de 
las presunciones, pero éstas no dejan, sin 
embargo, de requerir la prueba del hecho 
indicio que sirve a la conjetura. Y tal ocu-
rre, tanto en el caso de la notorietas iuris 
como en la notorietas facti, aunque, en esta 
segunda, no se muestre tan suficientemente 
expresada la voluntad del legislador. Por 
consiguiente, al no entender este sistema ju-
rídico la notoriedad en el sentido que la en-
tiende la doctrina moderna, el llamado he-
cho notorio no puede servir de base a una 
causa de nulidad de matrimonio que pueda 
justificar el proceso especial, aunque Cap-
pello opinara en el sentido de que siempre 
que pudiera probarse evidenter la nulidad 
de un matrimonio, podían eliminarse las so-
lemnidades judiciales. 
Pero es más, pensamos que la notoriedad 
del hecho, aunque se acredite procesalmen-
te por documentos, sin embargo, no acredi-
tará debidamente, por no reflejar o repre-
sentar satisfactoriamente la causa de la nu-
lidad, el impedimento dirimente o el vicio 
de los que hacen mención las reglas X y XI 
del Motu Proprio de 197í. La prueba de la 
notoriedad del impedimento dirimente po-
113. J. MALDONADO, ibídem, pgs. 760 y 764 res-
pectivamente. 
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dría probar, en el más favorable de los casos, 
la existencia de dicho impedimento en pro-
ceso ordinario de nulidad, mas no en el de 
in casibus specialibus, cuyo texto literal per-
mite pocas dudas acerca de la necesidad ope-
rativa de la presentación de un documento 
en el que conste la existencia del impedimen-
to dirimente mismo: Cum ex certo et authen-
tico documento, constiterit de existentia im-
pedimenti dirimenti, reza la regla X citada. 
Por otra parte, ¿la notoriedad del hecho 
acreditaría el impedimento al punto de re-
presentarlo tal cual es, con todas las mati-
zaciones y características que lo reflejen en 
su total comprensión, hasta el punto de re-
presentar con fidelidad el hecho constitutivo 
revelante? No, no entendemos que el hecho 
causante de la nulidad en proceso especial 
pueda ser conocido en su integridad por una 
prueba siquiera de notoriedad, por la sen-
cilla razón de que ésta no es preconstitutiva, 
no reproducirá el acto jurídico causa del 
proceso; sólo informará en todo caso, aun-
que fuera de forma conclusiva -cosa que 
dudamos pueda darse-, de que tal acto exis-
tió, pero sin que dé fe del acto mismo, sino 
del conocimiento general extendido de dicho 
acto; no de su directa realización, sino indi-
rectamente ofrecerá la presunción de que 
existió y cómo; aunque esta presunción de 
verdad engendre una poderosa convicción. 
La necesidad, pues, del documento re-
presentativo se debe entender como una 
conditio sine qua non que ha de acompañar 
a la demanda, y, si ésta prescinde de él, el 
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Provisor, que debe decidir sobre su admi-
sión, ha de rechazarla. 
La regla procesal del Motu proprio Cau-
sas matrimoniales, que impone la necesidad 
del documento cierto y verdadero, es una 
norma de prueba de las que Chiovenda lla-
mó normas particulares. En efecto, este au-
tor distinguía las normas probatorias gene-
rales de las particulares, entendiendo por és-
tas las que «el legislador dicta no en vista 
de todas las relaciones jurídicas de diversa 
naturaleza ... , sino en vista de una determina-
da relación o estado jurídico, como la com-
praventa, la transacción, el estado de hijo le-
gítimo, la posesión», etc. Aquí podríamos 
añadir la nulidad de matrimonio cuya causa 
merece el tratamiento rápido del proceso 
in casibus specialibus. La diferencia entre 
unas y otras estriba, a juicio de Chiovenda, 
en lo siguiente: en «las normas probatorias 
generales, el legislador tiene por fin inme-
diato la mejor formación del convencimien-
to del juez, regula la actividad intelectual 
del juez, en si misma, en interés de la fun-
ción jurisdiccional; mientras que en las nor-
mas probatorias particulares tiene princi-
palmente en vista la relación singular, en-
tiende en su disciplina y tutela, y si pone 
límites a las pruebas y, por consiguiente, al 
convencimiento del juez, no hace ésto por-
que, sin aquellos límites, existiría mayor po-
sibilidad de errar que en los otros casos, si-
no porque se preocupa de la condición jurí-
dica de una determinada parte; porque el 
error del juez, aun teniendo el mismo grado 
114. G. CHIOVENDA, Ensayos de Derecho pro-
cesal civil, 1, trad. de S. Sentis Melendo, Buenos 
Aires 1944, pgs. 410-411. 
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de probabilidad que en las otras causas, pro-
duciría, al verificarse en ésta, más graves 
consecuencias» .114 
y en efecto, ésto es 10 que ocurre en el 
proceso in casibus specialibus. Si de un lado 
el legislador ha aligerado de solemnidades el 
proceso de nulidad de matrimonio; de otra 
parte, en un tema tan delicado jurídicamen-
te y tan trascendental por afectar al sacra-
mento del matrimonio, no sólo conserva, en 
este proceso especial, el principio favor ma-
trimonii, con la intervención necesaria del 
Defensor del vínculo, sino que ha imperado 
también la necesidad de una prueba inicial 
de carácter documental, acreditativa de la 
causa de nulidad alegada. Una prueba que 
ofrezca tales garantías, que si éstas no se 
dieran, aunque existan otras pruebas concu-
rrentes, en pro de la nulidad pretendida, el 
Ordinario, actuando como juez, se verá im-
pedido de resolver a favor de la nulidad me-
diante este proceso especial, caracterizado 
por la aceleración a la vez que por la prete-
rición de las demás solemnidades formales 
ordinariamente requeridas. Esto, sin perjui-
cio de que, en el proceso ordinario, de ca-
rácter común o general, el Tribunal compe-
tente pueda, en cambio, dictar la decisión 
que corresponda. En este caso cabrá tener 
en cuenta la prueba de la notoriedad del 
hecho causa de la nulidad, mas no en el 
proceso especial, que exigirá siempre de un 
documento que sirva a la representación del 
mismo hecho, 10 que la notoriedad por sí 
misma no aporta nunca. 
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el Características del documento: 
El Motu Proprio Pablo VI Causas matri-
moniales, en su Norma X, prescribe las ca-
racterísticas de este documento acreditati-
vo de la causa de nulidad, presupuesto del 
proceso especial: Certo et authentico ... quod 
nulli contradictioni vel exceptioni obno-
xium sito Son, pues, tres los requisitos que 
ha de reunir el documento para adquirir efi-
cacia en este peculiar proceso. Con ello, se 
evita la necesidad de que el documento ten-
ga que ser público. Precisamente la reciente 
doctrina se muestra conforme a esta opi-
nión, cuando al señalar el requisito de que 
el documento haya de ser cierto, entiende a 
su vez que así se ha evitado la necesidad de 
que sea público: non est autem necesse ex 
publico, indican Ferrata-Napoleoni.lI5 
a ') Su identificación frente al documento 
público y al privado. 
El precedente de la nueva norma está en 
el c. 1990, que introdujo el documento cier-
to y auténtico, sin contradicción ni excepción 
alguna, como único modo de acreditar el im-
pedimento dirimente en que apoyar el caput 
nullitatis, causa de este especial proceso. Se 
distanció así el Codex de su propia concep-
ción acerca de la prueba instrumental. Esta 
quedaba referida -c. 1812- a dos tipos de 
documentos: públicos y privados. Los pri-
meros, con presunción iuris tantum de ge-
nuinidad (c. 1814) y de fidelidad en lo que 
directa y principalmente contienen (c. 1816); 
los segundos, una vez admitidos por la parte 
115. I. B. FERRATA-H. NAPOLEONI, Notiones 
quaedam super litteris apostolicis "Causas ma-
trimoniales", Citta del Vaticano 1972, pg. 24. 
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y reconocidos por el juez, con la misma es-
timativa que se concedía a la confesión ex-
trajudicial (c. 1817). 
Esa única distinción se mantiene en los 
arts. 155 y siguientes de la Instrucción PME, 
aunque en ésta se contengan nuevas normas 
más prolijas en relación, sobre todo, a las 
copias de los documentos públicos -ha-
blándose de autenticidad respecto a ellos 
(arts. 159 y 160)- Y a los documentos pri-
vados, haciéndose mención especial de las 
cartas (arts. 163-165), y con referencia ex-
presa, de igual modo, a su autenticidad. Si, 
en estos preceptos últimos citados, se con-
tienen normas de valoración de dichas car-
tas y de otros documentos privados, sin em-
bargo, el arto 169, vuelve a remitirse, a efec-
tos de valoración de todos los documentos, 
a las disposiciones de los cc. 1814, 1816, 1817 
y 1818. Se desaprovechó, en esta ocasión, a 
nuestro parecer, la posibilidad de enmendar 
al Codex en lo que éste había omitido, es 
decir, no perfiló qué era lo que debía enten-
derse por documento cierto y auténtico, se-
gún lo exigía el c. 1990. Lo que la Instruc-
ción PME no salvó, se sigue planteando co-
mo problema tras el Motu proprio Causas 
matrimoniales. 
1) Dificultades para una exacta determi-
nación del documento público ecle-
siástico. 
La doctrina procesal canónica no ha ido, 
en este tema, mucho más allá de donde lle-
gó el Codex y la Instrucción de 1936. Quizá 
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resulte a este efecto paradigmática la con-
cepción del documento público, tal como 
nos la ofrecen Wernz-Vidal, caracterizado: 
primero, por provenir de persona pública; 
segundo, que, como tal persona pública, pue-
da realizar aquel acto; tercero, que actúe 
dentro de los límites que le han sido asig-
nados, y cuarto, que observe las solemni-
dades establecidas por el derecho. A lo que 
añade: Atque hunc caracterem induere pos-
sunt actus tum legiferi, tum iudiciarii, tum 
administrativi; praeterea vera etiam actus 
priva ti, cum publicam formam induunt ex 
parte personae exarantis instrumentum et 
ex solemnitate in illo exarando requisita.116 
Con lo que se pone de relieve lo que seña-
laba Jone: secundum ius commune autem 
ad validitatem documenti nihil aliud requiri 
videtur nisi subscriptio personae publicae. ll7 
Luego, se tratará de enumerar cuáles son 
los documentos públicos, limitándose los au-
tores a repetir las diversas figuras descritas 
por el c. 1813. Sin embargo, como señala 
Roberti, siguiendo a Muñiz, quamvis enu-
meratio Codicis non sit taxativa haud facile 
reperiuntur alia acta quibus sit agnoscendus 
valor documenti publici. Quare non cense-
mus his adnumerandas relationes sacrarium 
visitationum, acta capitularia, aliqua acta si-
116. F. X. WERNZ"P. VIDAL, Ius Canonicum, V'I, 
Romae 1927, pg. 451. 
117 H. JONE, Commentarium ... , ob., t. Y ed. 
cts., pg. 174. En esta misma página, cita, a conti-
nuación de la frase referida, una sentencia SRR, 
6 diciembre 1909, que sienta la doctrina siguiente: 
documentum non est invalidum, vi omissa fuit in-
dicatio diei et loci. 
118. F. ROBERTI, De processibus, ob., t. Y ed. 
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milia, mSl quatenus scripta sunt subscripta 
sin a notarioY8 También nos aclararán 
Wernz-Vidal: Demum sunt documenta pu-
blica ecclesiastica: 1.0 Originales inscriptio-
nes baptismi, confirmationis, ordinationis, 
professionis religiosae, matrimonii, mortis, 
que habentur in regestis Curiae, parocciae, 
religionis; 2.° attestationes scriptae ex iisdem 
desumptae et a parochis, vel Ordinariis ec-
clesiasticis confectae; 3.° exemplaria authen-
tica dictarum suscriptionum vel testimonio-
rumo y añaden a continuación: Fidem non 
faciunt inscriptiones originales non subs-
criptae, ni attestationes traditae sine subs-
criptione et sigillo, nec exemplaria non co-
llata et vidimiata.119 
A las copias de los documentos eclesiás-
ticos, como documentos públicos, ya se hizo 
referencia en el c. 1813, § 1, nn. 1.0 y 4.°, así 
como en el correspondiente arto 156 de la 
Instrucción PME. Sin embargo, la definición 
de copia auténtica, como prueba documen-
tal pública en proceso de nulidad, no toma 
estado legislativo hasta que es recogida la 
anterior doctrina y convertida en prescrip-
ción normativa por el arto 159, § 2 de la ci-
tada Instrucción: ha de ser manuscrita, au-
torizada por aquel que tiene a su cargo el 
archivo donde se guardan los originales, o 
cts., pg. 97. A pesar de las incógnitas que a este 
respecto ofrecen los cuerpos legales, puede decirse 
que el tema es como indudable para la doctrina 
procesal, hasta el punto de que J. TORRE -Pro-
cessus matrimonialis, Napoli 1956, pg. 303- ha po-
dido decir, con relación a los arts. 155-158 de la 
Instrucción PME, que nulla ambiguitas in inter-
pretatione et application·e horum articulorum. 
119. F. X. WERNZ-P. VIDAL, ob., t. Y ed. cts., pá-
gina 454. 
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por un notario eclesiástico, así como debi-
damente sellada yo También la Instrucción 
PME, en su art. 166, cuidó de dictar la nor-
ma que disciplinara el modo de adquirir efi-
cacia en juicio una copia extractada, aun-
que haya sido expedida en forma auténtica, 
del documento originario o de una copia 
auténtica.121 
Sin embargo, carecemos en el ordena-
miento canónico -y la Instrucción no su-
plió aquí la omisión de que adolecía el Co-
dex- de normas que determinen cuales sean 
las solemnidades de que debe quedar reves-
tido el documento público eclesiástico, qui-
zá, como apuntó Miguélez, porque ello «no 
120. Una diversificación que sienta tanto el 
Codex, en su c. 1813, como el correspondiente ar-
tículo 156 de la Instrucción PoME, es la de la dis-
tinción entre documentos públicos eclesiásticos y 
civiles. Pues bien, también el arto 159 de la Ins-
trucción, en su § 3, nos dirá cuándo se entiende 
auténtica la copia del documento público civil: 
ordena se siga el criterio quam civiles leges pre-
finiunt. Como ha señalado E. GIMÉNEZ ARNAUZ 
-Derecho Notarial Español, III, Pamplona 1964, 
pg. 128-, "la copia surge como una necesidad 
ineludible, puesto que no puede usarse directamen-
te el original; y así viene a ser como un instru-
mento público de segundo grado, que es una con-
secuencia del Protocolo: las copias existen en tanto 
exista éste". ne aquí que R. NúÑEZ LAGOS -Fe 
pública en la jurisdicción ordinaria, "Revista 
de Derecho Notarial", Madrid, año VI, n.O XIX 
(enero-marzo 1958), pg. 47- distinga dos tipos de 
fe pública: "La fe pública derivada o derivativa 
se basa en la fidelidad a un documento, ordinaria-
mente con fe pública originaria. La derivada es, 
pues, una fe pública refleja. El documento deri-
vado representa la existencia de un documento 
original o primordial. La fe pública derivada es 
típica de las copias notariales; pero no sólo de 
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es cosa fácil, ni tal vez posible, ya que según 
la diversidad de documentos y de legislacio-
nes particulares o estilos, no pueden dichas 
solemnidades plasmarse en una norma de 
carácter general».122 
A pesar de ello, el requisito de las so-
lemnidades ha sido, con el del sujeto pú-
blico que lo expide, uno de los elementos 
que en la doctrina se ha señalado como ca-
racterístico para la calificación de un docu-
mento como público. Así lo vimos en Wernz-
Vidal, al igual que lo observamos también 
en otros autores, como por ejemplo, John-
son, para quien, inspirándose en Roberti, 
publica documenta dicuntur scripturae' a 
las copias notariales: corresponde también a todos 
los restantes documentos públicos". 
121. 'Los requisitos, para que se dé el efecto 
probatorio de la copia auténtica y de las extrac-
tadas, quedan sintética y perfectamente expuestos 
por R. NAZ, La procédure ... , ob y ed. cts., pg. 93, con 
las siguientes palabras: Est considerée como telle, 
la copie écrite tout entiére, signée et scellée par 
celui qui est officiellement constitué conservateur 
de l'original, tel le curé pour les actes insérés dans 
les registres paroissiaux, ou par un notaire ecclé-
siastique. S'il s'agit d'un acte civil, son authenticité 
doit erre appréciée d'apres les regles fixées par la 
loi du pays d'oit il viento Y añade a continuación: 
"Quand unes des parties allegue un extrait d'acte 
authentique, l'adversaire, le defénseur du lien ou 
le juge peuvent toujours exiger que le texte inté-
gral soit verse aut dossier. R. NúÑEz LAGOS -ob. Y 
ed. uIt. cts., pg. 48-, para el Derecho español, 
escribe sobre la necesidad de autorización de estas 
copias sacadas de Archivos o Protocolos: "El fun-
cionario revela su personalidad y asume la pater-
nidad de la copia o relato (paternidad del docu-
mento), expresando al mismo tiempo las garantías 
de identificación del documento". Lo mismo po-
dría postularse para el Derecho canónico. 
122. L. MIGUÉLEZ, ob. y ed. cts., pg. 309. 
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persona publica, ratione officii publici cum 
debitis sollemnitatibus confecta; e.g. acta a 
notario confecta. Mientras, privata docu-
menta constituunt scripturae confectae a 
persona privata, vel etiama persona publica 
sed non ratione publici offici et sine debitis 
solemnitatibus».123 
Frente al documento público, nuestro or-
denamiento procesal tiene en cuenta sólo al 
documento privado. No define ni a los unos 
ni a los otros. Sólo, en el arto 156 de la Ins-
trucción PME, como ya hizo en el C. 1813, 
designa algunos documentos como públicos 
o privados. Falta incluso una concepción ju-
rídica del oficio público cuyo titular se halle 
encargado de la función de expedir docu-
mentos públicos, hasta el punto de afirmar 
algún autor, con demasiada generalidad -lo 
que quita precisión a la figura-, que «son 
personas públicas en derecho canónico aqué-
llas de quienes emanan los actos enumera-
dos en el can. 1813 § 1, y en general los que 
ejercen un oficio eclesiástico».124 En efecto, 
dicho canon hace referencia al Sumo Pontí-
fice, a los Ordinarios, párrocos y notarios 
eclesiásticos, pero también se menciona a la 
Curia romana o a la Curia (puede entender-
se diocesana) sin otra determinación ulte-
rior. 
El arto 157 de la Instrucción al imponer, 
en concreta hipótesis, que ciertos documen-
123. J. JOHNSON, Ius vigens ... , ob. y ed. cts., 
pg. 629. Repetido el concepto de documento pri-
vado, aunque expresado con otros términos, lo 
contemplamos en H. JONE -Commentarium ... , ob., 
t. Y ed. cts., pg. 174-, al definirlo como documen-
tum exaratum a persona privata aut a persona 
publica sed non in exercitio muneris publici vel 
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tos han de ser realizados a legitima auctori-
tate ecclesiastica ad normam arto 156 § 1, 
n." 4; en definitiva, aunque nos vuelve a co-
locar en la situación originaria no suficien-
temente esclarecedora, sin embargo, nos 
puede centrar en el sentido de entender que 
el documento público, desde el punto de vis-
ta de su autor, es el expedido por notario 
eclesiástico en el ejercicio de sus funciones, 
o ha contemplarse en cada caso el servicio 
público eclesiástico de donde procede, al 
efecto de determinar -también en cada ca-
da caso- quien sea la autoridad legítima 
eclesiástica de la que tal servicio depende 
directamente y es responsable del mismo. 
Por último, también el arto 159 § 2, trata de 
ofrecer, a la hora de describir cuándo una 
copia se considera auténtica, una solución 
determinante de la persona pública que ha 
de autenticarla con su firma: o un notario 
o qui archivis, ubi extant originalia, sunt 
praepositi, lo cual pone de relieve que, en 
cada caso, se ha de examinar previamente, 
antes de considerar público al documento, 
quien sea su expedidor o suscribente, por 
depender, en los casos que no lo autentique 
el notario eclesiástico, de quien sea la auto-
ridad legítima eclesiástica en relación al ser-
vicio público eclesiástico de donde deriva, o 
de quien sea el que personalmente es encar~ 
gado del archivo de donde se ha obtenido la 
copia, por estar al frente del mismo, como 
omissis sollemnitatibus ad valores documenti pu-
blici requisitis. En definitiva, documento privado 
viene a ser todo aquel que no reúne las exigen-
cias adecuadas para calificársele de público. 
124. M. CABREROS, Comentarios ... , ob. t. Y ed. 
cts., pg. 527. 
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jefe, en definitiva, administrativo de dicho 
servicio.l25 
Sin deseos de agotar este tema, y tras lo 
apuntado, se advierte, sin embargo, que a 
pesar de todas esas interrogantes que el or-
denamiento canónico plantea con relación 
al concepto de documento público, quizá 
provocadas de intento por el propio legisla-
dor a fin de evitar arriesgarse en definicio-
nes y precisiones conceptuales que puedan 
reducir la rica espontaneidad de la vida del 
125. M. Cardo LEGA -V. BARTOCCETI, Commenta· 
rius ... , ob., t. Y ed. cts., pgs. 785-786--, con base a 
los cC. 372, 374-378, 383-384, 470 Y 576 (este últi· 
mo para religiosos), exponen una relación de los 
que se entienden archivos públicos. y añade que 
tales archivos son los que quedan comprendidos 
en el c. 383, por el mismo derecho, bajo la vigi· 
lancia del Ordinario; sed quia tres praefactas con· 
ditiones non undequaque in eis servari despicimus, 
vocamus quasi-publica, ob maximam auctoritatem 
quam sibi comparabunt, cum fideliter observabunt 
sapientissimas praescriptiones novi codicis. Archi· 
vo privato, a sensu contrario, est archivium indus· 
tria priva ti hominis constitutum et ordinatum. Lo 
que en estos archivos privados se custodia, per 
se, fidem non impertit authenticitatis; et haec non 
praesumitur sed pro banda esto 
Desde el punto de vista del autor del documen-
to, se expresa F. CARNELUTTI -Sistema ... , ob., t. Y 
ed. cts.- con singular magisterio: "La importancia 
de la consideración del autor del documento me· 
rece la fe que goce su autor; una de las fuentes 
principales, por no decir la primera, de la auto 
ridad del documento, es la autoridad de quien 
lo forma y al menos, mientras la técnica no ofrez· 
ca medios de representación que excluyan la fal-
sedad, se puede uno fiar del documento en tanto 
en cuanto se puede uno fiar de quien lo ha he 
cho". Y de aquí que continúe: "Por eso tiene gran 
importancia la distinción entre el documento pú-
blico y el documento privado, que se funda no 
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derecho, lo cierto es que, en virtud de las 
normas promulgadas posteriormente al Co-
dex, de las aportaciones doctrinales y juris-
prudenciales, y por efecto de la vitalidad 
misma que la praxis encierra, puede, con al-
guna aproximación, alcanzarse en cierto mo-
do un fácil -por amplio que resulta- jui-
cio, en presencia de un determinado docu-
mento, en relación a su naturaleza: si es pú-
blico o privado. Y tanto el Codex, como la 
Intrucción PME, han efectuado directamen-
te una elaboración acerca del valor probato-
tanto en la cualidad cuanto en la posición del do 
cumentador respecto al documento mismo; sólo 
cuando el documento está formado en el ejercicio 
de una actividad publica pertenece a la categoría 
de los documentos públicos" (pg. 414). Desde este 
punto de vista, paraCarnelutti, el documento más 
que una cosa es un opus, el resultado de un tra-
bajo. Y prosigue hacia la categorización de una 
tercera clase de documentos, intermedia entre los 
públicos y los privados -como vimos hacía Lega, 
si bien no exista entre uno y otro coincidencia 
en tal conceptuación-, entre los que entiende "pue· 
de acaso colocarse una categoría de documentos 
cuasi publicos, que corresponde a la figura del 
encargado de un servicio de necesidad pública" 
(pg. 415). A éstos, en Derecho Canónico, no le 
dejaríamos de llamar también documentos pú-
blicos. Pero esta idea no es ajena a Carnelutti, 
pues, más adelante, añade: "La. noción de docu-
mento público tiene mayor amplitud que la que 
suelen atribuirle los civilistas, puesto que, como 
hemos dicho, en ella se comprenden todos los 
documentos formados en el ejerCicio de una ac-
tividad pública... Por tanto, a su vez, los docu-
mentos públicos se pueden convenientemente dis-
tinguir en documentos públicos en sentido estric-
to, cuya formación representa el ejercicio de una 
actividad pública específicamente dirigida a la do-
cumentación, y documentos públicos en sentido 
amplio, los cuales se forman en el ejercicio de 
una actividad pública diversa de aquélla. Perte-
292 
rio de estos instrumentos, y, en algún caso, 
han vinculado la decisión del juez a la va-
loración legal que se hace de estas pruebas.126 
2) El documento cierto y auténtico esca-
pa del sistema canónico de valoración 
legal de la prueba de instrumentos. 
En cambio, el c. 1990, con los caracteres 
calificadores del documento, como cierto y 
auténtico, parece mantenerse al margen de 
la clasificación codicial y valoración común 
de la prueba de documentos. Se presenta co-
mo si se hubiera querido sustraer, a esta pe-
necen a este segundo grupo los certificados for-
mados en el ejercicio de una función pública o 
de un servicio público" (pg. 416). Y no sólo los 
certificados, agregaríamos nosotros, sino, como 
el propio Carnelutti. ha escrito un poco antes, to-
dos los documentos formados "en el ejercicio de 
una actividad pública". Sin embargo, hemos de 
reconocer que esta idea no ha prosperado plena-
mente en el Derecho secular. Como indica J . .AL-
MAGRO --ob. Y ed. cts., pg. 65-, "lo cierto es que 
desde el punto de vista del Derecho, la noción 
de documento ha venido ligada a la idea de lo es-
crito con trascendencia jurídica, y que, entre es-
tos escritos, han sido los referidos concretamente 
a la expresión formal de un negocio jurídico, los 
que, por su número e importancia, han merecido 
mayor interés legal, doctrinal y jurisprudencial". 
En este sentido restrictivo tiene especial impor-
tancia en España la doctrina de R. NÚÑEZ LA-
GOS -Documento auténtico en la casación, Ma-
drid 1960, pg. 90-, que tanto ha influido en la 
doctrina española sobre el documento. Este autor, 
siguiendo a MAURACH, se muestra a favor de un 
concepto restringido del documento público: "No 
todo documento oficial es al mismo tiempo un 
documento público. Mas bien constituyen los do-
cumentos públicos sólo una sección parcial de los 
documentos oficiales, cualificados por la calidad 
del autor, suceso de origen y círculo de destina-
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culiar prueba, del sistema común ·de valora-
ción legal. 
De una parte, se otorga a este documen-
to un efecto más radical aún que el que go-
za el documento público en general, pues tal 
documento será prueba suficiente de por sí, 
cuando acredite el vicio de nulidad del ma-
trimonio, para que éste sea declarado nulo, 
y lo sea declarado además por un proceso 
especial, muy rápido, liberado de las solem-
nidades del proceso ordinario. E incluso, al 
parecer, de la necesidad de la doble resolu-
ción de la autoridad judicial para que la nu-
tarios, y que están dotados con un más elevado, 
aunque entre sí desigual, valor de prueba. Públi-
cos son aquellos documentos que están creados, 
en cuanto a su forma, por una autoridad pública 
o por una persona dotada de fe pública dentro 
de su competencia, y que tiene por objeto hacer 
prueba en favor o en contra (für und gegen) de 
cualquiera ... Por esto se disünguen los documentos 
públicos de los documentos de comunicación o de 
disposición u oficiales y de aquellos otros docu-
mentos oficiales que sirven sólo para el servicio 
interior de la autoridad". Pero tal restricción, del 
concepto documento público, no tiene por qué ser 
aceptada en Derecho Canónico, cuyo c. 1813 enume-
ra, entre ellos, algunos que no reúnen esas ca-
racterísticas, y cuando la doctrina canónica, según 
vimos, identifica en cierto modo documento pú-
blico con documento oficial eclesiástico, al menos 
para éstos, y sin perjuicio de que para los civi-
les se haya de seguir otro criterio. 
126. Sobre el concepto que nos merece el sis-
tema de prueba legal, cfr. nuestro trabajo "La 
apreciación de las pruebas ... ", ob., ed. y pgs. cts. 
Contra nuestra postura crítica, a dicho sistema, se 
ha pronunciado L. DEL AMO en "Valoración de los 
testimonios ... ", ob. y ed. cts., en especial pgs. 111-
116. Entendemos que este momento no es el ade-
cuado para la contraobjeción. 
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lidad declarada haga obtener, a los que ve-
nían siendo formalmente cónyuges, el esta-
do de libertad que les permitirá contraer 
nuevo matrimonio. Un efecto, pues, radical, 
de gran energía, el que se otorga al docu-
mento cierto y auténtico. 
Ha de tenerse en cuenta, es verdad, que, 
en muchos casos, tal documento cierto y au-
téntico, puede coincidir con un documento 
público, sea eclesiástico o civil. Pero también 
se ha de reconocer que esa peculiar energía, 
para la pronta eficacia procesal de lo que 
constata, no procederá de la razón de ser 
público el documento, sino porque el docu-
mento público, en tal hipótesis, resulta ser, 
a su vez, un documento cierto y auténtico. 
Cualidades estas últimas que pueden tam-
bién acompañar a un documento privado, y 
conscientes somos, asimismo, de que la fuer-
za de su eficacia no procederá de esa natu-
raleza privada del documento, sino de que 
éste se presentó ante el órgano de justicia, 
en el caso concreto, como documento cierto 
y auténtico acreditativo de la causa de nuli-
dad que se alega. 
De otra parte, vemos que documentos con 
tales características, al no estar estereotipa-
dos en las categorías legales de documentos 
típicos que estableció el legislador -al no 
definirlos ni señalar siquiera una enumera-
ción de ellos a título de ejemplo, que nos 
sirviera para categorizar pronto uno no pre-
visto en la relación-, pone en evidencia que 
el legislador ha querido dejar en manos del 
juzgador, en cada caso, el juicio de valora-
ción del documento acerca de si reúne las 
cualidades requeridas de certeza y de auten 
ticidad. Así se ha pasado, en este tema con-
creto del documento presupuesto del proce-
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so especial, de un sistema de valoración le-
gal de la prueba de instrumentos escritos, a 
un sistema de valoración libre de los mis-
mos. 
Un documento público se presume legal-
mente genuino y auténtico. En la hipótesis 
que contemplamos se cambia el orden lógi-
co: sólo un documento que, a juicio del juz-
gador, se estime cierto y auténtico, será un 
documento apto para obtener, en proceso es-
pecial, la pronta nulidad pretendida. La ge-
nuidad y autenticidad se presentan, en régi-
men procesal común, como efectos deriva-
dos de la naturaleza pública del documento: 
esta naturaleza determina aquellas caracte-
rísticas. En el documento del proceso espe-
cial, por el contrario, el que el documento 
resulte ser cierto y auténtico es el único con-
dicionante de su eficacia procesal, indepen-
dientemente de la naturaleza pública del 
mismo y de las presunciones que de dicha 
naturaleza deriven. 
En el régimen procesal canónico común, 
la eficacia probatoria del documento públi-
co viene de esa naturaleza pública; en el es-
pecial no hay consideración alguna, en prin-
cipio, a las formalidades del documento, a 
la relevancia jurídica de quien lo expida, si-
no a su certeza y autenticidad intrínsecas. 
Aquel produce efecto en los procesos, 
porque al seguirse determinadas formas le-
gales, para el otorgamiento de los documen-
tos, a éstos se les reviste de un prestigio de 
verdad y autenticidad que los hace merece-
dores de protección especial, pero no serán 
su propia verdad y autenticidad las que ope-
rarán directamente con su eficacia en el 
proceso, sino el prestigio del derecho for-
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mal, la seguridad con que se les rodea, las 
garantías que ofrece su modo público de ser 
suscritos y expedidos; todo esto es lo que 
conduce a presumir su indudable valor. 
En el proceso especial, por el contrario, 
queda el documento descarnado del respeto 
a peculiares formas exigidas, para basarse 
exclusivamente en la verdad que representa; 
y esta verdad acreditada documentalmente 
es la única que puede influir directamente 
en el resultado del proceso. Pero este juicio 
sólo lo puede emitir, en cada caso, el juez; 
el otro, en cambio, puede, con carácter ge-
neral, venir ya predeterminado, acuñado con 
carácter vinculante por el legislador, que así 
desea proteger las formas públicas de proce-
der en la vida jurídica. 
Se ha dicho por Lázaro que «no es fácil 
determinar qué sea una prueba y un argu-
mento evidente y cierto y un documento au-
téntico, exigido por el c. 1990». Por esto aña-
de: «Podríamos determinarlas, a sensu con-
trario, como aquellas pruebas que basten pa-
ra proporcionar al juez la certeza moral que 
precisa tener en torno al caso singular, para 
poder emitir la sentencia ... Pues bien -agre-
ga-, la determinación por parte del legis-
lador no ha sido específicamente de cada 
una de las pruebas, como lo es para los 
procesos matrimoniales, en los que la Ins-
trucción PME, en el tít. IX, taxativamente ha 
señalado la deposición de las partes, los tes-
tigos . .. , más bien ha querido atender al gra-
do de la certeza que proporcionan, análogo 
al de las pruebas plenas, sin atender a con-
127. C. LÁzARO, oh. y ed. cts., pgs. 110-111. 
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sideraciones particulares de cuáles y cómo 
sean ».127 
Siempre hemos entendido que cuando se 
habla de prueba plena, sólo cabe rectamen-
te hacer referencia a ella en el sentido de 
una prueba que el juzgador ha calificado co-
mo tal al emitir su juicio. Es decir, la pleni-
tud probatoria, en un mayor .0 menor grado, 
de un determinado medio de prueba, depen-
de de la consideración judicial, del conven-
cimiento que proporcione al juez: más bien 
resulta ser un a posteriori del juicio que un 
a priori que se ofrezca al juez. Incluso nos 
atrevimos, en anterior ocasión -ya citada 
por dos veces en este trabajo-, a opinar 
que, en el c. 1869 §§ 2 Y 3, se daba una cier-
ta contradicción, porque, de una parte, se le 
señalaba al juez el deber de obtener la cer-
teza moral únicamente a base de lo alegado 
y probado, e incluso hay una remisión ex-
presa a que el juez aprecie las pruebas se-
gún su conciencia. Sin embargo, de otra par-
te, el juez queda a su vez sometido, en su jui-
cio, a limitar lo que en su conciencia se ha-
ya forjado, acerca del resultado probatorio, 
cuando la ley prescribe algo sobre el valor 
de una determinada prueba, lo cual opera 
como condicionante de su criterio. De tal 
modo que puede darse la hipótesis de que el 
juez tenga que llegar a emitir un juicio con-
tra su propia conciencia, si el resultado pro-
batorio le conduce a un resultado distinto 
del que pudo seguir al atenerse a la estricta 
valoración legal. Y ello es -entendemos-
porque el legislador ha preferido, en parte, 
un criterio de estimación de la prueba con-
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forme al que se deriva del sistema legal va-
lorativode la misma. Claro es que esto pue-
de ocurrir únicamente cuando esa valoración 
legal se dice que hace prueba plena, porque 
cuando no es plena, la valoración no dejará 
de ser más que una valoración judicial li-
bre. De aquí que dijéramos, en aquella oca-
sión anterior, que la clasificación apriorís-
tica de las pruebas en plenas o semiplenas 
sólo tiene razón de ser en un sistema de va-
loración legal de las pruebas. 
Que 10 que acaba de expresarse no está 
lejos de la realidad, lo comprobamos cuan-
do en Derecho canónico observamos autores 
como Regatillo, que después de definir por 
prueba plena qua certitudinem gignit, y enu-
merar entre las pruebas plenas a la notorie-
dad, la confesión, las presunciones iuris et 
de iure, que relevan de la carga de la prue-
ba, en cambio, entienda que la declaración 
de dos o más testigos, los documentos pú-
blicos y el juramento decisorio hae vocan-
tur legales, quia earum valor lege determi-
natur; 128 con lo que, a nuestro juicio, no se 
128. E. F. REGATlLLO, ob., t. Y ed. cts., pg. 303. 
La identificación entre prueba plena y prueba se-
miplena con prueba legal, la vemos con claridad, 
p. ej ., en A. BLAT -Comentarius Textus Codicis 
Iuris Canonici, Líber IV, Romae 1927, pg. 266-
cuando hace a ello una expresa referencia: Inter 
probationes invenimus secundum vim earum dis-
tinctionem factam per canones ita ut dicantur ple-
nam vim habere, aut semiplenam ... Haec vis di-
versitas respectum habet ad effectum eis tribuen-
dum a iudice in ordine ad eius mentem quoad fac-
tum probandum. Probatio enim plena est accipen-
da velut sufficiens, quod tribui nequit uni pro-
bationi semiplenae sed tantum duabus huiusmodi. 
Denique iuvant solum, quae iudiciorum vi prae-
ditae sunt. 
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alcanza otra cota distintiva, entre las dos 
categorías -en lo que se refiere, sobre to-
do, al documento público y al juramento 
decisorio-, que la que termina por con-
fundir, en definitiva, prueba plena y prueba 
legal, aunque sin perjuicio de que pueda ha-
blarse de hipótesis de prueba legal que no 
sea plena, sino semiplena, o mejor, puro cri-
terio orientador para el juez, pues tal tipo 
de aparente prueba legal no quita libertad 
al juicio de éste. 
Lo que se indica no deja de aparecer 
también en la doctrina procesal civil, cuan-
do se establecen «grados de prueba». Así 10 
apreciamos en Prieto-Castro, al enseñarnos: 
«El juez, para pronunciar un fallo confor-
me a la petición de la parte, ha de alcanzar 
la total convicción de los hechos, de donde 
se sigue que, en cuanto al fondo, es precisa 
una prueba plena. Desde el punto de vista 
de su producción es la prueba solemne, cu-
yos medios, procedimiento y apreciación, se 
regula con todo rigor por la ley».129 
129. L. PRIETO CASTRO, ob., t. Y ed. cts., pgs. 454-
455. Este mismo autor, a continuación, la distin-
gue de otra prueba que "no está sujeta a tales 
limitaciones, pues únicamente trata de producir 
cierta certidumbre o probabilidad (prueba semi-
plena), sin efectos excluyentes (a través de la 
resolución que provoque) para el adversario". Aún 
reconoce un nuevo grado de alejamiento del im-
perio legal: "En otras ocasiones la especialidad 
de la prueba frente a la rigurosa o solemne con-
siste en la mayor libertad del procedimiento y 
de los medios probatorios que permite. A esta 
prueba se le llama prueba libre" (pg. 455). Los su-
brayados son del autor. 
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Señalaba Satta,13° que jurídicamente la 
prueba tiene dos aspectos: uno estático y 
otro dinámico. Este segundo es, a su juicio, 
el que hace relación a la verificación efecti-
va de un dato. Y desde este punto de vista 
entiende que a la prueba se le puede llamar 
propiamente procesal, puesto que la verifi-
cación del hecho ocurre en el proceso; de ese 
hecho que se alega en el proceso como cons-
titutivo o extintivo de un derecho: 
Pues bien, decimos, cuando esa verifica-
ción se produce en el proceso en virtud de 
una prueba cuyo efecto verificador pleno se 
lo proporciona la ley, estaremos ante una 
prueba legal, que resulta ser a la vez plena, 
pues al juez no se le permite enjuiciar ese 
efecto dictado por la propia ley. La plenitud 
probatoria se lo otorgará ésta. Así ocurre, 
p. ej., con un documento público, que se pre-
sume genuino y auténtico mientras no se 
pruebe lo contrario; de tal manera, que si 
no es expresamente impugnado Cc. 1815 y 
arto 162 § 2 de la Instrucción PME), produ-
cirá ese efecto verificador pleno. En cam-
bio, cualquier otro tipo de prueba puede 
producir el efecto verificador del hecho, y 
no porque la ley le conceda tal eficacia, si-
no porque al juez se le reconoce que con li-
bertad juzgue de tal plenitud acreditativa. 
Entonces, aunque no se hable de prueba le-
gal, no hay razón alguna para que se deje de 
llamar también prueba plena. En ambos ca-
sos, para hablar de plenitud de la prueba, 
se precisa de un juicio de valoración de la 
misma: en el primer caso se lo otorga la ley 
y se le impone al juez; en el segundo, al juez 
130. S. SATTA, ob. y ed. cts., pg. 160. 
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se le reconoce libertad para formar su cri-
terio valorativo según el juicio de su propia 
conciencia. 
Si el C. 1990 hubiera establecido que el 
impedimento dirimente, causa de nulidad en 
proceso especial, debía constar en documen-
to público, al juez se le estaría imponiendo 
un criterio legal de valoración de la prueba. 
En cambio, en cuanto lo que se prescribe es 
que tal impedimento se ha de acreditar me-
diante un documento cierto y auténtico, al 
juez se le está concediendo libertad de cri-
terio para la formación de su juicio acerca 
de si el documento que se aportó a la de-
manda reúne o no esas características. 
En el caso del documento público, antes 
de que el proceso comience, le sería permi-
tido contar ya, al futuro actor, conforme a 
la ley, con una prueba plena del impedimen-
to causante de la nulidad. En el caso del lla-
mado documento cierto y auténtico, estos 
caracteres no se pueden predicar del docu-
mento hasta que el juez, en su sentencia, lo 
reconozca como tal. Con razón, Cabreros, 
siguiendo la inspiración de Wernz-Vidal, lla-
ma prueba plena o perfecta aquella que 
«cumple de lleno su fin, que es el de produ-
cir certeza directa en el ánimo del juez en 
orden a lo que las partes afirman o niegan. 
Más claramente ... aquella que lleva el pleno 
convencimiento al ánimo del juez, o que, in-
dependientemente del convencimiento del 
juez, cumple estrictamente los requisitos 
exigidos por la ley, de donde resulta una 
certeza jurídica».13l Claro es que ese pleno 
convencimiento del juez, cuando éste no ac-
131. M. CABREROS, ob., t. Y ed .. últ. cts., pg. 541. 
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túa condicionado por el valor legal de un 
instrumento probatorio, sólo se produce 
cuando el juez emite su juicio, y por él re-
conoce pleno valor probatorio a una deter-
minada prueba. 
Sin embargo, Del Amo nos ilustra en el 
sentido siguiente: «En el derecho procesal 
canónico, sin perjuicio de los criterios de va-
loración legal y libre, que repetimos son mo-
dos de apreciar la fuerza de los · medios ins-
tructorios en orden a producir certeza, que-
da el convencimiento que en realidad se ha 
producido o no en el caso, según la discre-
cionalidad del juez ante los resultados de 
todo lo actuado y probado. No dudará de 
esto cualquiera que piense en los conflictos 
de pruebas contrarias, en las impugnaciones 
posibles, directas o indirectas».132 Esa valo-
ración conjunta de la prueba, a la que con 
tanta simpatía contempla este autor y que 
nosotros compartimos, ha de contar, desde 
luego, con la limitación, por el contrario, de 
que si un tema concreto, objeto de prueba, 
132. L. DEL AMO, Valoración ... , ob. y ed. cts., 
página 117. 
133. Quizá, L. DEL AMO -ibídem- ha querido 
escindir, en su exposición, de tal manera, el tra-
tamiento distinto de las categorías, prueba legal 
y libre, prueba plena y semiplena, que al refe-
rirse a este segundo criterio clasificador -<J.ue "se 
apoya en el grado de credibilidad y en la capa-
cidad de persuasión que el medio instructorio pue-
de producir" (pg. 115), que no ha de apreciarse 
"con medida y suma matemática, sino al modo mo-
ral de conocer con mayor o menor perfección o 
convencimiento los hechos y las verdades históri-
cas" (pg. 116}-, le lleva a concluir a favor de una 
valoración conjunta de la prueba, que no deja de 
corresponder a un sistema de libre valoración, si 
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queda acreditado por una determinada prue-
ba plena legal, ese tema ha de entenderse 
que debe quedar resuelto según el criterio 
legal valorativo. Y lo entendemos así aun-
que concurran otras pruebas contradicto-
rias, si éstas gozan de menor rango probato-
rio en el ordenamiento procesal; e indepen-
dientemente de que la prueba legal plena 
pueda ser impugnada, directa o indirecta-
mente, por la sencilla razón de que si esa 
impugnación prospera, lo que ocurre es que 
la presunción de verdad que sentaba quedó 
destruida. Pero si tal impugnación no pros-
pera, los argumentos y pruebas en contra-
rio nada podrán contra la eficacia plena pro-
batoria que la ley le otorga.m 
Por ello, entendemos que cuando el legis-
lador en el c. 1990, al igual que en la norma 
X del Motu proprio de 1971, exige documen-
to cierto y auténtico, está señalando la natu-
raleza documental del proceso. Pero, a su 
vez, que esa base documental necesaria ha 
de ser de tal naturaleza, reunir tales cuali-
bien hecha teniendo en cuenta ciertos criterios de 
valoración legal, operando éstos como indicativos 
o ilustrativos del juicio a formular por el juez. 
El hecho de que mencione "la discrecionalidad del 
juez" (pg. 117) ya es significativo. Pero esto traería 
consigo, a nuestro entender, la negación del cri-
terio de valoración legal de la prueba que el autor 
sostiene y el Código, al menos · en ciertos aspectos 
concretos, mantiene. De aquí la necesidad última 
que señala, para esa valoración en conjunto, de 
remitirse a la impugnación directa o indirecta, 
como elementos integradores de la valoración ju-
dicial de la prueba, que no tiene razón de ser 
más que cuando concurre una prueba legal que 
ha de producir su eficacia probatoria mientras no 
sea impugnada y esta impugnación llegue a pros-
perar. 
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dades, que ofrezca una prueba plena al juez 
de que en ese documento se representa, de 
un modo indudable, la causa de la nulidad, 
con independencia de cualquier criterio le-
gal de valoración, al margen, pues, de los 
efectos probatorios que, en su propia legis-
lación probatoria otorga, por razón formal, 
al documento, es decir, sin atender especial-
mente a su índole pública o privada. Es una 
exigencia, pues, de tipo sustancial, no de ti-
po formal, en relación al documento y a lo 
que éste documenta. 
Con arreglo a lo expuesto, esta prueba 
plena no puede dejar de ser lo que por na-
turaleza es, al margen de supuestas valora-
ciones legales: el resultado de una estima-
ción que el juez hace, según su conciencia, 
del valor probatorio del documento que en-
juicia. Si lo estima cierto y auténtico nos ha-
llaremos ante esa prueba plena que sirve a 
la declaración de nulidad de matrimonio me-
134. F. X. WERNZ·P. VIDAL, ob., t. Y ed. últ. cts:, 
página 375. Cardo LEGA-V. BARTOCCETI -Commenta-
rius ... , ob., t. Y ed. cts., pg. 630- defiI\e la plena 
probatio concisamente: quae, rem evidenter os ten-
dens, iudice persuasionem iniicit, iuxta quam con-
troversia definire debet: can. 1869. En el mismo 
sentido, M. CONTE A CORONATA -Institutionis iuris 
canonici, IU, Taurini 1956, pg. 209-, para quien 
pruebas plenas sunt quae rem seu factum ita 
iudici demonstrant ut ei quodlibet dubium aufe-
rant aut erran di formidinem et ideo per se suffi-
ciant ad controversiam definiendam". F. X. WERNZ-
P. VIDAL, a continuación -pg. 376- Y citando a 
Devot, enumeran, entre las pruebas plenas, la de-
claración de dos testigos (libres de toda excepción, 
mayores y coincidentes sobre el mismo artículo), 
las presunciones iuris et de iure, el juramento de-
ferido, la confesión del reo y la evidencia o no-
toriedad; después cita: instrumentum publicum 
ve! alia scriptura eidem aequiparata. En defini-
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diante esta peculiar vía procesal in casibus 
specialibus. Con ello, el concepto de prueba 
plena vuelve a adquirir su pristina pureza, 
al margen del sistema legal de pruebas, tal 
como, en definitiva, la definía la doctrina 
canónica más autorizada: Ratione effectus, 
in plenam, qua iudici evidenter aut saltem 
certo veritas rei controversae manifestatur, 
ut sine ulteriore inquisitione ad sententiam 
definitiva ferendam procedere possit. l34 
Se requiere, pues, para este proceso es-
pecial, un documento que ofrezca prueba 
plena de la causa de la nulidad. Este docu-
mento no exige requisitos de forma, sino 
sólo que responda a la verdad, es decir, la 
sustancial exigencia de que su contenido 
ofrezca al juez certeza moral de la causa 
de nulidad alegada. 
El legislador impone un límite al juez, 
en este proceso, al no poder éste declarar 
tiva, no deja de ser el mismo concepto el que 
mantiene L. DEL AMO -Valoración ... , ob. y ed. cts., 
pg. 115- al entender que una prueba es plena 
"cuando induce tanta credibilidad que de suyo es 
suficiente para ilustrar la cuestión controvertida 
y producir certeza". Pero entonces, creemos, será 
un concepto que se logra, a nuestro entender, tras 
el juicio formulado por el juez. Y, desde este punto 
de vista, cualquier prueba puede ser calificada de 
plena, independientemente de consideraciones a 
priori, si goza de la virtualidad de conducir al 
juez a la certeza. Y, por ende, no es una categoría 
especial de pruebas, a la que pertenezcan sólo 
ciertos medios probatorios. Si se hace referencia 
directa a éstos con relación a entenderse, algunos 
de ellos, prueba plena, la categorización sólo es 
explicable en un sistema de prueba legal. Y enton-
ces se produce la identificación, entre una y otra, 
que en ocasión anterior denunciamos. 
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la nulidad sino con base documental. Por 
otra, le amplía al juez sus facultades de juz-
gar con base al documento, al no imponerle 
límites al documento por razón de forma o 
de especiales exigencias solemnes. El juez 
declarará la nulidad si al documento lo es-
tima cierto y auténtico. Pero, ¿cuándo un 
documento es cierto?, ¿ cuándo puede ser 
llamado auténtico por el juez? Estos son 
los problemas que a continuación tratare-
mos de indagar. ¿Hay, sin embargo, en es-
tas exigencias, algún elemento requerido, o 
al menos insinuado, de tipo formal? 
b') Que el documento sea cierto. 
Que el documento sea cierto es la prime-
ra característica que le señala el c. 1990, y 
coinciden con él, en tal extremo, el arto 226 
de la Instrucción PME, así como la Norma 
X del Motu Proprio Causas matrimoniales. 
135. E. F. REGATlLLO, Ius sacramentarium, 
Santander 1960, pg. 909. Lo mismo indica este 
autor en Institutiones ... , ob., t. Y ed. cts., pg. 397. 
136. L. DEL AMO, Judiciarum serva ordinem, 
Salamanca 1964, pg. 90. 
137. Por certeza, entiende L. DEL AMO -Valo-
ración de los testimonios ... , ob. y ed. cts., pgs. 146-
147-, "un estado de ánimo subjetivo que ha de 
tener el juez para pronunciar la sentencia. Esto 
no quiere decir que la sentencia sea tan puramente 
subjetiva que no necesite fundamento real. Al 
contrario, debe apoyarse en razones objetivas, co-
mo enseña Pío XII, el cual indica que no habrá 
certeza moral mientras en favor de la parte con-
traria militen razones positivas que engendren 
duda probable". El autor se refiere a la Alocu-
ción al Tribunal de la Sagrada Rota Romana, de 
1 de octubre 1942. Y añade cómo el propio Pío XII, 
un año antes, en discurso dirigido al · mismo Tri-
bunal, explicaba que la palabra constar en las 
sentencias judiciales "equivale a manifestar que 
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Pero, ¿cuándo el documento puede ser 
llamado cierto? El término certitudo -nos 
dice Regatillo- se refert ad gradum certitu-
dinis, non ad medium eam obtinendU35 Tam-
bién nos enseña Del Amo, en relación con 
los antiguos casos exceptuados, que se re-
quiere «que haya certeza absoluta con ex-
clusión de cualquier duda y que esta certe-
za nazca precisamente de la fuerza proba-
toria de algún documento que sea cierto y 
auténtico y que no esté sujeto a contradic-
ción o excepción alguna».l36 Mas cuando así 
se habla de la certeza no se está refiriendo 
en rigor al documento sino al caput nullita-
tis que el documento acredita. Se mencio-
na, en este texto, el término certeza, referi-
do indudablemente a la certeza moral sobre 
la cuestión que se ha de definir por la sen-
tencia, según exige el c. 1869 § 1y reprodu-
ce al arto 197 § 1 de la Instrucción PME.137 
tiene el juez certeza moral sobre la verdad históri-
ca de los hechos y, por tanto, que no abriga duda 
prudente, fundada en razones positivas. No es ne-
cesaria la certeza absoluta, que excluye incluso 
la pura posibilidad de lo contrario". De acuerdo 
con esta doctrina, en definitiva, no deja de ser 
sino aclaratoria de la prescripción sobre la duda, 
que favorece al matrimonio, contenida en el ar-
tículo 172 de la Instrucción PME. Pero dicha cer-
teza se refiere a la sentencia, y no parece que 
tal certeza tenga directamente que ver con la exi-
gida para el documento básico del proceso es-
pecial. Indudablemente DEL AMO, en esta ocasión, 
se está refiriendo al proceso ordinario y a la sen-
tencia que en él se dicte y nos dirá: "La certez,a 
moral suficiente no se adquiere amontonando con-
jeturas o probabilidades, sino averiguando juicio-
samente la verdad histórica con legítima instruc-
ción de la causa y con una sana crítica, interna 
y externa de lo actuado y probado". Si hemos lla-
mado la atención sobre esta doctrina es para poner 
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1) La calificación de «cierto» se refiere 
al documento mismo, no a su efecto 
probatorio. 
A nuestro parecer, no existe en la doc-
trina canónica un enfoque suficientemente 
convincente de lo que se entiende por docu-
mento cierto. Confundir una característica 
del documento con la certeza que ha de lo-
grar poseer el juez sobre el resultado de lo 
que se prueba, al dictar su sentencia, es lo 
mismo que confundir el carácter que ha de go-
zar el medio -medio probatorio en este ca-
so- con su resultado. Los autores se limi-
tan a señalar que el documento ha de ser 
cierto, pero no suelen detenerse en averi-
guar el quid identificador donde reside tal 
característica. Y cuando lo hacen, como en 
los casos indicados, vienen a decir que do-
cumento cierto es aquel que engendra certe· 
za moral acerca de la causa de nulidad ale-
gada. Si ello fuera así, no se hubiera necesi-
tado que el propio legislador añadiera los 
caracteres de auténtico a dicho documento, 
así como la exigencia de que esté libre de 
objeción o contradicción alguna. Hubiese 
bastado ordenar en la ley que se acompañe 
con la demanda documento que engendre 
certeza moral de la nulidad pretendida, sin 
otro aditamento. 
Se hace preciso, pues, enfrentarse con 
este problema, hasta poder alcanzar una so-
lución general que sirva de ayuda a la for-
mación del criterio al órgano judicial en ca-
da caso. Ya Lázaro Benítez hizo constar la 
en evidencia que es la misma utilizada por este 
autor a la hora de determinar el requisito de 
certo para el documento en los antiguos casos 
exceptuados. 
CARMELO DE DIEGO-LORA 
fuerte energía probatoria que han de poseer 
estos documentos al objeto de que puedan 
desplegar su eficacia en el proceso de nuli-
dad que llama extraordinario. Decía: «En 
efecto, las pruebas dentro del proceso ex-
traordinario han de ser evidentes, ciertas, 
por documentos ciertos y auténticos o por 
argumentos ciertos y evidentes si se trata 
de acreditar que falta la legítima dispensa; 
si no se da este tipo de pruebas no puede 
incoarse el proceso extraordinario. Esto su-
pone un nivel de conocimiento desde el prin-
cipio del proceso extraordinario, que exce-
de, frecuentemente, la meta del nivel de co-
nocimiento al que se llega como resultado 
de toda la instrucción en los procesos ma-
trimoniales ordinarios. A este grado de co-
nocimiento, aún debe añadirse en el proceso 
extraordinario el resultado del estudio legí-
timo que, como actividad propia del Ordi-
nario, requieren los cc. 1990-1192».138 
Ese nivel de conocimiento hace relación 
no ya al objeto que el documento acredita, 
es decir, a la causa de la nulidad, que debe 
quedar por él constatada -y de tal presu-
puesto partimos-, sino, a nuestro juicio, al 
documento mismo como objeto representa-
tivo de la causa de nulidad. Este documento 
es el que ha de presentarse como cierto an-
te el Provisor encargado de admitir o recha-
zar la demanda incoativa del proceso espe-
cial (art. 226 de la Instrucción PME). Ello 
se ha de dar independientemente de que el 
Ordinario, como juez competente, a la hora 
138. C. LÁZARO, ob. Y ed. cts., pg. 112. 
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de dictar su sentencia, tenga de nuevo que 
emitir su propio juicio sobre el documento 
según su propia conciencia y en relación 
además sobre si genera certeza moral acer-
ca de la pretensión que en él se apoye. Es, 
pues, la causa de nulidad la que debe que-
dar constatada por documento cierto y au-
téntico; no que cualquier documento, aun-
que sea auténtico, que produzca la certeza 
moral de la nulidad, sea apto para servir de 
presupuesto al proceso especial, y pueda, 
por eficacia refleja, ser llamado cierto, pa-
sando el efecto que produce, en el juicio del 
juez, a determinar su propia naturaleza do-
cumental. Primero, en el orden lógico, está 
el documento y las características del mis-
mo; después, el efecto que produzca su con-
tenido en el ánimo oen la convicción del 
juzgador acerca del objeto litigioso. 
Prieto-Castro define los motivos de la 
prueba: «Son las razones o circunstancias 
que pueden resultar de la materia o elemen-
tos de prueba y fundan la convicción del 
juez. Por ejemplo, es motivo de prueba la 
declaración de un testigo veraz que refiere 
el hecho por él presenciado».B9 En el mismo 
sentido cabe entender que se expresa Del 
Amo cuando hace referencia a los testigos 
calificados: «La razón de fe plena que de su-
yo debe darse al testigo calificado proviene 
precisamente de ser una persona que se ha 
elegido por sus cualidades especiales para 
139. L. PRIETO-CASTRO, ob., t. Y ed. cts., pg. 457. 
140. L. DEL AMO, Valoración ... , ob. y ed. cts., 
página 70. 
141. J. NOVAL, Commentarium Codicis iuris ca-
nonici, Líber IV, Pars I, De Iudicis, Romae 1920, 
pg. 580. 
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el desempeño de un cargo público, por el 
cual también es fedatario público de los ac-
tos que realiza en el desempeño de su oficio, 
después de haber jurado cumplir fielmen-
te».140 Pues bien, es, en esta línea de los moti-
vos que justifican que una determinada prue-
ba tenga una especial consideración por el 
legislador, en donde ha de contemplarse 
esta característica de que el documento ha 
de ser cierto para que sirva de presupuesto 
al proceso de nulidad in casibus specialibus. 
Un documento que no puede ser llamado 
cierto, podrá engendrar toda la certeza mo-
ral necesaria para declarar la nulidad de 
un matrimonio, sin embargo, puede al mis-
mo tiempo carecer de aptitud para justi-
ficar que tal nulidad se declare en proceso 
especial de tipo documental. 
Noval 141 ha intentado definir el carácter 
cierto del documento. Aquel de cuya exis-
tencia, veracidad y sentido racional no hay 
duda racional alguna. Este concepto lo ex-
pone al interpretar los cc. 1990-1992. En el 
mismo sentido se expresa Johnson.142 Estos 
requisitos afectan, unos al documento mis-
mo: su existencia; otros, su veracidad y sen-
tido racional, al contenido del documento 
en cuanto éste prueba la nulidad, sin pro-
ducir duda racional alguna. Es más, Cap-
pello,I43 vuelve a posar su mirada, para la 
calificación del documento como cierto, en 
que tal certeza haga referencia tanto a la 
142. Vid. J. JOHNSON, Ius vigens ... , ob" t. yed. 
cts., pg. 629. 
143. F. M. CAPPELLO, Tractatus ... , ob., t. Y ed. 
cts., pg. 906. 
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persona como al impedimento, simulque 
eius tenore, omnibus perpensis, excluyéndo-
se cualquiera que ofrezca duda o incerti-
dumbre. Parece, de nuevo, este autor, fi-
jarse en la eficacia probatoria del documen-
to más que en el documento mismo. 
Sin embargo, cabe deducir, del conjun-
to de las referencias que acabamos de citar, 
contemplando sólo su aspecto no de conte-
nido, sino externo y formalmente expresivo, 
que puede ser llamado documento cierto, 
en principio, aquel que tiene una verdade-
ra existencia, una, diríamos, apariencia de 
realidad acreditativa, seria, de responder a 
una representación de un fenómeno de he-
cho que, por afectar a unas determinadas 
personas, significan un impedimento diri-
mente o vicio de nulidad para las personas 
a las que el documento se refiere o afecta. 
Independientemente de que dicho documen-
to sea calificado de público o privado. Por 
esto, no es extraño que, como dijimos ante-
riormente, la doctrina coincida en entender 
que cuando el legislador se ha expresado en 
el sentido de exigir que el documento sea 
cierto, ha eliminado, con ésto, precisamente 
la necesidad de que sea público. 
Esa certeza exigida al documento, para 
reflejar el hecho que representa, puede 
acompañar tanto al documento público co-
mo al privado que pudiera ser apto para 
representar tal hecho, con tal de que no 
quepan motivos para sospechar de que ha-
ya sido amañado, falseado, o resultar ser, 
en definitiva, un puro producto de la im-
144. l. B. FERRATA-H. NAPOLEONI, ob y ed. cts., 
páginas 24 y 25. 
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provisación o de la ligereza humana. Es de-
cir, que realmente exista y registre gráfi-
camente la causa de la nulidad y se refiera 
a las personas, o alguna de éstas, afectadas 
por dicha nulidad. Y en tal sentido -sólo 
en tal sentido- puede admitirse, a nuestro 
parecer, la opinión de Ferrata-Napoleoni 144 
de que, en determinado caso de impotencia 
física, una radiografía, autenticada ante No-
tario en cuanto a corresponder a una de-
terminada persona, pueda ser calificada co-
mo documento cierto, aparte de auténtico, 
al efecto de servir de presupuesto documen-
tal en este proceso. También citan hipotéti-
camente el documento expedido por autori-
dad militar en el que conste que el eunuco, 
antes de contraer matrimonio, fue excluido 
del servicio militar por el referido defecto. 
De todos modos, sobre estas hipótesis vol-
veremos a detenernos más adelante. 
Con estos ejemplos, tratamos de poner 
de relieve el por qué, al objeto de documen-
tar el proceso in casibus specialibus, un do-
cumento puede ser llamado cierto, y apto 
por tanto -independientemente de su na-
turaleza según la clasificación general co-
dicial de los documentos- para servir de 
presupuesto a este proceso. Lo cual no quie-
re decir que porque el documento sea cier-
to, en cuanto existente, constatador de una 
causa de nulidad de matrimonio y relativo 
a determinada o determinadas personas, 
tenga necesariamente que ser acogido por 
el juzgador como demostrativo, según su 
conciencia, de la causa de nulidad alegada, 
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pues la certeza del documento es compatible 
-como en todo juicio debe serlo el medio 
de prueba en relación con el resultado pro-
batorio- con que no llegue a operar en el 
ánimo del juez la convicción acerca de la 
certeza moral de lo en ese documento cons-
tatado. Como también puede entenderse que 
ese documento, que se presenta como tal, 
no responde más que a una apariencia de 
prueba documental, es decir, que no es pro-
piamente documento y, por tanto, no cabe 
calificársele de documento cierto. Tanto en 
un caso como en el otro, la sentencia no 
podría definirse a favor de la nulidad. 
2) El llamado documento cierto no se 
corresponde con la calificación legal 
de documento genuino. 
Roberti hace una distinción de los do-
cumentos: sunt genuina et apocrypha prout 
revera confecta sunt ab autore cui tribuun-
tur vel minus. Documentum genuinum po-
test esse falsum, et apocryphum potest esse 
verum; at cum plerumque documenta apo-
crypha sunt falsa et genuina vera, haud raro 
nomina promiscua adhibetur.145 
Aunque los documentos públicos se pre-
suman genuinos (c. 1814), cabe también 
concebir la genuinidad con independencia 
de su relación al documento público. Es 
más, como el propio autor añade: Lex in 
145. F. ROBERTI, De Processibus, ob., t. Y ed. 
cts., pg. 98. 
146. F. ROBERTI, De Processibus, ob., t. Y ed. 
cts., pg. 99. Lo que se acaba de citar no deja de 
ser más que un modo de expresar lo que ya está 
recogido en los ce. 1814 y 1815, reducible, en defi-
nitiva. a que toda presunción iuris, por vehemen-
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scriptura publica supponit eam a publica 
persona promanare et publicam personam 
vera expromisse. Haec autem presumptio 
non est undequaque absoluta, sed nonnullis 
limitibus coarctatur et potes certis rationi-
bus dimoveri. l46 La genuinidad goza, por tan-
to, de su propia cualificación. Como la tiene 
también la naturaleza apócrifa de algún do-
cumento. Lo que es apócrifo, sin embargo, 
no podrá ser jamás calificado de certo, aun-
que responda su contenido a la verdad, al 
efecto de justificar la nulidad en proceso 
especial. Su eficacia probatoria sólo podrá 
ser valorada en el proceso ordinario. En 
cambio, el que, con arreglo a esa concep-
ción, se presenta como genuino, aunque lue-
go no produzca la certeza moral que se re-
quiere para sentencia favorable a la nuli-
dad, puede estimarse ya, desde el princi-
pio, como documento cierto en que apoyar 
la pretensión de nulidad propia del proceso 
especial. 
Entonces, ¿se equipara así -dentro de 
tal concepción- documento cierto con do-
cumento genuino? Creemos, en principio, 
que no: el documento cierto siempre ha de 
ser un documento genuino, a nuestro pare-
cer, si sólo se entiende por éste el contra-
puesto a apócrifo; mas todo documento así 
entendido como genuino, no tiene por qué 
ser calificado necesariamente de cierto. 
te que sea. salvo en el caso iuris el de iure, per-
mite la prueba en contrario de lo que presume. 
Estos preceptos no resultan ser, a su vez, otra 
cosa que la aplicación, a una hipótesis determi-
nada, del principio general sobre presunciones iuris 
sentado en el c. 1826. 
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Veamos, sin embargo, en qué consiste la 
genuinidad de un documento, concepto que 
ha merecido atenta consideración por parte 
de la doctrina. El c. 1814 establece que los 
documentos públicos se presumen genuinos 
mientras con argumentos evidentes no se 
muestre lo contrario, pero no nos dice qué 
sea lo genuino. Sí cabe deducir, que lo que 
ha de ser genuino es el documento, no lo 
que sea genuino del documento. Por tanto, 
lo genuino, en el c. 1814, no se expresa en 
relación al contenido del documento, sino al 
documento como opus, como cosa hecha, co-
mo expresión, que toma forma gráfica, de 
unas declaraciones de voluntad o de unos 
actos humanos determinados que se produ-
jeron. Cuando el Codex se refiere al conte-
nido del documento público, lo hace en el 
c. 1816, y, tal como éste se expresa, cabría 
mejor hablar, a este respecto, de fidelidad 
del documento, o, en otros términos, qué 
sea lo auténtico -autenticidad- de lo ex-
presado en él. Precisamente, cuando se 
menciona el término authenticum, en el arto 
158 de la Instrucción PME, se refiere a la 
fidelidad de la copia con el documento ori-
ginal, la cual ha de quedar autenticada con 
determinados signos públicos que formal-
mente proporcionen las garantías de fideli-
dad que se le presume. En este aspecto, ve-
mos, de un lado, la relevancia del elemento 
fidelidad, y, del otro, el elemento externo, 
forma, que garantiza dicha fidelidad. No re-
sulta así extraño que, en muchas ocasiones, 
los autores hablen de genuinidad y de auten-
147. Vid. F. X. WERNZ-P. VIDAL, ob., t. Y ed. 
cts., pg. 456. 
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ticidad sin la debida discriminación entre 
uno y otro carácter. 
Por documento genuino, entienden Wernz-
Vidal,147 aquel que procede de la persona pú-
blica a quien se atribuye. Esta es la presun-
ción del C. 1814: una presunción de su pro-
cedencia en razón al autor del mismo. La 
concepción de estos autores parte, pues, de 
un aspecto formal del documento, en cuan-
to tiene un autor conocido, sin hacer refe-
rencia a su contenido. A continuación, sos-
tendrán que el documento público hace fe 
plena en cuanto se presume genuino, es de-
cir, porque su autor es persona que goza de 
fe pública, y tratarán de determinar, den-
tro del documento, qué es lo protegido por 
esa fe pública atribuida al sujeto público 
que lo expidió. Es lo que hemos llamado 
antes fidelidad del documento a la verdad 
del hecho que en él se representa. La fideli-
dad deriva, pues, para Wernz-Vidal, de la 
genuinidad, es decir, de la atribución del 
documento, como autor del mismo, a un su-
jeto determinado. Parecería como si se di-
jera que la fidelidad sólo puede darse en el 
documento público otorgado ante persona 
con fe pública. Claro es que tal afirmación 
no la manifiestan con tanta claridad Wernz-
Vidal,. pero podría deducirse de sus expre-
siones. En su contexto, sin embargo, sí de-
ben ser entendidos debidamente estos auto-
res, pues se refieren al documento público, 
y éste se presume genuino porque se presu-
me que procede de persona pública, y tal 
presunción arrastra consigo la de fidelidad. 
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En el mismo sentido Blat: « .. . genuina, seu 
illum habere revera auctorem, qui eadem 
suscribit».148 
Con ello se observa que siempre que se 
llama genuino a un determinado documen-
to, por razón del autor del mismo, se termi-
nará afirmando la autenticidad de ese docu-
mento según la fe que proporciona su sus-
cribiente y según también quede en el docu-
mento probada esa autoría.149 Entonces re-
sultaría que lo genuino y lo auténtico ven-
drían a coincidir, o al menos derivar direc-
tamente -como efecto y causa- lo segun-
do de lo primero. Entonces si un documen-
to, a la vez, ha de ser cierto -entendido 
éste como existente e imputable a su autor, 
y apto para representar el vicio del matri-
monio causante de la nulidad- y auténtico, 
habiéndose prescindido del término genui-
num, habría de pensarse que tal distinción 
se ha hecho con cierta intención por el c. 
148. A. BLAT, ob., t. Y ed. cts., pg.330. En cam-
bio, R. NAZ -ob., t. Y ed. cts., pg. 281- llamará 
auténtico al documento lors qu'il émane de celui 
auquel il est attribué ou dont il porte la signature. 
149. Esta relación del documento con su autor 
es fundamental para F. CARNELUTTI -Sistema ... , 
ob., t. Y ed. cts., pg. 414-, pues, en su sentir, "el do-
cumento merece la fe que goce su autor; una de las 
fuentes principales, por no decir la primera, de la 
autoridad del documento, es la autoridad de quien 
lo forma y al menos, mientras la técnica no 
ofrezca medios de representación que excluyan la 
falsedad, se puede uno fiar de quien lo ha hecho". 
De aquí que Carnelutti, un poco más adelante y 
en la misma obra citada -pg. 425-, afirme que 
"la certeza de la procedencia del documento del 
autor indicado se llama autenticidad". "No basta 
-agrega en pg. 426- que se manifieste el autor 
del documento; es preciso, para que el documento 
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1990 Y preceptos legales posteriores. Es de~ 
cir, dejándolo expresamente al margen del 
concepto de genuinidad, comprendido ya y 
sobreentendido en el de autenticidad. Se 
estaría contemplando sólo -con el califica-
tivo de cierto- al documento en su mero 
aspecto externo como forma adecuada de 
representación, independientemente de cual-
quier valoración de su eficacia probatoria, 
la cual sería alcanzada al exigírsele que no 
sólo sea cierto, sino también auténtico, con 
cuya cualidad añadida, el documento alcan-
zaría la autoridad necesaria, ante el juez, 
para considerarlo eficaz medio de prueba. 
Significaría tanto como distinguir entre me-
dio de prueba y medio eficaz de prueba. 
Mas, entonces, ¿para qué prescribir que la 
nulidad ha de quedar representada en docu-
mento certo? Bastaría que se exigiera que 
constara en documento auténtico, lo que ya 
presupondría certeza en el sentido que he-
haga fe en cuanto a ello, demostrar la veracidad 
de tal manifestación. A tal fin puede servir, de 
manera excelente, una declaración del mismo au-
tor, que reconozca que el documento proviene 
de él. Para hacer más segura la prueba docu-
mental se usa para esta declaración una forma que 
deje rastro sobre el documento mismo, de modo 
que éste proporcione no sólo la manifestación de 
su autor, sino también la prueba de su verdad; 
para esto sirve el escribir con la propia mano el 
propio nombre al pie del documento; esto es la 
suscripción" (los subrayados son de la obra cita-
da). El autor referido llama ya directamente auten-
ticidad no sólo a lo que un sector doctrinal ca-
mica de genuinidad, sino también la constatación 
probatoria de la atribución del documento a su 
propio autor, 10 que llamaríamos autenticación 
de su origen, que es, en definitiva, 10 que, para 
las copias, designa con la palabra authenticum el 
§ 2 del arto 159 de la Instrucción PME. 
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mos anotado, es decir, existencia, un autor 
conocido y una representación gráfica de la 
causa de nulidad relativa a persona deter-
minada, aparte de la eficacia de su valora-
ción. 
Tampoco creemos, por otra parte, que la 
genuinidad haga referencia a la conserva-
ción y presentación de un documento en for-
ma irreprochable, lo que parece sostener 
Jone cuando, en relación al arto 159 § 2 de la 
Instrucción y C. 1814, entiende que la genui-
nidad supponitur autem documenta non Za-
borare defectibus de quibus in can. 1818».150 
Los raspados, correcciones, interpolaciones 
o cualquier otro defecto material, dañan 
normalmente la eficacia del documento, po-
nen en trance de dudar -dentro del con-
texto legislativo- acerca de la exactitud del 
texto verdadero, o de su autor, o de otros ex-
tremos contenidos en el mismo, pero no ne-
cesariamente de la genuinidad del mismo. Es 
decir, que documento genuino estimamos 
no debe confundirse tampoco con documen-
to correcto. Este mismo autor nos dirá, tras 
entender que el C. 1818 es de aplicación tan-
to a los documentos públicos como a los 
privados, que si vero in documento invenia-
tur nota in qua notarius ipse attestatur do-
cumentum a se ipso esse correctum, etc., do-
cumento retinet integram suam vim probo-
bandi.151 
Lo que ocurre, a nuestro parecer, es que 
un documento así dañado, por defectos ma-
teriales como los señalados, desmerece, que-
da destituido de la fuerza probatoria públi-
150. H. J ONE, Commentarium ... , ob., t . Y ed. 
cts., pg. 175. 
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ca si es público; queda degradado en su fuer-
za presuntiva legal, y de aquí que el juez 
quede también en libertad de juzgarlo según 
su conciencia, no según la eficacia probato-
ria que la norma le otorgaba. Viene a per-
der, tal documento, el lugar que ocupaba en 
el supuesto normativo, es decir, se hace sos-
pechoso; pero esto no quiere decir que deje 
de ser genuino si lo era, ni auténtico si tam-
bién lo era. Sólo dejará de ser supuesto, he-
cho indicio, para sentar, con base a él, una 
presunción iuris. Supuesto de presunción le-
gal, que vuelve a ser recuperada en cuanto 
el notario que lo expidió, integrándolo en el 
cuerpo del documento, signándolo y suscri-
biéndolo, salva el defecto o vicio que se ob-
serva en él. Sin embargo, creemos que este 
tema, de los defectos materiales del docu-
mento, hace relación, más que a su genui-
dad, a la tercera característica de estos do-
cumentos, según el C. 1990: quod nulli con-
tradictioni veZ exceptioni obnoxium sit. 
Sigamos, sin embargo, la pesquisa, acer-
ca del concepto del documento genuino, en 
otros autores, por si podemos encontrar nue-
va luz con que enfocar y delimitar con ma-
yor precisión lo que los cuerpos legales lla-
man, sin definirlo, documento cierto. 
A la doctrina ya mencionada de que los 
documentos genuinos son aquellos que pro-
piamente proceden del autor o autores a los 
que se atribuyen, se opone Miguélez, quien, 
para su crítica, se sirve, primero, de argu-
mentos filológicos. De ellos concluye que «ni 
la palabra genuinus tiene una significación 
151. H. JONE, ibídem, pg. 177. 
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única de «propio del autor ... », ni esta signi-
ficación es ajena a la palabra «authenticus». 
y acudiendo al uso que el Codex hace de 
estas palabras, estima que «asÍ como la pa-
labra genuinus es de uso rarísimo en el Co-
dex, ... por el contrario, las voces authenti-
cus y authenticitas se usan frecuentemente». 
152 A este objeto se sirve del lndex Verborum 
ClC de A Laber, y tras unas citas de Rober-
ti -ya expuestas en este trabajo, por las 
que se contrapone el documento genuino al 
apócrifo- y de Lega-Bartocetti -haciendo 
consistir lo genuino del documento en que 
refleje el acto y sus circunstancias con ver-
dad, con sinceridad-, concluye sosteniendo 
la tesis de que la presunción de genuinidad 
del documento público, del c. 1814, es pre-
sunción de verdad de lo que contiene, mien-
tras con argumentos evidentes no se mues-
tre 10 contrario. 
y agrega Miguelez: «así nos parece bas-
tante anormal que un documento que se di-
ce público se presuma que lo es o que es del 
autor a quien se atribuye, aSÍ, por el .contra-
rio, nos parece justificadÍsimo y necesario 
que a un documento público, por el sólo he-
cho de serlo, se le revista de toda la autori-
dad que la autoridad pública merece», es 
152. L. MIGUÉLEZ, ob. y ed. cts., pg. 311. 
153. L. MIGUÉLEZ, ibídem, pgs. 314 y 315. Los 
subrayados son del autor. 
154. A. VERMEERSCH-I. CREUSEN, Epitome iuris 
canonici, IlI, Romae, 1956, pg. 92. F. M. CAPPELLO 
-Summa ... , ob., t. Y ed. cts., pg. 261- no es ajeno 
a este concepto cuando dice: genuinum... illius 
est auctoris cui tribuitur, pues en nota, a pie de 
página, hace constar que, en otro sentido,se llama 
genuino, si revera est id quod dicitur, sive ori-
ginale, sive exemplar fideliter scriptum. Precisa-
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decir, «que sea tenido por sincero o veraz 
en sumo grado»; de tal manera, «que con-
tra él sólo puedan prevalecer argumentos 
que ·sean evidentes, y esto es 10 que ha he-
cho el canon 1814». A su juicio, este canon 
«establece el principio general, y el 1816, al 
deducir la consecuencia para el juicio, ex-
plica y aclara aquel principio, diciendo has-
ta dónde llega y de dónde no pasa la fe que 
hace el documento público». En su opinión, 
pues, se tratan de «dos cánones con carac-
terísticas propias bien definidas, pero Ínti-
mamente relacionadas entre SÍ».153 
Sacando las citas referidas de su contex-
to, que hace siempre relación al documento 
público, el concepto de genuinidad parece 
que no deja de tener su propia sustantivi-
dad. Lo genuino hace relación, según esta 
postura, a lo verdadero del documento, es 
decir, al contenido que refleja; no a que el 
documento sea verdadero en si mismo, en 
cuanto modo formal de expresión, sino a 
que lo expresado en tal documento es ver-
dadero. De esta postura participan otros au-
tores. Así cuando por algunos se dice: genui-
num id re vera est quod dicitur, seu origi-
nale seu fideliter transsumptum exemplar.l54 
También Della Rocca nos dirá que «la pre-
mente, al enfrentar M. Cardo LEGA-V. BARTOCCETI 
-ob., t. Y ed. cts., pg. 791 Y 792- la autenticidad 
a lo genuino, entienden que aquélla es una cua-
lidad extrínseca -est attestatio facta a persona 
competente quod certa scriptura est illius cui attri-
buitur-, mientras la genuinitas magis ad intrin-
secam -latius patel el comprehendit nedum scrip-
turae authenticitatem sed veritatem eorum quae in 
scriptura referuntur; por lo que cabe una prueba 
de la genuinidad, aunque se trate de documento 
público si no podía en él prestarse la fe debida, 
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sunclOn de genuinidad se refiere propia-
mente al contenido del documento y a sus 
elementos exteriores, mientras que la auten-
ticidad del mismo, como atestación hecha 
por la persona, dice relación a la proceden-
cia respecto de aquel a quien se atribuye».155 
Nos parece, de lo expuesto, que la genui-
nidad del documento se halla Íntimamente 
ligada, sin embargo, en cualquiera de estas 
concepciones, con el documento público: Ya 
se entienda que lo genuino del documento 
es su atribución al autor del mismo, ya se 
entienda, por el contrario, que consista en 
la prueba de la verdad de su contenido. 
Ambas corrientes de opinión, no dejan 
de desembocar en la misma idea común: el 
documento público hace presumir verdadero 
lo que en él se contiene, aunque tengamos 
que atender a las limitaciones que a la ex-
tensión de esa verdad impone el c. 1816. Los 
que mantienen la segunda postura, porque 
estiman que la presunción de genuinidad se 
corresponde con la presunción de verdad. 
Mas también, de igual modo, de una mane-
porque el notario fuera corrompido con dinero y 
no aseverase la verdad, o fue engañado o era in-
capaz por otras causas. Mas tales argumentos, a 
nuestro sentir, no caben se les admita fácilmente. 
Porque, entonces -nos preguntamos-, ¿qué sen-
tido tiene la fidelidad del documento a la que se 
refiere el c. 1816? ¿No es a esto a lo que se re-
fiere el término autenticidad? En este canon, a 
nuestro parecer, se protege precisamente la pre-
sunta verdad expresada por el documento, y se 
señalan los límites de la presunción. Impugnar 
esa fidelidad del contenido del documento, por 
no responder a la verdad, nos parece que va más 
bien por el camino que ofrece el c. 1816, en vez 
de por el 1814. 
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ra mediata, llegan a idéntica conclusión los 
que mantienen que presunción de genuini-
dad se corresponde con presunción de atri-
bución al notario u oficial público que lo 
suscribe, pues tal cualidad lleva a la pre-
sunción de autenticidad de su contenido, 
cuya veracidad queda legitimada por la au-
toridad de quien otorgó dicho documento. 
En definitiva, en uno y otro caso, podemos 
decir que de igual modo se alcanza la valo-
ración legal de prueba plena que al docu-
mento público le otorga el sistema codicia!' 
Si a su vez acogiéramos la doctrina ex-
puesta anteriormente, consistente en que do-
cumento cierto es aquel que ofrece una 
prueba plena al juez para el conocimiento 
de la causa que sirve a la nulidad pretendi-
da, llegaríamos entonces a la conclusión de 
que un documento cierto, en rigor, no es 
otra cosa que un documento genuino, aun-
que con independencia, en nuestro caso, de 
que sea público o privado. Es decir, un do-
cumento que, por si mismo, evidencia su ge-
nuinidad, y, con ella, la verdad de su con-
155. F. DELLA ROCCA, Instituciones ... , ob. y ed. 
cts., pg. 256. En nota a pie de página cita en tal 
sentido la sentencia SRR, c. Janasik, 27.V.1939, 
así como las c. Parrillo, 6.VI.1930; c. Many, 9.VII. 
1918 y c. Prior, 14.U.1919. Esta postura cuenta, 
pues, con apoyos importantes. Sin embargo, ¿se 
entiende por genuino lo verdadero? ¿No es ge-
nuino aquello que surgió a la vez que el acto mis-
mo que se intentó reflejar por el documento? Y 
volvemos a repetir: ¿qué sentido tiene el c. 1816? 
¿,Es que quizá el Codex no establece más que una 
presunción de genuinidad, única y la misma en el 
c. 1814 y en el 1816? ¿,Por qué, pues, se habla 
continuamente, tanto por la doctrina como por la 
jurisprudencia, de que se presume que el docu-
mento no sólo es genuino sino auténtico? 
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tenido. Mas entonces, nos volvemos a pre-
guntar: ¿por qué se exige que ese documen-
to, en el proceso especial, no sólo sea cierto, 
sino también auténtico, y que, además, no 
sea susceptible de contradicción ni excep-
ción alguna? Y de igual modo nos pregun-
tamos: ¿qué documento, por si mismo, pue-
de llegar a ofrecer, a priori, tal certeza al 
juez, sin necesidad de ningún otro comple-
mento probatorio? 
Eso es sólo posible que ocurra en el do-
cumento público, y, a nuestro parecer, por-
que la ley le otorga plena fuerza probato-
ria. Entonces llegaríamos a la conclusión 
-que entendemos no puede ser admitida-
de que documento público y documento cier-
to es exactamente lo mismo. Y entonces, 
'pensamos, resultaría que toda la doctrina 
procesal reaccionaría contra tal postura, y 
las razones serían poderosas. ¿Por qué, sin 
embargo, el legislador, dentro de su propio 
sistema codicia!, ha creado esta figura del 
documento cierto, cuando, sin innovaciones, 
podía haber hecho referencia al documento 
'público? ¿Para qué utilizó, además, junto al 
término certum, el de authenticum, cualidad 
gue ya de por sí goza el documento públi-
co? ¿No estaríamos de nuevo simplemente 
en presencia del sistema de valoración legal 
de la prueba, en vez del de libertad de apre-
ciación por el juzgador? 
3) Lo «cierto» como elemento mInlmO 
formal, primario y existencial, del do-
cumento certificativo. 
Estas y otras preguntas más se suscita-
rían necesariamente, e intentar responder-
las nos conduce a mantener una postura 
distinta a la que hasta ahora se ha venido 
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sosteniendo. Postura que nos aleja de cual-
quier equiparación entre documento cierto 
y documento genuino. 
Creemos que la certeza del documento 
hace referencia al instrumento mismo, no a 
la verdad de su contenido. Parece ser que el 
Código iuris canonici ha deseado liberarse, 
al legislar sobre el documento del proceso 
especial, del sistema de valoración legal de 
la prueba de documentos, y de aquí que ha-
ya evitado insertar el documento exigido en 
las categorías formales que, respecto a los 
documentos, el propio Código sienta. Ha de-
seado también que el Ordinario como juez 
proceda a la libre valoración de la prueba 
documental que se le aporta. Pero ha man-
tenido, a su vez, ciertas exigencias relativas 
al documento, que no son formas propia-
mente dichas del mismo, entendidas tales 
formas como requisitos de solemnidad pa-
ra su expedición y eficaCia; mas, al mismo 
tiempo, no ha querido que con cualquier 
base documental pueda ser incoado este es-
pecial proceso: ha exigido, en primer lugar, 
que el documento sea cierto. 
Cualquier documento, por libre que ha-
ya sido en su otorgamiento y composición, 
no deja de tener una forma mínima en la 
que se plasma o cristaliza. El documento, 
en definitiva, por sí mismo, no deja de ser 
-cualquiera que sea- un modo de expre-
sar voluntades o de registrar hechos o ac-
tos que acaecen en la vida de los hombres; 
en nuestro caso, además, hechos o actos que 
alcanzan una trascendencia jurídica. Lógi-
co es que el legislador, al intentar liberar, 
a este documento propio del proceso espe-
cial, de formas determinadas o solemnida-
des, exija al menos la mínima formalidad 
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que acredite su propia existencia y su apa-
rente trascendencia jurídica ante el juez que 
libremente ha de enjuiciar la nulidad pedi-
da con base al mismo. 
El documentum certum se muestra así 
como el último e imprescindible reducto de 
la formalidad para que al juez le sea permi-
tido conocer de la nulidad pedida in casibus 
specialibus con base a un documento sobre 
cuyo valor libremente ha de pronunciarse, 
enjuiciándolo: es decir, un documento, co-
mo dijimos, que se presente como veraz - no 
apócrifo-, que refleje o represente el vicio 
de nulidad del matrimonio que se alega co-
mo «caput nullitatis» y que afecte, al me-
nos, a uno de los cónyuges, si no a los dos, 
según sea el caso. Su verdad dependerá de 
las otras dos características que se han de 
sumar al documento cierto según el c. 1990. 
Veamos ciertas consideraciones que so-
bre la forma del documento formula Núñez 
Lagos: «Del hecho jurídico interesa al Dere-
cho: 1) la existencia; 2) la persistencia o 
prueba». Luego vendrá la valoración o efi-
cacia, bien de su existencia o de su prueba. 
«En correlación con cada una de estas fa-
ses del hecho se produce la forma». Y ésta 
es, en sentido amplio, «la figura, contorno 
o perfil con que el hecho se hace percepti-
ble en el mundo jurídico».I56 «El hecho, pa-
ra existir -y tener, por tanto, un mínimo 
de eficacia, puesto que el Derecho no admi-
te el hecho jurídico como ser indiferente-
pertenece al ámbito de las formas libres; 
pero para valer, para alcanzar ciertos gra-
156. R. NÚÑEZ LAGOS, Hechos y derechos ... , oh. 
y ed. cts., pgs. 15 y 16. 
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dos de eficacia, necesita acogerse de formas 
obligatorias ».157 
Pues bien, esas formas obligatorias son 
las que ha querido eliminar como necesa-
rias el legislador a la hora de dictar las nor-
mas relativas al documento acreditativo de 
la nulidad en el proceso especial. Le ha bas-
tado, en principio, que el documento exista 
y se presente externamente al juez como 
acreditativo del factum, que hizo nulo el 
matrimonio cuya validez se impugna. En 
efecto, «las formas de valer no pertenecen 
al aspecto «existencia» del hecho jurídico 
que estamos estudiando, sino al de «valora-
ción» del hecho jurídico».158 
Cosa bien distinta de que el documento 
sea cierto es la de que el documento sea 
verdadero, tal como aparece en su expre-
sión formal, y en su contenido mismo. El 
legislador canónico, en este caso, ha queri-
do prescindir de formas legales, ha impues-
to exigencias que se refieren más bien a la 
sustancia del documento, a la patencia de 
su contenido; ha eliminado solemnidades; 
ha liberado al juzgador del sistema legal 
valorativo de la prueba. Pero el documento 
es forma en su existencia, forma expresiva 
de lo que representa. Y de este aspecto for-
mal mínimo, intrínseco al concepto mismo 
del documento, el legislador -a favor del 
sistema de libre apreciación en este caso-
no ha podido, sin embargo, desligarse por 
completo. Ni ha querido desligarse a fin de 
que las actuaciones judiciales no sean inú-
tilmente promovidas. Y de aquí esa invoca-
157. R . NÚÑEZ LAGOS, ibídem, pg. 21. 
158. R. NÚÑEZ LAGOS, ibídem, pg. 22. 
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ción al documento cierto, como la última 
expresión de la forma, arrinconada, en nues-
tra hipótesis, a una mínima exigencia sobre 
la existencia misma del caput nullitatis que 
sirve de causa a este especial proceso. Las 
demás características que se reclaman para 
su debida valoración -'-su autenticidad y la 
carencia de objeciones- se han de apoyar 
necesariamente sobre este elemento prima-
rio y existencial del documento: que sea 
cierto en cuanto posea aptitud constatadora, 
representativa, del caput que sirve de causa 
a la nulidad pretendida. 
e') Que el documento cierto sea auténtico. 
Este documento, que se califica como 
cierto al representar la causa aducida de la 
nulidad, exige la ley que sea, además, autén-
tico. Pero, ¿qué es lo authenticum? Ni el 
Codex, ni el Motu proprio Causas matrimo-
niales, dan de ello un concepto. Sólo la Ins-
trucción PME, en su arto 159 § 2, con rela-
ción a las copias de los documentos, las con-
sidera auténticas cuando, reuniendo deter-
minadas solemnidades formales en su expe-
dición, fueron autorizadas por notario ecle-
siástico o por quien esté al frente de los ar-
chivos donde se hallan los documentos ori-
ginales. Entonces resulta que copias autén-
ticas coinciden con copias expedidas por per-
sona pública que tiene fehaciencia, a la vez 
que ésta se ha sujetado al expedirlas a cier-
tas exigencias formales. 
Desde ese punto de vista, podría decirse 
que la Instrucción de 1936 vino a hacer coin-
cidir, cuando se trataba de copias al menos, 
documento auténtico con documento públi-
co. La copia será auténtica porque el fun-
cionario público da fe, en definitiva, de su 
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exacta correspondencia con el documento 
original, es decir, en cuanto transcribe, con 
presunción de fidelidad -derivada de la fe-
haciencia con que opera la persona encar-
gada de la función certificativa-, un docu-
mento que, como obra hecha, reducida a 
res, no puede aportarse directamente a los 
autos por ser inseparable del archivo o li· 
bro registro en que se halla. 
Esta solución, aplicada, con carácter ge-
neral, a toda clase de documentos, sería de-
masiado sencilla de admitírsela en toda su 
simplicidad. Pues entonces no podríamos 
entender nunca por qué el c. 1990, y los pre-
ceptos legales concordante s de fechas pos-
teriores, no acudieron a exigir expresamen-
te que este proceso especial de naturaleza 
documental se apoyara, como supuesto, sim-
plemente en el documento público y no en 
el cierto y auténtico que especialmente re-
claman. Por otra parte, todo lo que expusi-
mos en relación a que, en estas hipótesis, las 
normas jurídicas positivas habían expresa-
mente excluido el sistema de valoración le-
gal de la prueba sustituyéndola por un sis-
tema de libre valoración judicial, ajeno a 
las formas clásicas de clasificación de los 
instrumentos, no tendría sentido. 
Por ello, nos vemos movidos a buscar un 
concepto de documento auténtico no ligado 
necesariamente a la autenticidad que espe-
cíficamente arrastra el documento público. 
y hemos de intentar comprobar, por consi-
guiente, si cabe hablar también de la auten-
ticidad del documento privado: Del mismo 
o análogo modo que hemos comprobado 
-al menos así lo creemos- que el docu-
mento cierto no se corresponde exactamen-
te con documento genuino. 
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1) Calificar de auténtico a un documento 
significa emitir un juicio acerca de 
su valor como instrumento de prueba. 
«Auténtico -nos dice un autor español 
de Derecho procesal civil-, según nuestro 
Diccionario, no es sólo lo que hace fe públi-
ca, sino lo que se acredita de cierto y posi-
tivo; es decir, lo que de, por sí, basta para 
justificar inequívocamente un hecho; y por 
eso, cuando la Ley Procesal civil habla de 
autenticidad, no alude a la condición públi-
ca o privada del documento, sino a los qui-
lates de su valor, al efecto de probar sin 
más, o al de patentizar que no es legítima 
una desviación de lo que, por modo irrefu-
table, está ya acreditado».159 
Lo que acabamos de exponer, nos colo-
ca en un camino de conocimiento probable 
acerca de la comprensión total del documen-
to que exige el c. 1990. Cuando éste reclama 
que el documento ha de ser cierto, está exi-
giendo un testimonio escrito certificativo de 
la nulidad aducida. Pero al documento le 
hemos de llamar, además, auténtico, en ra-
zón a que ese testimonio acreditativo ha de 
resultar veraz. Un documento, pues, alcan-
za, en esta hipótesis, la cualidad de auténti-
co, en la medida que resulta inequívoco el 
testimonio que acredita. Hace, por tanto, re-
ferencia, en principio, a la valoración del 
documento. Este se llamará cierto en cuanto 
asépticamente representa una realidad de 
hecho, que se intenta señalar como existen-
te; se designará auténtico en cuanto esa re-
presentación se estima verdadera. El docu-
mento es cierto en cuanto representa; es au-
159. M. DE LA PLAZA, La Casación civil, Madrid 
1944, pgs. 236-237. Los subrayados son del autor. 
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téntico en cuanto lo que representa provoca 
en quien lo contempla -en nuestro caso, el 
Ordinario actuando como juez- la certeza 
moral de que lo representado es verdadero. 
Lo cierto del documento, dijimos, es el 
último reducto en que se aloja su inevitable 
y mínima exigencia formal, incluso cuando 
se intenta evitar todo acompañamiento de 
formas estereotipadas, es decir, de solemni-
dades garantizadoras de la excelencia del 
documento. Lo auténtico del documento se-
rá, en cambio, en esta hipótesis legal, la ex-
celencia intrínseca del mismo, la fuerza con-
vincente de la verdad del hecho en él cons-
tatado como existente. 
2) Genuinidad y autenticidad, categorías 
correlativas del documento público, 
permiten la afirmación de su fideli-
dad, tanto formal como sustancial. 
Lo que ya quedó escrito respecto al do-
cumento público, en relación con las pre-
sunciones que de él derivan, demuestra la 
razón de nuestra postura. La genuinidad 
presunta conduce siempre a la autenticidad, 
si se entiende por genuino el documento en 
cuanto se presume obra del autor, titular 
del oficio público, que lo suscribió: el efec-
to consiguiente, de tal concepción de genui-
nidad, es que un documento otorgado por 
quien está encargado públicamente de expe-
dirlo, es un documento presuntamente ver-
dadero también, es decir, auténtico. La so-
ciedad organizada jurídicamente descansa 
en la seguridad que le ofrecen sus fedatarios 
públicos. «La frase fe pública responde a un 
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concepto histórico, de matices místicos, que 
para la teoría general del Derecho no tiene 
otro significado que el de un grado o mane-
ra de eficacia de ciertos hechos narrados en 
un texto documental, eficacia atribuida por 
la Ley a una clase de documentos califica-
dos de públicos».l60 
En cambio, «una cualificación muy im-
portante del documento es la autenticidad. 
El documento auténtico ha sido definido por 
la jurisprudencia -enseña Prieto-Castro-, 
como aquel que por sí mismo hace prueba 
o da fe de su contenido».161 
Authenticum -nos dirá Noval- «sive 
originali, cuius genuinitas sit indubia, de 
cuius fidelis excriptione constet ex suscrip-
tione publicae personae».162 Es decir, que si 
se sigue el criterio doctrinal y jurispruden-
cial ya señalado por Miguélez, Della Rocca y 
otros autores, que entienden que un docu-
mento es genuino en cuanto lo que contiene 
o expresa es verdadero, se ha de terminar 
160. R. NÚÑEz LAGOS, ob. Y ed. últ. cts., pg. 27. 
Este autor es de los que entienden que genuini-
dad quiere decir tanto como paternidad del do-
cumento: "El documento es genuino -nos dice 
en "Documento auténtico ... ", ob. y ed. cts., pg. 75-
cuando realmente ha emanado del autor que ex-
presa. Autor aparente y autor real coinciden". 
Vid. además, en esta publicación nuestra, las 
notas 147 a 149. 
161. L. PRIETO..cASTRO, ob., t. Y ed. cts., pg. 492. 
162. J. NOVAL, Commentarium ... , ob. t. Y ed. 
cts., pg. 580. En el mismo sentido F. M. CAPPELLO 
-Summa ... , ob., t. Y ed. cts., pg. 261-, en cuanto 
es la autoridad pública, que otorga el documento, 
la que lo hace auténtico, observando a su vez las 
exigencias legales de solemnidad: Authenticum, ... a 
publica autoritate, debita servata forma est confec-
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afirmando, sin embargo, que autenticidad 
hace relación a la verdad de su proceden-
cia.163 En tal sentido, se pronuncia la sen-
tencia TRNA de 4 de noviembre de 1971; 
«La palabra genuinidad es más amplia que 
la de autenticidad. Esta significa que el do-
cumento tiene autoridad, es decir, pertene-
ce al autor que lo autoriza y, por tanto, go-
za de verdad extrínseca, verdad material del 
instrumento. En cambio, la genuinidad com-
prende tanto la verdad material (veritas ins-
trumenti) cuando la verdad ideológica, re-
lativa al fondo y contenido del instrumento 
(intrinseca objeti veritas)>>. De aquí que «a 
la autenticidad se opone directa y principal-
mente la falsedad material o alteraciones de 
la materialidad del instrumento, verbigra-
cia, adulteraciones, adiciones, tachaduras o 
borraduras, etc. En cambio, a la genuinidad 
se opone propiamente todo lo que falte a la 
pureza completa del instrumento, en espe-
cial, lo que sea contrario a la verdad del 
contenido».I64 
tum... Documentum publicum per se est semper 
authenticum, et qua talem fidem facit. 
163. Vid. notas 152 a 155 de este trabajo. 
164. Publicada por L. DEL AMO, en "Revista de 
Derecho Privado", LV:I (Madrid 1972), pg. 1043. En 
definitiva, esta doctrina del Tribunal de la Rota de 
la Nunciatura española, es coincidente con la doc-
trina del Tribunal de la SRR c. J anasik 27 mayo 
1939, consistente en lo que paladinamente se afir-
ma: genuinitas latius quam authenticitas patet, 
nam prima comprehendit nendum scripturae au-
thenticitatem sed veritatem eorumquae in scrip-
tura referuntur. Unde authenticitas magis pertinet 
ad veritatem seu qualitatem extrinsecam, genui-
nitas magis ad intrinsecam. Vis plenae probatio-
nis consistit proinde in hac praesumptione genui-
nitatis quae suum fundamentum habet in qualita-
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Así resultan convertibles, en definitiva, 
los dos términos, al ser ambos expresivos 
-se siga una u otra corriente de opinión-
de un documento de contenido presuntiva-
mente verdadero por haber sido obra de un 
autor que, por gozar de fe pública, presta la 
fuerza de esta fe no sólo a lo que hace sino 
también a lo que en él se dice. De aquí que 
en todo documento público deba ser reco-
nocida esa fe en un doble aspecto: fidelidad 
formal de su otorgamiento, en razón al au-
tor del que procede (Uámesele genuinidad o 
autenticidad), y fidelidad sustancial de lo 
que contiene en relación al fenómeno jurí-
dico, o con trascendencia jurídica, que re-
fleja. 
A tal distinción responde, de un lado, la 
autenticidad a la que hace mención el arto 
159 de la Instrucción PME, exigitiva además 
de ciertas señales autenticadoras de la tarea 
realizada, que pregonan la fidelidad de la 
copia con el original transcrito; y, de otro, la 
fidelidad (llámense genuinidad o autentici-
dad) del contenido documental en razón a 
lo que en el documento original -respecto 
al fenómeno jurídico representado, por ha-
berlo podido percibir el oficial público con 
sus propios sentidos- se ha hecho constar, 
habida cuenta, además, de la finalidad para 
la que el documento se otorgó (vid. C. 1816), 
que es la razón fundamental o causa moti-
vadora de la intervención en el mismo del 
oficial público. 
te publici officialis (parochi), actum conficientis 
intra limites suae potestatis. Genuinitas heic in-
telligitur actui intrinseca quippe ea omnia in do-
cumento relata ex iuris preasumptione habentur 
veritatis conformia prouti relata sunt. (Sacrae Ro-
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3) La llamada autenticidad formal del 
documento público comporta la pre· 
sunción de su autenticidad sustancial, 
o de verdad de su contenido, en diver-
sa medida. 
«Todo documento constituye una unidad 
formal», nos ilustra Núñez Lagos. «Pero es-
ta unidad formal no impide que dentro del 
mismo documento existan diferentes fuen-
tes de prueba. Así, por la calidad pública o 
privada de su autor, menciones debidas a 
funcionario público y declaraciones de los 
particulares, y dentro de éstas pueden tener 
distinta significación y alcance: confesorias, 
testimoniales, afectadas por la aquiescencia 
y afectadas por la recusación» . Añadiendo: 
«No hay que perder de vista en el documen-
to los dos aspectos: el documento en sí: 
instrumentum, y su contenido (negotium). 
La unidad formal del documento no impide 
que su contenido negocial sea múltiple y 
hasta divergentes».165 
Conforme al arto 159 de la Instrucción 
PME, cabe hablar, pues, de una autentici-
dad de la copia, referida a su autor y a las 
circunstancias de su expedición. Tal con-
cepto de autenticidad podría ser extendida 
a todo documento público. A esta concep-
ción responde un sector importante de la 
doctrina procesal canónica y de la jurispru-
dencia rotal. Se hace con ello relación 
-prescindiendo de si se debe calificar de 
genuinidad, término evitado por el C. 1990-
manae Rotae, Decisiones seu sententiae, vol. XXXI, 
Dec. XXXV, pg. 323). 
165. R. NÚÑEZ LAGOS, Documento auténtico .. . , 
ob. y ed. últ. cts., pgs. 87-88. 
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a lo que se llama «autenticidad externa, cor-
poral o autenticidad de forma», al decir de 
Núñez Lagos. Este autor continúa: «En el 
documento público, en su totalidad, como 
medio de prueba, por definición... siempre 
es autor el funcionario público... Esta au-
toría de la integridad de la forma corporal 
es lo que se llama fuerza probante formal 
del documento público». Fuerza que Núñez 
Lagos niega pueda tenerla el documento 
privado. Si alcanza éste, en alguna ocasión, 
la referida autenticidad externa, será porque, 
«en el reconocimiento legal, al documento 
privado se le añade y yuxtapone un docu-
mento público, que en sí mismo tiene au-
tenticidad y que declara la autoría del mis-
mo documento privado ... », por lo que «la 
fuerza probante formal nunca es del docu-
mento privado, sino del público, que lo com-
plementa».I66 
Para Carnelutti, esa certeza de la proce-
dencia del documento, en razón al autor in-
dicado, es lo que se llama autenticidad. «Pe-
ro es conveniente observar -aclara- ya 
166. R. NÚÑEz LAGOS, ibídem, pg. 76. En efecto, 
este autor -Fe pública ... , ob. y ed. cts., pg. 47-49-
nos dice que "el funcionario que autoriza el docu-
mento privado no es indiferente". Y lo mismo 
puede decirse en relación con el que expida la 
copia: "es un problema de "competencia" del 
funcionario que autoriza la copia". Este es el que 
responde de la fidelidad al original, de "la exacti-
tud e integridad de la copia o de su contenido". 
También nos habla del "relato o relación" que "es 
un resumen ... del contenido de uno o varios docu-
mentos". El efecto, nos terminará diciendo, con-
siste en que "las copias directas, debidamente 
autorizadas, tienen igual valor que el original". Y 
en Derecho Canónico podríamos añadir que tam-
bién las copias de las copias, cuando éstas se-
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desde ahora que hay documentos que llevan 
en sí la prueba de su procedencia o de su 
formación, en el sentido de que no hay ne-
cesidad de otras pruebas, aparte del docu-
mento mismo, para proporcionar al juez la 
certeza: tales son, en general, los documen-
tos públicos, los cuales se llaman también 
documentos auténticos, precisamente por-
que no es necesaria otra prueba fuera del 
documento mismo a fin de producir la cer-
teza en cuanto a su autor».167 
Para Carnelutti, «el acto público hace fe 
de su autor; en otros términos, no necesita 
nada el juez a fin de tener por cierto que el 
documento proviene de aquel que indica co-
mo autor; a tal fin, el documento público 
es siempre, según las normas de su forma-
ción, un documento nominal. Esta regla no 
está enunciada por la ley, pero se deriva a 
contrariis de las disposiciones dictadas pa-
ra las escrituras privadas, cuya autenticidad 
debe ser probada mediante pruebas extra-
ñas a la escritura misma».I68 
gundas estén debidamente garantizadas, por el 
oficial público que las expidió, en cuanto a su 
autenticidad. Y esto ha de entenderse así, porque 
al no existir ninguna prescripción canónica con-
traria a ello, se ha de estimar que la conservación 
de la cadena de autenticidades garantiza la auten-
ticidad de la última copia expedida, siempre que 
se señale, claro es, en ella, esa autenticación de-
rivada o sucesiva. El arto 159 § 2 de la Instrucción 
PME abona esta doctrina al no limitar las facul-
tades del Notario eclesiástico a la hora de expedir 
copias auténticas. Por otra parte, el c. 1819 no 
formula ninguna restricción a este respecto. 
167. F. CARNELUTTI, Sistema ... , ob., t. Y ed. cts., 
pg. 425. 
168. F. CARNELUTTI, ibídem, pg. 507. 
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Con arreglo a esa doctrina, relativa, a la 
autenticidad formal, en sede canónica se di-
rá: authentica seu originalia vocantur quae 
ab ipso instrumenti auctore procedant, 
exempZaria quae ex ipso originali inmedia-
tae veZ mediate transumpta sunt. Vocantur 
quoque apud canonistis mediiaevi: copiae. 
Por tanto, authenticum dicitur quoque do-
cumentum quod per se fidem facit. 169 De 
aquí deriva también una notable limitación 
para el concepto: Documentum authenti-
cum est quoque transcriptum quod perso-
nae publicae testimonio nuniturYo Resulta, 
por tanto, en estos autores, el concepto de 
documento auténtico análogo al que de la 
copia auténtica tiene el arto 159 de la Ins-
trucción ya citada, es decir, un documento 
expedido por un notario o por la persona 
169. A. VERMEERsCH-1. CREUSEN, ob., t. Y ed. 
cts., pg. 9l. 
170. A. VERMEERSCH-1. CREUSEN, ibídem, pg. 161. 
171. 'En tal sentido se expresa M. CONTE A Co-
RONATA -ob., t. Y ed. cts., pg. 291- cuando ex-
pone: Documentum seu instrumentum authenti-
cum, seu scriptura authentica dicitur quae per se 
fidem facit, sive in contingant ob interventum pu-
blicii notarii, sive ex apositione sigilli authentici, 
sive alio modo... Un de vocator authenticum quasi 
ex se auctoritatem habens ... Etsi instrumentum 
publicum et authenticum possit notari aliqua di-
ferentia, in effectu tamen parum interest, ac fre-
cuenter publica et authentica instrumenta sumun-
tur por synonymis. Esta, dice ser, es la postura 
mantenida por Reiffenstuel y Muñiz. Authenticum, 
seu publicum ad norman can. 1813 -nos dirá 
F. M. CAPPELLO, Summa ... , ob., t. Y ed. cts. pg. 
384-, ita ut publicam faciat fidem, sive inme-
diate et directe si est scriptum originale, sive me-
diate et indirecte si est exemplar ex originali 
desumptum, legitiman formam ad normam iuris 
confectum. Con esta versión de que sólo el do-
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encargada del archivo público en el que se 
halla el documento originario. De este mo-
do, viene a coincidir, indudablemente, docu-
mento auténtico con documento público; 171 
y en razón a tal origen, a su autor, el docu-
mento se presume también genuino, de aquí 
la necesidad, además, para llamar auténtico 
al documento, si signat referat ordinata ut 
fide habeatur dignum; haec signa sunt no-
tarii subscriptio, sigillum et cetera huiusmo-
di. 172 
Del mismo modo se pronuncia G. Failde, 
refiriéndose a la presunción de genuinidad: 
para que estos documentos gocen... de ple-
no valor probatorio, deben estar hechos, 
aparte de por la persona constituida para 
dar fe por razón de su cargo,173 «con las so-
cumento auténtico se verifica en el documento 
público, R. NÚÑEz LAGOS -Documento auténtico ... , 
ob. Y ed. últ. cts., pgs. 102-103- nos dirá que 
"la autenticidad únicamente se produce dentro 
de la prueba legal documental" (los subrayados 
son del autor). Dentro de este contexto se halla 
la doctrina de E. F. REGATlLLO -Institutiones ... , 
ob., t. Y ed. cts., pgs. 317-318- cuando distingue, 
por su origen, los documentos públicos: origina-
lia (vel authentica) sunt ab ipso auctore redac-
ta; exemplaria (copias) ex illis transumpta; quae 
sunt authentica seu vidimata (a vidimus), si ex-
pediuntur a persona publica, quae fidem faciat 
de eorum concordia cum originali. Originale va-
catur etiam protocollum; ex scriptum ex eo, exem-
plar vel transumptum. 
172. M. Cardo LEGA-V. BARTOCCETI, ob., t. Y ed. 
cts., pg. 782. 
173. "Nadie -nos dirá R. NÚÑEz LAGOS, He-
chos y derechos ... , ob. y ed. cts., pg. 33-, al re-
ferirse al funcionario, puede decir que éste tenga 
fe pública más que en sentido figurado, refirién-
dose al autor del documento con fe pública, pues 
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lemnidades O formalidades exigidas, por el 
derecho o por la costumbre legítima, para 
la confección de un documento público de 
esa clase, v. gr., la forma del documento por 
parte de la persona pública, el sello, la in-
serción en el lugar destinado a esa clase de 
documentos, la ausencia de tachaduras o co-
rrecciones o raspaduras, etc., etc.».174 
Prescindiendo de esas posibles deficien-
cias materiales del documento señaladas en 
último lugar, que, como dijimos, pertene-
cen más bien a la exigencia del c. 1990, quod 
nulli contradictioni veZ exceptioni obnoxium 
sit, en rigor, los requisitos de solemnidad 
que han de acompañar al documento para, 
desde un punto de vista formal, ser llamado 
auténtico, se corresponden con las estable-
cidas para las copias auténticas en el art. 
159 § 2 de la Instrucción PME: oportet sit 
manuscriptum, firmatum subscriptione ... , et 
sigillo munitum, que autentican la fe que 
adorna el hecho de su expedición,17s es decir, 
la plena autenticidad formal del documento. 
todo documento público, esto es, que hace fe por-
que lleva en sí fe pública, tiene necesariamente 
un autor en el ejercicio de una actividad pública". 
"Y ello es -nos añadirá en pg. 57- porque en 
este caso no son necesarias ni la prestación del 
juramento judicial ni el examen judicial del fun-
cionario que emite el testimonio". 
174. J. J. G. FAILDE, Valor probatorio ... , ob. y 
ed. cts., pg. 580. Como dice R. NÚÑEZ LAGOS -La 
fe pública, ob. y ed. cts., pg. 33-, "el documento 
público, además de tener por autor a persona 
pública, tiene que reunir la otra cualidad: so-
lemniter confecta". 
n5. Esta necesidad de que el documento sea 
manuscrito y a su vez suscrito por el funcionario 
que da fe, se corresponde con lo que hace notar, 
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Mas esa autoridad de que se reviste la 
autenticación del documento-copia, al expe-
dirlo, arrastra consigo la presunción de fi-
delidad con su original de todo lo en él cer-
tificado. Porque el oficial público, que se 
hace responsable de su expedición, ha teni-
do presente, al extender la certificación o 
trasunto, el original que testimonia. Luego, 
ha debido compulsar ambos documentos. 
Con sus propios sentidos corporales ha com-
probado la identidad de la copia con el ori-
ginal. Y esta comprobación de exactitud se 
presume hecha fielmente dada la fe pública 
con que certifica el autor del documento. 
La autenticidad formal, del documento-co-
pia, comporta asimismo la autenticidad sus-
tancial del mismo, es decir, su fidelidad co-
mo reproducción. 
y lo que se dice del documento-copia, 
puede decirse por extensión a todo docu-
mento original otorgado bajo fe pública, 
siempre que lo contenido en este documen-
to haya podido ser percibido por los sen ti-
para el Derecho español, J. GONZÁLEZ PALOMINO 
-Negocio jurídico y Documento, Conferencia. Va-
lencia 1951, pg. 96- de que "lo característico del 
documento, la nota específica que impide la equi-
paración de la escritura con las reproducciones 
mecánicas, aunque ambas tengan virtud repre-
sentativa, radica en que la función probatoria del 
documento consiste en su imputabilidad a su au-
tor y en la consiguiente responsabilidad". Indu-
dablemente quien suscribe un documento respon-
de de su otorgamiento, y si tal documento queda 
amparado por la fe pública, su autor --que ha 
de ser siempre conocido y dejar su propia huella 
en el documento, acreditativa de haberlo él rea-
lizado- responde personalmente de la fe públi-
ca que su intervención personal, al suscribirlo, 
le proporciona. 
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dos corporales de quien lo autenticó. Con 
razón dicen Wernz-Vidal: Deide plena fides 
refertur ad ea dumtaxat facta de quibus in 
instrumento deponit persona publica; fidens 
sua obligat; quae fidei obligatio non exten-
ditur nisi ad ea quae propriis sensibus po-
tuit percipere, nec protenditur ad ea quae 
coram ipsa dicta vel facta assuruntur. De 
aquí -continúan-, si las partes estipulan 
un contrato, notarius in instrumento fidem 
suam obligat relate ad illam declarationem 
quam proprio sensu percepit, non relate ad 
ipsum contractum quem solum novit ex par-
tium relationem. y un poco más adelante, 
añaden: publica fides restringitur ad ea 
quae directe et principaliter affirmantur, 
non ad et quae mere enuntiative seu narra-
tive discuntur. 176 
A la «fuerza probante material o sustan-
tiva» alude Núñez Lagos: «Se refiere no a la 
forma y corporalidad del documento, sino 
al fondo o contenido ... a la verdad de lo que 
dice su texto: al documento como fuente o 
fuentes de prueba»; en razón «a la verdad 
que dice el funcionario», la cual, al hallarse 
176. F. WERNZ-P. VIDAL, ob., t. Y ed. cts., pg. 456. 
177. R. NÚÑEZ LAGOS, Documento auténtico ... , 
ob. y ed. últ. cts., pgs. 76-77. Los subrayados son 
del autor. Las referencias a la Ley y al Tribunal 
Supremo corresponden a España, pero la doctrina 
expuesta tiene un alcance mucho más amplio. 
178. lE. GIMÉNEZ ARNAU, ob. y ed. cts., vol. 1, 
página 306. Otro autor español que ha estudiado 
detenidamente este tema -M. DE LA PLAZA, ob. Y 
ed. cts., pg. 237-, distingue con claridad: "Cuan-
do se trata, simplemente, de documentos y se 
considera su contenido, se aprende pronto que 
en ellos se contiene, o una declaración de verdad, 
o una declaración de voluntad; y esta discrimina-
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«garantizada por la ley», se llama autentici-
dad de fondo o contenido, que, por estar 
más o menos dispersa en el texto del docu-
mento, también se designa con la frase 
«menciones auténticas del documento pú-
blico». El Tribunal Supremo designa a esta 
parte con el nombre de documento auténti-
co, reservando la de documento público al 
todO».177 «El documento testifica, sin duda, 
la declaración o la promesa, pero no la ver-
dad de lo declarado o prometido, que es to-
talmente ajeno a la certeza de que esa de-
claración o promesa se prestó»Ys 
Con razón, pues, cabe decir que «no to-
do el contenido del documento público es, 
normalmente «documento auténtico». Y, por 
consiguiente, pueda también sostenerse, a 
continuación, por el mismo autor, «que, a 
pesar de la unidad formal documental, en 
cuanto a su contenido, hay realmente, por 
lo menos, dos documentos dentro de un 
mismo documento público, según la autoria 
de la declaración: declaración del funciona-
rio público, de un lado, y de otro, declara-
ción de los particulares en documento pú-
ción, trasciende al valor probatorio de lo que por 
medio de los mismos se consigna; porque es ele-
mental que, si acreditan hechos que ocurren a 
presencia del que los autoriza (en el caso de 
los de naturaleza pública), o que, bajo su firma, 
hace constar o reconoce la persona de quien ema-
na (en el supuesto de documento privado), su 
valor, según la expresión de los procesalistas, es 
de primer grado; al paso que si contienen decla-
raciones de voluntad, los documentos acreditarán 
inequívocamente que se hicieron, pero no su ve-
racidad intrínseca, que podrá ponerse en entre-
dicho por otros medios probatorios; serán, en-
tonces, prueba de segundo grado". (¡Los subraya-
dos son del autor.) 
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blico. Esto quiere decir que hay por lo me-
nos dos fuentes de prueba: la funcionarista 
y la particular».179 
Tal distinción, en cuanto al valor de au-
tenticidad de lo contenido en el documento, 
lleva a este mismo autor, en otro lugar, a 
precisarla: «1) Hechos inconvertibles, o con 
fe pública ... 2) Hechos convertibles, o ver-
dad supuesta, que constituyen presunciones 
iuris tantum. Son los hechos narrados en el 
documento que no son evidencias directas 
del funcionario ... » Y continúa: «las «decla-
raciones de voluntad» de las partes, vistas 
desde la actuación notarial, están en este 
caso. El negocio jurídico tiene una corteza: 
la declaración, y una médula: la voluntad. 
La corteza para el Notario es un hecho evi-
dente, la voluntad una inducción ineludi-
ble».I80 
Los que designa bajo la calificación de 
hechos inconvertibles son los que podría-
mos calificar como elementos propiamente 
auténticos del documento público. Y, por 
179. R. NÚÑEZ LAGOS, ob. Y ed últ. cts., pg. 78. 
180. R. NÚÑEZ LAGOS, Hechos y derechos ... , ob. 
Y ed. cts., pgs. 68-69. Aún añade una tercera ca-
tegoría: "Hechos adjuntos, o verdad puesta. No 
son más que un principio de prueba por escrito. 
Lo forman las "declaraciones de verdad" hechas 
por las partes y las "enunciativas" (pg. 69). ¿Deja 
el autor entender, tras lo expuesto, que los lla-
mados "hechos inconvertibles" generan presuncio-
nes iuris et de iure? Creemos que no. Lo que, 
en rigor, estimamos es que son presunciones iuris 
tantum también, como los que designa por "he-
chos convertibles", si bien, al estar aquéllos am-
parados plenamente por la fe pública, debe en-
tenderse que tales presunciones han de ser pro-
tegidas más enérgicamente, y sólo destruidas por 
una prueba en contrario de tal naturaleza -como 
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tanto, desde el punto de vista sustancial o 
de contenido, resulta ser plenamente autén-
tico un documento en la medida que refle-
ja hechos o datos de hecho percibidos todos 
sensorialmente por la persona con fe públi-
ca, autor del mismo. En cuanto alguno o 
algunos de ellos no participen de esa inme-
diatividad de percepción, con relación al au-
tor público del documento, carecen de esa 
nota de autenticidad. La autenticidad for-
mal del documento no protege, en tal caso, 
la autenticidad total presunta de su conte-
nido. Esta resulta siempre de aquélla; es co-
mo su efecto consiguiente, si bien en la me-
dida que su autor formal la testimonia con 
su presencia autorizada. 
4) Limitación, por el c. 1816, del ámbito 
de autenticidad sustancial en atención 
a la idea objetiva de finalidad del do-
cumento público. 
Sin embargo, el c. 1816 no hace referen-
cia a esa presunción de autenticidad deriva-
da de la percepción sensorial del autor acer-
puede serIe una sentencia dictada en proceso pe-
nal- que ponga de relieve de modo evidente y 
sancionador la falsedad de lo que se hizo constar 
en el documento. Es lo que, en definitiva, pos-
tula E. GIMÉNEZ ARNAU -ob., t. Y ed. últ_ cts., 
página 306--, cuando sostiene que "los extremos 
afirmados por el Notario no pueden destruirse 
sino mediante querella de falsedad, precepto ex-
preso de leyes y jurisprudencia extranjeras, que 
habrá que trasplantar a nuestro sistema". (Se re-
fiere al sistema español que, como en el canó-
nico, sin embargo, no es de los que precisen 
acreditar dicha falsedad necesariamente en sede 
procesal penal, lo cual no ·quiere decir que la 
protección que se otorgue a ambos tipos de he-
chos, dentro del contencioso surgido de la impug-
nación, haya de ser la misma). 
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ca de lo contenido en el documento. Este 
canon parece tener en cuenta fundamental 
y únicamente lo que podríamos comprender 
bajo la idea de finalidad del documento: 
el documento público hace fe de iis quae di-
recte et principaliter in eisdem affirmantur. 
Es decir, de aquello que el documento, con 
arreglo al objeto para el que se otorgó, con-
tiene, al fin de registrar en él aquel hecho 
o aquellos hechos que justifican su otorga-
miento o redacción. 
Es lo que llama Naz 181 lo dispositivo del 
acto, entendiendo por tal el objeto directo 
y principal del acto. Estima este autor que 
el oficial público no ha recibido otra mi-
sión que la de constatar, en el acto público, 
precisamente aquello a que se refiere dicho 
acto, así como también lo que presencia 
(así, a nuestro parecer, se introduce lo que 
se ha percibido directamente por los senti-
dos). De este modo, un acta de bautismo 
atestiguará el acto del bautismo, no la legi-
timidad del bautizado afirmada por los pa-
dres; el acta de matrimonio dará testimo-
nio de la emisión regular del consentimien-
to, mas no de la libertad con que se haya 
producido, etc. 
Además de 10 que se califica de disposi-
tivo, el instrumento puede contener ciertas 
enunciaciones, que en él se encuentran de 
manera accidental. De tales enunciaciones, 
al no ser su objeto principal, el acto instru-
181. Vid. R. NAZ, ob., t . Y ed. cts., pg. 284. 
A. BLAr -ob., t. Y ed. cts., pg. 331- analiza en 
este sentido los términos del c. 1816: a) directe, 
tanquam ex professa intentione illa redigentis, v. 
gr. de contractu per illud ettecto, de acti baptis-
matis validi atque huiusmodi ordinationis, et b) 
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mental no hace fe necesariamente. Como 
tampoco lo hace de la sinceridad con que 
las partes actúan, p. ej., si se registra una 
confesión, el documento hará fe de la reali-
dad de la confesión, mas no de su verdad 
(esto último coincide con lo que Núñez La-
gos califica de «verdad puesta»). 
Toda la doctrina canónica se mueve en 
el intento de clarificar lo que del contenido 
del documento se ha de presumir fiel repro-
ducción de la verdad que se deseaba cons-
tatar, acudiendo al nálisis de los términos 
directe et principaliter del c. 1816. Se busca 
determinar la pureza de lo que resulta au-
téntico en el documento, despojándolo de 
toda circunstancia extraña o elemento aña-
dido a la descripción misma que da razón o 
justifica su otorgamiento. Siguiendo esta 
tendencia, nos dirán Lega-Bartocceti que si 
enunciatur res vel circunstantia conven-
tioni extranea eiusmodi circunstantia ad 
adiunctum in instrumentum assertum non 
est probatio probata, sed probanda... Y se-
ñalan como ejemplo, a los documentos del 
bautismo, confirmación o matrimonio, en 
los que se afirme edad y cualquier otro gé-
nero de circunstancias relativas a los padri-
nos o a los testigos. Sin embargo, añaden: 
1 ntelligitur directe et principaliter affirma-
la circunstantia quae quamvis obiter et na-
rrative enuntiata tamen directe se referat 
ad actum. Veluti in libro matrimoniorum 
principaliter, v. gr. de confirmationis administra-
tione, non de dignitate ministri, quae ibi adiugan-
tur, in eisdem c) aftimantur, etiamsi per negatio-
nem exprimantur, v. gr. de matrimonio concien-
tiae, nullis adstantibus parentibus, celebrato. 
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asseritur sponsus consensisse, nulla expres-
sa conditione.182 (Esta hipótesis coincide con 
lo que Núñez-Lagos califica de «verdad su-
puesta»). 
La presunción del c. 1816 impondrá siem-
pre, a nuestro parecer, y de acuerdo con De-
lla Rocca,I83 una valoración discrecional, por 
parte del juez, del contenido del documen-
to, tanto en relación con la cualificación de 
contenido directo, como en cuanto al objeto 
de determinar si el contenido mismo debe 
considerarse al menos un contenido princi-
pal. Dentro, pues, del sistema de prueba le-
gal, no falta una cierta esfera reservada a 
la discrecionalidad del juez. Es aquí en don· 
de ha de jugar fundamentalmente el crite-
rio de finalidad del documento. 
182. M. Cardo LEGA-V. BARTOCCETI; ob., t. Y ed. 
cts., pg. 793. 
183. Vid. F. DaLA ROCCA, Appunti ... , ob. y ed. 
cts., pgs. 110 y 111. 
184.F. ROBERTI, Codicis Iuris Schemata Li-
ber IV, De Procesibus, 1940. 
'185. L. MIGUÉLEZ, ob. y ed. cts., pg. 316. Si-
guiendo su razonamiento, este autor -vid. ob. y 
ed. cts., pgs. 317 y 318-, elimina, de la presun-
ción del c. 1816, aquellos datos que han de con-
signarse en documento público y carecen de cone-
xión intrínseca con los otros, sino meramente 
extrínseca y ocasional. Pues bien, dice, "nos pa-
rece indiscutible que el error padecido en algunos 
de esos datos no vicia el documento público en 
lo concerniente a los otros", sobre todo si la 
inexactitud "no recae sobre el hecho básico y 
clave del documento". Dado que los testigos son 
necesarios para la validez del matrimonio, se pre-
gunta: "¿El error padecido acerca de los nom-
bres de los testigos en la inscripción matrimo-
nial influye decisivamente en la eficacia de la 
inscripción para probar la celebración del matri-
monio? La contestación ha de ser negativa", se 
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A este respecto, tras considerar la expo-
sición que hizo Roberti 184 de los diversos es-
quemas que sirvieron para la elaboración 
del C. 1816, dice Miguélez que «el documen-
to público no hace fe acerca de aquello que 
es ajeno a la finalidad que, en orden a la 
prueba, se persigue con la redacción de él, 
ni acerca de la realidad objetiva de las cir-
cunstancias extrañas al acto que se hayan 
consignado a petición de aquel o aquellos 
que han intervenido en él»; añadiendo, en 
relación al matrimonio, que «la finalidad de 
dichas inscripciones no van más allá de la 
materialidad del acto realizado por el pá-
rroco o ante é1».185 
A este respecto, resulta ser muy expre-
siva la sentencia citada del TRNA de 4 de 
responde a sí mismo. Y cita, a este efecto, la 
sentencia TRR de 22 marzo 1910, que no admitió 
la nulidad de un matrimonio por falsedad de los 
libros parroquiales en lo referente al nombre de 
los testigos, cuando se había acreditado que aquél 
se celebró ante dos testigos y bajo rito adecua-
do. Esto mismo -añade- "con mucha mayor 
razón habrá que decirlo si el error recae sobre 
otro dato de menor importancia". Admite la ex-
cepción, sin embargo, en una sola hipótesis: cuan-
do la falsedad del documento se debe a dolo del 
autor del mismo, porque "habría motivo sufi-
ciente para poner en duda la veracidad del fun-
cionario público en cuanto a toda la escritura". 
En definitiva, esa distinción que conduce a la va-
lidez parcial de un documento público, es efecto 
de que éste contiene de ordinario más de un 
documento por razón de su contenido. Y de aquí 
la posibilidad de distinguir el documento autén-
tico dentro del documento público. En el mismo 
sentido, vid. M. CABREROS -Comentarios ... , ob., t. 
Y ed. cts., pgs. 574-575-, al afirmar: "La omisión 
o error en la anotación de determinadas cir-
cunstancias, como la data o la asistencia de tes-
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noviembre de 1971, en la que se dice que 
«en la partida de bautismo el hecho princi-
pal es el haber conferido este sacramento, 
y lo que perciben los sentidos es el dónde, 
el cuándo y el quién en relación con el bau-
tismo, no con la edad, o con el nacimiento, 
o con la filiación». En cambio, «en la parti-
da de nacimiento, el hecho principal es pre-
cisamente el nacimiento mismo y en el Re-
gistro se pretende dar fe del nacimiento del 
inscrito», por lo que «comparando, pues, 
ambos documentos públicos en relación con 
el hecho del nacimiento, es claro que la par-
tida del Registro civil mira más directa y 
principalmente a la fecha del nacimiento 
que la partida de bautismo».l86 
tigos, no implica falsedad de todo el documento, 
ni tampoco implica que la solemnidad no ano-
tada o defectuosamente consignada fuese en rea-
lidad omitida". 
186. Publicada por L. DEL AMO, ob. Y ed. últ. 
cts., pg. 1042. Precisamente, sobre este tema, se 
cita, por la referida sentencia, la de la SRR, c. Le-
febvre, 16 de abril de 1959 que dice :"Inde patet 
civilia documenta de nativitatum inscriptione se-
curius fidem facere quam excerpta et baptisma-
tum libro quae de recepto sacramento tantummo-
do directe fidem facitum. En el mismo sentido, 
cita M. CABREROS -ob., t. Y ed. últ. cts., pg. 575-
la sentencia SR:R de 14 marzo 1927, en la que 
sienta la doctrina que este autor reproduce, cual 
es, "que el párroco en el libro de matrimonios 
hace fe sobre el mismo acto o celebración del ma-
trimonio, pero no acerca de la validez del ma-
trimonio, que debe probarse por otros medios". 
A pesar de lo que aquí se expone, tal doctrina 
debe interpretarse procurando definir sus perfi-
les: El acto del matrimonio ha de entenderse 
incluido entre los que, siguiendo a Núñez Lagos, 
hemos llamado "hecho inconvertible". Pero la va-
lidez del matrimonio no por ello deja de presu-
mirse también, a pesar de que, siguiendo esa ter-
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Por ello, el ordenamiento canónico no 
deja de tener en cuenta asimismo la rele-
vancia del documento público civil Cc. 1813, 
§ 2), al que atribuye las mismas presuncio-
nes de genuinidad (c. 1814) y fidelidad Cc. 
1816) que concede a los propios, siempre que 
estén expedidos con las garantías exigidas 
por su respectiva ley civil (art. 159 de la 
Instrucción PME, § 3). En esto es unánime 
el sentir de la doctrina.187 Y es que, en algu-
nas hipótesis -como ésta del nacimiento y 
cualquiera otra que se registre de modo di-
recto en documentos civiles, e indirectamen-
te -o se carezca de tal constatación- en 
documentos eclesiásticos-, los datos pro-
cedentes de la constatación pública civil nos 
minología, le llamemos "hecho convertible". De 
no ser así, carecería de sentido el principio favor 
matrimonii del c. 1014, o el de presunción de 
consentimiento válido del c. 1086. Lo que sucede 
es que, presumiéndose todos esos hechos cons-
tatados en el documento público, puede impug-
narse la validez del matrimonio por causa de 
nulidad, sin necesidad de impugnar expresamen-
te el documento público en que se registró la ce-
lebración del acto matrimonial, mientras que la 
expresa impugnación del acto mismo, por false-
dad u omisiones que lo vicien sustancialmente, 
arrastrará la nulidad de la validez del vínculo en 
dicho acto constituido. En el primer caso se im-
pugnará la validez del matrimonio mismo; en el 
segundo se atacará la fidelidad de la autoridad 
pública de la Iglesia al levantar el acta matri-
monial. De esto segundo responde el párroco; no 
de lo primero. 
187. Son documentos civiles, nos dirá E. EICH-
MANN -Manual de Derecho Eclesiástico, trad. de 
J. Gómez Pinau, Barcelona 1931, pg. 384-, "aqué-
llos que sean reconocidos como tales por las leyes 
del país respectivo, así como los redactados por 
un organismo público o por una persona inves-
tida de fe pública, en la forma prescrita, y dentro 
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ofrecerán una reproducción más directa, de 
lo principalmente en ella certificado, que lo 
que de una manera mediata, es decir, oca-
sional y accesoria, se haya incorporado a la 
constatación pública eclesiástica.188 
Lo que acaba de exponerse, se ha de en-
tender sin perjuicio de que determinados 
hechos o actos jurídicos, por su específica 
naturaleza eclesial, deban necesariamente 
de acreditarse, según el arto 157 de la Ins-
trucción PME, por documento eclesiástico. 
Sin embargo, no todas las hipótesis que se 
prevén en tal precepto tienen esa específica 
naturaleza eclesial, como ocurre en el caso 
de la defunción, en cuya hipótesis el Regis-
tro civil puede darnos igual constatación 
pública, con plenas garantías de autentici-
dad. Y lo mismo puede ocurrir -por lo me-
nos en España así ocurre- con la prueba 
del matrimonio canónico, si en aquella ofi-
cina pública de constatación lo que se ins-
cribió fue la transcripción del acta del ma-
de los límites y facultades de su cargo". Pre-
cisamente, muahos de los problemas que, en re-
lación a los casos exceptuados, planteó e intentó 
resolver, en un trabajo del año 1932, F. M. CAPPE-
LLO -De casibus exceptis ... , ob. y ed. cts., pg. 118-
dependían de lo que se entendiera por documento 
cierto y auténtico, haciendo referencia, por ejem-
plo, a si para probar un vínculo de ligamen an-
terior podría considerarse como authenticum el 
documento expedido por magistrado civil o por 
ministro acatólico. 
18'8. A este respecto, en España gozan de in-
dudable importancia las inscripciones en el Re-
gistro civil, en donde se transcriben las actas 
del matrimonio canónico contraído. "Las diferen-
cias de los asientos del Registro Civil -dice 
R. NÚÑEZ LAGOS, Documento auténtico ... , ob. y ed. 
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trimonio sacramental celebrado ante la Igle-
sia. Este documento civil puede adquirir una 
relevancia trascendental en la hipótesis de 
destrucción de los archivos parroquiales. 
El c. 1816 orienta, pues, su presunción a 
favor del hecho o acto jurídico reflejado en 
el documento, en cuanto éste es concebido 
con el fin específico de acreditar tales fenó-
menos. Sin embargo, la doctrina entiende 
que no deja por ello de tener en cuenta -es-
tá en la base de su presunción- que tales 
hechos jurídico-materiales así constatados 
gozan del favor iuris, en principal medida, 
porque el oficial público que ha hecho la 
constatación los ha percibido -y por ello 
los puede constatar- con sus sentidos cor-
porales. 
De ahí que Miguélez pueda sostener que 
«los documentos públicos hacen fe acerca de 
todos aquellos extremos que por disposición 
de la ley deben hacerse constar en los docu-
mentos si esos extremos han podido o de-
últ. cts., vid. pgs. 149-151-, con los demás regis-
tros y documentos públicos, no lo son de auten-
ticidad, sino d~ valor en cuanto a prueba legal ... 
a) En su aspecto formal", en el que "tiene un 
verdadero monopolio de prueba: la prueba de 
asientos del Registro civil, en realidad no puede 
ser sustituida por ninguna otra"; y "b) En su 
aspecto substantivo: las 'presunciones legales es-
tablecidas ... , en cuanto a paternidad y filiación 
y, en general, respecto a los actos del estado 
civil inscritos, dejan un escaso margen a la prue-
ba en contrario. No hay una diferencia docu-
mental en cuanto a autenticidad entre los asientos 
del Registro civil y los demás asientos registra-
les y documentos públicos. La diferencia estriba 
en la naturaleza de las presunciones legales por 
su eficacia .frente a la prueba en contrario". (Los 
subrayados son del autor). 
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bido percibirlos por sus sentidos corpora-
les el que autoriza el documento».189 O que 
J one entienda: directe affirmantur ea quae 
persona publica propriis sensibus perce-
pit. 190 
Pero tal exigencia, a nuestro juicio, si 
acaso, aparece más bien sobreentendida en 
el canon 1816, y de ello se derivaría la pre-
sunción de verdad; no de la letra del precep-
to mismo. Por ejemplo, con relación al ma-
trimonio, «lo que esas inscripciones matri-
moniales afirman directe et principaliter es 
únicamente el hecho de la celebración del 
matrimonio según la forma jurídica de la 
Iglesia».l9l Y lo mismo puede decirse, a nues-
tro entender, de todo fenómeno jurídico 
que es públicamente constatado. Esos serían 
los llamados hechos inconvertibles, en cuan-
to presenciado por el autor público del do-
cumento. 
Mas no siempre, sin embargo -como ve-
remos más adelante-, hay percepción sen-
189. L. MIGUÉLEZ, ob. y ed. cts., pg. 317. 
190. H. JONE, ob., t. Y ed. cts., pg. 177. 
191. J. J. G. FAILDE, ob. Y ed cts., pg. 579. 
'192. "Los documentos públicos, auténticos 
-nos dirá E. EICHMANN, ob. y ed. cts., pg. 384-, 
constituyen prueba plena de los hechos testimo-
niados de una manera inmediata y principal. Se 
admite la prueba en contrario y corresponde a 
aquél que afirme la ilegalidad o la falta de auten-
ticidad". Esto se hará en causa incidental. Pero en 
nota, a pie de página, hará constar que "la falta 
de autenticidad puede hacerse valer en una de-
manda independiente". En definitiva, esto es lo 
que prescribe el c. 1815 y el arto 162 § 2 de la 
Instrucción PME. "La impugnación de la escri-
tura de que se trata en estos casos -nos aclara 
M. CABREROS, Comentarios. 0-, ob., t. Y ed. cts., pg. 
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sorial de lo directe et principaliter consta-
tado en el documento. La eficacia de prue-
ba de estos elementos juegan con indepen-
dencia, objetivamente, en razón a la finali-
dad por la que el documento público fue 
otorgado. 
Tampoco puede dejar de estar incluida, 
a nuestro parecer, en la presunción, la co-
rrespondencia entre esas voluntades decla-
radas ante el Oficial público y las volunta-
des internas de los que otorgaron su con-
sentimiento: lo que ha sido llamado por Nú-
ñez-Lagos hecho convertible, o verdad su-
puesta, se favorece también de la presun-
ción que cobija al acto, pues al presumirse 
éste se presume también que fue realizado 
válidamente. Y sólo una oposición a ésto en 
vía judicial podrá destruir la fuerza de la 
presunción,192 al acreditarse en el proceso 
que aquel acto, que se manifiesta externa-
mente en su corteza -utilizando por nues-
tra parte terminología ajena ya citada-, ca-
reció en verdad de médula. 
575-, no es únicamente la impugnación por 
falta de autenticidad, sino por cualquier otro de-
fecto, v. gr., por falta de las solemnidades pres-
critas por el derecho o la falsedad de los motivos 
alegados para obtener el documento". También, 
sobre el mismo tema F. ROBERTI -De processi-
bus, ob., t. Y ed. cts., pg. 100- nos ilustra: 1m-
pugnatio documenti publici po test respicere ori-
ginem, vel obiectum ipsius prout contenditur illud 
non provenisse a persona publica aut publicam 
personam falsum exposuisse. Sin embargo, para 
demostrar lo contrario de lo contenido en la es-
critura, no es precisa de un modo absoluto la 
impugnación específica del documento: basta ne-
gar y demostrar luego con pruebas, en el proceso 
de nulidad, los hechos que contradigan o nie-
guen lo sustancial del documento. 
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5) Independencia del documento autén-
tico respecto al documento público. 
No tenemos por qué vincular, sin embar-
go, en nuestra hipótesis del proceso in ca-
sibus specialibus, la autenticidad del docu-
mento sólo al documento público. Este nos 
conduce al concepto de documento auténti-
co, mas ya sabemos que ni la totalidad de 
ese documento público tiene por qué ser 
auténtico, ni tiene por qué lo auténtico de 
un documento derivar necesariamente de la 
naturaleza pública de éste. 
Lo auténtico del documento público se 
debe, en primer lugar, a haber sido prota-
gonizado en su confección por un funciona-
rio u oficial público que no engaña, puesto 
que su misión, en la sociedad organizada ju-
rídicamente, va avalada por el deber de la 
fidelidad. Su tarea principal consiste en de-
cir la verdad en los actos en que interviene, 
en reflejar la verdad de lo que dice, en 
cuanto, eso que dice, él lo ha podido perci-
bir directamente con sus sentidos; y como lo 
ha percibido, lo ha registrado documental-
mente bajo su propia responsabilidad de 
personaje verídico de esa sociedad en la que 
ejerce su misión.193 Por ello, lo que él perci-
bió sensorialmente, siempre que haga rela-
ción al ámbito de actuación que legalmente 
se le atribuyó, se hace hecho inconvertible. 
La fuerza de este testimonio fidedigno 
es de tal naturaleza que no deja de prote-
193. Por ello, no ha de extrañar que F. NÚÑEZ 
LAGOS -:Hechos y derechos ... , ob y ed. cts., pg. 
283--'- dIga que en la escritura pública "exis-
te, pues, una situación de firmeza en el sentido 
que da a esta palabra el Derecho procesal mo-
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ger, además, el valor presuntivo de verdad 
de las declaraciones de voluntad hecha por 
los interesados al otorgar la escritura. Ta-
les declaraciones quedan también salvaguar-
dadas, por extensión, reflejamente, al haber 
sido tales declaraciones expresadas ante el 
oficial público, para que las oyera y regis-
trara por escrito, y ser tales declaraciones 
la razón del otorgamiento del documento: 
lo directe et principaliter tiene, de este mo-
do, su propio peso específico en el ordena-
miento. 
Mas sobre esta verdad, de su correspon-
dencia de lo que ante el Notario se dijera 
por los interesados y lo que éstos realmen-
te querían, ha de decirse, sin embargo, que 
no puede quedar protegida de igual manera 
que lo que el notario percibió sensorialmen-
te, y de aquí que se la llame «verdad su-
puesta», y, al negocio representado, hecho 
«convertible»: es decir, que puede demos-
trarse su carencia de verdad sin necesidad 
de impugnar la escritura misma: es una pre-
sunción que se destruye por la prueba con-
traria. En cambio, la falta de verdad de lo 
percibido sensorialmente por el Notario, só-
lo debería demostrarse impugnando la es-
critura misma, acreditando la falsedad con 
que el oficial público prestó su fe; es decir, 
demostrando procesalmente -por vía pro-
cesal específica impugnativa, sin necesidad 
de que sea penal en todo caso 194_ su infi-
delidad. 
derno ... Los problemas de impugnación de la es-
critura no son un ataque de firmeza (dimensión 
vertical ascendente), sino a su validez". 
194. En relación con el arto 162 de la Instruc-
ción PME, dice J. TORRE -ob. Y ed. cts., pg. 304-: 
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Por ello, cabe hablar también de negocio 
inválido en documento público válido, aun-
que auténtico en los restantes extremos. Co-
mo cabe también pensar en la posibilidad 
de documento inválido, por falsedad del no-
tario, que contenga un negocio verdadero, 
aunque tal veracidad no pueda ya despren-
derse presuntivamente del documento, sino 
de su verificación autenticadora conseguida 
por la aportación de otros medios de prue-
ba en proceso ordinario. 
Sin embargo, la experiencia enseña que 
el documento público suele ser auténtico al 
menos en lo que percibió sensorialmente el 
oficial público encargado de constatar con 
fe pública. Y, de aquí, la razón de ser prue-
ba legal de autenticidad el documento pú-
blico.195 Pero la presunción de verdad termi-
na allá donde acaba su eficacia, al acredi-
tarse plenamente que lo presumido no se 
Evidens est quod si dubia oriantur, debent solvi 
etiam suspendendo instructione causae, qui alio-
quin sententia posset edi contra vota et spem 
partium. H aec est ratio ob quam legislator prae-
cecepit solutionem quaestionis per incidens, ita 
ut omnia possint revera perpendi et nullum cau-
sae afferri detrimentum. 
195. "N testimonio documental no le da cré-
dito el Derecho sino en cuanto contiene la per-
cepción de un funcionario público (o de un no-
tario) de los hechos presenciados en el ejercicio 
de su cargo (dentro de los límites de su compe-
tencia) -nos enseña E. G6MEZ ORBANEJA, La prue-
ba preconstituida, ob. y ed. cts., pg. 97-, esto es, 
cuando está incorporado en un documento públi-
co. y ello porque en este caso no son necesarias 
ni la prestación del juramento judicial ni el exa-
men judicial del funcionario que emite el tes-
timonio". J. ALMAGRO -ob. Y ed. cts., pg. 90- dice: 
"La fidelidad depende del autor del documento, 
y tiene como límites los propios de la técnica 
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correspondía con la verdad. Por ésto un do-
cumento será auténtico en cuanto resulte 
verdadero, y no lo es, aunque presuntamen-
te se repute auténtico, si se demuestra falso 
por pruebas verídicas que lo contradiga, o 
al menos lo desautorice. 
Dada esa distinción entre los conceptos 
documento público y documento auténtico, 
igual que cabe concebir un documento pú-
blico que no resulte auténtico por no resul-
tar verdadero, cabe también pensar en un 
documento auténtico que no sea necesaria-
mente público.l% 
Ya se comienza por entender que no sólo 
son auténticas las escrituras originarias del 
hecho o acto jurídico representado bajo fe 
pública, sino también sus copias,197 debida-
mente amparadas formalmente por esa fe. 
El art. 159 de la Instrucción es buena ilus-
empleada para la representación. Supone un gra-
do de credibilidad o de confianza, una fe más 
que una convicción". 
196. Hace notar J. ALMAGRO -ob. Y ed. cts., 
pg. 67-, si bien refiriéndose a los medios de 
reproducción mecánica de documentos -aunque 
la frase puede ser entendida con otras resonan-
cias también-, que "en la doctrina notarial es-
pañola ... predomina, con matices, una opinión con-
traria a la concepción amplia del documento ... , 
porque difícilmente olvidan, la importante misión 
que el Notario desempeña en la creación del do-
cumento público notarial, y el medio escrito em-
pleado para su redacción; a nuestro juicio, me-
diante un proceso de inducción completa". 
197. R. NÚÑEZ LAGOS -ob. Y ed. últ. cts., 
pg. 393-, aunque refiriéndose al proceso espa-
ñol, nos dirá que "los documentos públicos no 
hace falta que vayan originales. Primero, por sus 
presunciones de existencia, legalidad y autentici-
dad, que acompañan a la copia autorizadan • Y 
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tración al respecto. Mas este precepto, al 
determinar cuándo se entiende auténtica 
una copia en su § 2, ha de ser interpretado 
asimismo en relación con el art. 162 § 1, de 
la misma Instrucción, que se remite al c. 
1821 para la hipótesis de que se niegue de 
algún modo esa autenticidad presunta de la 
copia. Entonces, la solución consistirá en 
aportar a los autos del proceso -deposi-
tándolo en la Cancillería del Tribunal, co-
mo ordena el arto 159, § 1 de la Instrucción 
(vid. también C. 1819}- el documento origi-
nal, y si esto no fuera posible mediante el 
cotejo con éste de la copia según prescribe 
el C. 1821 § 2. 
Como hizo notar Cappello,198 hay dos mo-
dos de entender auténtico a un documento 
público: en cuanto hace fe pública, ya sea 
de modo inmediato y directo, si est scrip-
tum originale, ya sea de modo mediato o in-
directo, si se trata de ejemplar ex originali 
desumptum, añadiéndosele, en este caso, la 
más adelante -pg. 394-, agregará: "Finalmente, 
la presentación de copias o la mera indicación del 
archivo es bastante para que la parte contraria 
pueda pedir .el correspondiente cotejo". 
198. F. M. CAPPELLO, Tractatus ... , ob., t. Y ed. 
cts., pg. 96. 
199. "La diligencia de cotejo ... no es más -co-
mo enseña J. ALMAGRO, ob. Y ed. cts., pg. 72-
que una inspección personal, por el Juez, del do-
cumento mismo, para comprobar si su contenido 
responde al de la copia presentada, si en ésta 
existen interpolaciones, o si en la matriz original 
se observan raspaduras o enmiendas no salva-
das, que pongan en duda la veracidad intrínseca 
del mismo". 
200. Al decir de R. NÚÑEZ LAGOS -Documento 
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total conformidad por la fe que ofrece la 
total concordantia cum originali. l99 
Mas también, del contexto del citado arto 
159 de la Instrucción PME, cabe deducir la 
existencia de una copia auténtica de un do-
cumento que no es presuntivamente autén-
tico por no ser público. Sin embargo, a la 
autenticidad de documentos privados hace 
referencia el § 1.° del artículo 163 de la re-
petida Instrucción. Autenticidad que deriva 
-independientemente del valor probatorio 
que el Tribunal le conceda en el caso con-
creta-, o de haberse acreditado en el pro-
ceso la autoría privada que se le atribuye, 
. o porque, antes del proceso, fuera ratifica-
do, por algún modo de constatación pública, 
por el propio autor que lo confeccionó: aun-
que, en casos como el que se comenta, sólo 
cabrá calificar al documento como auténti-
co desde el punto de vista formal no del 
sustancia1.2°O Como señaló Carnelutti, dado 
que «la cualidad del autor no permite sin 
más argüir la verdad del documento, la ley 
auténtico ... , ob. Y ed. últ. cts., pg. 76-, "el do-
cumento privado tiene genuinidad, pero no auten-
ticidad externa ... En el reconocimiento legal, al 
documento privado se le añade y yustapone un 
documento público, que en sí mismo tiene auten-
ticidad y que declara la autoría del mismo do-
cumento privado: la genuinidad se hace autén-
tica... La fuerza probante formal nunca es del 
documento privado, sino del público que lo com-
plementa". Aún aceptando el aserto, entendemos 
que esa autenticidad formal puede adquirirla el 
documento privado por el hecho de ser presen-
tado por su autor ante el Tribunal, para que sea 
incorporado a los autos del proceso, ya se haga 
esta entrega en Cancillería personalmente o por 
medio de Procurador, con específica indicación 
de proceder de su representado. 
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se funda normalmente en la misma regla de 
experiencia sobre la cual está basada la ins-
titución de la confesión: el documento dice 
la verdad cuando el hecho representado es 
contrario al interés de su autor.201 
Existe, pues, un amplio campo de auten-
ticidad del documento, en razón a que en el 
mismo se acredite su procedencia, o en ra-
zón a una actividad posterior diligenciada 
formalmente y que se incorporó a ese do-
cumento para concederle el prestigio de 
verdad a la fuente de donde dice proceder. 
Esto no entraña necesariamente autentici-
dad sustancial, pero puede gozar ya de la 
suficiente autenticidad, este documento, co-
201. F. CARNELUTTI, Sistema ... , ob., t. Y ed. 
cts., pg. 518. El subrayado es del autor. Hacemos 
también referencia a lo que, respecto al valor 
probatorio de los documentos privados, en pro-
ceso de nulidad de matrimonio, tuvimos ocasión 
de manifestar en nuestro trabajo, publicado en 
IUS CANONICUM, "La apreciación de las prue-
bas ... , ob. y ed. ya citados. En el mismo sentido, 
J. ALMAGRO -ob. Y ed. cts., pg. 72-, nos dirá, del 
reconocimiento de firma del documento privado, 
que "ninguna novedad supone, en orden a las 
reglas de la confesión, puesto que, en definitiva, 
implican la admisión de un hecho perjudicial pro-
puesto por la contraria". No estamos, en cambio, 
de acuerdo con M. CONTE A CORONATA -Institu-
tiones, ob., t. Y ed. cts., pg. 291- cuando afirma: 
"1 nstrumentum privatum fit authenticum et eos-
dem parit effectus ac instrumentum publicum, si 
scribentis subsignatione et trium testium adhuc 
viventium subsignatum est; si authentizetur a per-
sona pública; si recognoscatur a iudice et etiam 
aliis modis. Creemos, que todos esos modos de ra-
tificación sólo producen la autenticidad formal 
del documento, pero no, en principio, la sustan-
cial, pues tal autenticidad no puede afirmarse de 
tal documento hasta que la sentencia judicial así 
lo entienda. Sólo, en este contexto, tiene razón 
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mo para servir de supuesto básico al pro-
ceso de nulidad in casibus specialibus, inde-
pendientemente de la naturaleza pública o 
privada del mismo. 
En este proceso documental, a la hora de 
dictar su sentencia el juzgador, se pronun-
ciará emitiendo juicio sobre esa autenticidad 
sustancial del documento, es decir, sobre su 
fuerza convictiva acerca de la verdad de su 
contenido, como expresión que engendra cer-
teza moral de la verdad del hecho en él re-
presentado, si se entiende representativo de 
un vicio que hizo nulo el matrimonio con-
traído. Basta, a nuestro parecer, sin embar-
go, que aquel tipo de autenticidad de origen 
M. CABREROS -ob., t. Y ed. cts., pg. 573-, cuando 
dice: "Todo documento o instrumento, aun el pri-
vado, si consta con certeza de la verdad de su 
contenido, hace prueba plena". Tal constancia de 
la certeza sólo es posible que exista cuando el 
Tribunal la adquiera, y ésta sólo puede darse a 
conocer en la sentencia. F. X. WERNZ-P. VIDAL 
-ob., t. Y ed. cts., en nota 9, pg. 449- sólo se 
atreven a decir: Documenta quasi publica dice-
bantur illa, quae trium testium opinionis subs-
criptione formata sunt. El mismo calificativo de 
cuasi público pone en evidencia que no lo paran-
gana con el documento público, el cual goza de 
una autenticidad formal y otra substancial. Por 
el contrario, el documento de origen privado, lle· 
vado a cabo por el propio interesado en otorgar-
lo, sólo puede devenir público, por su ratifica-
ción pública, desde el punto de vista formal, mien-
tras que, desde el sustancial, será de libre apre-
ciación judicial, sin fuerza presuntiva vinculante 
alguna para el Tribunal. En todo caso, de lo que 
se tratará es de una confesión extrajudicial, so-
metida al imperio del c. 1753 para el proceso or-
dinario común, con las matizaciones que, para el 
de nulidad de matrimonio, prescribe el arto 116 
de la Instrucción PME. 
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quede manifestada en el documento que se 
ha de acompañar a la demanda, para enten-
der -si es . adecuado también para represen-
tar el vicio de nulidad- que reúne los re-
quisitos exigidos por el c. 1990 para servir 
d8 base a la incoación de un proceso espe-
cial de nulidad de matrimonio. Distinto pro-
blema es el de la atribución del poder de 
expedir tales documentos en cada caso. 
6) Doble vertiente significada por el re-
quisito authenticum del c. 1990. 
Pero, al mismo tiempo, ha de anotarse 
lo que ya sabemos y así quedó anteriormen-
te expuesto: que iure autem canonico con-
fectio documenti publici plerumque non re-
quiritur ad valorem actus iuridici sed ut 
medium probationis.202 
Como dijo G. Failde «de la sola inexis-
tencia de la partida matrimonial en los li-
bros parroquiales no puede concluirse con 
certeza la inexistencia del matrimonio»; así 
como «de la nulidad de la inscripción ma-
trimonial no puede deducirse con certeza la 
nulidad del matrimonio inscrito»; igualmen-
te, «de la validez de la inscripción matrimo-
nial tampoco puede argüirse con certeza la 
validez del matrimonio».203 
y lo que acaba de señalarse del matri-
monio cabe también predicarse de los otros 
fenómenos de hecho con trascendencia jurí-
dica que puedan operar, respecto a un ma-
trimonio, como impedimentos dirimentes 
del mismo. No toda prueba de éstos han de 
consistir en documentos públicos, pero, sin 
embargo, in casibus specialibus, se exige que 
sean acreditados por un documento que, 
202. H. JONE, ob., 1. Y ed. cts., pg. 174. 
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además de ser cierto -es decir, represen-
tativo del impedimento-, ha de ser autén-
tico, es decir, estimado por el juzgador -en 
valoración libre de todo otro condiciona-
miento legal- como verdadero; y se ha de 
entender -puesto que el precepto no dis-
tingue- verdadero tanto en su origen y 
otorgamiento (autenticidad formal) como en 
su contenido (autenticidad sustancial). 
Es decir, que el c. 1990, y los preceptos 
legales posteriores en él inspirados, cuando 
mencionan que el documento ha de ser au-
téntico, no parece estén refiriéndose sólo a 
la fidelidad de que hace mención el c. 1816, 
como tampoco exclusivamente a la genuini-
dad a la que se refiere el c. 1814, sino que 
ambos conceptos parecen más bien hallarse 
comprendidos en el único y común concep-
to de auténtico, no utilizado por el Códex, 
pero sí por el arto 159 de la Instrucción 
PME, en relación a las copias, y compren-
sivo de ambos tipos de autenticidades. 
Por ello, al contemplar el C. 1990, desde 
el punto de vista de la valoración del docu-
mento a la hora de dictar sentencia, se ha 
de prescindir de los diversos criterios doc-
trinales seguidos hasta ahora en relación al 
modo de precisar los conceptos de genuini-
dad y autenticidad. Ambos aspectos han sido 
subsumidos en el término authenticum, úni-
co exponente del deseo legislativo de que, 
fuera de toda regla legal presuntiva, en el 
proceso especial se juzgue de la nulidad pre-
tendida, y se acceda a ella, previa demostra-
ción del impedimento o vicio, con base a 
un documento que, aparte de ser cierta-
203. J. J . G. FAILDE, ob. Y ed. cts., pg. 580. 
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mente representativo de ello, verifique que 
realmente existió tal vicio o impedimento. 
Es decir, se requiere de un documento 
que, en razón a su origen, fuera otorgado de 
tal modo y condiciones, que, a la vez que 
acredite el autor del que procede, se pre-
sente, en razón a su contenido, como fiel re-
producción del hecho que constata y sirva 
de causa idónea para obtener la nulidad por 
esta peculiar vía procesal. Mas, tal doble ve-
rificación -nos preguntamos-, ¿podrá ha-
cerse posible, al menos prima facie, desde 
el primer momento en que se inicia el pro-
ceso especial, y en cuyo momento se precisa 
incorporar ya el documento llamado autén-
tico? ¿No se tratará, por el contrario, de 
una autenticidad más limitada, restringida 
al aspecto formal de la misma? 
7) Intento de una noción unitaria y for-
mal del documento auténtico, base 
justificativa suficiente del proceso do-
cumental. 
Partiendo de tales supuestos, alcanza ple-
no sentido, en este proceso, aquella idea de 
Carnelutti, de que «la noción de acto autén-
tico es más amplia que la de acto público, 
puesto que comprende todo acto cuya au-
tenticidad sea autenticada, y así también 
la escritura privada reconocida o verifi-
cada ».204 
El texto del arto 226 de la Instrucción 
PME presupone que al Oficial de la Curia 
judicial o Provisor (utilizando la terminolo-
204. E CARNELUTTI, Sistema ... , ob., t. Y ed. cts., 
pg. 508. También lo subrayado corresponde a la 
obra que se cita. 
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gía que se suele emplear en España), es ante 
quien se ha de presentar el libelo de deman-
da en el proceso especial y documental. Ha-
bida cuenta de que éste, auditis coniugibus, 
si comparuerint, ha de emitir juicio previo 
sobre, en definitiva, el bonus fumus iuris 
del vicio de nulidad constante en documen-
to cierto y auténtico, a la vez que sobre las 
cualidades externas de éste, no vemos in-
conveniente para que, en audiencia previa 
a los interesados, el Provisor proceda a re-
cibir el acto de reconocimiento del docu-
mento privado por parte de quien fuera autor 
del mismo. Así adquirirá, dicho documento 
privado, la fuerza de su autenticidad en ra-
zón a la procedencia del mismo, si tal au-
tenticidad no le hubiera sido ya yuxtapuesta 
por un acto previo de reconocimiento hecho 
ante testigo fidedigno investido de fe pú-
blica. 
En tal sentido se expresa también Láza-
ro, al no ver inconveniente alguno en «que 
se practiquen determinadas diligencias pre-
vias -no pruebas en sentido estricto- a 
fin de valorar la autenticidad de los docu-
mentos y comprobar la evidencia o certeza 
de los argumentos en los que se contiene la 
existencia del impedimento matrimonial, 
siempre que sean breves y justificados, co-
mo por ejemplo, la recta identificación de 
las personas, comprobar que efectivamente 
el matrimonio cuya nulidad se pretende es 
el mismo que consta en los archivos de la 
curia, etc.».20S Aunque entendamos que toda 
actividad acreditativa, llámesele prueba ju-
205. C. LÁZARO, ob. Y ed. cts., pgs. 109-110. 
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dicial O no, en este proceso, con carácter 
previo, sólo es posible realizarla en relación 
a las circunstancias que completen o per-
feccionen la autenticidad documental que 
sirve de presupuesto al proceso especial 
-así como algún otro dato que haga posible 
que los requisitos sine qua non de la admi-
sión de la demanda acaben de perfilarse-, 
lo cierto es que, con esta posible actividad 
previa autenticadora, el panorama de la au-
tenticidad documental -sólo contemplada 
ahora desde el punto de vista formal de su 
autoría- se amplía en gran manera, y así 
también las posibilidades del propio proce-
so documental. 
En este parcial enfoque de la autentici-
dad documental pueden tener cabida, por 
ejemplo, los otros documentos civiles que, 
conforme a su propia legislación, no tengan 
naturaleza de documentos públicos, pero 
que sean documentos oficiales o proceden-
tes de autoridades u otros funcionarios pú-
blicos en el ejercicio de sus funciones. Así 
como los procedentes de ministros acatóli-
cos, respecto a los cuales, aún admitiéndo-
los como aptos para servir de base proba-
toria en este tipo de procesos, sin embargo, 
Cappello 206 recomienda, en el terreno prác-
tico, la máxima prudencia, al objeto de cui-
dar la pureza de la fe y santidad de costum-
bres, así como la reverencia que han de 
guardar esas leyes hacia la Iglesia. 
No estamos, en cambio, de acuerdo con 
aquella opinión que incluye, entre los docu-
mentos públicos, a los que hacen referencia 
206. Vid. F. M. CAPPELLO, Tractatus ... , oh., t. 
y ed. cts., pg. 907. 
331 
los cc. 1813 Y 1814, no sólo los documentos 
del magistrado civil, sino también a los de 
ministros acatólicos. Así, Johnson 207 entien-
de que los documentos de pastores de sec-
tas protestantes se presumen genuinos mien-
tras que no se pruebe lo contrario con evi-
dentes argumentos; por ejemplo, testimo-
nios sobre hechos como el nacimiento, ma-
trimonios, muertes, sepulturas y, también, 
servatis servandis actos judiciales o jurados 
ante juez o notario civil. 
Este desacuerdo lo hacemos constar por-
que entendemos que esos documentos sólo 
serán públicos si en el lugar que se expidie-
ron, conforme a la ley nacional vigente en 
dicho lugar, tienen dicho carácter, en cuyo 
caso podrán ser calificados como documen-
ta publica civilia conforme al c. 1813 § 2. 
Mientras en la legislación canónica no se 
acoja, por una normación de derecho inter-
confesional, el valor de los actos y documen-
tos emanados de ministros de otras confe-
siones cristianas no católicas, parece dema-
siado simple el intento de homologar, tales 
documentos, con los procedentes de un ma-
gistrado o notario civil. 
Esos documentos, pueden ser, en cam-
bio, documentos auténticos, desde el punto 
de vista del c. 1990, en cuanto a ellos se in-
corporen acreditamientos de fedatarios ca-
nónicos o civiles que autentiquen no sólo la 
verdad acerca de los autores que los suscri-
bieron, sino también la cualidad jurídica, 
dentro de su propio ordenamiento confesio-
nal, con que dichos autores responden del 
207. Vid. J. JOHNSON, Ius vigens ... , oh. y ed. 
cts., pg. 630. 
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acto que suscribieron. Lo mismo cabe decir 
de los documentos procedentes de minis-
tros de religiones no cristianas. 
Sobre la autenticidad de fondo o sustan-
cial, juzgará el Ordinario en su momento 
oportuno, a la hora de dictar su sentencia, 
ya que él, como juez en este proceso espe-
cial, es el único que, por imperio procesal, 
tras la cognitio veri, está llamado a decidir 
si, a la autenticidad formal del documento, 
responde también la sustancial que eviden-
cia, con certeza moral, del hecho represen-
tado en su contenido. Y, a este respecto, 
bueno es que el juzgador tenga bien en cuen-
ta las medidas de prudencia que el propio 
Johnson señala para enjuiciar estos docu-
mentos, como vimos que también las indi-
caba Cappello. Por ejemplo (observa el pri-
mero de éstos), un documento de estado li-
bre no es por sí suficiente -tanto, precisa-
mos, si lo otorga un pastor de confesión no 
católica corno cualquier magistrado o nota-
rio civil-, dada la facilidad con que se ad-
mite el divorcio fuera de la Iglesia. 
Por último, Johnson continúa -en el 
mismo texto al que acabamos de hacer re-
ferencia- pronunciándose de igual modo a 
favor de los documentos privados en cuan-
to medios de prueba que pueden servir a 
los procesos documentales. Y pone el ejem-
plo de las inscripciones hechas en registros 
de algunas familias, adecuadas para probar 
la consanguinidad, etc., pero que rara vez, 
sin embargo, serán suficientes para ofrecer 
la plena certeza que se requiere. Mas, a 
nuestro parecer, esto último es terna que, 
por referirse a la autenticidad sustancial, 
queda reservado al juzgador únicamente-y 
en su sentencia- pronunciarse sobre él. En 
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la incoación del proceso especial y documen-
tal, basta, pues, a nuestro entender, que se 
den las circunstancias necesarias que acre-
diten el autor del que procede, para que ese 
documento privado -que permite ya ser ca-
lificado de cierto- pueda, con razón, lla-
mársele auténtico. 
Lo mismo podría decirse -siguiendo esa 
distinción de autenticidades- de las certi-
ficaciones expedidas por empresas comer-
ciales e industriales, que, en la moderna or-
ganización, no dejan de ocuparse con gran 
escrupulosidad de sus archivos o registros. 
Ya se expidan corno certificaciones o corno 
informes, habrá de quedar bien a~reditada, 
antes de la admisión de la demanda, la na-
turaleza auténtica del documento en razón 
a su procedencia, habida cuenta de que, in-
dependientemente de que tal documento 
adopte la forma de informe, si recoge y re-
produce actos registrados en sus propios ar-
chivos, tales informes no poseerán otra na-
turaleza jurídica que la de documentos pri-
vados certificativos. 
No reside, pues, el valor sustancial del 
documento en su naturaleza pública o pri-
vada, sino en el tipo de hecho que en él se re-
presente yen su fidelidad a lo representado. 
Por ello, en relación con las actas de los tri-
bunales civiles, que puedan por certificación 
aportarse al proceso canónico, dice Del 
Amo, que el hecho de que estas confesiones 
o declaraciones sean judiciales, incluso do-
cumentos públicos, no es impedimento al-
guno que haga al juez eclesiástico perder su 
libre discrecionalidad. «En consecuencia, se-
gún los casos, así éste podría estimarlas co-
mo sospechosas, corno de mucho peso, co-
mo de ningún valor respecto a los hechos 
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controvertidos ... en los juicios eclesiásticos, 
que son los de su competencia». Y agrega: 
«Ciertamente las actuaciones judiciales civi-
les tienen consideración civil y eclesiástica 
de documentos públicos .. . , pero no por es-
to, al traer declaraciones tomadas en un jui-
cio civil al proceso canónico, el juez ecle-
siástico quede obligado a valorarlas por 
otras normas de orientación distintas de las 
eclesiásticas, a tenor de los sagrados cáno-
nes».208 
y es que la autenticidad de origen, atri-
buida siempre al documento público, no es 
coincidente necesariamente con autentici-
dad sustancial del mismo. Aquello es lo que 
se recibe como indudable por el juez ecle-
siástico. Es como lo seguro e inevitable que 
le viene dado, y él tiene que aceptar; así co-
mo lo que su autor registró por haberlo per-
cibido sensorialmente. Mientras la autentici-
dad ideológica siempre resultará ser una au-
tenticidad presunta que puede quedar des-
truida por prueba en contrario practicada, 
bien en un proceso de impugnación especí-
fica independiente, bien en el propio proce-
so en el que se pretende que ese documento 
produzca su eficacia. En cambio, la autenti-
cidad de origen, o formal, no admite esa 
prueba en contrario dentro y en la línea di-
rectiva de ese mismo proceso, cuando es pú-
blico, sino qut;! requerirá, para quedar des-
autorizada, de la impugnación específica de 
su falsedad, ya sea por vía incidental o por 
demanda independiente, aunque no necesa-
riamente de naturaleza penal. 
208. L. DEL AMO, Valoración de los testimo-
nios ... , ob y ed. cts., pgs. 168 y 169 respectiva-
mente. 
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Tal autenticidad formal o de origen no es, 
sin embargo, exclusiva del documento pú-
blico. Cabe concebir un documento privado 
que participe de la misma característica, y 
deba llamársele, por ende y con razón, au-
téntico: si' de él mismo resulta con eviden-
cia su' autor, o si se le ha yuxtapuesto un 
acto auténtico de reconocimiento. 
Sin embargo, la autenticidad formal que, 
en estos casos, acompaña al documento pri-
vado, se halla más restringida: sólo acredi-
tará con evidencia la atribución a su autor, 
mas no responde de la autenticidad de lo 
que éste dice en el documento haber perci-
bido por sus sentidos. Esto, en todo caso, 
se valorará, o como confesión, o como de-
claración de testigos, según los casos, ela-
boradas extrajudicialmente; nunca como un 
hecho certificado en el documento mismo, 
como verazmente representativo de una rea-
lidad ocurrida. 
Pero hay que precisar, que esto que aca-
ba de decirse del documento privado, pue-
de suceder de igual modo, en muchas oca-
siones, con el mismo documento público 
eclesiástico. Por ejemplo, ni de una inscrip-
ción de defunción y, en muchas ocasiones 
ocurre con la de matrimonio -por ejemplo, 
el contraído ante sacerdote delegado o en 
forma extraordinaria Cc. 1103, § § 1 Y 3)-, 
puede decirse que en todo caso ha sido sus-
crita por el Párroco como testigo fidedigno 
de tales acontecimientos. Suele ser más bien 
testigo fidedigno de que alguien especial-
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mente interesado declara, ante él, lo efecti-
vamente sucedido, y él, además, por otras 
vías, es posible que haya tenido noticia de 
lo así sucedido; piénsese, a título de ejem-
plo, en parroquia populosa de gran ciudad. 
Puede ocurrir incluso con los registros de 
bautizados. Entonces la autenticidad ha de 
quedar también reducida al ámbito del au-
tor del documento, mas sin proteger lo que 
pudiera entenderse como percepciones sen-
soriales del suceso, cuando tales percepcio-
nes no se recibieron directamente por la au-
toridad pública que suscribió el acta en el 
libro-registro correspondiente. 
Lo propiamente auténtico de esos docu-
mentos públicos no puede hacer relación, 
entonces, sino a su autor, como suele ocu-
rrir con los documentos privados debida-
mente autenticados. Por ello, quizá, la refe-
rencia a la autenticidad sustancial se ha in-
tentado salvar en el Codex: por un lado, 
evitando, en las normas de valoración, de 
la prueba documental, el uso del adjetivo 
calificativo authenticum; por otro, creando 
una especie de presunción de fidelidad, ba-
jo la fórmula fidem faciunt, limitada a lo 
que directe y principaliter (c. 1816) se afir-
me en el documento. 
Es, pues, la idea de finalidad, por cuya 
razón se otorga el documento público, la 
que toma relevancia, a efectos de autentici-
dad sustancial, más que la fuerza que otorga 
al contenido del documento el autor del 
209. Lo que así se expresa no ocurre con las 
copias conforme a lo establecido en el art. 159 
de la Instrucción PME. Y la razón es poderosa, 
puesto que el fedatario, que otorga la copia, lo 
que hace es reproducir -por propia constata-
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mismo, según éste perciba o no sensorial-
mente lo que en él se contiene.209 Lo que ha-
ce fe del documento público, en principio, 
presuntivamente, será lo que consta en él 
de un modo directo y principal, indepen-
diente de que su autor lo haya o no podido 
percibir con sus sentidos; es, pues, una fi-
delidad sustancial y basada en razones ob-
jetivas, una vez fue otorgado y suscrito el 
documento por funcionario público. 
Por ello, lo percibido sensorialmente, 
por el autor del documento público ecle-
siástico; será presuntivamente auténtico, si 
ello lo hace constar expresamente el oficial 
público en el documento que otorga, o re-
sulta del mismo que él estuvo presente en 
el acontecimiento constatado. En cambio, la 
autenticidad de este documento sólo la ten-
drá a nuestro parecer, en todo caso, desde 
el punto de vista formal, en razón a la fun-
ción pública que ejerce su autor; y, desde 
el punto de vista sustancial se presumirá 
fiel, equiparable a sustancialmente auténti-
co en cuanto a lo que directe -que no es 
por percepción directa, sino lo que se pro-
pone como objetivo inmediato documen-
tar- y principaliter -es decir, perdiendo 
relevancia lo secundario- haga relación a 
un determinado contenido con trascenden-
cia jurídica. 
En el documento privado, como en el 
público eclesiástico, hay, pues -en nuestro 
sentir-, como una zona intermedia, la de 
ción escrita de lo que sensorialmente percibe al 
contemplar el original copiado- un documento 
preexistente, con independencia de cualquier va-
loración del mismo. 
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las percepciones sensoriales del autor de 
ellos- irrelevantes, o con significación dis-
tinta a la propia prueba documental públi-
ca, en el documento privado-, y que se 
aloja, en cambio, en la presunción de auten-
ticidad formal del documento público sólo 
en la hipótesis de que el autor del mismo, 
al otorgarlo, haga constar expresamente su 
percepción personal inmediata, o ésta se de-
duzca de constar en él tal presencia física; 
por lo que la autenticidad de su autoría co-
bijará también lo que él registró en el docu-
mento como recibido por sus propios sen-
tidos. En otro caso, no: la autenticidad for-
mal presunta quedará únicamente referida 
a la verdad del autor del documento; una 
autenticidad formal entendida stricto sensu, 
es decir, restringida al hecho de su actua-
ción como autor de la expedición u otorga-
miento. Lo que pueda ser entendido como 
genuinidad del documento público, como ya 
dejamos dicho, según el c. 1814, hemos que-
rido aquí prescindir por la ambigüedad de 
su interpretación; mas también porque de 
ello se ha prescindido en el c. 1990. 
y esto es lo que ocurre siempre, a nues-
tro parecer, en el documento privado; su 
autenticidad queda limitada a la verdad de 
su procedencia, al evidente conocimiento de 
quien sea su autor. Toda constatación aje-
na a este hecho, que en el proceso in casibus 
specialibus, ha de quedar a priori acredita-
da, seguirá la suerte que en el mismo, por el 
juicio del órgano de justicia, corran las cues-
tines relativas al fondo o contenido del do-
cumento. 
Observamos, pues, que se da, en relación 
a los diversos tipos instrumentales, un con-
cepto de autenticidad que puede llegar a 
335 
predicarse de igual modo del documento 
privado que del público: un concepto de au-
tenticidad formal en razón al autor del do-
cumento. A dicho concepto puede quedar 
reconducida, a nuestro juicio, la exigencia 
del c. 1990, y preceptos legales posteriores, 
relativos al documento auténtico. 
Luego, habrá de tenerse en cuenta, ade-
más -se trate de uno u otro tipo de docu-
mentos-, que su autor debe ostentar el po-
der de certificar ese hecho causante de la 
nulidad. Es decir, será preciso comprobar 
que hay congruencia entre el autor que cer-
tifica y el hecho certificado; que, de quien 
procede el documento -según la posición 
jurídica del autor en relación con lo que 
constata-, es aquel mismo sujeto que pue-
de testimoniar con verdad de lo que certi-
fica. 
Cuando esos dos aspectos concurren en 
el documento, cabrá calificarse de auténti-
co según el c. 1990. Por consiguiente, si se 
pretendiera exponer una fórmula, que sea 
expresiva y definitoria d~l documento cier-
to y auténtico, según el citado c. 1990, diría-
mos: lo es aquel documento que, indepen-
dientemente de cualquier valoración legal, 
se muestra cierto en su existencia, en cuan-
to representativo de un vicio de nulidad de 
matrimonio que afecta a determinada o de-
terminadas personas, y que en su proceden-
cia se presenta como verdadero en cuanto 
al autor que lo suscribe, siempre que éste 
tenga, en el ámbito social en que actúa, la 
posibilidad jurídica apta para certificar del 
hecho representado en dicho documento. 
Se trata, pues, de una autenticidad for-
mal restringida, común tanto para el docu-
mento público como para el privado. Lo 
cual quiere decir tanto como que, indepen-
dientemente de que algunas causas de nuli-
dad tengan que ser probadas por documen-
tos eclesiásticos necesariamente, conforme 
al c. 157 de la Instrucción PME -no dero-
gado, a nuestro parecer, por el Motu Pro-
prio Causas Matrimoniales-, o que de ordi-
nario, la más fácil y común prueba pueda 
contenerse en documento público, sin em-
bargo, no hay obstáculo a que pueda acre-
ditarse también por documento privado que 
sea representativo del vicio de nulidad y su 
autor aparezca autenticado en cuanto a su 
identidad y a su idoneidad para represen-
tar lo que constata. 
En todo caso, ni el uno ni el otro tipo de 
documentos prejuzgarán nunca, en este pro-
Ceso especial, conforme a un sistema legal 
de pruebas, la verdad de su contenido. Sino 
que sobre ésta -la llamada autenticidad 
sustancial o de fondo-, el único llamado a 
pronunciarse es el órgano judicial -el Or-
dinario competente- en su sentencia y con-
forme a un criterio de libre valoración de 
la prueba. Entonces juzgará de si, a esa au-
tenticidad formal, responde también la sus-
tancial o de fondo. 
Mas a la vez se ha de precisar que no 
respondiendo tampoco, esos caracteres del 
documento -certum y authenticum-, a 
unos modelos o prototipos especialmente 
valorados por la ley, de tales caracteres sólo 
juzga también, en definitiva, el propio juz-
gador en su sentencia. Pues, independiente-
mente de que, por su mera presentación, se 
entendieran con tales características por el 
Oficial encargado de admitir la demanda, 
este juicio previo sólo ha de estimarse pro-
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visorio y no podrá vincular nunca al Ordi-
nario que, al actuar como juez, conserva su 
libertad de juicio para no acceder a lo soli-
citado con base a dicho documento, si duda 
de su certeza o de su autenticidad. 
d') Que el documento no se halle sujeto a 
contradicción o excepción alguna. 
La norma X del Motu Proprio exige, por 
último, del documento cierto y auténtico, 
quod nulli contradictioni vel exceptioni ob-
noxium sito Estas palabras son reproducción 
literal de las que con la misma exigencia 
contuvo el C. 1990 y luego reiteró exacta-
mente el arto 226 PME. 
Conforme a este último precepto, el Pro-
visor u oficial que recibe la demanda de nu-
lidad, si entiende que el documento adolece 
de la falta de alguno de esos requisitos, la 
rechazará sin otorgarle su paso al Ordinario 
para que éste actúe en juicio. Mas también 
puede ocurrir que el mismo Ordinario, aun-
que admitida a trámite la demanda de nuli-
dad, sea quien se abstenga luego de decidir 
acerca de la nulidad, pasando la causa al 
trámite procesal común, si entiende que el 
documento que se aportó, como demostrati-
vo de la causa de nulidad alegada, o no es 
. cierto, o no puede calificársele de auténtico, 
o carece a la vez de ambas cualidades o ha 
quedado sometido, en el contradictorio pro-
cesal, a tales objeciones que no puede acep-
tarlo como justificante documental induda-
ble que sirva de base a la nulidad preten-
dida. 
Claro es que lo mismo ocurrirá si lo que 
no se demuestra suficientemente es la falta 
de dispensa; sin embargo, el documento 
acreditativo de este elemento, también in-
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tegrante de la nulidad pretendida, por la 
naturaleza relativa del objeto que se inten-
ta acreditar, ha de carecer necesariamente 
del vigor demostrativo, básico para el pro-
ceso especial, e insustituible en el mismo, 
del que documenta el impedimento o el vi-
cio, ya afecte éste a la forma sustancial del 
matrimonio o a su otorgamiento por procu-
rador. Este es, en puridad, el documento bá-
sico de la demanda. Mas sobre el otro do-
cumento, o quizá, con mayor exactitud, so-
bre la prueba de la falta de dispensa prefe-
rimos no pronunciarnos en este momento, 
reservándolo para más adelante. Allí trata-
remos de fijarle sus verdaderos límites y 
función procesal. 
1) Su significado y alcance para la in-
coación del proceso especial. 
Vistos esos dos diversos momentos en 
que ha de emitirse juicio, en el proceso es-
pecial, sobre el documento básico de la de-
manda, las llamadas por la ley contradic-
ciones o excepciones de dicho documento, 
parecerían reservadas a enjuiciarlas más 
bien al Ordinario que al Provisor, el cual no 
tiene otra función que la meramente recep-
tiva de la demanda. Sin embargo, decretar 
esta admisión supone que el Oficial judicial, 
según el arto 226 de la Instrucción PME, 
adquiere conocimiento -de quo si sibi vi-
detur constare- de que tal demanda se apo-
ya, como supuesto probatorio ineludible, en 
un documento cierto y auténtico que no pue-
de ser objeto de contradicción ni de excep-
ción. Como ha hecho notar Roberti, causa, 
210. F. ROBERTI, De processibus, 1, In Civitate 
Vaticana, 1956, pg. 583. 
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en las acciones contenciosas, est factum iuri-
dicum quo innititur actio.210 Y como añade 
un poco más adelante, factum iuridicum po-
situm tanquam fundamentum actionis debet 
in processu probari.211 Pues bien, ese hecho 
jurídico -el vicio que causa la nulidad del 
matrimonio- por el que la acción se ejer-
cita, en este proceso especial, ha de probarse 
con el mismo escrito de demanda en el que 
se pretende la nulidad, acompañándolo del 
documento en que consta el vicio, documen-
to que ha de reunir determinadas cualida-
des, sobre las cuales debe emitir un juicio 
provisorio y primario el propio oficial o 
provisor que la reciba. 
Por otra parte, tal exigencia del arto 226 
PME no deja de ser congruente con la exi-
gencia general que para toda demanda de 
nulidad de matrimonio establece el arto 64 
de la citada Instrucción; precepto que no 
deja a su vez de ser más que expresión le-
gislativa de lo que en doctrina canónica se 
ha venido tradicionalmente sentando, cual 
es que toda demanda para ser admitida por 
el juez eclesiástico, a fin de dar curso al 
proceso, debe gozar del bonus fumus iuris. 
Indudablemente, en el proceso especial, tal 
cualidad de la demanda que lo origina, no 
puede derivarse de otra cosa que del docu-
mento cierto y auténtico que, sin contra-
dicción ni excepción, constate el factum iuri-
dicum causa de la nulidad pretendida en 
este peculiar proceso. 
De este modo, el documento cierto y au-
téntico, constatador de la causa de nulidad, 
211. F. ROBERTI, ibídem, pg. 584. 
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se convierte en requisito previo necesario 
para la admisión de la demanda. No sólo ha 
de gozar, pues, de una fuerza probatoria 
prima facie indudable en relación al objeto 
litigioso, sino que se convierte en presu-
puesto formal de la existencia del proceso 
especial mismo. 
Von Bülow tuvo el mérito de alumbrar, 
para la ciencia jurídica procesal, frente a 
las excepciones procesales, el concepto de 
presupuestos procesales, entendidos como 
requisitos necesarios para la constitución de 
la relación jurídica procesal. y enseñó que, 
en contraposición a las reglas que puramen-
te hacen relación a la marcha del procedi-
miento, están las prescripciones relativas a 
<<los requisitos de admisibilidad y las condi-
ciones previas para la tramitación de toda 
relación procesal. Ellas precisan entre qué 
personas, sobre qué materia, por medio de 
qué actos y en qué momento se puede dar un 
proceso. Un defecto en cualquiera de las re-
laciones impediría el surgir del proceso».212 
De manera que «la validez de la relación 
procesal es una cuestión que no puede de-
jarse librada en su totalidad a la disposi-
ción de las partes, pues no se trata de un 
ajuste privado entre los litigantes, sólo in-
fluido por intereses individuales .. . No está 
permitido entablar una demanda que no in-
dique la relación jurídica que se alega (un-
substantürte Klage); el proceso tramitado 
212. O. VON BÜLow, "La teoría de las excep-
ciones procesales y los presupuestos del proceso", 
trad. de M. A. Rosas, Buenos Aires· 1964, pg. 5. 
Los subrayados son de la obra citada. 
213. o. VON BüLOw, ibídem, pg. 293. 
214. Tema bien distinto al señalado es el de 
CARMELO DE DIEGO-LORA 
por una autoridad no judicial o ante un tri-
bunal incompetente o no prorrogado, o por 
una parte incapaz de actuar, o por medio 
de un representante no legitimado ... el de-
mandado puede admitirlo o no, según quie-
ra; mas el tribunal no tiene que esperar que 
el reo acuse el defecto; debe considerarlo 
siempre cualquiera sea quien lo haya denun-
ciado ... se ha de estar a lo que las partes 
expongan, pero a ese material que se tiene 
a la vista se ha de aplicar, de oficio, la nor-
ma de derecho procesal respectiva y exami-
nar si el actor ha llevado los requisitos del 
nacimiento de la relación jurídica procesal. 
Sólo en caso afirmativo, debe el juez apro-
bar y dejarlo seguir su curso».213 
La cita ha resultado extensa, pero pen-
samos que conveniente al esclarecimiento de 
la función que, para el nacimiento del pro-
. ceso mismo, cumple la necesidad previa del 
acreditamiento documental de la causa de 
la nulidad en este proceso especial. Y sólo 
cuando al Oficial judicial, que recibe la de-
manda, adquiere certeza de que el caput 
nullitatis alegado consta en documento cier-
to y auténtico, no susceptible de contradic-
ción o excepción alguna, la admitirá para 
darle curso y ser sometida al conocimiento 
del Ordinario, como reza el art. 226 de la 
Instrucción PME. Y esto significa que si el 
Provisor entiende no existir suficientemente 
la constatación documenta1 214 su deber ante 
si cabe recurso contra esa decisión in limite lite 
del Oficial, bien sea ante el mismo Ordinario, 
bien ante el órgano judicial superior. Este tema 
ha de quedar reservado en su tratamiento, nece-
sariamente, para un momento posterior, cuando 
estudiemos lo concerniente al procedimiento. 
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la demanda no puede ser otro que rechazar-
la, pues sin tal documento de constatación 
del caput -o con un documento prima facie 
insuficiente- no cabe nazca la relación ju-
rídica procesal propia de este especial pro-
ceso. 
El Oficial judicial o provisor deberá, 
pues, emitir un juicio primario y provisorio, 
acerca de las características del documento 
aportado por la parte actora, en el primer 
acto procesal, el de interposición de la de-
manda. Ya hemos visto qué debe entender-
se por documento cierto y auténtico. Si en-
tiende que no reúne el documento ninguna 
o alguna de estas características, de plano 
rechazará la demanda. Pero, ¿qué ha de en-
tenderse cuando se prescribe, además, que 
ese documento no se halle sujeto a contra-
dicción o excepción alguna? 
Para que un documento pueda ser obje-
to de contradicción o de excepción, es pre-
ciso que haya alguien que lo tenga ante su 
vista y pueda entonces contradecirlo u ob-
jetarlo. Mientras ese alguien no esté en el 
proceso, por la citación, imposible resulta-
rá a ningún juez prever esas posibles con-
tradicciones y excepciones. Estas podrán ser 
conocidas en el momento procesal en que 
el Ordinario haya de dictar su decisión, mas 
difícilmente pueden ser advertidas en ese 
momento inicial en que ha de producirse la 
decisión de admisión o repulsa de la de-
manda por el Provisor. Este podrá juzgar 
prima facie si el documento se le aparece 
como cierto y auténtico, pero no de las po-
215. Vid., en este mismo trabajo, lo que se 
expone en 3, e), b', 2). 
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sibilidades de impugnacÍ6n futura, que él 
desconoce en ese momento. Por ello, enten-
demos que, sobre este último requisito exi-
gido para el documento, sólo es posible emi-
tir juicio por el Provisor cuando se trata de 
vicios o defectos que hic el nunc puede él 
de vis u directamente apreciar. No refirién-
dose, pues, tal exigencia, a la prescrita cer-
teza o autenticidad -que son cualidades 
distintas, también sometidas a su aprecia-
ción-, el juicio del oficial judicial, para la 
admisión de la demanda, sólo podrá versar 
sobre los defectos o vicios que la materiali-
dad del documento mismo le ofrezca a sus 
sentidos corpóreos, ordinariamente la vista, 
mas también, por ejemplo, un raspado en el 
papel en que se plasmó el documento puede 
conocerse tactilmente. 
Ya hicimos notar anteriormente,215 con-
tra el parecer de Jone, que la apreciación 
de la prueba que se concede al juez, inde-
pendientemente de la naturaleza pública del 
documento, para juzgar acerca del valor de 
éste, en la hipótesis de que en él se obser-
ven raspados, correcciones, interpolaciones 
o cualquier otro defecto material (c. 1818), 
no quiere decir que tal documento haya de 
ser negado en su genuinidad. De él sólo ca-
brá afirmar, por esos motivos, que es inco-
rrecto. Y lo que ocurre además es que, si se 
trata de documento público, queda degra-
dado en la fuerza presuntiva de prueba le-
gal que goza en el sistema canónico, para 
quedar sometido a un criterio de libre apre-
ciación. Pero no quiere esto decir que si era 
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tal documento genuino o auténtico deje de 
serlo. Entonces dijimos que esos defectos 
materiales del documento hacen más bien 
relación, no a la genuinidad, sino a la ter-
cera característica que prescribe el c. 1990: 
quod nulli contradictioni veZ exceptioni ob-
noxium sito 
y así lo creemos, primero, porque tal ti-
po de defectos, sin que tenga por qué nece-
sariamente influir en la cualidad de certeza 
del documento como constatador de la cau-
sa de nulidad, ni en el de su autenticiadad, 
lo hace, sin embargo, incorrecto, sospechoso 
a primera vista, al presentarse como mani-
pulado de algún modo, de haber sido obje-
to de supresión, corrección o adición en al-
gún elemento del mismo: ya no es suficien-
temente convincente de que lo que en él 
aparece registrado se corresponda con lo 
que exactamente en él se reflejó al precons-
tituirse. Si se trataba de documento públi-
co, pierde, por ello, su fuerza presuntiva de 
prueba legal. Queda, en definitiva, como el 
documento privado mismo, sometido a la 
libre apreciación judicial en el proceso or-
dinario. Mas si se trata del proceso especial 
-cuya razón de existir es la fuerza argu-
mental del documento--, al hacerse sospe-
choso de su fidelidad, aunque pueda luego 
resultar cierto y auténtico -y esto se podrá 
acreditar en el proceso ordinario de nuli-
dad-, lo hace a su vez carente de aquella 
aptitud probatoria tan enérgica requerida 
para declarar, con base al documento, la nu-
lidad en proceso tan expeditivo. Proceso que 
no se justifica sino en la naturaleza del do-
cumento cierto y auténtico, carente a su vez 
de toda falta o defecto de los que puedan na-
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cer alguna contradicción o excepción al 
mismo. 
Y, en segundo lugar, tal tipo de contra-
dicción o excepción es apta para mostrarse 
patente al propio oficial que recibe la de-
manda, sin necesidad de alegación alguna de 
parte contraria, por ser defecto apreciable 
por los sentidos de quien reconozca el do-
cumento. 
Esas presuntas contradicciones o excep-
ciones -lo veremos a continuación-, rela-
tivas al documento, podrán ser distintas, sin 
embargo, a las señaladas cuando se trata 
del momento procesal en que el Ordinario 
ha de emitir su decisión. Pero en este mo-
mento inicial de la incoación del proceso, a 
la propia iniciativa del Oficial judicial, in 
Zimine lite, difícilmente se le podrá presen-
tar otra objección que hacer, respecto al do-
cumento -al margen de su juicio proviso-
rio sobre si entiende prima facie reunir las 
características de cierto y auténtico- que la 
relacionada con los defectos o vicios de na-
turaleza material -correcciones, raspadu-
ras, etc.- que el propio documento le ofrez-
ca a sus sentidos al examinarlo. Claro es 
que estos defectos materiales tienen menor 
importancia cuando el documento, que se 
aporta con la demanda, es una copia autén-
tica de las contempladas en el art. 159 de 
la Instrucción PME. Bastará que el Provisor 
ordene, como información previa al decreto 
de admisión de la demanda, que la copia 
aportada se coteje con el original custodia-
do en archivo público, conforme prevé el 
arto 162 § 1 de la citada Instrucción. Se se-
guirán los criterios procedimentales estable-
cidos por el C. 1821. Como se aprecia de 
estos dos preceptos, últimamente citados, el 
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cotejo no sólo puede ordenarse a instancia 
de parte, sino ex officio, si surge alguna 
duda sobre la fidelidad con que ha sido 
transcrita la copia de su original. No se ve 
dificultad legal alguna para que, en estos 
casos, el Provisor, antes de pronunciarse so-
bre la admisión de la demanda, despeje la 
duda que las incorrecciones materiales del 
documento, que con ella se acompaña, pue-
da plantear, si esa confrontación de la copia 
con el original no ofrece especiales dificul-
tades de ser verificada.216 
2) Su significado de excepción procesal 
y dilatoria para el juicio que ha de 
formular el Ordinario. 
Mayor amplitud, en cambio, tendrán esas 
posibles contradicciones y excepciones, que 
se hagan al documento, cuando se trata de 
aquel momento procesal en que el Ordina-
rio ha de dictar su sentencia de nulidad, o, 
por el contrario, decide que pase la causa al 
trámite del proceso común o solemne (art. 
227 Instrucción PME, en relación con el c. 
1991). Tanto el c. 1990 como la norma X del 
Motu Proprio Causas matrimoniales, aunque 
ordenen se omitan las solemnidades del pro-
ceso ordinario, imponen la necesaria cita-
ción de las partes y la intervención del De-
216. La doctrina -vid. C. LÁZARO, ob. Y ed. 
cts., pgs. 109 y 110- admite la posibilidad de so-
licitar que se practiquen determinadas diligencias 
previas- no pruebas en sentido estricto (debe 
ser por prescindir del contradictorio para su prác-
tica)- a fin de valorar la autenticidad de los 
documentos y comprobar la evidencia o certeza 
de los documentos en los que se contiene la exis-
tencia del impedimento matrimonial, siempre que 
sean breves y justificadas, como por ejemplo, la 
recta identificación de las personas, o, si se trata 
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fensor del Vínculo. Aún más clarificador re-
sulta ser el arto 227 de la Instrucción PME 
cuando expresamente dice: citatis semper 
partibus iisque auditis. Quizá la aclaración 
no resulte absolutamente necesaria, pues 
esa citación a la que se refieren aquellos 
preceptos no debe hacerse para otra cosa, 
en buena lógica jurídica, que para una com-
parecencia en juicio -por analogía con lo 
dispuesto con carácter general por el C. 
1711- al estilo de la señalada en el C. 1727 
y art. 88 de la Instrucción PME. También, 
ese citado arto 227 añade que se recabará el 
voto del Defensor del vínculo y del Promo-
tor de justicia, si éste segundo fue quien 
ejerció la acción de nulidad o si el Ordina-
rio juzgara que debiera oírlo; iniciativa, es-
ta última, ex officio, que no puede extrañar-
nos dado que la peculiaridad procesal in ca-
sibus specialibus sustituye la necesidad de 
acudir al proceso ordinario y habida cuenta 
del papel que ha de cumplir el Promotor de 
justicia -según el arto 16 de la referida Ins-
trucción- de defensor de la ley procesal: 
et ubi de lege processuale tutanda agitur. 
Esa audiencia de partes prescrita signi-
fica que éstas tendrán ocasión, en ese mo-
mento procesal y según la posición que ocu-
de apellidos muy corrientes, comprobar que efec-
tivamente el matrimonio cuya nulidad se pretende 
es el mismo que consta en los archivos de la 
curia, etc. Con mayor razón se podrá practicar 
-añadimos- una diligencia de cotejo -que no 
es más que una actividad de confrontación- para 
comprobar que el documento base de la deman-
da, a pesar de sus externas incorrecciones de ín· 
dale material, refleja fielmente al documento ori-
ginal del que es copia. 
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pen en el proceso, de exponer al Ordinario 
todos aquellos motivos que apoyen la acción 
ejercitada, a la vez que todas las razones 
que se le opongan. Asimismo, tal audiencia 
servirá de ocasión para la proposición de 
pruebas corroboradoras de una y otra postu-
ra. La fórmula praetermissis sollemnitatibus 
no se opone a lo que aquí se indica. Como 
ha enseñado Lázaro, «en el proceso extraor-
dinario se quiere facilitar el derecho de in-
tervención de las partes -como en todo 
proceso judicial- so pena de nulidad de la 
sentencia ».217 
Las partes -señala J ohnson 218_ pueden 
formular excepciones, al igual que el Defen-
sor del vínculo, y rogar la presentación de 
nuevos testigos. También puede hacerlo el 
juez si lo exige el bien público. Si las excep-
ciones propuestas requieren amplia infor-
mación antes de que pueda procederse a la 
definición de la causa, o reclaman otras in-
vestigaciones, corresponde al juez determi-
nar si puede ser tratada todavía la causa 
por proceso documental o si ha de acudirse 
al trámite ordinario. Es imposible -sostie-
ne este autor- dar una norma rígida en re-
lación con las excepciones que puedan ser 
admitidas en el proceso documental y cua-
les sean aquellas otras que reclaman inves-
tigación en proceso ordinario. Por ello, in-
tenta señalar un criterio consistente en que 
caben en el especial todas aquellas excepcio-
nes de las que, pudiéndose disponer fácil-
mente, no excedan los límites del proceso 
documental, y ésto aunque se requiera la 
217. C. LÁZARo, ibídem, pg. 110. 
218. J. JOHNSON, Ius vigens ... , ob. y ed. cts., 
pgs. 635-636. 
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suspensión del proceso para una más am-
plia información. 
Tal opinión -que compartimos- es per-
fectamente explicable en este autor,219 el cual 
entiende, respecto a las formas de este es-
pecial juicio, que han de ser observadas las 
peculiares normas dadas para este proceso 
por el legislador, pero a su vez estima que 
deben ser completadas con las normas ge-
nerales dadas para el proceso judicial co-
mún (cc. 1552-1924) y las especialmente dic-
tadas para el proceso matrimonial. 
Las palabras de que se sirve el c. 1990 
son quod nulli contradictioni veZ exceptioni 
obnoxium sit, referidas al documento cierto 
y auténtico, y literalmente reproducidas las 
vemos en el arto 226 de la Instrucción PME 
y en la norma X del Motu proprio de 1971. 
En rigor, el documento puede ser sometido 
a contradicción, mas no cabría someterlo a 
excepción. La fórmula legal no cabe se le 
califique de acertada. El término de excep-
ción hace referencia más bien al de acción, 
como un modo de oposición a la acción, y 
no al documento mismo, el cual podrá, por 
la excepción, ser negado, contradicho o im-
pugnado. Así la define stricto sensu Rober-
ti: exclusio actionis, qua reus actionem con-
tra se intentatam retardat aut penitus elidit. 
Sólo, en sentido lato, quaZibet actionis ne-
gatio.220 De tal manera que exceptio suppo-
nit actionem existere; at si illi obiciatur, va-
let eam extingere; hunc enim finem pro-
prium exceptio ut actionem succidat.221 
219. J. JOHNSON, ibídem, pg. 631. 
220. F. ROBERTI, ob., t. Y ed. últ. cts., pg 673. 
221. F. ROBERTI, ibídem, pg. 674. 
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A nuestro parecer la terminología reite-
rada por los diversos preceptos del ordena-
miento procesal canónico no ha seguido en 
este caso un criterio rigurosamente técnico, 
pero que, sin embargo, no impide su identi-
ficación. Señala, primero, con precisión, que 
han de referirse -esas contradicciones o 
excepciones- al documento, es decir, cir-
cunscribe el objeto de su prescripción jurí-
dica al documento cierto y auténtico. En se-
gundo lugar, la terminología utilizada resul-
ta ser de tan amplio alcance que permite, 
sin embargo, tanto las negaciones y obje-
ciones relativas al documento mismo, res-
pecto a su contenido y a su pretendido au-
tor, como a las contradicciones que del do-
cumento deriven, o de otras contrapruebas 
propuestas en relación a éste, así como las 
impugnaciones que sobre su valor, o sobre 
su eficacia, o sobre supuesta falsedad del 
mismo, quepan alegar. Y no cabe, a nuestro 
parecer, en estos casos, plantear cuestión in-
cidental alguna. Basta que la objeción, con-
tradicción o negación,222 que se opongan al 
valor del documento, o a su propio conte-
nido, o en relación a su expedición, mues-
tren cierta verosimilitud, para que el Ordi-
nario quede impedido de dictar la sentencia 
de nulidad in casibus specialibus, aunque se 
traten de defectos materiales de la escritu-
ra -raspados, enmendados, etc.- que pa-
saran inadvertidos para el Provisor al admi-
222. J . GUASP, 1. -ob. Y ed. cts., pgs. 233-235-
que, prescindiendo del concepto de acción, parte 
del ccncepto de pretensión, habla de la oposición 
a la pretensión, entendida como "acto, declaración 
de voluntad por la que el sujeto pasivo de la 
pretensión, solicita del juez, frente al actor, la de-
sestimación de la actuación pedida por éste". Tal 
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tir la demanda y que luego hayan sido pues-
tos de relieve por la parte demandada o por 
el Defensor del vínculo. 
Por consiguiente, si se tratan de autén-
ticas excepciones, aunque hayan de hacer 
referencia directa a la acción que se ejerci-
ta en la demanda, sin embargo, a las que 
únicamente se refieren estos preceptos son 
a aquellas excepciones que encuentran su 
fundamento, su razón de oposición, en el 
documento mismo básico de la nulidad, al 
documento que se acompañó con la deman-
da como representativo del hecho constituti-
vo del caput nullitatis. Cabe aceptar, pues, 
aquí el término excepción en su sentido más 
amplio, como equivalente a cualquier me-
dio de defensa que pueda esgrimirse, si bien 
se les restrinja al mismo tiempo a sólo aque-
llos que hagan directa relación al documen-
to mismo. 
En la doctrina procesal se entiende es-
trictamente por defensa «cuando el deman-
dado se limita a negar el derecho pretendi-
do por el actor, o los hechos constitutivos 
en que éste lo apoya, o su exigibilidad o efi-
cacia en este proceso, o cuando solicita que 
se tenga en cuenta un hecho impeditivo del 
nacimiento de tal derecho o extintivo del 
mismo»; de tal forma que se reserva la cali-
ficación de excepción para «cuando el de-
mandado alega hechos impeditivos del na-
OposlclOn se reduce, para este autor, en una ne-
gación, o en una contradicción (una nueva afir-
mación incompatible con la contraria del actor), 
o una objeción : estas dos últimas, en contraste 
con la mera negación, constituyen, para este autor, 
las excepciones procesales. 
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cimiento del derecho pretendido por el ac-
tor o extintivos o modificativos del mismo, 
o simplemente dilatorios, que impiden en 
ese momento y en tal proceso se reconozca 
la exigibilidad o efectividad del mismo ... , ra-
zón por la cual debe probarlos el deman-
dado ».223 
En esta descripción se señalan, junto a 
otros tipos de defensas, las excepciones en 
su doble categoría de perentorias y dilato-
rias, así como las restantes negaciones o de-
fensiones que no son susceptibles de quedar 
calificadas exactamente como excepciones. 
A estas segundas cabrá calificarlas, según el 
texto legal objeto de nuestra atención, de 
contradicciones; las primeras, de excepcio-
nes propiamente dichas. Pero excepciones 
que hacen referencia a la acción, si bien en 
cuanto ésta se apoya en un documento que 
resulta de algún modo impugnado. 
Sin embargo, trátese de uno u otro tipo 
de defensas, al hacer relación al documento 
constitutivo del hecho causa de la nulidad, 
en este proceso documental obrarán siem-
pre, de todos modos, como excepciones pro-
cesales. En efecto, quoad naturam exceptio-
nes sunt substantiaZes veZ processuaZes, 
prout respiciunt meritum causae aut for-
mam procedendU24 Ese documento, hemos 
señalado que es requisito previo, ineludible, 
al proceso. Y ha de ser, además, un docu-
mento cierto y auténtico, no sujeto a contra-
223. H. DEVIS ECHANDÍA, Nociones generales 
de Derecho procesal civil, Madrid 1966, pgs. 230 
y 23l. 
224. F. ROBERTI, ob., t. Y ed. últ. cts., pg. 676. 
225. L. DEL AMO PACHÓN, Presupuestos procesa-
les, excepciones, recursos, Revista de Derecho Pri-
CARMELO DE DIEGO-LORA 
dicción ni excepción alguna. En cuanto algu-
na de éstas se plantea, el proceso in casibus 
speciaZibus ha de dar paso al proceso ordi-
nario, porque aquél carece de aptitud, con-
forme a la simplicidad procedimental que lo 
rige, para ser cauce adecuado para dictar el 
Ordinario un pronunciamiento de nulidad. 
El documento, básico, pierde aquella ener-
gía poderosa de prueba que en principio pa-
recía contener. 
«Excepciones procesales corrientes son 
-nos ilustra Del Amo- las que afectan a 
la litis pendencia, al pleito acabado, a la 
cosa juzgada, a la identidad de procesos, a 
la conexión de causas, a la acumulación de 
autos, a la demanda defectuosa por falta de 
los requisitos indispensables».225 Pues bien, 
en esta última categoría ha de ser alojada 
la excepción -sea mera contradicción o ex-
cepción propiamente dicha- que se oponga 
o niegue a que el documento pueda ser te-
nido por cierto y auténtico, así como a toda 
aquella que se apoye en algún vicio de que 
adolezca dicho documento. Incluso aquella 
que consista en la impugnación, por vía de 
incidente -conforme al arto 162 § 2' de la 
Instrucción PME-, de la escritura que se 
acompañó con la demanda como documen-
to fundamental de la misma. 
Siempre que tal impugnación no resulte 
abiertamente arbitraria o caprichosa, vana 
en su formulación, de tal manera que prima 
vado, Madrid 1%8, pg. 87. Este mismo autor en 
"Impugnaciones de la demanda" -Revista de De-
recho Privado, Madrid 1968, pg. 301-, entre otros 
motivos de tal impugnación, señala también la "fal-
ta de forma o de otros requisitos fundamentales 
(canon 1708, n. 3)". 
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facie pueda juzgarse de su absoluta caren-
cia de idoneidad, dicha impugnación, rela-
tiva al presupuesto documental del proceso 
in casibus specialibus, impedirá que la rela-
ción jurídica procesal típica de este proce-
so llegue a formarse adecuadamente, tenien-
do el Ordinario que sustituirlo necesaria-
mente, ordenando su cambio a la vía pro-
cesal común u ordinaria. Esta única vía se-
rá la susceptible entonces de contener esa 
relación jurídica procesal formada con base 
a una demanda de nulidad apoyada en un 
documento aparentemente cierto y auténti-
co que padece de una impugnación que se 
muestra externamente al menos como fun-
dada. 
Lo que acaba de manifestarse no quiere 
decir, ni mucho menos, que toda defensa o 
excepción que se oponga a la demanda de 
nulidad en el proceso especial impida la 
operatividad de éste y haya necesidad de 
cambiar el curso del proceso incoado pa-
sándolo a la vía ordinaria. No, sino que, de 
conformidad con Johnson, como antes se 
hizo constar, caben en este proceso docu-
mental alegar todas aquellas excepciones de 
las que se puedan disponer y no excedan 
los límites de este especial proceso, inclu-
yendo aquellos hipótesis en que se requiera 
suspenderlo para una más amplia informa-
ción. Podrán alegarse, pues, en el proceso 
documental, tanto excepciones procesales 
como las llamadas sustanciales. Sin embar-
go, se ha de aclarar también, que, en rela-
ción a la sumarie dad típica de .este proceso 
-como ya se señaló anteriormente 226_, la 
226. Vid., en este mismo trabajo, lo que se 
expone en 2., e). 
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decisión del Ordinario sólo puede pronun-
ciarse en un sentido determinado, en el de 
la nulidad de la sentencia, y nunca en el 
de la absolución de lo pedido en la deman-
da. Por ello, en cuanto el Ordinario, actuan-
do como juez, estime que no puede dictar, 
en razón a las excepciones alegadas, senten-
cia de nulidad, su decisión ha de quedar avo-
cada necesariamente en una sola dirección: 
declarar inadecuado este proceso especial 
para obtener la nulidad pretendida, orde-
nando dar curso, a continuación, a lo ya 
tramitado, para que se juzgue en vía proce-
sal ordinaria. De lo que deriva que toda ex-
cepción que en este proceso especial y do-
cumental se alegue, aunque sea, por propia 
naturaleza, substancial, no deja de presen-
tarse, por el hecho de aquí esgrimirse, como 
procesal, pues toda excepción, en la inten-
cionalidad de la parte que la alegue, va di-
rigida en principio a hacer inadecuado el 
proceso especial incoado al objeto de aco-
ger la petición de nulidad que se intenta ob-
tener. Y, desde luego, no sólo intencional-
mente por parte de quien se opone, sino que 
si tal excepción considera el Ordinario que 
es un obstáculo para que prospere lo que se 
pretende en vía procesal especial, operará 
el efecto típico de una excepción procesal 
de inadecuación del procedimiento elegido, 
lo que acarreará la consecuencia del cam-
bio ex oflicio de la vía procesal elegida y, 
con ello, el cambio del mismo órgano ju-
dicial en un principio llamado a conocer. 
Volviendo a las objeciones, contradic-
ciones o negaciones relativas al documento 
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mismo, se ha de añadir que habida cuenta 
afectan a un presupuesto del proceso espe-
cial, al tratarse el documento cierto y au-
téntico de una condictio sine qua non para 
la admisión de la demanda, aunque no exis-
tan especiales alegaciones defensivas en re-
lación al mismo -sea por parte demandada 
o por el Defensor del vínculo-, bastará que 
el Ordinario, actuando como juez, observe 
el defecto o vicio del documento, para que 
ex officio lo ponga de relieve y declare la 
inadecuación del proceso documental elegi-
do. Con lo que tal vicio o defecto así reve-
lado no dejará de operar también al estilo 
de una auténtica excepción procesal relativa 
al modo elegido para tramitar el proceso do-
cumental (modum iudicii, reza el c. 1628, 
§ 1). 
Mas una excepclOn, como la señalada, 
que hace referencia al inadecuado modo ele-
gido para el juicio, no sólo es una excepción 
procesal, sino que el propio c. 1628 § 1 ex-
presamente la califica y da tratamiento de 
dilatoria. Como sabemos, no siempre las ex-
cepciones dilatorias son coincidentes con 
excepciones procesales. Existen excepciones 
dilatorias de naturaleza sustancial aunque 
no estén expresamente recogidas en el Cle, 
pero que retardan la eficacia de la acción. 
Por ejemplo, Roberti, cita el pactum de non 
petendo ad certum tempus. Como señala es-
te autor, exceptiones substantiales dilatoriae 
interea processum perimunt, sed sublate ex-
ceptione, actio rursus proponit potest.227 El 
efecto dilatorio de este tipo de excepciones 
substanciales no sugiere duda alguna; sin 
227. F. ROBERTI, ob., t . Y ed. últ. cts., pg. 676. 
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embargo, la figura de la excepción dilato-
ria, tal como es delineada en el c. 1628 § 1, 
es una excepción de naturaleza procesal 
praesertium quae respiciunt personas et 
modum iudicii, que en principio debe ser 
propuesta antes de la contestación de la de-
manda, paralizando -suspendiéndolo- el 
curso del proceso principal hasta que caiga 
resolución judicial sobre la excepción pro-
puesta. Mas no puede hacerse de ésto un 
principio absoluto porque el propio canon 
permite un planteamiento tardío de estas 
excepciones sin que se produzca entonces el 
efecto paralizador: estas excepciones pro-
cesales pueden no operar, pues, como dila-
torias en esos casos. Al igual que a la recí-
proca: cabe también que algunas excepcio-
nes perentorias por naturaleza -como las 
del c. 1629 § 1-, operen como dilatorias en 
el proceso si se alegan antes de la contesta-
ción de la demanda. 
La contradicción o excepción que se ale-
gue en relación al documento cierto y au-
téntico, en proceso documental, hace invia-
ble este proceso. Es en él una excepción pro-
cesal siempre (por ser el documento un pre-
supuesto procesal). Pero a su vez pudiera 
ser que, proseguido el curso del proceso en 
vía ordinaria, llegue el Tribunal de Justicia 
-o el órgano unipersonal, si éste se consti-
tuyó en primer grado conforme a ?a norma 
1 § 2 del Motu proprio Causas matrimonia-
les- a dictar sentencia de nulidad a pesar 
de la excepción propuesta, por entender que 
el documento que acreditaba el caput nulli-
tatis era efectivamente cierto y auténtico. 
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Pudiera ser, por el contrario, que la excep-
ción hubiera sido propuesta con tal funda-
mento que mueva al órgano de justicia, en 
este proceso ordinario, a dictar una senten-
cia absolutoria de la demanda, no accedien-
do a la nulidad pretendida en el dubio. 
Como se deduce de lo expuesto, resulta 
que tales contradicciones o excepciones, al 
proponerse en el proceso documental, siem-
pre serán calificadas de excepciones proce-
sales, aunque no conserven tal calificación 
al ser transplantadas al proceso ordinario. 
Mas también no dejarán de gozar de un de-
terminado efecto dilatorio, pues al ser cau-
sa del cambio de procedimiento, provoca a 
su vez un retraso temporal a la decisión que 
haya de pronunciarse, por tener ésta que 
dictarse tras los trámites solemnes del pro-
ceso ordinario. Desde este punto de vista, 
no parece ofrecer demasiada dificultad para 
que este tipo de excepción, propuesta en 
proceso sumario documental, quepa ser ca-
lificada, a la vez que de procesal, de dilato-
ria. En cambio, en el proceso ordinario, si 
impide que prospere la acción de nulidad 
ejercitada, podrá ser calificada con razón 
de perentoria. Por consiguiente, las excep-
ciones o contradicciones que se propongan 
en el proceso especial, sumario y documen-
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tal, objeto de nuestro presente estudio, son 
excepciones procesales y dilatorias en este 
peculiar proceso, pero no quiere decir que, 
en el proceso ordinario, por propia natura-
leza, gocen de igual calificación. Es decir, 
que una puede ser la naturaleza propia de la 
excepción, y otra la que adquiera en relación 
.a un determinado proceso en la que se ejer-
cite. 
El proceso regulado para las hipótesis 
de casos especiales, no sólo se justifica en 
razón a determinado tipo de documentos 
representativos de peculiares causas de nu-
lidad previstas por el legislador; no sólo 
atrae con su especial llamada la competen-
cia del propio Ordinario y libera de solem-
nidades propias del proceso común; no sólo 
condiciona el tipo de resolución que en él 
se dicte y ciertos efectos posteriores de la 
misma; sino que también logra cambiar la 
misma naturaleza -modificación por razón 
formal- de las negaciones, defensas y ex-
cepciones relativas al documento base de la 
demanda, al reconducirlas, a todas ellas, a 
la categoría única de excepciones procesa-
les y dilatorias. Aunque tal mutación se pro-
ducirá únicamente dentro del propio con-
texto procesal especial, sumario y documen-
tal en que fueron propuestas. 
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Summarium 
Post promulgationem Motus Proorii PP. Pauli VI. 
-Causas matrimoniales-, casus excepti in c. 1990 am-
plificati sunt ad novos casus speciales normarum X 
et XI Motus proprii. Manet tamen in substantia modus 
procedendi et requisita activltatis. Ut processale prae-
suppositum, documentum certum et authenticum nullae 
cantradictioni nec exceptioni subiectum adhuc requi-
ritur. 
In prima parte studii, processalis eminet natura 
huius activitatis partium ante Ordlnarium ut iudicem 
actuantemet seiungitur a qualibet activitate quae ali-
quo modo sit administrativa. In secunda yero parte 
conspicitur specialis et sumaria natura hulus proces-
sus, intra categorias generales ordlnantes diversos 
processus quos doctrina processalis distinguit. 
In tertia ampliori parte studii, examinatur paulatim 
probatio de documentis; primo ut ab aliis viis proba-
tionis distinguatur quae, etsi proponantur ut probatio 
documenta lis, proprie non sunt tales , etenim hic pro-
cessus discedendus est necessario ex probatione 
praeconstituta naturae documentalis et repraesentati-
vae capitis nullitatls alegati; secundo ut attingatur 
notio lata et communis documenti certi authenticique, 
quod et documentum publicum et privatum amplecte-
tur, et seiungatur a documentis hulus clasificationis 
codicialis, quod simul exigit accuratum analysim no-
tionum genuinitatis et authenticitatis; tertio, conclu-
ditur studio atque amplitudlne exigentiae defectus 
contradictionis vel exceptionis relatae ad documentum 
certum authenticumque, et designatur ei diversam am-
plitudinem in processus initio et in decisiane assu-
menda ah Ordinario; in hac secunda suppositione 
semper exhibebitur ut exceptio delatoria et processalis, 
quomodocumque sit causa contradictionis vel excep-
tionis alegatae. 
Abstract 
Since the promulgation of Pope Paul Vl's Motu 
proprio .Causas matrimoniales- , the exceptual cases 
of can. 1990 have been enlarged to the new, special 
cases of norms 10 and 11 of the M. P. Nevertheless, 
themockls procedendi and the requisites of the activity 
have · remained esentially unchanged. It is stlll requi-
red. as procedural presupposition, one certain authen-
tic instrument which is not subject to any contradiction 
or exception. 
In the first part of this article special attention is 
given to the procedural nature of the activity realized 
by the interested parties befo re the Ordinary acting 
as judge; distinguishing it from all types of administra-
tive actlons. In the second part the special summary 
cha'racter of this process is underlined; situating it 
within the gamut of procedural categories. 
The third and most extensive part of the paper ca-
refully studies documental proof: in the first place, 
in order to distinguish it from all other types af proof 
which , even though they be presented as documental 
proof, are not actually such, since this process must 
be initiated with a preconstituted documental proof 
(and this proof must be representative of the alleged 
caput nullitatis;) secondly, 'in order to establish a com-
mon and broad concept of the «certalnand authentic-
instrument (a concept broad enough to inelude both 
public and private instruments). The author distinguis-
hes this notion from the codicial classiflcation (public 
and privateinstruments) by means of a detailed 
analysis of the concepts genuinenessand authenticity. 
Finally, the author studies the need for consistency in 
the «certain and authentic- instrument, pointing out 
the difference of this necessity at the Initiation of the 
proceedlngs from its importance at the moment when 
the Ordinary must make a declsion. In the second 
case, the exception will always be presented as a 
procedural, dilatory exception whatever the alleged 
motive contradiction or exception should be. 

